
LEY PARA EL DESARROLLO DE LA
COMPETITIVIDAD DE LA MICRO, PEQUEÑA

Y MEDIANA EMPRESA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Tiene ahora la palabra la diputada Alejandra Noemí
Reynoso Sánchez, del Grupo Parlamentario del PAN, para
presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley para el Desarro-
llo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana
Empresa.

La diputada Alejandra Noemí Reynoso Sánchez: Con
su permiso. Compañeras legisladoras y compañeros legis-
ladores, el fenómeno del desempleo lastima a un sector de
la población estratégica: los jóvenes universitarios egresa-
dos, en proceso de titulación o bien en los últimos semes-
tres de sus estudios, pero que ya han alcanzado un grado de
preparación, conocimientos y madurez para incursionar en
la vida económica y productiva.

El principal flagelo de los jóvenes estudiantes que no en-
cuentran oportunidades de empleo no es tanto la posterga-
ción de la satisfacción de sus necesidades y aspiraciones
materiales sino el daño psicológico que sufren en la pertur-
bación de sus expectativas de vida. La idea de que los años
de sacrificio y estudio han sido en vano es la falta de espe-
ranza en el futuro y la creencia de que el título universita-
rio se ha vuelto como una especie de pasaporte al desem-
pleo.

Decía Gary Becker, Premio Nobel de Economía en 1992,
que ningún país puede lograr el crecimiento sostenido sin
un grado significativo de inversión en recursos humanos.
En este sentido, es preciso reconocer que el Estado mexi-
cano ha realizado un esfuerzo enorme en materia educati-
va, tanto en la ampliación de la cobertura como en su cali-
dad.

Como parte de dicho esfuerzo se ha alcanzado una inver-
sión en materia educativa de 6.3 del PIB, combinando el
gasto de los sectores público y privado, que equivale a 805
mil 959 millones de pesos. Sin embargo, esta inversión
monumental, que es una apuesta decidida a nuestro capital

humano, corre el riesgo de ser desaprovechada por la pro-
blemática del desempleo, subempleo y del empleo infor-
mal, por lo que es imperativo emprender nuevas acciones y
estrategias decididas y comprometidas para ofrecer mayo-
res alternativas de ocupación para nuestros jóvenes, y par-
ticularmente para quienes ya han destinado más de 12 años
de su vida en estudios y preparación, y se encuentran rea-
lizando estudios de educación superior.

La falta de empleo, así como el empleo de baja calidad o
salarios poco competitivos motivan, entre otros factores, la
emigración de connacionales como una válvula de escape,
de una economía, que aún no ha sido capaz de absorber to-
do su talento, México expulsa alrededor de 400 migrantes
cada año.

La Asociación Nacional de Universidades e Instituciones
de Educación Superior ha destacado en su estudio Merca-
do Laboral de Profesionistas de México, que uno de los
principales problemas actuales en el mercado laboral en
nuestro país es el exceso de oferta de profesionistas, máxi-
me en las licenciaturas tradicionales, en donde se tiene un
registro que supera los 900 mil jóvenes titulados en carre-
ras como contaduría, medicina, arquitectura y derecho,
quienes procuran encontrar trabajo por los medios existen-
tes, pero no siempre con éxito.

El camino de propulsar a nuestros jóvenes estudiantes a
partir de los últimos semestres de sus carreras para que rea-
licen sus propios proyectos productivos, ingenien planes de
negocios por sí mismos y tengan las herramientas a su al-
cance para llevarlos a la práctica, se convalida como una
solución válida. La propuesta del autoempleo, la de dotar a
nuestros jóvenes de los recursos y posibilidades para que se
conviertan en sus propios jefes generadores de riqueza.
Hoy, hoy podemos situarnos y debemos situarnos en la ló-
gica de formar menos empleados y más empleadores.

La presente iniciativa propone habilitar y utilizar como ve-
hículo el Fondo Pyme a cargo de la Secretaría de Econo-
mía, para instrumentar una política de apoyos a los jóvenes
que realizan estudios de educación superior, a efecto de
que puedan emprender o consolidar micro, pequeñas y me-
dianas empresas a partir de los últimos semestres de su ca-
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rrera y contemplando como parte de dichos apoyos el ac-
ceso al financiamiento y créditos para poder solventar sus
proyectos.

La eventual aprobación de la presente iniciativa permitiría
detonar el autoempleo entre nuestros jóvenes universita-
rios. Jóvenes como los que también hoy nos visitan aquí en
la Cámara de Diputados, y a los que les doy la bienvenida.
Por ustedes es nuestro trabajo legislativo.

Esta eventual aprobación permitiría entonces detonar el au-
toempleo entre los jóvenes universitarios, consolidar una
cultura emprendedora y de esta manera abriría a estos jó-
venes las puertas para construir su propio éxito, facilitán-
doles la persecución de sus legítimos sueños.

En nuestras manos está, nuestro trabajo legislativo, que po-
damos hacer que a los jóvenes nada los detenga para salir
adelante. Gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Mi-
cro, Pequeña y Mediana Empresa, a cargo de la diputada
Alejandra Noemí Reynoso Sánchez, del Grupo Parlamen-
tario del PAN

La que suscribe, diputada federal a la LXI Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, en ejercicio de las facul-
tades que le confieren los artículos 71, fracción II, y 78 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
permite someter a consideración del honorable pleno la
presente Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley para el Desarro-
llo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana
Empresa, en materia del impulso y fomento del empleo de
los jóvenes universitarios, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El fenómeno del desempleo lastima a un sector de la po-
blación estratégico: los jóvenes universitarios egresados,
en proceso de titulación, o bien en los últimos semestres de
sus estudios, pero que ya han alcanzado un grado de pre-
paración, conocimientos y madurez para incursionar en la
vida productiva.

El principal flagelo de los jóvenes estudiantes que no en-
cuentran oportunidades de empleo, no es tanto la posterga-

ción de la satisfacción de sus necesidades y aspiraciones
materiales, sino el daño psicológico que sufren, la pertur-
bación de sus expectativas de vida; la idea de que los años
de sacrificios y estudio han sido en vano, es la falta de es-
peranza en el futuro y la creencia de que el título universi-
tario se ha vuelto en una especie de pasaporte al desem-
pleo.

De acuerdo con información de la Subsecretaría de Educa-
ción Superior de la Secretaría de Educación Pública (SEP),
cada año egresan de las instituciones de educación superior
más de 430 mil jóvenes en el país, de los cuales al menos
el 14 por ciento no cuenta con trabajo; esto es, todos los
años se suman al menos 60 mil jóvenes con educación uni-
versitaria completa a las filas del desempleo. 

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) se-
ñala en sus últimas cifras que el 32.04 por ciento de la po-
blación de 14 años y más se encuentra desocupada. En la
actualidad, tenemos más de 2, 232, 189 jóvenes cursando
una licenciatura universitaria o tecnológica, por lo que, en
caso de mantenerse la tendencia actual de desocupación, en
los próximos 4-5 años podríamos tener hasta 723 229 jó-
venes egresados desocupados, adicionales a los que ya te-
nemos.

Aunado a lo anterior, reportes de la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económicos demuestran que
de los 30 países miembros, México es la nación donde, de
los ciudadanos con estudios universitarios, mayores posi-
bilidades tienen de estar desempleados, en comparación
con quienes sólo tienen el nivel básico.

De acuerdo con datos del mismo Inegi, sabemos que exis-
ten más de 14 585 804 niños matriculados en primaria; 6
055 467 adolescentes en secundaria; 3 390 432 jóvenes en
educación media superior y otros 352 511 en profesional
técnico; por lo tanto, en el transcurso de los próximos 14
años México tendrá que estar preparado para ofrecer con-
diciones dignas de empleo a un universo potencial de más
de 24 millones de mexicanos que tendrían sus estudios ter-
minados.

Decía Gary Becker, Premio Nobel de Economía de 1992,
que “ningún país puede lograr el crecimiento sostenido sin
un grado significativo de inversión en recursos humanos”.
En ese sentido, es preciso reconocer que el Estado mexica-
no ha realizado un enorme esfuerzo en materia educativa,
tanto en la ampliación de la cobertura como en su calidad.
Como parte de dicho esfuerzo, se ha alcanzado una inver-



sión en materia educativa del 6.3 por ciento de nuestro pro-
ducto interno bruto –combinando el gasto de los sectores
público y privado–, que equivale a 805 959 millones de pe-
sos. 

Sin embargo, esta inversión monumental, que es una
apuesta decidida a nuestro capital humano, corre el riesgo
de ser desaprovechada por la problemática del desempleo,
subempleo y del empleo informal, por lo que es imperati-
vo emprender nuevas acciones y estrategias decididas y
comprometidas para ofrecer mayores alternativas de ocu-
pación a nuestros jóvenes, y particularmente a quienes ya
han destinado más de 12 años de estudios y preparación y
se encuentran realizando estudios de educación superior. 

La falta de empleo, así como el empleo de baja calidad o
salarios poco competitivos, motivan entre otros factores la
emigración de connacionales como válvula de escape, de
una economía que aún no ha sido capaz de absorber todo
su talento; México expulsa alrededor de 400 mil migrantes
cada año. 

Residen en Estados Unidos 30 746 270 personas de origen
mexicano (Pew Hispanic Center), de los cuales alrededor
de 12 millones nacieron en México –y por tanto, conservan
su ciudadanía mexicana–, y los restantes 18 millones son
mexicanos de segunda o tercera generación.

De los 12 millones de ciudadanos mexicanos que residen
en nuestro país vecino, existen aproximadamente 4 millo-
nes 700 mil de 25 años o más de edad que cuentan con un
nivel de estudios de al menos educación media concluida
(preparatoria completa), y muchos de ellos incluso con es-
tudios de educación superior.

Dicho perfil educativo de nuestros paisanos es evidencia
palpable de que nuestro país carece y adolece de los ins-
trumentos y mecanismos suficientes para que sus universi-
tarios egresados encuentren las formas para incorporarse al
mercado de trabajo y participar activamente en el fortaleci-
miento de nuestra economía. 

La Asociación Nacional de Universidades e Instituciones
de Educación Superior ha destacado, en su estudio Merca-
do laboral de profesionistas de México, que uno de los
principales problemas actuales en el mercado laboral en
nuestro país es el del exceso de oferta de profesionistas,
máxime en las licenciaturas tradicionales, en donde se tie-
ne un registro que supera los 900 mil jóvenes titulados en
carreras como contaduría, medicina, arquitectura y dere-

cho, quienes procuran encontrar trabajo por los medios
existentes, no siempre con éxito. 

Ante la falta de oportunidades laborales suficientes, el em-
prendimiento de negocios surge como alternativa y opción
viable para la creación y multiplicación de empleos dignos
y bien remunerados. 

En virtud de que las opciones en el mercado laboral son li-
mitadas y la economía requiere de las contribuciones de
nuevas empresas, es necesario impulsar y fomentar entre
los jóvenes universitarios el surgimiento y desarrollo de
emprendedores, que puedan inyectarle un nuevo aire, ener-
gía y creatividad al sector productivo nacional, atreviéndo-
se a hacer cosas nuevas y hacerlas distinto, a innovar y de-
safiar las fórmulas tradicionales de detonar el crecimiento
y la prosperidad. 

El camino de propulsar a nuestros jóvenes estudiantes, a
partir de los últimos semestres de sus carreras, para que
realicen sus propios proyectos productivos, ingenien pla-
nes de negocios por sí mismos y tengan las herramientas a
su alcance para llevarlos a la práctica, se convalida como
una solución válida; la propuesta del autoempleo, la de do-
tar a nuestros jóvenes de los recursos y posibilidades para
que se conviertan en sus propios jefes, generadores de ri-
queza. Hoy podemos y debemos situarnos en la lógica de
formar menos empleados y más empleadores.

La presente iniciativa propone habilitar y utilizar como ve-
hículo el Fondo de Apoyo para la Micro, Pequeña y Me-
diana Empresa (Fondo Pyme), a cargo de la Secretaría de
Economía, para instrumentar una política de apoyos a los
jóvenes que realizan estudios de educación superior a efec-
tos de que puedan emprender o consolidar micro, pequeñas
y medianas empresas, a partir de los últimos semestres de
su carrera, y contemplando como parte de dichos apoyos el
acceso al financiamiento y créditos para poder solventar
sus proyectos.

Este proyecto de ley es congruente con lo que establece el
Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, con el que com-
parte entre otros los siguientes puntos:

• El objetivo de la política económica de generar más y
mejores empleos como condición fundamental para lo-
grar el desarrollo humano.

• El favorecer el aumento de la productividad de las mi-
cro, pequeñas y medianas empresas (Mipyme).
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• Una política de desarrollo empresarial que fomente
nuevos emprendedores, mujeres y hombres que puedan
crear y desarrollar nuevas empresas.

• El apoyo a proyectos productivos y negocios que per-
mitan tener un ingreso digno y mejores niveles de vida,
así como el impulso determinado a nuestros jóvenes, la
educación y sus vínculos con el mundo laboral. 

Así también, se está en sintonía con el Programa Sectorial
de Economía 2007-2012, publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 14 de mayo de 2008, que define como una
de sus prioridades el contar con un sistema de apoyo inte-
gral a las Mipyme que permita impulsar efectivamente a
las empresas y a los emprendedores con proyectos viables
que favorezcan la generación de empleos.

Esta iniciativa es plenamente coincidente con los objetivos
del Fondo Pyme, y de manera subrayada con los siguientes:

• Promover el desarrollo económico nacional, a través
del otorgamiento de apoyos a proyectos que fomenten la
creación, desarrollo, consolidación, viabilidad, produc-
tividad, competitividad y sustentabilidad de las micro,
pequeñas y medianas empresas, y las iniciativas de los
emprendedores.

• Generar más y mejores micro, pequeñas y medianas
empresas, y más y mejores emprendedores.

• Fomentar la cultura emprendedora.

• Estimular la inversión de recursos financieros para la
creación e inicio de operaciones de las micro, pequeñas
y medianas empresas.

• Fomentar el acceso al financiamiento en general y al
crédito en particular, de las micro, pequeñas y medianas
empresas.

• Multiplicar y fortalecer los canales y productos finan-
cieros dedicados a las micro, pequeñas y medianas em-
presas.

• Promover y difundir los programas, instrumentos, pro-
ductos, herramientas y acciones para elevar la competi-
tividad de las micro, pequeñas y medianas empresas.

• Impulsar la creación y fortalecimiento de los Centros
México Emprende que permitan a los emprendedores,

micro, pequeñas y medianas empresas, acceder a los
programas implementados para su desarrollo o consoli-
dación en un solo lugar.

La eventual aprobación de la presente Iniciativa permitiría
detonar el autoempleo entre nuestros jóvenes universita-
rios, consolidar una cultura emprendedora, y de esta mane-
ra, abrirá a estos jóvenes las puertas para construir su pro-
pio éxito, facilitándoles la persecución de sus legítimos
sueños. 

Por tanto, someto a la elevada consideración del honorable
pleno el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforman los artículos 3, numeral ter-
cero; y 18; y se adicionan los artículos 2, con un tercer pá-
rrafo; 4, numeral segundo, con un inciso j); 10, con un nu-
meral décimo; 11, con un numeral noveno; 18, con un
numeral vigésimo tercero; y 22, con un numeral décimo se-
gundo; todos de la Ley para el Desarrollo de la Competiti-
vidad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, para que-
dar como sigue:

Artículo 2. La autoridad encargada de la aplicación de es-
ta ley es la Secretaría de Economía, quien, en el ámbito de
su competencia, celebrará convenios para establecer los
procedimientos de coordinación en materia de apoyo a la
micro, pequeña y mediana empresa, entre las autoridades
federales, estatales, del Distrito Federal y municipales, pa-
ra propiciar la planeación del desarrollo integral de cada
entidad federativa, del Distrito Federal y de los municipios,
en congruencia con la planeación nacional.

…

La Secretaría estará facultada para celebrar convenios
de colaboración con universidades e instituciones de
educación superior, con la finalidad de cumplir de me-
jor manera con el objeto de esta ley. 

Artículo 3. Para efectos de esta ley, se entiende por:

I. y II. …

III. Mipymes: …

…



Se incluyen productores agrícolas, ganaderos, foresta-
les, pescadores, acuicultores, mineros, artesanos y de
bienes culturales, prestadores de servicios turísticos y
culturales, así como jóvenes universitarios que em-
prendan algún negocio; 

IV. a XVII. … 

Artículo 4. Son objetivos de esta ley:

I. Establecer:

a) a d)… 

II. Promover:

a) a i)…; y

j) El otorgamiento y la facilitación de estímulos,
incentivos y recursos a los jóvenes que realizan
estudios de educación superior para que puedan
iniciar o consolidar micro, pequeñas y medianas
empresas, con el propósito de contribuir a su in-
clusión en el mercado laboral y ampliar sus posi-
bilidades y potencial de participación en el sector
formal de la economía. 

…

Artículo 10. La planeación y ejecución de las políticas y
acciones de fomento para la competitividad de las Mipy-
mes debe atender los siguientes criterios:

I. a IX. …; y

X. Involucrar activamente a las instituciones de edu-
cación superior para consolidar la cultura empren-
dedora entre los jóvenes. 

Artículo 11. Para la ejecución de las políticas y acciones
contenidas en el artículo anterior, deberán considerarse los
siguientes Programas:

I. a VIII. …, y

IX. La entrega de apoyos a jóvenes que realizan es-
tudios de educación superior para iniciar o consoli-
dar Mipymes. 

Adicionalmente, la Secretaría promoverá esquemas para
facilitar el acceso al financiamiento público y privado a las
Mipymes.

…

Artículo 18. El Consejo estará conformado por 37 inte-
grantes:

I. a XXII. …, y

XXIII. Seis rectores de universidades e instituciones de
educación superior del país. 

…

…

…

Artículo 22. El Consejo tendrá por objeto:

I. a XI. …, y

XII. Alentar la creación y consolidación de Mipymes
desde la formación de los jóvenes que realizan estu-
dios de educación superior. 

…

Transitorios

Primero. A efectos de dar total cumplimiento al presente
decreto, la Secretaría de Economía contará con 90 días na-
turales para modificar, actualizar, adaptar y realizar ajustes
tanto al Reglamento de la Ley para el Desarrollo de la
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa,
como a las Reglas de Operación para el Otorgamiento de
Apoyos del Fondo de Apoyo para la Micro, Pequeña y Me-
diana Empresa.

Segundo. Por medio del Programa del Fondo de Apoyo pa-
ra la Micro, Pequeña y Mediana Empresa; de los fideico-
misos México Emprende y de Contragarantía para el Fi-
nanciamiento Empresarial; de los Fondos de Capital; así
como de los recursos de los capítulos de gasto 4000 “Sub-
sidios y transferencias” y 7000 “Aportaciones a fideicomi-
sos y mandatos”, todos a su cargo, la Secretaría entregará
y facilitará apoyos a los jóvenes que realizan estudios de
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educación superior en el país –como una categoría especí-
fica o línea estratégica del Programa– para el emprendi-
miento y la consolidación de micro, pequeñas y medianas
empresas, incluyendo en dichos apoyos el acceso al finan-
ciamiento y créditos para sus proyectos. 

Tercero. Los recursos para la entrega de apoyos a jóvenes
que realizan estudios de educación superior para iniciar o
consolidar Mipymes, provendrán de la reasignación de los
recursos de todo tipo que se destinan actualmente a la Se-
cretaría de Economía a través del Presupuesto de Egresos
de la Federación en el programa del Ramo 10, denomina-
do “Fondo de Apoyo para la Micro, Pequeña y Mediana
Empresa (Fondo Pyme)”. La Secretaría tendrá plena liber-
tad para determinar los montos y mecanismos para dichas
reasignaciones. 

En consecuencia, la entrada en vigor y puesta en práctica
del presente decreto no deberá causar impacto presupues-
tario. 

Cuarto. Las presentes reformas y adiciones entrarán en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Dada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 7 días del mes de
Septiembre del 2010.— Diputados: Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez, Daniel Gabriel Ávila Ruiz, María Dolores del Río Sánchez, Gua-
dalupe Valenzuela Cabrales, Gloria Romero León, Ruth Esperanza Lu-
go Martínez, Laura Viviana Agúndiz Pérez, Tomás Gutiérrez Ramírez,
María Araceli Vázquez Camacho, Rubén Arellano Rodríguez (rúbri-
cas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Gracias, diputada Reynoso. Túrnese a la Comisión de
Economía.

El diputado Daniel Gabriel Ávila Ruiz (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Sí, dígame diputado Daniel Ávila. Sonido a la curul del
diputado Daniel Ávila.

El diputado Daniel Gabriel Ávila Ruiz (desde la curul):
Diputado presidente, para solicitar a la diputada Reynoso si
me puedo adherir a su iniciativa de ley.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: La diputada Reynoso ha expresado su aquiescencia pa-

ra admitir la adhesión a su iniciativa, diputado Daniel Ávi-
la, y se pone a disposición de ustedes, para quienes quieran
hacer lo mismo, la iniciativa, aquí en la Secretaría.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Tiene la palabra el diputado Ariel Gómez León, del
Grupo Parlamentario del PRD, para presentar iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 3o. de la
Ley General de Salud.

El diputado Ariel Gómez León: Con permiso, señor pre-
sidente. Compañeros diputados y compañeras diputadas,
hoy quiero hablar de los niños y de las niñas que han sido
sacados de las escuelas con el argumento de que cuentan
con hiperactividad o déficit de atención.

La pregunta es: ¿no será que estos niños fueron mal diag-
nosticados y en realidad cuentan desafortunadamente con
una enfermedad llamada espectro autista? ¿Por qué todos
los días una gran cantidad de padres de familia gastan tan-
to tiempo y dinero buscando y brincando de un especialis-
ta a otro especialista?

¿Por qué nuestra Ley de Salud ni siquiera tiene considera-
do el término trastorno generalizado del desarrollo? ¿Por
qué en nuestra ley no se explica del síndrome de Rett, del
síndrome de Asperger, de los trastornos desintegrativos de
la infancia? ¿Por qué no nos damos cuenta que en los Es-
tados Unidos 1 de cada 99 niños está siendo diagnosticado
con esta enfermedad? ¿Por qué no nos alarmamos?

Es muy fácil que el director de la escuela les diga a los pa-
dres de familia que su hijo es hiperactivo o que es retraído
y que debe salirse de la escuela. O que le den su Ritalín o
que venga un especialista.

¿Por qué no se capacita, tanto a la gente de la Secretaría co-
mo a cada uno de los maestros? ¿Por qué no empezamos a
realizar algo que se llama tamizaje? A los dos años de edad
podemos empezarle a dar terapia a todos esos niños que es-
tán siendo sacados de las escuelas.

Es muy fácil decirles a los padres de familia que sus hijos
deben salir de la escuela.



Hay que decirle a la Secretaría de Salud que el tamizaje
preventivo no cuesta dinero. No es muestra de sangre, no
es un examen cromosómico. Son sólo 23 preguntas. Sólo
23 preguntas que se les hacen a los padres de familia que
tienen niños de dos años de edad y en ese momento sabre-
mos si corren riesgo de tener alguno de estos síndromes de
rett, de asperger, de autismo y otros más.

En 20 minutos los padres de familia trabajan con un siste-
ma, que en los Estados Unidos y en muchas partes de Eu-
ropa están utilizando. Se llama M-Chat y es un checklist de
23 preguntas muy sencillas.

La primera que yo le haría a quienes nos están escuchando
y viendo, si han encontrado un familiar que organiza todas
sus camisas del mismo tono, si organiza todas sus zapati-
llas del mismo tono. No confundamos los procesos com-
pulsivos, obsesivos y obsesivo-compulsivos con este tipo
de enfermedades. Eso se llama atención temprana.

Los mejores momentos de integración de nuestros niños y
que están siendo sacados de las escuelas sin saber este
diagnóstico, es en sus primeros años.

La enfermedad del espectro autista va a empezar a sonar en
todo el mundo y México debe estar a la vanguardia. Esta
enfermedad conduce a la limitación de los derechos huma-
nos, a la limitación de su vida.

Es importante que nosotros empecemos a legislar para que
dejemos de ver a los padres de familia peregrinar de gabi-
nete en gabinete médico y sicológico.

Es por eso que no debemos permitir el aislamiento de un
ser. El aislamiento de cada uno de los futuros mexicanos y
que en breve será el tema mundial: los trastornos corres-
pondientes al autismo. Hay que dotarlos de herramientas
propias.

Por eso pido, respetuosamente, a las diputadas y a los di-
putados de la Comisión de Salud para que apoyen esta re-
forma, integremos así a los niños y a las niñas, para que en
la Ley General de Salud exista un apartado para que tengan
derecho a este M-Chat o a este simple y sencillo examen,
que no cuesta dinero, que sólo son preguntas y que poste-
riormente la atención médica multidisciplinaria puede con-
tinuar siendo menos cara y les podamos dar una nueva vi-
da en esta sociedad. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 3o. de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Ariel Gómez León, del Grupo
Parlamentario del PRD

Ariel Gómez León, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, diputado de la LXI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, y con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 72, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración del pleno de la Cámara de Diputa-
dos, la presente iniciativa con proyecto de decreto por la
que se reforma el artículo tercero de la Ley General de Sa-
lud, a efecto de incorporar los trastornos generalizados del
desarrollo, y los síndromes que de éste se desprenden.

Exposición de Motivos

Los TGD (Trastornos Generalizados del Desarrollo) son
una perturbación grave y generalizada de varias áreas del
desarrollo: habilidades para la interacción social, habilida-
des para la comunicación o la presencia de comportamien-
tos, intereses y actividades estereotipadas.

Dentro del TGD encontramos:

Trastorno de Rett: Es una desaceleración del creci-
miento cefálico entre los cinco meses y los cuatro años
de edad junto a una pérdida de las capacidades motrices
manuales previamente adquiridas entre los seis y los
treinta meses de edad. Esto se acompaña de una altera-
ción de la comunicación y de las relaciones sociales y de
la aparición de marcha inestable y pobremente coordi-
nada o movimientos del tronco. Grave alteración del
lenguaje expresivo y receptivo, junto a retraso psicomo-
tor grave.

Trastorno de Asperger: Ausencia de retrasos clínica-
mente significativos del lenguaje o del desarrollo cogni-
tivo. Para el diagnóstico se requiere que a los dos años
haya sido posible la pronunciación de palabras sueltas y
que al menos a los tres años el niño use frases aptas pa-
ra la comunicación. Las capacidades que permiten una
autonomía, un comportamiento adaptativo y la curiosi-
dad por el entorno deben estar al nivel adecuado para un
desarrollo intelectual normal. Sin embargo, los aspectos
motores pueden estar de alguna forma retrasados y es
frecuente una torpeza de movimientos (aunque no sea
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necesaria para el diagnóstico). Es frecuente la presencia
de características especiales aisladas, a menudo en rela-
ción con preocupaciones anormales, aunque no se re-
quieren para el diagnóstico. Tienen alteraciones cualita-
tivas en las relaciones sociales recíprocas (del estilo de
las del autismo). En algunos casos se puede confundir
con un trastorno obsesivo compulsivo.

Trastorno de Tourette: Sus características esenciales
son los tics motores múltiples y uno o más tics vocales.
Estos tics pueden aparecer simultáneamente o en dife-
rentes períodos de la enfermedad. Los tics aparecen va-
rias veces al día, recurrentemente, a lo largo de un perí-
odo de más de 1 año, durante este tiempo, nunca hay un
período libre de tics de más de 3 meses consecutivos. La
alteración provoca intenso malestar o deterioro signifi-
cativo social, laboral o de otras áreas importantes de la
actividad del individuo, esté trastorno se produce antes
de los 18 años de edad. Y los síntomas más frecuente-
mente asociados son las obsesiones, compulsiones y la
impulsividad. Con frecuencia se observa malestar so-
cial, vergüenza, excesiva auto-observación y humor de-
presivo. La gravedad de los tics puede resultar exacer-
bada por la administración de estimulantes del sistema
nervioso central, lo que puede constituir un fenómeno
proporcional a la dosis. El trastorno obsesivo-compulsi-
vo, el trastorno por déficit de atención con hiperactivi-
dad y los trastornos del aprendizaje pueden asociarse al
trastorno de Tourette.

Trastorno desintegrativo infantil: Es un desarrollo
aparentemente normal durante por lo menos los prime-
ros 2 años posteriores al nacimiento, posteriormente hay
pérdida clínicamente significativa de habilidades pre-
viamente adquiridas (antes de los 10 años de edad) en
por lo menos dos de las siguientes áreas: lenguaje ex-
presivo o receptivo, habilidades sociales, control intes-
tinal o vesical, en los juegos, habilidades motoras. Su-
fren de alteración de comportamientos no verbales,
tienen incapacidad para desarrollar relaciones con com-
pañeros, con ausencia de reciprocidad social o emocio-
nal, sufren de alteraciones cualitativas de la comunica-
ción; tienen retraso o ausencia de lenguaje hablado,
incapacidad para iniciar o sostener una conversación,
tiene patrones de comportamiento, intereses y activida-
des restrictivos, repetitivos y estereotipados, esté tras-
torno no se explica mejor por la presencia de otro tras-
torno generalizado del desarrollo o de esquizofrenia.

Autismo: Es el resultado de un déficit cognitivo básico
que está asociado con funciones de la comunicación. Es
autista aquella persona para la cual las otras personas re-
sultan opacas e impredecibles; aquella persona que vive
como ausente (mentalmente ausente) a las personas; se
siente incompetente para predecir, regular y controlar su
conducta por medio de la comunicación. Estos son sólo
algunos síntomas.

Como podemos darnos cuenta con los anteriores antece-
dentes del TGD, los niños requieren de una atención mul-
tidisciplinaria y el costo para acceder a las distintas espe-
cialidades y terapias es muy elevado, ya que no existen los
suficientes centros de asistencia apropiados para el trata-
miento que necesitan, en todo el país. Por ejemplo los tra-
tamientos recomendados e indiscutidos para el autismo y
que han demostrado ser eficaces en todo el mundo como el
tratamiento cognitivo conductual; floortime; tratamientos
dietarios; tratamientos biomédicos; suplementos vitamíni-
cos”, no están al alcance de estos niños. La cuestión es que
ante la falta de especialistas se retrasa el diagnóstico y has-
ta los 5 o 6 años.

Sabemos que es un padecimiento que empieza muy tem-
prano y que es posible detectarlo. Actualmente se tienen
muy claros los indicadores de alerta, las señales de cómo se
desvía la trayectoria del desarrollo desde el primera año.

No hay cura, pero en la actualidad se logra que las mani-
festaciones de estas enfermedades sea mucho más leve, al
grado de que si se toma a un niño en tratamiento, al año y
medio o 2 años, aprovecha una neuroplasticidad potencial,
a los 4 o 5 ya habla, ya socializa, ya tiene buena conducta
y la vida le cambia, la calidad de vida. Esto se logra acti-
vando el circuito cerebral social.

Pero, cuando esto no sucede y el niño a penas va recibien-
do el diagnóstico, en promedio, de 4 o 5 años, el trastorno
avanza, el cerebro se malacostumbra a no dar respuestas
sociales, gira mucho en torno a sí mismo, muy sensorial,
muy alejado, poco comunicativo.

Aunque no existe cura para los niños menor que padecen
de TGD, la intervención temprana y el tratamiento pueden
ayudar a desarrollar aptitudes y alcanzar su mejor poten-
cial. No existen medicamentos que puedan curarlo, pero al-
gunas veces los medicamentos son utilizados para tratar al-
gunos síntomas como la conducta agresiva hacia sí mismos
u otras personas, los problemas de la falta de atención, com-
portamiento obsesivo compulsivo y cambios de humor.



La atención a infantes con esta limitante es insuficiente,
tanto en centros de salud públicos como privados, por lo
que en los siguientes años será necesario realizar un es-
fuerzo mayor para cubrir las necesidades de este sector de
la población que está en constante crecimiento, y hoy nos
toca a nosotros iniciar el camino legislativo para los mexi-
canos del futuro.

Es importante hacer mención que está problemática no se
reduce a nivel salud, sino que se extiende en todos los as-
pectos de la vida, pues quedan al margen de un desarrollo
integral y afecta la satisfacción de necesidades fundamen-
tales, es decir, la enfermedad conduce a la limitación de los
derechos humanos, de ahí la importancia de regular y le-
gislar la enfermedad, de manera que se evite un “peregri-
naje a gabinetes psicológicos y psiquiátricos”, por parte de
los padres, ocasionando la pérdida de tiempo, valioso para
el mejor desarrollo del menor.

En este sentido, solicito a todos los integrantes del honora-
ble Congreso de la Unión, que trabajemos para todos estos
niños, en lo que sea necesario para mejorar la calidad de vi-
da de las personas con está discapacidad.

Decreto

Por el que se reforma el artículo tercero de la Ley Ge-
neral de Salud

Artículo 3o. En los términos de esta ley, es materia de sa-
lubridad general:

I. …

II. …

II Bis. …

III. …

IV. …

IV Bis. …

V. …

VI. …

VII. …

VIII. La salud mental;

VIII Bis. El tratamiento integral de los trastornos gene-
ralizados del desarrollo, como son el síndrome autista,
síndrome de Rett, trastorno desintegrativo de la infan-
cia, síndrome de Asperger y el trastorno generalizado
del desarrollo no especificado.

IX. …

X. …

…

XXIX. …

XXX. …

XXXI. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de septiembre de
2010.— Diputados: Ariel Gómez León, María Araceli Vázquez Cama-
cho, Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Gerardo Leyva Hernández
(rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Gracias, diputado Gómez León. Túrnese a la Comi-
sión de Salud.

ARTICULO 123 CONSTITUCIONAL - 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Tiene ahora la palabra el diputado Ricardo Armando
Rebollo Mendoza, del Grupo Parlamentario del PRI, para
presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y el artículo 170 de la Ley Federal del Tra-
bajo.

No estando el diputado… Ah, me estaban pasando mal la
información. Gracias. Adelante, diputado.
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El diputado Ricardo Armando Rebollo Mendoza: Con
su venia, señor presidente. A nombre mío y de mi compa-
ñero diputado Tereso Medina, presento ante esta soberanía
la iniciativa de proyecto de decreto que reforma y adiciona
la fracción V del artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y las fracciones II y IV del
artículo 170 de la Ley Federal del Trabajo.

El día de hoy propongo a esta honorable soberanía poner
un acento en lo que realmente funciona para las mujeres
que trabajan, legislando con acciones que cierren la distan-
cia entre el principio filosófico de justicia y su manifesta-
ción mínima que es la ley.

En suma, me permito recordarles que tenemos un compro-
miso, una brecha que zanjar en materia de derechos labo-
rales y de previsión social en el mismo género femenino, y
por supuesto me refiero a las mujeres que no tienen el pri-
vilegio de la reproducción, pero que sí tienen el derecho de
ser madres y para las cuales el Estado ha creado la institu-
ción de la adopción.

Es injusto dejar en la subjetividad del patrón el derecho de
la madre adoptante a iniciar y fortalecer el vínculo madre e
hijo que la naturaleza les negó.

En la presente iniciativa de reforma y que reforma el artí-
culo 123 y a su ley secundaria, convergen derechos natura-
les del hombre y la mujer, como lo es la igualdad de géne-
ro en el derecho del trabajo y la ficción jurídica
denominada adopción.

Entendiéndose ésta última como el acto jurídico que crea
entre el adoptante y el adoptado un vínculo de parentesco
civil del que derivan relaciones análogas, a las que resulta
la de paternidad y la filiación legítima.

El reconocimiento del trabajo como derecho provocó una
revolución industrial y jurídica. El derecho al trabajo es la
primera expresión histórica del derecho social.

Independientemente, desde una perspectiva jurídica, la
previsión social como parte esencial del derecho del traba-
jo, en sus albores en el mundo occidental, la mujer no tenía
acceso a los derechos sociales, excepto cuando se trataba
de acciones altruistas o de beneficencia o de caridad.

El concepto de igualdad de derechos para individuos de
distinto sexo es antiguo, pero hasta el siglo XX es cuando
se interpreta jurídicamente.

En nuestro país, el Constituyente permanente en 1974 re-
forma el artículo 4o. de nuestra Constitución: el varón y la
mujer son iguales ante la ley. Ésta protegerá la organiza-
ción y el desarrollo de la familia. Estableciendo en rango
constitucional el derecho de equidad de género.

Dentro del mismo contexto de lucha y de movimientos so-
ciales, en 1953, siendo presidente de la República el licen-
ciado Adolfo Ruiz Cortines, otorga el derecho al voto al gé-
nero femenino.

Por eso deseo hacer una consideración histórica y un reco-
nocimiento a mis compañeras diputadas y a las mujeres de
Chiapas, Tabasco y Yucatán, que ellas ejercieron su dere-
cho al voto en sus elecciones locales, desde 1918.

Los movimientos sociales de mujeres, a finales del siglo
XIX, tenían dentro de sus objetivos el reconocimiento a la
maternidad como una función social y por tanto, suscepti-
bles de ser remuneradas.

El Constituyente del 17 recoge ese reclamo universal y lo
hace suyo, plasmando en nuestra Carta Magna los derechos
al descanso obligatorio por razón de maternidad y lactan-
cia, abriendo un apartado en el Título Sexto, denominado
Del trabajo y previsión social, fracción V del artículo 123
constitucional.

Es importante resaltar que desde la promulgación de la
Constitución Federal el artículo 123 ha tenido 23 reformas,
pero la fracción V de este numeral sólo se ha reformado
una vez, en el año de 1974, donde se amplían los periodos
de descanso obligatorio y se consolidan sus derechos al sa-
lario y a la movilidad laboral.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, hoy, 23 de
septiembre de 2010, tenemos la responsabilidad histórica
como legisladores de ampliar el manto protector de la ley
y el derecho positivo de corregir un rezago social de 93
años en nuestro México contemporáneo, legislando a favor
de las mujeres que son madres adoptivas.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado pongo a su
consideración, señoras y señores diputados, la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto, un derecho de estricta jus-
ticia, darles a las madres adoptivas los mismos derechos
que a las madres biológicas de descanso en las primeras
seis semanas, para que el vínculo maternal se fortalezca en-
tre la madre trabajadora y su menor hijo y el derecho a la
lactancia en hijos adoptados menores a tres meses. Los dos



periodos extraordinarios de reposo de media hora por día.
Hagámoslo por ellas, compañeras diputadas y diputados.
Es cuanto, señor presidente. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 170 de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo del diputado Ricardo Arman-
do Rebollo Mendoza, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, diputado Ricardo Armando Rebollo Men-
doza, de la LXI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, con fundamento en los artículos
71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; 26 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55,
fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, presenta ante esta soberanía iniciativa de ley que
reforma diversas disposiciones de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

Exposición de Motivos

En la presente iniciativa de reforma al artículo 123 y a su
ley secundaria, convergen derechos naturales del hombre y
la mujer como lo es la igualdad de género en el derecho al
trabajo y la ficción jurídica denominada adopción.

Entendiéndose esta última, como el acto jurídico que crea,
entre el adoptante y el adoptado, un vínculo de parentesco
civil, del que derivan relaciones análogas a las que resultan
de la paternidad y filiación legítimas.

El reconocimiento del trabajo como derecho provoco una
revolución industrial y jurídica, en palabras de Marshall,
“el derecho civil básico es el derecho al trabajo”, o como
lo expresaba Ewald “el trabajo, es la primera expresión his-
tórica del derecho social”.

Independientemente, desde una perspectiva laboral o civi-
lista, la prevención social como parte esencial del derecho
al trabajo en sus albores en el mundo occidental, la mujer
no tenía derechos sociales, excepto cuando se trataban de
acciones altruistas o de beneficencia y de caridad.

El concepto de igualdad de derechos para individuos de
distinto sexo, es antiguo, pero es hasta el siglo XX, que se
interpreta jurídicamente.

Los movimientos sociales de mujeres a fines del siglo XIX,
tenían dentro de sus objetivos, el reconocimiento a la ma-
ternidad, como una función social y, por lo tanto, suscepti-
ble de ser remunerada.

El Constituyente de 1917 recoge ese reclamo universal y lo
hace suyo plasmando en la Carta Magna, los derechos al
descanso obligatorio por razón de maternidad y lactancia.

Desde la promulgación de la Constitución Federal, el artí-
culo 123 ha tenido 23 reformas, pero la fracción V de este
numeral, sólo se ha reformado, una vez, en al año de 1974,
donde se amplía los periodos de descanso obligatorio y se
consolidan sus derechos al salario y a la inmovilidad labo-
ral.

El día de hoy, propongo a esta honorable soberanía, poner
un acento en lo que realmente funciona para las mujeres
que trabajan, legislando con acciones que cierren la distan-
cia entre el principio filosófico de justicia y su manifesta-
ción mínima que es la ley.

En suma, me permito recordarles que tenemos un compro-
miso, una brecha que zanjar, en materia de derechos labo-
rales y de prevención social entre el mismo género femeni-
no y me refiero a las mujeres que no tienen el privilegio de
la reproducción, pero que si tienen el derecho de ser ma-
dres y para las cuales el Estado ha creado la institución de
la adopción.

Por lo anteriormente fundado y expuesto, y teniendo como
objetivo el bienestar de los mexicanos, como integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional presento a esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto que reforma la fracción V del artículo 123 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y las fracciones II y IV del artículo 170 de la Ley Fede-
ral del Trabajo

Primero. Se reforma la fracción V del artículo 123 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

V. Las mujeres durante el embarazo no realizarán traba-
jos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un
peligro para su salud en relación con la gestación; goza-
rán forzosamente de un descanso de seis semanas ante-
riores a la fecha fijada aproximadamente para el parto y
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seis semanas posteriores al mismo, debiendo percibir su
salario íntegro y conservar su empleo y los derechos que
hubieren adquirido por la relación de trabajo. En el pe-
ríodo de lactancia tendrán dos descansos extraordinarios
por día, de media hora cada uno para alimentar a sus hi-
jos. Las mujeres que adopten tendrán los mismos de-
rechos a partir de que se establezca el vínculo jurídi-
co filial materno en hijos adoptados menores de tres
meses; excepto que no gozarán de las primeras seis
semanas de descanso.

Segundo. Se reforma las fracciones II y IV del artículo 170
de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 170. Las madres trabajadoras la tendrán los si-
guientes derechos.

I. …

II. Disfrutarán de un descanso de seis semanas anterio-
res y seis semanas posteriores al parto, las madres
adoptantes gozarán solo del segundo periodo de seis
semanas a partir de que se establezca el vínculo jurí-
dico filial materno, en hijos adoptados menores de
tres meses.

III. …

IV. En el periodo de lactancia, las madres biológicas y
madres adoptantes tendrán dos reposos extraordinarios
por día, de media hora cada uno, para alimentar a sus hi-
jos, en el lugar adecuado e higiénico que designe la em-
presa.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 9 de septiembre de
2010.— Diputados: Ricardo Armando Rebollo Mendoza, Gerardo
Leyva Hernández, María Araceli Vázquez Camacho, Ruth Esperanza
Lugo Martínez, José Ricardo López Pescador, Pedro Ávila Nevárez,
Enoé Margarita Uranga Muñoz, Héctor Guevara Ramírez, Carlos Ma-
nuel Joaquín González (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Gracias, diputado Rebollo. Túrnese a las Comisiones

Unidas de Puntos Constitucionales y de Trabajo y Pre-
visión Social.

Se encuentran entre nosotros invitados especiales del esta-
do de Aguascalientes, invitados por el diputado Canek
Vázquez Góngora. Sean todas y todos ustedes bienvenidos.

Igualmente, personas invitadas del estado de Coahuila, por
el diputado Rubén Moreira Valdez. Igualmente sean bien-
venidas y bienvenidos.

Sí, diputado Héctor Guevara, dígame.

El diputado Héctor Guevara Ramírez (desde la curul):
Solicitarle sea tan amable en preguntarle al señor diputado
Rebollo si me permite adherirme a esta iniciativa que aca-
ba de presentar porque se enmarca en el apoyo que el Con-
greso debe dar a la madre adoptiva.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Señor diputado Rebollo, el diputado Guevara mani-
fiesta su interés de adherirse a la iniciativa presentada por
usted. ¿Acepta usted?

El diputado Ricardo Armando Rebollo Mendoza (desde
la curul): Con gusto, señor presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: El diputado Rebollo ha expresado su aquiescencia, por
tanto, en la Secretaría se pone a disposición de quienes
quieran adherirse a la misma la iniciativa que acabamos de
escuchar. Gracias.

A petición del Grupo Parlamentario del PAN, la iniciativa
de la diputada Norma Leticia Salazar Vázquez que estaba
enlistada se pospone.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: El siguiente punto del orden del día son dictámenes de
primera lectura.

En virtud de que han sido publicados en la Gaceta Parla-
mentaria, consulte la Secretaría a la asamblea, en votación
económica, si se les dispensa la lectura.



La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la
asamblea, en votación económica, si se les dispensa la lec-
tura. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

«Dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural, con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 20 y adiciona el
3o. y 15 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión de la LXI Le-
gislatura, le fue turnada para su estudio y dictamen la mi-
nuta con proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable, presentada en la Cámara de Diputados
el 26 de abril de 2007 por el diputado Carlos Ernesto Na-
varro López, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática, remitida por el Senado
de la República el 15 de diciembre de 2009.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, 72 y
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; 58, 60, 87 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, y 38, 40, 48 y 49 de
las Normas Relativas al Funcionamiento de las Comisiones
y Comités de la Cámara de Diputados, corresponde a los
integrantes de la Comisión de Desarrollo Rural deliberar
respecto del asunto previamente citado, a partir de los si-
guientes

Antecedentes

I. En la sesión del 26 de abril de 2007, en la Cámara de Di-
putados, el diputado Carlos Ernesto Navarro López, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, presentó la iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 3,
15, 20 y 22 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, en
esta misma fecha la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados acordó turnarla a la Comisión de Desarrollo Rural,
para su estudio y dictamen correspondiente.

II. El 20 de septiembre de 2007 la Comisión de Desarrollo
Rural dictaminó la iniciativa que nos ocupa en sentido po-
sitivo.

III. El 30 de octubre de 2007, el dictamen fue presentado
en el pleno de la Cámara de Diputados para presentarse en
primera lectura. Posteriormente, el 6 de noviembre de
2007, el dictamen fue sometido a discusión y aprobado por
la Cámara de Diputados, en esta misma fecha fue turnado
al Senado de la República para su revisión.

IV. Recibido el expediente en el Senado de la República el
8 de noviembre de 2007, fue turnado para su análisis y dis-
cusión a las Comisiones Unidas de Desarrollo Rural; Re-
cursos Hidráulicos y Estudios Legislativos, Segunda.

V. Por acuerdo de la Mesa Directiva de la Comisión Revi-
sora se modifica el turno para quedar a cargo de las Comi-
siones Unidas de Agricultura y Ganadería, de Desarrollo
Rural, de Recursos Hidráulicos, de Reforma Agraria, y de
Estudios Legislativos, Segunda.

VI. El 10 de diciembre de 2009, en segunda lectura, las Co-
misiones Unidas de Agricultura y Ganadería, de Desarrollo
Rural, de Recursos Hidráulicos, de Reforma Agraria, y de
Estudios Legislativos, Segunda, dictaminaron en sentido
positivo con modificaciones la minuta referida, la cual en
la segunda lectura sin debate, se aprobó por 77 votos a fa-
vor, ordenándose en el pleno del Senado de la República su
devolución a la Cámara de Diputados.

VII. Para los efectos legales de la fracción E del artículo 72
constitucional, el Senado de la República, mediante oficio
número DGPL-1P1A.3087 remitido a la Cámara de Dipu-
tados el 11 de diciembre de 2009, hizo llegar la minuta con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de la Ley de Desarrollo Rural Susten-
table, misma que fue turnada el 15 de diciembre de 2009 a
la Comisión de Desarrollo Rural de esta honorable Cáma-
ra, para proceder a su análisis y emisión del dictamen co-
rrespondiente.

Descripción de la minuta

La iniciativa contenida en la minuta materia del presente
dictamen, propone establecer en el texto de la Ley de Desa-
rrollo Rural Sustentable la obligatoriedad de la difusión de
los diversos programas y beneficios económicos que se en-
cuentren contenidos en el Programa Especial Concurrente
para el Desarrollo Rural Sustentable.
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En consecuencia, la iniciativa presentada por el diputado
Navarro López pretendía reformar el artículo 20 y adicio-
nar los artículos 3o., con la fracción XVI, recorriéndose en
su orden las demás fracciones; 15, con una fracción XVIII,
recorriéndose en su orden las demás fracciones; y 22, con
una fracción XVI, a la Ley de Desarrollo Rural Sustenta-
ble, para quedar como sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entenderá
por:

…

…

XVI. Difusión. La promoción nacional mediante los
medios de información masiva escritos y electróni-
cos, libros, folletos y cualquier otro material idóneo
que permita dar a conocer los diversos programas y
beneficios económicos que se deriven de la aplicación
del Programa Especial Concurrente para el Desa-
rrollo Rural Sustentable.

Artículo 15. El Programa Especial Concurrente al que
se refiere el artículo anterior, fomentará acciones en las
siguientes materias:

…

…

XVIII. Difusión nacional sobre su contenido, y

XIX. Las demás que determine el Ejecutivo Federal.

Artículo 20. La Comisión Intersecretarial será respon-
sable de atender, difundir, coordinar y dar el segui-
miento correspondiente a los programas sectoriales y
especiales que tengan como propósito impulsar el desa-
rrollo rural sustentable. Asimismo, será la responsable
de promover y coordinar las acciones y la concertación
de la asignación de responsabilidades a las dependen-
cias y entidades federales competentes en las materias
de la presente ley.

Artículo 22. …

…

I. a XIII. …

XVI. Servicio Nacional de Difusión.

Sin embargo, la Cámara revisora consideró que la crea-
ción de este Servicio Nacional de Difusión sería redun-
dante, en atención a que la función que desempeñaría
dicho Servicio, actualmente es ejecutada por la Comi-
sión Intersecretarial para el Desarrollo Rural Sustenta-
ble, y por el Consejo Mexicano para el Desarrollo Rural
Sustentable; sin ignorar que el Sistema Nacional de In-
formación para el Desarrollo Rural Sustentable realiza
de manera específica esta actividad de difusión.

En atención a lo anterior, el Senado de la República con-
sideró oportuno desechar la propuesta de adición de una
fracción XVI al artículo 22, aprobado por la Cámara de
Diputados, en virtud de la difusión es una actividad que
en la actualidad ya es realizada por distintos organismos
ya establecidos por la Ley de Desarrollo Rural Susten-
table, en consecuencia, la Cámara revisora aprobó el si-
guiente proyecto de

Decreto por el que se reforma y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de Desarrollo Rural Susten-
table

Artículo Único. Se reforma el artículo 20; y se adicio-
nan: la fracción XVI al artículo 3o., recorriéndose en su
orden las demás fracciones, y una fracción XVIII al ar-
tículo 15, recorriéndose en su orden las demás fraccio-
nes, todas a la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entenderá
por:

I. a la XV. …

XVI. Difusión. La promoción nacional mediante los
medios de información masiva escritos y electróni-
cos, libros, folletos y cualquier otro material idóneo
que permita dar a conocer los diversos programas y
beneficios económicos que se deriven de la aplicación
del Programa Especial Concurrente para el Desa-
rrollo Rural Sustentable.

XVII. Entidades federativas. Los estados de la federa-
ción y el Distrito Federal;

XVIII. Estado. Los Poderes de la Unión, de las entida-
des federativas y de los municipios;



XIX. Estímulos fiscales. Los incentivos otorgados por
el Estado a través de beneficios preferentes en el ejerci-
cio de la tributación;

XX. Marginalidad. La definida de acuerdo con los crite-
rios dictados por el Instituto Nacional de Estadística,
Geografía e Informática;

XXI. Órdenes de gobierno. Los gobiernos federal, de las
entidades federativas y de los municipios;

XXII. Organismos m. Cualquier organismo que posea
una combinación de material genético que se haya obte-
nido mediante la aplicación de biotecnología moderna;

XXIII. Productos básicos y estratégicos. Aquellos ali-
mentos que son parte de la dieta de la mayoría de la po-
blación en general o diferenciada por regiones, y los
productos agropecuarios cuyo proceso productivo se re-
laciona con segmentos significativos de la población ru-
ral u objetivos estratégicos nacionales;

XXIV. Programa Especial Concurrente. El programa
Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustenta-
ble, que incluye el conjunto de Programas Sectoriales
relacionados con las materias motivo de esta ley;

XXV. Programas sectoriales. Los programas específicos
del gobierno federal que establecen las políticas, objeti-
vos, presupuestos e instrumentos para cada uno de los
ámbitos del desarrollo rural sustentable;

XXVI. Recursos naturales. Todos aquellos bienes natu-
rales renovables y no renovables susceptibles de apro-
vechamiento a través de los procesos productivos rura-
les y proveedores de servicios ambientales: tierras,
bosques, recursos minerales, agua, comunidades vege-
tativas y animales y recursos genéticos;

XXVII. Secretaría. La Secretaría de Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación;

XXVIII. Seguridad alimentaria. El abasto oportuno, su-
ficiente e incluyente de alimentos a la población;

XXIX. Servicio. Institución pública responsable de la
ejecución de programas y acciones específicas en una
materia;

XXX. Servicios ambientales (sinónimo: beneficios am-
bientales). Los beneficios que obtiene la sociedad de los
recursos naturales, tales como la provisión y calidad del
agua, la captura de contaminantes, la mitigación del
efecto de los fenómenos naturales adversos, el paisaje y
la recreación, entre otros;

XXXI. Sistema. Mecanismo de concurrencia y coordi-
nación de las funciones de las diversas dependencias e
instancias públicas y privadas, en donde cada una de
ellas participa de acuerdo con sus atribuciones y com-
petencia para lograr un determinado propósito;

XXXII. Sistema-producto. El conjunto de elementos y
agentes concurrentes de los procesos productivos de
productos agropecuarios, incluidos el abastecimiento de
equipo técnico, insumos productivos, recursos financie-
ros, la producción primaria, acopio, transformación, dis-
tribución y comercialización, y

XXXIII. Soberanía alimentaria. La libre determinación
del país en materia de producción, abasto y acceso de
alimentos a toda la población, basada fundamentalmen-
te en la producción nacional.

Artículo 15. ...

I. a XVI. ...

XVII. Impulso a los programas orientados a la paz so-
cial;

XVIII. Difusión nacional sobre su contenido, y

XIX. Las demás que determine el Ejecutivo Federal.

Artículo 20. La Comisión Intersecretarial será responsa-
ble de atender, difundir, coordinar y dar el seguimiento
correspondiente a los programas sectoriales y especiales
que tengan como propósito impulsar el desarrollo rural
sustentable. Asimismo, será la responsable de promover y
coordinar las acciones y la concertación de la asignación
de responsabilidades a las dependencias y entidades fe-
derales competentes en las materias de la presente ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Con base en los antecedentes mencionados, los integrantes
de esta Comisión de Desarrollo Rural formulamos las si-
guientes:

Consideraciones

Primera. La Comisión de Desarrollo Rural, en su calidad
de comisión única dictaminadora realizó el estudio y análi-
sis de los planteamientos expuestos en la minuta referida
con el objeto de valorar su contenido, deliberar e integrar
el presente dictamen.

Segunda. Una vez valorado el alcance del contenido de la
minuta referida, esta comisión dictaminadora considera
que el planteamiento formulado por el Legislador propo-
nente es congruente con el objeto de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable, toda vez que resulta de fundamental im-
portancia elevar a rango de ley el establecimiento de la
obligación de dar la difusión de los diversos programas y
beneficios económicos que se encuentren contenidos en el
Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural
Sustentable.

Tercera. No obstante lo anterior, teniendo en cuenta que la
principal modificación formulada por la Cámara revisora
consistió en desechar la creación del Servicio Nacional de
Difusión, toda vez que esta función en la actualidad es des-
empeñada por la Comisión Intersecretarial para el Desarro-
llo Rural Sustentable, y por el Consejo Mexicano para el
Desarrollo Rural Sustentable; sin ignorar que el Sistema
Nacional de Información para el Desarrollo Rural Susten-
table realiza esta actividad de difusión.

Cabe destacar que el Senado de la República manifestó
que, de pretender crear un nuevo servicio es indispensable
contar con la justificación estructural y presupuestaria de
dicha creación, por ello los términos en los que se había
presentado la minuta referida, implican un excedente refle-
jado en la erogación presupuestaria que representaría para
el Estado la creación del Servicio Nacional de Difusión
propuesta.

Cuarta. En atención a lo anterior y en cumplimiento a lo
dispuesto por el tercer párrafo del artículo 18 de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria que
establece que las comisiones correspondientes del Congre-
so de la Unión, al elaborar los dictámenes respectivos, rea-
lizarán una valoración del impacto presupuestario de las
iniciativas de ley o decreto, con el apoyo del Centro de Es-

tudios de las Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados,
la Comisión de Desarrollo Rural, en su calidad de dictami-
nadora solicitó mediante oficio número CDR/0215/10, de
fecha 1 de marzo de 2010, una valoración respecto al im-
pacto presupuestario que pudiera implicar la minuta men-
cionada al Centro de Estudios de las Finanzas Públicas.

Quinta. Mediante oficio número CEFP/173/2010 de fecha
17 de marzo de 2010, el Centro de Estudios de las Finan-
zas Públicas dio respuesta a la solicitud formulada por la
Comisión de Desarrollo Rural, realizando para tal efecto el
análisis a la Ley de Desarrollo Rural Sustentable y la revi-
sión del presupuesto asignado a la Secretaría de Agricultu-
ra, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, por
programa presupuestario y actividad institucional, con la
finalidad de determinar la viabilidad de la propuesta.

Bajo esta tesitura, el Centro de Estudios de las Finanzas
Públicas concluyó que el contenido de la minuta aprobada
en el Senado de la República no generaría impacto presu-
puestario para el gasto público ya que la función de difu-
sión actualmente se lleva a cabo a través del Consejo Me-
xicano para el Desarrollo Rural Sustentable, junto con la
Comisión Intersecretarial para el Desarrollo Rural Susten-
table de acuerdo con lo establecido en el segundo párrafo
del artículo 17 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

Sexta. Consecuentemente, teniendo en cuenta las modifi-
caciones formuladas por la Cámara revisora y en atención
a las conclusiones presentadas por el Centro de Estudios de
las Finanzas Públicas, esta comisión dictaminadora consi-
dera oportuna la aprobación de la minuta citada, toda vez
que destaca la importancia que reviste para todos los agen-
tes integrantes de la sociedad rural, el estar debidamente
enterados de los diversos programas y beneficios económi-
cos que se encuentren contenidos en el Programa Especial
Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable, a través
de una adecuada ejecución de las actividades de difusión
de dichos contenidos.

Por lo expuesto, y para los efectos del artículo 72, fracción
A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, los integrantes de la Comisión de Desarrollo Rural
de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión de la LXI Legislatura someten a consideración del
pleno de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de



Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable

Artículo Único. Se reforma el artículo 20; y se adicionan
una fracción XVI al artículo 3o., recorriéndose en su orden
las demás fracciones, y una fracción XVIII al artículo 15,
recorriéndose en su orden las demás fracciones, a la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, para quedar como sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I. a la XV. …

XVI. Difusión. La promoción nacional mediante los
medios de información masiva escritos y electróni-
cos, libros, folletos y cualquier otro material idóneo
que permita dar a conocer los diversos programas y
beneficios económicos que se deriven de la aplicación
del Programa Especial Concurrente para el Desa-
rrollo Rural Sustentable.

XVII. Entidades federativas. Los estados de la federa-
ción y el Distrito Federal;

XVIII. Estado. Los Poderes de la Unión, de las entida-
des federativas y de los municipios;

XIX. Estímulos fiscales. Los incentivos otorgados por
el Estado a través de beneficios preferentes en el ejerci-
cio de la tributación;

XX. Marginalidad. La definida de acuerdo con los crite-
rios dictados por el Instituto Nacional de Estadística,
Geografía e Informática;

XXI. Órdenes de gobierno. Los gobiernos federal, de las
entidades federativas y de los municipios;

XXII. Organismos genéticamente modificados. Cual-
quier organismo que posea una combinación de material
genético que se haya obtenido mediante la aplicación de
biotecnología moderna;

XXIII. Productos básicos y estratégicos. Aquellos ali-
mentos que son parte de la dieta de la mayoría de la po-
blación en general o diferenciada por regiones, y los
productos agropecuarios cuyo proceso productivo se re-
laciona con segmentos significativos de la población ru-
ral u objetivos estratégicos nacionales;

XXIV. Programa Especial Concurrente. El programa
Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustenta-
ble, que incluye el conjunto de programas sectoriales re-
lacionados con las materias motivo de esta ley;

XXV. Programas sectoriales. Los programas específicos
del gobierno federal que establecen las políticas, objeti-
vos, presupuestos e instrumentos para cada uno de los
ámbitos del desarrollo rural sustentable;

XXVI. Recursos naturales. Todos aquellos bienes natu-
rales renovables y no renovables susceptibles de apro-
vechamiento a través de los procesos productivos rura-
les y proveedores de servicios ambientales: tierras,
bosques, recursos minerales, agua, comunidades vege-
tativas y animales y recursos genéticos;

XXVII. Secretaría. La Secretaría de Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación;

XXVIII. Seguridad alimentaria. El abasto oportuno, su-
ficiente e incluyente de alimentos a la población;

XXIX. Servicio. Institución pública responsable de la
ejecución de programas y acciones específicas en una
materia;

XXX. Servicios ambientales (sinónimo: beneficios am-
bientales). Los beneficios que obtiene la sociedad de los
recursos naturales, tales como la provisión y calidad del
agua, la captura de contaminantes, la mitigación del
efecto de los fenómenos naturales adversos, el paisaje y
la recreación, entre otros;

XXXI. Sistema. Mecanismo de concurrencia y coordi-
nación de las funciones de las diversas dependencias e
instancias públicas y privadas, en donde cada una de
ellas participa de acuerdo con sus atribuciones y com-
petencia para lograr un determinado propósito;

XXXII. Sistema-producto. El conjunto de elementos y
agentes concurrentes de los procesos productivos de
productos agropecuarios, incluidos el abastecimiento de
equipo técnico, insumos productivos, recursos financie-
ros, la producción primaria, acopio, transformación, dis-
tribución y comercialización, y

XXXIII. Soberanía alimentaria. La libre determinación
del país en materia de producción, abasto y acceso de
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alimentos a toda la población, basada fundamentalmen-
te en la producción nacional.

Artículo 15. ...

I. a XVI. ...

XVII. Impulso a los programas orientados a la paz so-
cial;

XVIII. Difusión nacional sobre su contenido, y

XIX. Las demás que determine el Ejecutivo federal.

Artículo 20. La Comisión Intersecretarial será responsable
de atender, difundir, coordinar y dar el seguimiento co-
rrespondiente a los programas sectoriales y especiales que
tengan como propósito impulsar el desarrollo rural susten-
table. Asimismo, será la responsable de promover y coor-
dinar las acciones y la concertación de la asignación de res-
ponsabilidades a las dependencias y entidades federales
competentes en las materias de la presente ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de abril de 2010.

La Comisión de Desarrollo Rural, diputados: Javier Bernardo Usa-
biaga Arroyo (rúbrica), presidente; Guillermina Casique Vences (rúbri-
ca), María Esther Terán Velázquez (rúbrica), Martín Enrique Castillo
Ruz, Rogelio Manuel Díaz Brown Ramsburgh (rúbrica), Hernán de Je-
sús Orantes López, Alfonso Jesús Martínez Alcázar (rúbrica), Carlos
Luis Meillón Johnston (rúbrica), Federico Ovalle Vaquera (rúbrica),
secretarios; Esteban Albarrán Mendoza (rúbrica), Rubén Arellano Ro-
dríguez, Sabino Bautista Concepción, José Erandi Bermúdez Méndez,
Felipe Borja Texocotitla, María Hilaria Domínguez Arvizu, Francisco
Amadeo Espinosa Ramos, Alberto Esquer Gutiérrez, Sergio Ernesto
Gutiérrez Villanueva, Francisco Alberto Jiménez Merino (rúbrica), Is-
rael Madrigal Ceja (rúbrica), Fermín Montes Cavazos (rúbrica), Alba
Leonila Méndez Herrera, Avelino Méndez Rangel (rúbrica), Norma
Leticia Orozco Torres (rúbrica), Guadalupe Pérez Domínguez (rúbri-
ca), Arturo Ramírez Bucio, Luis Félix Rodríguez Sosa, Julio Saldaña
Morán (rúbrica), Rolando Zubia Rivera.»

Es de primera lectura.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural, con
proyecto de decreto que reforma el artículo 33 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión de la LXI Le-
gislatura, le fue turnada para su estudio y dictamen la mi-
nuta con proyecto de decreto por el que se reforma el
artículo 33 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, pre-
sentada en la Cámara de Senadores el 17 de febrero de
2009 por el senador Francisco Herrera León integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, remitida a la Cámara de Diputados y presentada al
pleno el 15 de diciembre de 2009.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, 72 y
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; 58, 60, 87 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos y 40, 48, 49 de las
Normas Relativas al Funcionamiento de las Comisiones y
Comités de la Cámara de Diputados corresponde a los in-
tegrantes de la Comisión de Desarrollo Rural deliberar res-
pecto de los asuntos previamente citados, a partir de los si-
guientes

Antecedentes

I. En la sesión del Senado de la República del honorable
Congreso de la Unión del 17 de febrero de 2009, el sena-
dor Francisco Herrera León, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional (PRI),
presentó la iniciativa que contienen proyecto de decreto
por el que se reforma y adiciona el artículo 33 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, la Mesa Directiva del Sena-
do acordó turnarla a las Comisiones Unidas de Desarrollo
Rural y de Estudios Legislativos para su estudio y dicta-
men correspondiente.

II. El 8 de diciembre de 2009 las Comisiones Unidas de
Desarrollo Rural y de Estudios Legislativos dictaminaron
la iniciativa que nos ocupa en sentido positivo, procedien-
do a su segunda lectura sin debate alguno, fue aprobado el



dictamen con 78 votos a favor, para finalmente ser remiti-
do a su colegisladora el 10 de diciembre de 2009.

III. Para los efectos legales correspondientes, el Senado de
la República, mediante oficio número DGPL-1P1A.3377
de fecha 10 de diciembre de 2009 remitió a la Cámara de
Diputados la minuta con proyecto de decreto que reforma
el artículo 33 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable,
que fue turnada el 15 de diciembre de 2009 a la Comisión
de Desarrollo Rural de esta honorable Cámara, en su cali-
dad de comisión única que dictamina.

Descripción de la minuta

La iniciativa contenida en la minuta materia del presente
dictamen, surge del planteamiento formulado por el sena-
dor proponente, que tiene como principal objetivo conside-
rar al momento de elaborar la política nacional en materia
de investigación para el campo que cuando se requiera
emitir dictámenes o resoluciones arbitrales se realice bajo
un criterio capaz, objetivo y formado del Consejo Nacional
de Ciencia y Tecnología (Conacyt). 

Para ello, el senador proponente presenta una propuesta de
redacción que deberá ser adicionada al segundo párrafo del
artículo 33 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable para
quedar como sigue:

Artículo 33. …

En caso de que en la política nacional de investiga-
ción para el desarrollo rural sustentable se requiera
dictámenes o resoluciones arbitrales se tomará en
cuenta las recomendaciones del Consejo Nacional de
Ciencia y Tecnología. Para tal efecto, tenderá a contar
con un adecuado diagnóstico permanente de los dife-
rentes aspectos necesarios para la planeación del desa-
rrollo rural sustentable y a la búsqueda de soluciones
técnicas acordes a los objetivos soberanos de la produc-
ción nacional.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Con base en los antecedentes mencionados, los integrantes
de esta comisión formulamos las siguientes:

Consideraciones

Primera. La Comisión de Desarrollo Rural, en su calidad
de comisión dictaminadora realizó el estudio y análisis de
los planteamientos expuestos en la minuta referida con el
objeto de valorar su contenido, deliberar e integrar el pre-
sente dictamen.

Segunda. Del análisis integral practicado al artículo 33 de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, esta comisión dicta-
minadora consideró lo establecido en el primer párrafo del
precitado artículo en relación a que la Comisión Intersecre-
tarial, con la participación del Consejo Mexicano, integrará
la política nacional de investigación para el desarrollo rural
sustentable, la cual será de carácter multidisciplinario e inte-
rinstitucional considerando las prioridades nacionales, esta-
tales y regionales; asimismo, llevará a cabo la programa-
ción y coordinación nacional en esta materia, con base en
lo dispuesto en la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal, en la Ley para el Fomento de la Investiga-
ción Científica y Tecnológica y en el Plan Nacional de De-
sarrollo y en los demás ordenamientos aplicables, tomando
en consideración las necesidades que planteen los produc-
tores y demás agentes de la sociedad rural.

Tercera. De conformidad con lo establecido en los artícu-
los 1 y 2 de la Ley Orgánica del Consejo Nacional de Cien-
cia y Tecnología, el referido consejo es un organismo des-
centralizado del Estado, no sectorizado, con personalidad
jurídica y patrimonio propio, que goza de autonomía técni-
ca, operativa y administrativa  tiene por objeto ser la enti-
dad asesora del Ejecutivo Federal y especializada para ar-
ticular las políticas públicas del Gobierno Federal y
promover el desarrollo de la investigación científica y tec-
nológica, la innovación, el desarrollo y la modernización
tecnológica del país. En este sentido, la opinión calificada
del Conacyt en la integración y conformación de la políti-
ca nacional de investigación para el desarrollo rural sus-
tentable, no sólo resulta jurídicamente procedente, sino in-
dispensable para la adecuada formulación de la misma.

Cuarta. No obstante que esta comisión dictaminadora reco-
noce el sentido y objetivo que persigue la minuta mencio-
nada, es importante considerar que si se suprime la prime-
ra parte del párrafo segundo del artículo 33, que a la letra
dice: “La política nacional de investigación para el desa-
rrollo rural sustentable, con base en las instituciones com-
petentes y utilizando los recursos existentes, incluirá las
medidas para disponer de una instancia con capacidad ope-
rativa, autonomía efectiva y autoridad moral para emitir los
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dictámenes y resoluciones arbitrales que se requieran,…”,
en términos de Técnica Legislativa, se estaría generando
una laguna jurídica, al desaparecer del precepto legal pre-
citado, la disposición que implica la posibilidad de que par-
ticipen las instituciones competentes tales como el Institu-
to Nacional de Investigaciones Forestales, Agrícolas y
Pecuarias, el Colegio de Postgraduados, la Universidad
Autónoma Chapingo, el Instituto de Biotecnología de la
Universidad Nacional Autónoma de México o el Centro de
Investigaciones y Estudios Avanzados del Instituto Politéc-
nico Nacional, por mencionar algunas.

Quinta. Bajo esta tesitura, en opinión de esta comisión dic-
taminadora, es oportuno modificar la redacción del texto
propuesto por el senador Herrera, respetando el sentido de
que se tomen en consideración las recomendaciones que
formule el Conacyt dirigidas a enriquecer los dictámenes y
las resoluciones arbitrales que sean emitidas por la institu-
ciones competentes, sin restringir la actuación de aquellas
entidades que actualmente están dedicadas a las áreas de la
investigación y la innovación tecnológica dirigida a la ma-
terialización del desarrollo rural sustentable.

Sexta. Por otra parte, esta Comisión de Desarrollo Rural
consciente de la que la Ley de Desarrollo Rural Sustenta-
ble se publicó en diciembre de 2001, periodo en el que aun
estaba vigente la Ley para el Fomento de la Investigación
Científica y Tecnológica citada en el primer párrafo del
multicitado artículo 33, misma que fue abrogada por la pu-
blicación el 5 de junio de 2002 de la Ley de Ciencia y Tec-
nología, considera oportuno enriquecer el contenido de la
reforma a dicho artículo sustituyendo la denominación de
la Ley abrogada por la Ley vigente, destacando que este úl-
timo ordenamiento crea el Consejo General de Investiga-
ción Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación, co-
mo órgano de política y coordinación cuya Secretaría
Ejecutiva está a cargo del director general del Conacyt y
tiene entre sus principales facultades el establecer políticas
nacionales para el avance de la investigación científica, el
desarrollo tecnológico y la innovación que apoyen el desa-
rrollo nacional.

Modificaciones a la minuta

Para dar cumplimiento a las propuestas vertidas en las con-
sideraciones cuarta, quinta y sexta expresadas en el pre-
sente dictamen, la comisión dictaminadora plantea la si-
guiente redacción de texto integrante de la reforma del
artículo 33 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable para
quedar como sigue:

Artículo 33. La Comisión Intersecretarial, con la parti-
cipación del Consejo Mexicano, integrará la Política
Nacional de Investigación para el Desarrollo Rural Sus-
tentable, la cual será de carácter multidisciplinario e in-
terinstitucional considerando las prioridades nacionales,
estatales y regionales; asimismo, llevará a cabo la pro-
gramación y coordinación nacional en esta materia, con
base en lo dispuesto en la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal, en la Ley de Ciencia y Tecno-
logía y en el Plan Nacional de Desarrollo y en los demás
ordenamientos aplicables, tomando en consideración las
necesidades que planteen los productores y demás agen-
tes de la sociedad rural.

La política nacional de investigación para el desarrollo
rural sustentable, con base en las instituciones compe-
tentes y utilizando los recursos existentes, incluirá las
medidas para disponer de una instancia con capacidad
operativa, autonomía efectiva y autoridad moral para
emitir los dictámenes y resoluciones arbitrales que se
requieran, para cuya elaboración deberá tomarse en
cuenta las recomendaciones que para tal efecto emi-
ta el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología; asi-
mismo, tenderá a contar con un adecuado diagnóstico
permanente de los diferentes aspectos necesarios para la
planeación del desarrollo rural sustentable y a la bús-
queda de soluciones técnicas acordes a los objetivos so-
beranos de la producción nacional.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Por lo expuesto, y para los efectos del artículo 72, fracción
E de la Constitución Política de los Estados Unidos, los in-
tegrantes de la Comisión de Desarrollo Rural de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión de la
LXI Legislatura, someten a la consideración del pleno de
esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto que reforma el artículo 33 de la Ley de Desa-
rrollo Rural Sustentable

Artículo Único. Se reforman el primer y segundo párrafos
del artículo 33 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable,
para quedar como sigue:



Artículo 33. La Comisión Intersecretarial, con la partici-
pación del Consejo Mexicano, integrará la Política Nacio-
nal de Investigación para el Desarrollo Rural Sustentable,
la cual será de carácter multidisciplinario e interinstitucio-
nal considerando las prioridades nacionales, estatales y re-
gionales; asimismo, llevará a cabo la programación y coor-
dinación nacional en esta materia, con base en lo dispuesto
en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
en la Ley de Ciencia y Tecnología y en el Plan Nacional
de Desarrollo y en los demás ordenamientos aplicables, to-
mando en consideración las necesidades que planteen los
productores y demás agentes de la sociedad rural.

La política nacional de investigación para el desarrollo ru-
ral sustentable, con base en las instituciones competentes y
utilizando los recursos existentes, incluirá las medidas pa-
ra disponer de una instancia con capacidad operativa, auto-
nomía efectiva y autoridad moral para emitir los dictáme-
nes y resoluciones arbitrales que se requieran, para cuya
elaboración deberá tomarse en cuenta las recomenda-
ciones que para tal efecto emita el Consejo Nacional de
Ciencia y Tecnología; asimismo, tenderá a contar con un
adecuado diagnóstico permanente de los diferentes aspec-
tos necesarios para la planeación del desarrollo rural sus-
tentable y a la búsqueda de soluciones técnicas acordes a
los objetivos soberanos de la producción nacional.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2010.

La Comisión de Desarrollo Rural, diputados: Javier Bernardo Usa-
biaga Arroyo (rúbrica), presidente; Guillermina Casique Vences (rúbri-
ca), Carlos Luis Meillón Johnston, Alfonso Jesús Martínez Alcázar (rú-
brica), Federico Ovalle Vaquera (rúbrica), María Esther Terán
Velázquez, Martín Enrique Castillo Ruz, Hernán de Jesús Orantes Ló-
pez (rúbrica), Julio Saldaña Morán (rúbrica), Rogelio Manuel Díaz
Brown Ramsburgh (rúbrica), secretarios; María Hilaria Domínguez
Arvizu, Felipe Borja Texocotitla (rúbrica), Francisco Alberto Jiménez
Merino (rúbrica), Félix Rodríguez Sosa (rúbrica), Sabino Bautista
Concepción, Guadalupe Pérez Domínguez (rúbrica), José Erandi Ber-
múdez Méndez (rúbrica), Esteban Albarrán Mendoza, Rubén Arellano
Rodríguez (rúbrica), Alba Leonila Méndez Herrera, Avelino Méndez
Rangel (rúbrica), Fermín Montes Cavazos (rúbrica), Emiliano Veláz-

quez Esquivel (rúbrica), Luis Rolando Zubia Rivera (rúbrica), Norma
Leticia Orozco Torres (rúbrica), Alberto Esquer Gutiérrez (rúbrica),
Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Arturo Ramírez Bucio (rúbrica),
Francisco Amadeo Espinosa Ramos, Israel Madrigal Ceja (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural, con
proyecto de decreto que reforma la fracción I del artículo
5o. de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión de la LXI Le-
gislatura le fue turnada, para su estudio y dictamen, la mi-
nuta con proyecto de decreto que reforma la fracción I del
artículo 5o. de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, pre-
sentada en la Cámara de Senadores el 9 de marzo de 2009
por el senador Adolfo Toledo Infanzón, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
remitida a la Cámara de Diputados y presentada al pleno el
15 de diciembre de 2009.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, 72 y
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; 60, 65, 87 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, y 38, 40, 48, 49 de
las Normas Relativas al Funcionamiento de las Comisiones
y Comités de la Cámara de Diputados, corresponde a los
integrantes de la Comisión de Desarrollo Rural deliberar
respecto del asunto previamente citado, a partir de los si-
guientes

Antecedentes

I. En la sesión del Senado de la República del honorable
Congreso de la Unión del lunes 20 de abril de 2006, el se-
nador Adolfo Toledo Infanzón integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, presen-
tó la iniciativa que contiene proyecto de decreto que
reforma la fracción I del artículo 5o. de la Ley de Desarro-
llo Rural Sustentable, la Mesa Directiva del Senado acordó

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2010179



Año II, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados180

turnarla de Desarrollo Rural y de Estudios Legislativos
para su estudio y dictamen correspondiente.

II. El 8 de diciembre de 2009 las Comisiones Unidas de
Gobernación, de Desarrollo Rural, y de Estudios Legislati-
vos dictaminaron la iniciativa que nos ocupa en sentido po-
sitivo con modificaciones, procediendo a su segunda lectu-
ra sin debate alguno, ratificando el dictamen con 78 votos
a favor se acuerda su remisión a la colegisladora el 10 de
diciembre de 2009.

III. Para los efectos legales correspondientes, el Senado de
la República mediante oficio número DGPL-1P1A.3376 de
fecha 10 de diciembre de 2009 remitió a la Cámara de Di-
putados la minuta con proyecto de decreto que reforma la
fracción I del artículo 5o. de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable, misma que fue turnada el 15 de diciembre de
2009 a la Comisión de Desarrollo Rural de ésta honorable
Cámara, en su calidad de comisión única que dictamina.

Descripción de la minuta

La iniciativa contenida en la minuta materia del presente
dictamen, surge del planteamiento formulado por el sena-
dor proponente, en la perspectiva de orientar el desarrollo
rural hacia el principio de la sustentabilidad implica conce-
bir la planeación gubernamental, tendiente a mejorar las
condiciones de vida de los campesinos, sobre todo de indí-
genas y de mujeres del campo, en este sentido considera
que al promover y favorecer el bienestar social y económi-
co de la población rural privilegiando la participación de
aquellas organizaciones o asociaciones integradas por indí-
genas y por mujeres del campo, se cumple con impulsar
políticas, acciones y programas en el medio rural que serán
considerados prioritarios para el desarrollo del país.

Con el objeto de favorecer el bienestar social y económico
de organizaciones o asociaciones integradas por indígenas
y por mujeres del campo, la minuta propone la modifica-
ción del texto de la fracción I del artículo 5o. de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, para quedar como sigue:

Artículo 5o. En el marco previsto en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Estado, a
través del Gobierno Federal y en coordinación con los
gobiernos de las entidades federativas y municipales,
impulsará políticas, acciones y programas en el medio
rural que serán considerados prioritarios para el desa-
rrollo del país y que estarán orientados a los siguientes
objetivos:

I. Promover y favorecer el bienestar social y económi-
co de los productores, de sus comunidades, de los tra-
bajadores del campo y, en general, de los agentes de la
sociedad rural con la participación de organizaciones
o asociaciones, sobre todo de indígenas y de mujeres
del campo, mediante la diversificación y la generación
de empleo, incluyendo el no agropecuario en el medio
rural, así como el incremento del ingreso;

II. a V. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Con base en los antecedentes mencionados, los integrantes
de ésta Comisión formulamos las siguientes:

Consideraciones

Primera. La Comisión de Desarrollo Rural, en su calidad
de comisión única dictaminadora realizó el estudio y análi-
sis de los planteamientos expuestos en la minuta referida
con el objeto de valorar su contenido, deliberar e integrar
el presente dictamen.

Segunda. Conforme lo establecido en el primer párrafo del
artículo 5o. de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, en
el marco previsto en nuestra Carta Magna, el Estado, a tra-
vés del gobierno federal y en coordinación con los gobier-
nos de las entidades federativas y municipales, este impul-
sará políticas, acciones y programas en el medio rural que
serán considerados prioritarios para el desarrollo del país,
en este sentido, el espíritu de la reforma presentada por Se-
nador proponente plantea promover y favorecer el bienes-
tar social y económico de la población rural privilegiando
la participación de aquellas organizaciones o asociaciones
integradas por indígenas y por mujeres del campo.

Tercera. Es conveniente destacar que, el mandato conteni-
do en el primer párrafo del artículo 5o. de la Ley de Desa-
rrollo Rural Sustentable, actualmente se cumple por parte
del Poder Ejecutivo Federal a través del establecimiento de
políticas públicas que favorecen a los grupos vulnerables,
señalando con especial énfasis aquellas que van dirigidas a
la atención de las necesidades de los indígenas y de las mu-
jeres del campo, de conformidad con lo dispuesto en el
Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 (PND 2007-2012),



publicado en el Diario Oficial de la Federación del 31 de
mayo de 2007, concretamente en lo previsto por el “Eje 2.
Economía competitiva y generadora de empleos”, que tie-
ne entre las acciones a ejecutar, el promover el financia-
miento y la capitalización en el medio rural, favoreciendo
la integración económica productiva de las mujeres en el
sector rural (ver estrategias 9.5 y 9.6).

Cuarta. Sobre este particular, en lo que respecta a las polí-
ticas públicas dirigidas a los grupos prioritarios, en el “Eje
3. Igualdad de oportunidades” del PND 2007-2012, se de-
fine como línea de acción la incorporación de los pueblos
indígenas al desarrollo rural, para lo cual se intensificarán
de manera significativa los apoyos a los proyectos de las
comunidades indígenas alentando un contexto favorable
mediante la promoción de inversiones en regiones indíge-
nas, destacando que en las líneas de acción tendientes al
desarrollo social y humano, lo anterior deriva de conside-
rar que las mujeres indígenas conforman el sector de la po-
blación femenina más vulnerable de nuestro país (ver obje-
tivos 3.4 y 3.5 y las estrategias 15.3, 15.4, 16.1 y 16.2)

Quinta. Por su parte, el gobierno federal a través del Poder
Legislativo federal, buscando la coordinación de los go-
biernos federal, estatales y municipales con el fin de que se
considere como prioritario impulsar políticas, acciones y
programas dirigidos a grupos vulnerables no sólo en el me-
dio rural, sino en todo el territorio nacional expidió la Ley
General de Desarrollo Social, publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación del 20 de enero de 2004, con el obje-
to de dar cumplimiento al mandato previsto en el Apartado
B del artículo 2o. de la Constitución Política que a la letra
dice: “la federación, los estados y los municipios, para pro-
mover la igualdad de oportunidades de los indígenas y eli-
minar cualquier práctica discriminatoria, establecerán las
instituciones y determinarán las políticas necesarias para
garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el
desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cua-
les deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con
ellos”.

Sexta. En concordancia con las políticas públicas referidas,
el Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural
Sustentable de conformidad con lo establecido por el artí-
culo 15, fracción XII, de la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable, fomentará acciones que impulsen a la cultura y
desarrollo de las formas específicas de organización social
y capacidad productiva de los pueblos indígenas, particu-
larmente para su integración al desarrollo rural sustentable.

En este sentido, dicho ordenamiento también establece en
su artículo 56, que se apoyará a los productores y organi-
zaciones económicas para incorporar cambios tecnológicos
y de procesos tendientes a buscar la transformación tecno-
lógica y la adaptación de tecnologías y procesos acordes a
la cultura y los recursos naturales de los pueblos indígenas
y las comunidades rurales.

Por otra parte, en materia de factores de bienestar social, la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable de conformidad con lo
previsto en su artículo 154 plantea que los programas del
Gobierno Federal, impulsarán una adecuada integración de
los factores del bienestar social como son la salud, la segu-
ridad social, la educación, la alimentación, la vivienda, la
equidad de género, la atención a los jóvenes, personas de la
tercera edad, grupos vulnerables, jornaleros agrícolas y mi-
grantes, los derechos de los pueblos indígenas, la cultura y
la recreación; mismos que deberán aplicarse con criterios
de equidad.

Séptima. Finalmente, para efectos de la aplicación del Pro-
grama Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sus-
tentable, se consideran los factores de bienestar social re-
feridos en el precitado artículo 154 de manera enunciativa
y no restrictiva para la atención de grupos vulnerables vin-
culados al sector agropecuario, tales como las etnias, los
jóvenes, las mujeres, los jornaleros agrícolas, los discapa-
citados, las personas de la tercera edad, los migrantes con
o sin tierra, se formularán e instrumentarán programas en-
focados a su propia problemática y posibilidades de supe-
ración, mediante actividades económicas conjuntando los
instrumentos de impulso a la productividad con los de ca-
rácter asistencial y con la provisión de infraestructura bási-
ca a cargo de las dependencias competentes.

Bajo esta tesitura, en opinión de esta comisión dictamina-
dora, la modificación de la fracción I del artículo 5o. de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable, es congruente con las
finalidades que persigue el desarrollo rural integral, sin
embargo entre los grupos vulnerables vinculados al sector
rural, no sólo se conforma de indígenas y de mujeres, por
ello se propone una modificación al texto remitido por la
colegisladora, con el fin de incluir a todos aquellos agentes
rurales que se forman parte de grupos vulnerables.

Modificaciones a la minuta

En atención a las propuestas vertidas en las consideracio-
nes sexta y séptima expresadas en el presente dictamen, la
comisión dictaminadora plantea la siguiente redacción de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2010181



Año II, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados182

texto que integra el contenido del 5o., fracción I de la Ley
de Desarrollo Rural Sustentable para quedar como sigue:

Artículo 5o. En el marco previsto en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Estado, a
través del Gobierno Federal y en coordinación con los
gobiernos de las entidades federativas y municipales,
impulsará políticas, acciones y programas en el medio
rural que serán considerados prioritarios para el desa-
rrollo del país y que estarán orientados a los siguientes
objetivos:

I. Promover y favorecer el bienestar social y económi-
co de los productores, de sus comunidades, de los tra-
bajadores del campo y, en general, de los agentes de la
sociedad rural con la participación de organizaciones
o asociaciones, especialmente la de aquellas que es-
tén integradas por sujetos que formen parte de los
grupos vulnerables referidos en el artículo 154 de la
presente ley, mediante la diversificación y la genera-
ción de empleo, incluyendo el no agropecuario en el
medio rural, así como el incremento del ingreso;

II. a V. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Por lo expuesto, y para los efectos del artículo 72, fracción
E, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, los integrantes de la Comisión de Desarrollo Rural
de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión de la LXI Legislatura, someten a la consideración
del pleno de esta honorable asamblea el siguiente proyecto
de

Decreto por el que se reforma la fracción I del artículo
5o. de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable

Artículo Único. Se reforma la fracción I del artículo 5o. de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, para quedar como
sigue:

Artículo 5o. …

I. Promover y favorecer el bienestar social y económi-
co de los productores, de sus comunidades, de los tra-

bajadores del campo y, en general, de los agentes de la
sociedad rural con la participación de organizaciones
o asociaciones, especialmente la de aquellas que es-
tén integradas por sujetos que formen parte de los
grupos vulnerables referidos en el artículo 154 de la
presente ley, mediante la diversificación y la genera-
ción de empleo, incluyendo el no agropecuario en el
medio rural, así como el incremento del ingreso;

II. a V. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 15 de abril de 2010.

La Comisión de Desarrollo Rural, diputados: Javier Bernardo Usa-
biaga Arroyo (rúbrica), presidente; Guillermina Casique Vences, María
Esther Terán Velázquez (rúbrica), Martín Enrique Castillo Ruz, Roge-
lio Manuel Díaz Brown Ramsburgh, Hernán de Jesús Orantes López,
Alfonso Jesús Martínez Alcázar (rúbrica), Carlos Luis Meillón Johns-
ton (rúbrica), Julio Saldaña Morán, Federico Ovalle Vaquera (rúbrica),
secretarios; Esteban Albarrán Mendoza, Rubén Arellano Rodríguez
(rúbrica), Sabino Bautista Concepción, José Erandi Bermúdez Mén-
dez, Felipe Borja Texocotitla (rúbrica), María Hilaria Domínguez Ar-
vizu (rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica), Alberto
Esquer Gutiérrez, Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Francisco Al-
berto Jiménez Merino (rúbrica), Israel Madrigal Ceja, Fermín Montes
Cavazos (rúbrica), Alba Leonila Méndez Herrera (rúbrica), Avelino
Méndez Rangel (rúbrica), Norma Leticia Orozco Torres (rúbrica),
Guadalupe Pérez Domínguez (rúbrica), Arturo Ramírez Bucio (rúbri-
ca), Luis Félix Rodríguez Sosa, Emiliano Velázquez Esquivel (rúbri-
ca), Rolando Zubia Rivera.»

Es de primera lectura.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural, con
proyecto de decreto que adiciona el artículo 115 Bis a la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable



Honorable Asamblea:

A la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión de la LXI Le-
gislatura, le fue turnada para su estudio y dictamen la mi-
nuta con proyecto de decreto por el que se adiciona el
artículo 115 Bis de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable,
presentada en la Cámara de Senadores el 29 de marzo de
2007 por el senador Antonio Mejía Haro, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, remitida a la Cámara de Diputados y presentada al
pleno el 15 de diciembre de 2009.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, 72 y
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; 58, 60, 87 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, y 40, 48, 49 de las
Normas Relativas al Funcionamiento de las Comisiones y
Comités de la Cámara de Diputados, corresponde a los in-
tegrantes de la Comisión de Desarrollo Rural deliberar res-
pecto del asunto previamente citado, a partir de los si-
guientes

Antecedentes

I. En la sesión del Senado de la República del honorable
Congreso de la Unión del 29 de marzo de 2007, el senador
Antonio Mejía Haro integrante del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, presentó la ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona el ar-
tículo 115 Bis y se reforma el artículo 141 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, la Mesa Directiva del Sena-
do acordó turnarla a las Comisiones Unidas de Desarrollo
Rural, de Agricultura y Ganadería, y de Estudios Legislati-
vos, para su estudio y dictamen correspondiente.

II. El 8 de diciembre de 2009 las Comisiones Unidas de
Desarrollo Rural, de Agricultura y Ganadería, y de Estu-
dios Legislativos, dictaminaron la iniciativa que nos ocupa
en sentido positivo, con modificaciones, procediendo a su
segunda lectura sin debate alguno, fue aprobado el dicta-
men con 80 votos a favor, para finalmente ser remitido a su
la colegisladora el 10 de diciembre de 2009.

III. Para los efectos legales correspondientes, el Senado de
la República mediante oficio número DGPL-1P1A.3375 de
fecha 10 de diciembre de 2009 remitió a la Cámara de Di-
putados la minuta con proyecto de decreto que adiciona el

artículo 115 Bis de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable,
que fue turnada el 15 de diciembre de 2009 a la Comisión
de Desarrollo Rural de esta honorable Cámara, en su cali-
dad de comisión única que dictamina.

Descripción de la minuta

La iniciativa contenida en la minuta materia del presente
dictamen, surge del planteamiento formulado por el sena-
dor proponente, consistente en establecer un padrón de co-
mercializadores confiables dedicados a la compra de pro-
ductos agrícolas, ganaderos, pesqueros y sus derivados, el
cual estará disponible para los productores, quienes al mo-
mento de vender sus productos, podrán consultar si el com-
prador interesado se encuentra en el padrón, de no ser así
estaría en la libertad de decidir vender en ese momento só-
lo en efectivo.

Lo anterior con el fin de que el gobierno federal, en coor-
dinación con los gobiernos estatales y con la participación
de las organizaciones de productores y los comités de los
sistemas producto pongan más atención en identificar cuá-
les son los comercializadores del sector agropecuario que
trabajan irregularmente para hacerlo del conocimiento de
los productores y así prevenir y evitar daños y fraudes.

Para ello, el senador proponente presenta una propuesta de
texto que integra el contenido del nuevo artículo 115 Bis de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable para quedar como
sigue:

Artículo 115 Bis. El gobierno federal, en coordina-
ción con los gobiernos de las entidades federativas y
con la participación de las organizaciones de pro-
ductores y los comités de los sistemas producto con-
formará un padrón de comercializadores confiables
dedicados a la compra de productos agrícolas, gana-
deros, pesqueros y sus derivados, con los requisitos
que al efecto se determinen; el cual deberá ser ac-
tualizado cada año y publicado en el Diario Oficial
de la Federación y estará disponible para su consul-
ta en la página Web de la dependencia que corres-
ponda.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.
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Artículo Segundo. El gobierno federal conformará el
Padrón de Comercializadores dentro de los 180 días
siguientes a la publicación del presente decreto en el
Diario Oficial de la Federación.

Con base en los antecedentes mencionados, los integrantes
de esta Comisión formulamos las siguientes

Consideraciones

Primera. La Comisión de Desarrollo Rural, en su calidad
de comisión dictaminadora realizó el estudio y análisis de
los planteamientos expuestos en la minuta referida con el
objeto de valorar su contenido, deliberar e integrar el pre-
sente dictamen.

Segunda. Una vez valorado el alcance del contenido de la
minuta referida, esta comisión dictaminadora considera
que el planteamiento formulado por el senador proponente
es congruente con el objeto de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable, toda vez que la integración de un padrón de
comercializadores confiables de productos agropecuarios
dedicados a la compra y venta de dichas mercancías, apor-
ta seguridad y certeza a los sujetos de la sociedad rural que
intervienen en esas operaciones comerciales y tiende a pre-
venir y evitar daños y fraudes en el patrimonio de quienes
conforman a la población económicamente activa que la-
bora en el sector agropecuario.

Tercera. Aunado a lo anterior, se destaca que de conformi-
dad con lo establecido en el artículo 34, fracciones XI y
XV de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral corresponde al Ejecutivo federal a través de la Secre-
taría de Economía, formular y conducir las políticas gene-
rales de industria, comercio exterior, interior, abasto y
precios del país; asimismo la Secretaría de Economía tiene
entre su atribuciones el fomentar el desarrollo del pequeño
comercio rural y urbano, así como promover el desarrollo
de lonjas, centros y sistemas comerciales de carácter regio-
nal o nacional en coordinación con la Secretaría de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimenta-
ción.

Cuarta. No obstante que esta comisión dictaminadora reco-
noce el sentido y objetivo que persigue la minuta mencio-
nada, es importante considerar que en el texto del artículo
115 Bis propuesto, existe vaguedad en la definición de
quién es la autoridad que por parte del gobierno federal,
tendrá a su cargo la integración del Padrón de Comerciali-
zadores Confiables, por ello en opinión de esta comisión

dictaminadora resulta oportuno realizar algunas adecuacio-
nes a la redacción del artículo 115 Bis que se presenta en el
proyecto de decreto en comento, con el objeto de fortalecer
dicha iniciativa que adiciona a la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable.

Quinta. Con el objeto de aportar seguridad y certeza a las
operaciones que realiza los agentes de la sociedad rural, la
adición que contiene el artículo 115 Bis pretende dar reco-
nocimiento erga omnes a todos aquellos sujetos a quienes
les aplica la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, que tie-
nen el derecho de saber cómo se respaldan y cumplen de
manera constante con los compromisos que conllevan sus
operaciones comerciales y por lo tanto, son reconocidos
por las entidades gubernamentales que instrumentan y eje-
cutan la política de comercialización, orientada a los pro-
pósitos establecidos en el artículo 105 de la propia Ley de
Desarrollo Rural Sustentable.

Sexta. Bajo esta tesitura, en opinión de esta comisión dic-
taminadora, es oportuno modificar la redacción del texto
propuesto por el senador Mejía Haro, respetando el sentido
planteado en la minuta, aportado claridad y uniformidad en
relación con la propia Ley de Desarrollo Rural Sustentable,
sustituyendo la palabra “ganaderos” por “pecuarios”, así
como hacer referencia a que el padrón no se limita a quie-
nes se dedican sólo a vender productos agropecuarios, ade-
cuar el texto para incluirá quienes participan en la compra-
venta de este tipo de mercancías. Por último se sugiere sea
agregado un segundo párrafo en el que se determine qué
dependencia reunirá los datos que formaran el Padrón de
Comercializadores Confiables.

Modificaciones a la minuta

Para dar cumplimiento a las propuestas vertidas en las con-
sideraciones quinta y sexta expresadas en el presente dicta-
men, la comisión dictaminadora plantea la siguiente redac-
ción de texto que integra el artículo 115 Bis de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable para quedar como sigue:

Artículo 115 Bis. El gobierno federal, en coordinación
con los gobiernos de las entidades federativas y con la
participación de las organizaciones de productores y los
comités sistema producto conformará un padrón de co-
mercializadores confiables dedicados a la compra y
venta de productos agrícolas, pecuarios, acuícolas,
pesqueros y sus derivados, con los requisitos que al
efecto se determinen; el cual deberá ser actualizado ca-
da año y publicado en el Diario Oficial de la Federación



y estará disponible para su consulta en la página web de
las dependencias que intervengan en su integración.

En concordancia con las atribuciones conferidas en
la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral y en esta Ley, la Secretaría de Economía en coor-
dinación con la Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación y con las
demás dependencias que determine la Comisión In-
tersecretarial integrará, administrará y actualizará
el Padrón de Comercializadores Confiables, de con-
formidad con las disposiciones jurídicas que emita
para tal efecto la Secretaría de Economía.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El gobierno federal conformará el
Padrón de Comercializadores dentro de los 180 días si-
guientes a la publicación del presente decreto en el Dia-
rio Oficial de la Federación.

Artículo Tercero. La integración, administración y
actualización del Padrón de Comercializadores Con-
fiables, se llevarán a cabo a través de las unidades
administrativas ya existentes a partir de la entrada
en vigor del presente decreto y con los recursos pre-
supuestales autorizados para tal efecto, en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación correspondiente.

Por lo antes expuesto, y para los efectos del artículo 72,
fracción E, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, los integrantes de la Comisión de Desarro-
llo Rural de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión de la LXI Legislatura, someten a la
consideración del pleno de esta honorable asamblea el si-
guiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un artículo 115 Bis a la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable

Artículo Único. Se adiciona un artículo 115 Bis a la Ley
de Desarrollo Rural Sustentable, para quedar como sigue:

Artículo 115 Bis. El gobierno federal, en coordinación con
los gobiernos de las entidades federativas y con la partici-
pación de las organizaciones de productores y los comités

sistema producto conformará un padrón de comercializa-
dores confiables dedicados a la compra y venta de produc-
tos agrícolas, pecuarios, acuícolas, pesqueros y sus deri-
vados, con los requisitos que al efecto se determinen; el
cual deberá ser actualizado cada año y publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación y estará disponible para su con-
sulta en la página web de las dependencias que interven-
gan en su integración.

En concordancia con las atribuciones conferidas en la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y
en esta Ley, la Secretaría de Economía en coordinación
con la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación y con las demás dependen-
cias que determine la Comisión Intersecretarial inte-
grará, administrará y actualizará el Padrón de Comer-
cializadores Confiables, de conformidad con las
disposiciones jurídicas que emita para tal efecto la Se-
cretaría de Economía.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El gobierno federal conformará el Pa-
drón de Comercializadores dentro de los 180 días siguien-
tes a la publicación del presente decreto en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Artículo Tercero. La integración, administración y ac-
tualización del Padrón de Comercializadores Confia-
bles se llevarán a cabo a través de las unidades admi-
nistrativas ya existentes a partir de la entrada en vigor
del presente decreto y con los recursos presupuestales
autorizados para tal efecto, en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación correspondiente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 17 de febrero de 2010.

La Comisión de Desarrollo Rural, diputados: Javier Bernardo Usa-
biaga Arroyo (rúbrica), presidente; Guillermina Casique Vences, Car-
los Luis Meillón Johnston, Alfonso Jesús Martínez Alcázar (rúbrica),
Federico Ovalle Vaquera (rúbrica), María Esther Terán Velázquez,
Martín Enrique Castillo Ruz, Hernán de Jesús Orantes López (rúbrica),
Julio Saldaña Morán (rúbrica), Rogelio Manuel Díaz Brown Rams-
burgh (rúbrica), secretarios; María Hilaria Domínguez Arvizu (rúbri-
ca), Felipe Borja Texocotitla (rúbrica), Francisco Alberto Jiménez Me-
rino (rúbrica), Félix Rodríguez Sosa (rúbrica), Sabino Bautista
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Concepción, Guadalupe Pérez Domínguez (rúbrica), José Erandi Ber-
múdez Méndez (rúbrica), Esteban Albarrán Mendoza, Rubén Arellano
Rodríguez (rúbrica), Alba Leonila Méndez Herrera, Avelino Méndez
Rangel (rúbrica), Fermín Montes Cavazos (rúbrica), Emiliano Veláz-
quez Esquivel (rúbrica), Luis Rolando Zubia Rivera, Norma Leticia
Orozco Torres (rúbrica), Alberto Esquer Gutiérrez (rúbrica), Sergio Er-
nesto Gutiérrez Villanueva, Arturo Ramírez Bucio (rúbrica), Francisco
Amadeo Espinosa Ramos, Israel Madrigal Ceja (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY AGRARIA

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de Reforma Agraria, con
proyecto de decreto que reforma el artículo 72 de la Ley
Agraria

Honorable Asamblea

A la Comisión de la Reforma Agraria de la LXI Legislatu-
ra del Congreso de la Unión le fue turnada por la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados copia del dictamen po-
sitivo de la minuta con proyecto de decreto que reforma el
artículo 72 de la Ley Agraria. 

Con fundamento en el artículo 72, fracción E de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de los ar-
tículos 39 y 45 numeral 6 inciso f) de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como de los artículos 65, 66, 88, 94 y demás relativos del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, se emite el presente
dictamen bajo los siguientes

Antecedentes

Primero. Con fecha 13 de diciembre de 2007 el Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México pre-
sentó una iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 72 de la Ley Agraria misma que fue turnada a las
Comisiones Unidas de Reforma Agraria y de Estudios Le-
gislativos Primera, para su estudio y dictamen correspon-
diente.

Segundo. Con fecha 13 de marzo de 2008 la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Senadores modificó el turno a las Co-

misiones Unidas de Agricultura y Ganadería; de Desarrollo
Rural; de Recursos Hidráulicos; de Reforma Agraria y de
Estudios Legislativos Segunda.

Tercero.- El dictamen fue aprobado por el pleno del Sena-
do en sesión del 19 de febrero de 2009 por 89 votos a fa-
vor y 1 abstención y fue turnada a la Cámara de Diputados
para los efectos del artículo 72 inciso a) de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Cuarto.- En sesión de la Cámara de Diputados de fecha 24
de febrero de 2009 se dio cuenta de la minuta y fue turna-
da a la Comisión de Reforma Agraria.

Con base en los antecedentes mencionados y de conformi-
dad con lo que establece el artículo 94 párrafo cuarto, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos emitimos las siguien-
tes

Consideraciones

Primera. Coincidimos con la motivación de la minuta que
propone una ampliación de la cobertura de las unidades
productivas para el desarrollo integral de la juventud, en
cuanto al rango de la edad, tal y como lo establece la Ley
del Instituto Mexicano de la Juventud, para con ello coad-
yuvar en el cumplimiento de las estrategias planteadas en
el Plan Nacional de Desarrollo en el sentido de “instru-
mentar políticas públicas transversales que garanticen las
condiciones necesarias para el desarrollo integral de los jó-
venes” así como la opción de recurrir a los programas de
financiamiento y asesoría de la federación.

Segunda. En el proceso de dictaminación se recibió la opi-
nión favorable del Ejecutivo federal, concretamente de la
Secretaría de la Reforma Agraria que manifestó que fueron
atendidas sus observaciones en el dictamen a la iniciativa.

Tercera. En reunión plenaria de la Comisión de Reforma
Agraria celebrada el jueves 14 de abril de 2010 se analizó
la minuta en comento y se acordó aprobarse con modifica-
ciones a efecto de asegurar que los jóvenes tengan acceso
a programas de financiamiento y asesoría de la federación,
estados, Distrito Federal y municipios.

En uso de la facultad que otorga a esta soberanía el artícu-
lo 72, fracción E de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, se aprueba con modificaciones la mi-
nuta proyecto de decreto que reforma el artículo 72 de la



Ley Agraria, por lo que se devuelve a la colegisladora pa-
ra los efectos legales y de procedimiento legislativo co-
rrespondientes.

Por lo anteriormente expuesto la Comisión de Reforma
Agraria somete a la consideración de la honorable asam-
blea, el siguiente

Proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 72
de la Ley Agraria

Artículo Único. Se reforma el artículo 72 de la Ley Agra-
ria, para quedar como sigue:

Artículo 72. En cada ejido y comunidad podrá destinarse
una parcela para constituir la unidad productiva para el
desarrollo integral de la juventud, donde se realizarán acti-
vidades sociales, económicas, culturales, de salud y de ca-
pacitación, tendientes a procurar que los hijos de ejidata-
rios, comuneros y avecindados mayores de catorce y
menores de veintinueve años logren una inserción sana,
plena y productiva en el desarrollo del campo. Esta unidad
será administrada por un comité cuyos miembros serán de-
signados exclusivamente por los integrantes de la misma.

La puesta en marcha y los costos de operación de la unidad
serán cubiertos por sus integrantes, quienes podrán recurrir
a los programas de financiamiento y asesoría de la federa-
ción, de los estados, del Distrito Federal y de los munici-
pios.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2010.

La Comisión de Reforma Agraria, diputados: Óscar García Barrón,
presidente (rúbrica); María Hilaria Domínguez Arvizu (rúbrica), Joel
González Díaz (rúbrica), María Estela de la Fuente Dagdug, Benigno
Quezada Naranjo (rúbrica), Justino Eugenio Arriaga Rojas (rúbrica),
Luis Hernández Cruz (rúbrica), secretarios; Ángel Aguirre Herrera (rú-
brica), Felipe Cervera Hernández (rúbrica), Rafael Rodríguez Gonzá-
lez, Felipe Enríquez Hernández, Héctor Fernández Aguirre (rúbrica),
Teófilo Manuel García Corpus, Hernán de Jesús Orantes López (rúbri-
ca), Socorro Sofío Ramírez Hernández (rúbrica), María Esther Terán
Velázquez, Héctor Eduardo Velasco Monroy (rúbrica), Fernando San-
tamaría Prieto, María Felícitas Parra Becerra (rúbrica), Carlos Luis

Meillón Johnston (rúbrica), Gumercindo Castellanos Flores (rúbrica),
Juan de Jesús Pascualli Gómez, Domingo Rodríguez Martell (rúbrica),
Ramón Jiménez Fuentes (rúbrica), Filemón Navarro Aguilar, Indira
Vizcaíno Silva (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY AGRARIA

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de Reforma Agraria, con
proyecto de decreto que reforma el artículo 30 de la Ley
Agraria

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Reforma Agraria de la LXI Legislatura
del Congreso de la Unión le fue turnada por la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del dictamen positivo de
la minuta proyecto de decreto que reforma el artículo 30 de
la Ley Agraria.

Con fundamento en el Artículo 72 inciso e) de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, de los Ar-
tículos 39 y 45 numeral 6 inciso f) de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como de los Artículos 65, 66, 88 y 94 demás relativos del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, se emite el presente
dictamen bajo los siguientes:

Antecedentes

Primero. Con fecha 29 de noviembre de 2007, el senador
Alfredo Rodríguez y Pacheco (PAN) a nombre propio y del
senador Guillermo Tamborrel Suárez, presentó ante el ple-
no de la Cámara de Senadores la iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma y adiciona el Artículo 30 de
la Ley Agraria misma que fue turnado a las Comisiones
Unidas de Reforma Agraria y de Estudios Legislativos, Se-
gunda para su estudio y dictamen correspondiente.

Segundo. La Mesa Directiva de la honorable Cámara de
Senadores con fecha 13 de marzo de 2008, modificó el tur-
no de la iniciativa a las Comisiones Unidas de Agricultura
y Ganadería; de Desarrollo Rural; de Recursos Hidráuli-
cos; de Reforma Agraria; y de Estudios Legislativos Se-
gunda:
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Tercero. En la sesión del 11 de diciembre de 2008 se pre-
sentó al pleno el dictamen de primera lectura.

Cuarto. En la sesión del 19 de febrero de 2009, fue apro-
bado por 85 votos a favor y 8 en contra, y turnada a la Cá-
mara de Diputados para los efectos del inciso a) del Artí-
culo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Quinto. La Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados en la sesión del 24 de febrero de 2009, dio
cuenta del expediente que contenía la minuta con proyecto
de decreto por el que se reforma el Artículo 30 de la Ley
Agraria y la turnó a la Comisión de Reforma Agraria para
su estudio y dictamen correspondiente.

Sexto. La Presidencia de la Comisión de Reforma Agraria
en la sesión del 28 de abril de 2009 dio primera lectura a la
minuta con proyecto de decreto por el que se reforma el Ar-
tículo 30 de la Ley Agraria, se firmó dicho dictamen por 17
diputados, todos a favor.

Con base en los antecedentes mencionados y de conformi-
dad con lo que establece el artículo 94 párrafo cuarto, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos emitimos las siguien-
tes:

Consideraciones

Primera. Coincidimos con la motivación de la minuta que
señala que la legislación agraria al tratar de conservar la
sencillez para desahogo de los trámites ante autoridades
ejidales, en muchos casos no garantiza la seguridad jurídi-
ca respecto de los actos que emanan de ella.

Segunda. Que en el caso de la representación en Asamble-
as Ejidales los “caciques ejidales se aprovechan de la bue-
na fe de los mandantes y utilizan el poder que se les otor-
gó para un acto distinto al que les fue otorgado, más aún,
engañados de los alcances del acto son indebidamente re-
presentados en las Asambleas Ejidales.”

Tercera. Ante esta situación la propuesta de reforma al ar-
tículo 30 de la Ley Agraria enviada por la colegisladora,
señala que para la asistencia válida de un mandatario a una
asamblea se necesitará:

• Una carta-poder debidamente suscrita ante dos testigos
que sean ejidatarios o avecindados;

• Certificar sus firmas ante la autoridad municipal que
esté autorizada en la ley para hacerlo o en su caso ante
fedatario público;

• El mandatario sólo pueda representar a un ejidatario en
la asamblea para la cual se confirió el poder, debiendo
quedar asentada en el acta de asamblea la participación
del mandatario y del documento con el que se acreditó.

Cuarta. En el proceso de análisis de esta minuta se reci-
bieron opiniones de la Secretaría de la Reforma Agraria y
de la Consejería Jurídica del Ejecutivo federal señalando
que la iniciativa encuentra sustento constitucional y legal y
no contraviene disposiciones secundarias, sin embargo la
Secretaría de la Reforma Agraria sugiere su modificación
con el propósito de evitar costos de transacción a los suje-
tos agrarios, y garantizar que los testigos sean del mismo
núcleo para que 

conozcan la problemática del propio ejido, contando adi-
cionalmente con la opción de acudir ante fedatario público.

Quinta. Por su parte la Consejería Jurídica del Ejecutivo
federal hizo un estudio de las legislaciones locales y con-
cluyó que la mayor parte de ellas establece como una de las
facultades del secretario del ayuntamiento la expedición de
copias, credenciales y certificados sobre documentos que
acuerde el ayuntamiento o el presidente municipal en su
caso.

Sexta. Es decir las legislaciones no hacen referencia ex-
presa a la certificación y reconocimiento de firmas y me-
nos aún en tratándose de certificación para la celebración
de contratos o convenios de naturaleza privada, como lo es
el caso del mandato.

Séptima. La Consejería aclara que existe la facultad ex-
presa de los funcionarios municipales que detentan la fe
pública para certificar los hechos que produce el ayunta-
miento y los hechos que pueden ser susceptibles del cono-
cimiento de la autoridad, por lo que sugiere que la certifi-
cación de las firmas de los ejidatarios o avecindados se
haga en presencia de la autoridad que esté facultada para
otorgar fe pública respecto de los actos o documentos emi-
tidos por el ayuntamiento o en su caso ante fedatario pú-
blico.

Octava.- En reunión plenaria de la Comisión de Reforma
Agraria de fecha 12 de marzo de 2009, se analizó por sus
integrantes tanto el texto de la minuta como las observa-



ciones recibidas, acordándose aprobar el texto con modifi-
caciones.

Novena. Las modificaciones hechas a la minuta por los in-
tegrantes de la comisión se basaron en que el hecho de que
el ejidatario acuda ante un fedatario (notario o corredor) es
oneroso, y la opción de acudir ante la autoridad municipal
también implica costos ya que la cabecera municipal pue-
de estar a larga distancia del ejido, lo cual generará costos
a los sujetos agrarios.

Décima. Los integrantes de la comisión acordaron hacerle
cambios a la minuta en la inteligencia de que la certifica-
ción de las firmas ante estas instancias no es una solución
para otorgar certeza jurídica apegada a la realidad de los
sujetos agrarios.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión de Reforma Agraria, somete a la consideración de la
honorable Asamblea para los efectos de la fracción E del
artículo 72 Constitucional, el siguiente: 

Proyecto de decreto que reforma el Artículo 30 de la
Ley Agraria 

Artículo Único. Se reforma el Artículo 30 de la Ley Agra-
ria, para quedar como sigue:

Artículo 30. Para la asistencia válida de un mandatario a
una asamblea bastará una carta-poder debidamente suscri-
ta por el titular ante dos testigos que sean ejidatarios o ave-
cindados del mismo núcleo al que pertenece el mandante.
En caso de que el ejidatario mandante no pueda firmar, im-
primirá su huella digital en la carta y solicitará a un terce-
ro que firme la misma y asiente el nombre de ambos.

El mandatario sólo podrá representar a un ejidatario en la
asamblea para la cual se le confirió el poder; debiendo que-
dar asentada, en el acta de la asamblea, la participación del
mandatario y el documento con el que se acreditó.

En el caso de asambleas que se reúnan para tratar los asun-
tos señalados en las fracciones III, VII a XIV del artículo
23 de esta ley, el ejidatario no podrá designar mandatario.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2010.

La Comisión de Reforma Agraria, diputados:  Óscar García Barrón,
presidente (rúbrica); María Hilaria Domínguez Arvizu, Joel González
Díaz (rúbrica), María Estela de la Fuente Dagdug, Benigno Quezada
Naranjo (rúbrica), Justino Eugenio Arriaga Rojas (rúbrica), Luis Her-
nández Cruz (rúbrica), secretarios; Ángel Aguirre Herrera (rúbrica),
Felipe Cervera Hernández (rúbrica), Rafael Rodríguez González (rú-
brica), Felipe Enríquez Hernández, Héctor Fernández Aguirre (rúbri-
ca), Teófilo Manuel García Corpus, Hernán de Jesús Orantes López
(rúbrica), Socorro Sofío Ramírez Hernández (rúbrica), María Esther
Terán Velázquez, Héctor Eduardo Velasco Monroy (rúbrica), Fernando
Santamaría Prieto, María Felícitas Parra Becerra (rúbrica), Carlos Luis
Meillón Johnston (rúbrica), Gumercindo Castellanos Flores (rúbrica),
Juan de Jesús Pascualli Gómez, Domingo Rodríguez Martell (rúbrica),
Ramón Jiménez Fuentes (rúbrica), Filemón Navarro Aguilar, Indira
Vizcaíno Silva (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE ASOCIACIONES AGRICOLAS

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de Reforma Agraria, con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de la Ley de Asociaciones Agrícolas

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Reforma Agraria de la LXI Legislatura
del Congreso de la Unión le fue turnada por la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados la minuta con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Asociaciones Agrícolas devuelta por la Cáma-
ra de Senadores para los efectos de la fracción E del artí-
culo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos 

Con fundamento en los artículos 39 y 45 numeral 6 inciso
f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, así como de los artículos 65, 66, 88,
94, 136, 137 y demás relativos del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, se emite el presente dictamen bajo los si-
guientes
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Antecedentes

Primero. En sesión ordinaria de fecha 26 de febrero de
2008, la diputada Bertha Yolanda Rodríguez Ramírez a
nombre de las diputadas integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional, presentó ante
el pleno de esta Cámara, la iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley de Asociaciones Agrícolas. En la misma
fecha, la Mesa Directiva turnó la iniciativa, para su análi-
sis y dictamen, a la Comisión de Reforma Agraria.

Segundo.- En sesión ordinaria de la honorable Cámara de
Diputados de fecha 9 de diciembre de 2008, la Comisión
de Reforma Agraria sometió a la consideración del pleno,
el dictamen de la iniciativa, siendo aprobado y enviado a la
Cámara de Senadores para sus efectos constitucionales.

Tercero. En sesión del 10 de diciembre de 2008, el Sena-
do de la República recibió la minuta con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 5, adiciona una fracción VIII
al artículo 3 y un segundo párrafo al artículo 12 de la Ley
de Asociaciones Agrícolas. La Mesa Directiva turnó la mi-
nuta a las Comisiones Unidas de Agricultura y Ganadería;
y, de Estudios Legislativos Primera, para su estudio y dic-
tamen correspondiente.

Cuarto. Con fecha 8 de diciembre de 2009, en sesión or-
dinaria, el pleno de la Cámara de Senadores aprobó el dic-
tamen de las Comisiones Unidas de Agricultura y Ganade-
ría; y, Estudios Legislativos Primera y con la misma fecha,
con oficio número DGPL-1P1A-3087 se devuelve a la Cá-
mara de Diputados el expediente que contiene minuta pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley de Asociaciones Agrícolas, para efecto de
lo que establece la fracción E del artículo 72 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Quinto. Con fecha 10 de diciembre de 2009, en sesión or-
dinaria, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, tur-
na a la Comisión de Reforma Agraria la minuta proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Asociaciones Agrícolas de conformidad con lo que
establece la fracción E del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Sexto. Con fecha 11 de diciembre de 2009, mediante ofi-
cio OF/CRA/118/2009, la presidencia de la mesa directiva
de la Comisión de Reforma Agraria, envió a los integran-
tes de la comisión la iniciativa, para estudio y análisis.

Contenido de la minuta

La iniciativa propone reformar la Ley de Asociaciones
Agrícolas, a efecto de impulsar la participación de las mu-
jeres en el desarrollo económico rural; a través de la orga-
nización de cadenas productivas y comercializadoras de
productos agrícolas constituidas por mujeres.

Prevé que las asociaciones agrícolas locales, además de es-
tar integradas por productores especializados, también lo
sean por mujeres productoras. Promueve que las uniones
regionales agrícolas acrediten ante la Confederación Na-
cional de Productores Agrícolas, la participación de muje-
res en los cargos de delegadas propietarias y suplentes pa-
ra que en ella se encuentren representadas las asociaciones
agrícolas conformadas por mujeres.

Para lo anterior, el dictamen de la Comisión de Reforma
Agraria de la honorable Cámara de Diputados de la LX Le-
gislatura, de conformidad con la iniciativa, promueve pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 5o. y adiciona una
fracción VIII al artículo 3o. y un segundo párrafo al artícu-
lo 12, ambos de la Ley de Asociaciones Agrícolas.

La minuta proyecto de decreto que recibe esta Comisión de
Reforma Agraria de la Mesa Directiva de la LXI Legisla-
tura, que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Asociaciones Agrícolas que dictaminan en positivo
las Comisiones Unidas de Agricultura y Ganadería; y Estu-
dios Legislativos Primera, del Senado de la República, re-
forma además, el artículo 2o. de la Ley de Asociaciones
Agrícolas que es el objeto específico de estudio y análisis
del presente dictamen.

Consideraciones

Primera. A las consideraciones del dictamen de la Comisión
de Reforma Agraria de la LX Legislatura de la Cámara de
Diputados, que reconoce el papel cada vez más relevante de
las mujeres en la agricultura, y que sobre las mujeres del me-
dio rural se ha acentuado el efecto de la pobreza, la margi-
nación y la falta de oportunidades; que sólo el 18 por cien-
to de las mujeres son titulares de tierras; y que, en el 30 por
ciento de los hogares campesinos, la mujer es el único sos-
tén de la familia; La Cámara de Senadores, en el dictamen
de las Comisiones Unidas de Agricultura Ganadería ; y Es-
tudios Legislativos Primera, ofrece la siguiente valoración:

Segunda. La conveniencia de crear y adecuar dentro de los
instrumentos jurídicos, la alternativa para reconocer las



distintas formas de participación de la mujer, sobre todo en
el ámbito rural. Que el artículo 1o. de la Constitución Fe-
deral, establece los casos en que procede el principio de
igualdad; y que, el artículo 4o. de la Ley Fundamental,
muestra el ejercicio de la aplicabilidad de la igualdad.

Tercera. Que la reforma al artículo 4o. constitucional, que
declaró la igualdad ante la ley del varón y de la mujer, tie-
ne más de tres décadas que entró en vigor y que se debe in-
cluir en el artículo 2o. de la Ley de Asociaciones Agrícolas
esta referencia constitucional, para ligar al resto de la ley,
la igualdad del varón y la mujer.

Cuarta. La referencia a que hace alusión la minuta, esta-
blece que al constituirse las asociaciones agrícolas deberán
hacerlo con apego al primer párrafo del artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Esta queda es-
tablecida en el artículo 2o. de la Ley de Asociaciones Agrí-
colas.

Quinta. Esta Comisión de Reforma Agraria en su estudio
y análisis de la reforma al artículo 2o. de la Ley de Aso-
ciaciones Agrícolas, objeto del presente dictamen, coincide
con la valoración y con todos los términos de reforma, que
en su dictamen realizan las Comisiones Unidas de Agricul-
tura y Ganadería; y Estudios Legislativos Primera, de la
Cámara de Senadores.

Por lo anteriormente expuesto y para los efectos de la frac-
ción A del artículo 72 constitucional, los integrantes de es-
ta Comisión de Reforma Agraria, con base en las conside-
raciones expresadas aprueban en sus términos la minuta del
Senado de la República y someten a la consideración de la
honorable Asamblea, el siguiente

Proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley de Asociaciones Agrí-
colas

Artículo Único. Se reforman los artículos 2o. y 5o. y se
adiciona una fracción VIII al artículo 3o. y un segundo pá-
rrafo al artículo 12 de la Ley de Asociaciones Agrícolas,
para quedar como sigue:

Artículo 2o. Las asociaciones agrícolas se constituirán con
la unión de los productores agrícolas del país a fin de pro-
mover en general al desarrollo de las actividades agrícolas
de la nación, así como a la protección de los intereses eco-
nómicos de sus agremiados, para ello deberán constituirse

con apego al primer párrafo del artículo 4o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley
de Desarrollo Rural Sustentable, de acuerdo con las finali-
dades indicadas en el artículo siguiente.

Artículo 3o. Las Asociaciones Agrícolas constituidas en
los términos de esta ley tendrán las siguientes finalidades:

I. a VI. .....

VII.- Representar ante las autoridades los intereses co-
munes de sus asociados y proponer las medidas que es-
timen más adecuadas para la protección y defensa de di-
chos intereses.

VIII.- Impulsar la participación de las mujeres en el de-
sarrollo económico, a través de la organización de cade-
nas productivas y comercializadoras de productos agrí-
colas, constituidas por mujeres; o en igualdad de trato y
oportunidades entre mujeres y hombres.

Artículo 5o. Las asociaciones locales se denominarán
“asociaciones agrícolas locales”, y estarán integradas por
productores especializados. Para los efectos de este artícu-
lo, se entiende por productores especializados a las muje-
res y hombres cuya actividad predominante se dedique a un
cultivo o a una rama especial de la economía rural.

Artículo 12. La Confederación Nacional de Productores
Agrícolas radicará en la capital de la república y funciona-
rá con dos delegados propietarios y dos suplentes debida-
mente acreditados ante ella por las uniones regionales agrí-
colas.

Las uniones regionales agrícolas también podrán acreditar
ante esta confederación la participación de delegadas pro-
pietarias y suplentes, para que en ella se encuentren repre-
sentadas las asociaciones agrícolas conformadas por muje-
res.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Las uniones regionales agrícolas deberán acredi-
tar, en un plazo de noventa días posteriores a la fecha de su
constitución, a las delegadas propietarias y suplentes, ante
la Confederación Nacional de Productores Agrícolas, y las
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ya existentes, a partir de la entrada en vigor del presente
decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2010.

La Comisión de Reforma Agraria, diputados: Óscar García Barrón,
presidente (rúbrica); María Hilaria Domínguez Arvizu (rúbrica), Joel
González Díaz (rúbrica), María Estela de la Fuente Dagdug, Benigno
Quezada Naranjo (rúbrica), Justino Eugenio Arriaga Rojas (rúbrica),
Luis Hernández Cruz (rúbrica), secretarios; Ángel Aguirre Herrera (rú-
brica), Felipe Cervera Hernández (rúbrica), Patricio Chirinos del Án-
gel, Héctor Fernández Aguirre (rúbrica), Teófilo Manuel García Cor-
pus, Hernán de Jesús Orantes López, Socorro Sofío Ramírez
Hernández (rúbrica), María Esther Terán Velázquez, Héctor Eduardo
Velasco Monroy (rúbrica), Fernando Santamaría Prieto, María Felíci-
tas Parra Becerra, Carlos Luis Meillón Johnston (rúbrica), Gumercin-
do Castellanos Flores (rúbrica), Juan de Jesús Pascualli Gómez (rúbri-
ca), Domingo Rodríguez Martell (rúbrica), Ramón Jiménez Fuentes
(rúbrica), Filemón Navarro Aguilar, Indira Vizcaíno Silva (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE EDUCACION

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Dictamen de las Comisiones Unidas de Educación
Pública y Servicios Educativos, y de Salud, con proyecto
de decreto que reforma la fracción IX del artículo 7 de la
Ley General de Educación, en materia de educación nutri-
cional

Honorable Asamblea
A las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servicios
Educativos, y de Salud, de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, les fue turnada para su es-
tudio y análisis correspondiente, minuta con proyecto de
decreto que reforma la fracción IX del artículo 7 de la Ley
General de Educación.

Las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servicios
Educativos, y de Salud, con fundamento en los artículos 71
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y de conformidad con los artículos 39, 44 y 45, nu-
meral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, así como de
los 56, 60, 88, 93 y 94 del Reglamento para el Gobierno In-

terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, someten a la consideración de esta honorable asam-
blea el presente dictamen.

I. Antecedentes

1. En sesión ordinaria de la Cámara de Senadores del 6 de
noviembre de 2007, el Senador Hugo Antonio Laviada
Molina, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LX Legislatura, presentó iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma la fracción IX del ar-
tículo 7 de la Ley General de Educación.

2. La presidencia de la Mesa Directiva del Senado de la Re-
pública turnó la iniciativa a las Comisiones Unidas de Edu-
cación, de Salud y de Estudios Legislativos de la LX Le-
gislatura de la Cámara de Senadores, para su estudio y
dictamen.

3. En sesión ordinaria de la Cámara de Senadores del día
12 de noviembre de 2007, una vez aprobada, la Minuta se
turnó a la Cámara de Diputados.

4. La Cámara de Diputados recibió la minuta el 21 de abril
de 2008 y la presidencia de la Mesa Directiva, en uso de
sus facultades legales y reglamentarias, ordenó su turno a
las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servicios
Educativos, y de Salud, para su estudio y elaboración del
dictamen correspondiente.

5. Con fecha 12 de marzo de 2009, el dictamen positivo
con modificaciones fue aprobado por el pleno de la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos, LX Le-
gislatura, y enviado a la Comisión de Salud para su análi-
sis y dictaminación.

II. Contenido de la minuta

La minuta de mérito aborda el problema del sobrepeso y de
la obesidad en la población infantil de nuestro país. Se se-
ñala que, de acuerdo con la Encuesta Nacional de Salud y
Nutrición 2006 (INSP/SS, 2006), el 34.5 por ciento de las
mujeres y el 24.2 por ciento de los hombres de nuestra po-
blación padecen obesidad, y que el mayor aumento propor-
cional del problema se produce en niños en edad escolar.

El dictamen de la minuta señala como intención del pro-
movente “incorporar a la ley propuestas que permitan edu-
car a la población infantil en los conocimientos respecto de
los riesgos de la mala nutrición, problema de salud pública



el cual urge combatir por lo que significa en el futuro de las
próximas generaciones.”

La exposición de motivos refiere que “los países en desa-
rrollo son afectados por estas tendencias con mayor grado
de aceleración en comparación con los países desarrolla-
dos. Se constata también que la prevalencia de esta situa-
ción tiene una más temprana edad de inicio. …México
ocupó el segundo lugar en prevalencia de obesidad en un
estudio entre nueve países de la región.”

A mayor abundamiento, se señala que el estilo de vida ac-
tual propicia “que las comidas rápidas o chatarra, con adi-
tivos, conservadores y generalmente altas en grasas y poco
nutritivas, sustituyan a las comidas domésticas y tradicio-
nales de los hogares mexicanos. La venta de estos produc-
tos, a veces en tamaños excesivos, en la entrada de las es-
cuelas, dentro de ellas o en sus cercanías, en cines o
diversiones, facilita el consumo por parte de los niños y jó-
venes fundamentalmente, pero también de los adultos.”

Un factor más que contribuye a los malos hábitos alimen-
ticios, se argumenta, es que la publicidad de alimentos cha-
tarra no tiene contrapeso en la familia o en las tradiciones
alimenticias y formas de vida, que incluso llegan a consi-
derarse obsoletos. Desde esta óptica, el promovente consi-
dera “definitoria la influencia de la escuela, del maestro, de
los programas pedagógicos que informen al educando de la
importancia de alimentación apropiada, de distracciones
más activas, del deporte y la educación física.”

Ante la problemática identificada, la minuta propone la
modificación de la fracción IX del artículo 7 de la Ley Ge-
neral de Educación, de manera que se precise dentro de los
fines de la educación que el Estado imparta los siguientes:

Artículo 7. La educación que impartan el Estado, sus
organismos descentralizados y los particulares con auto-
rización o con reconocimiento de validez oficial de es-
tudios tendrá, además de los fines establecidos en el se-
gundo párrafo del artículo 3 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, los siguientes:

I. a VIII. ...

IX. Estimular la educación física y la práctica del de-
porte así como la cultura de una sana alimentación
para prevenir desequilibrios nutricionales, trastor-
nos derivados de la conducta alimentaria, obesidad y
padecimientos crónicos degenerativos.

X. a XII. …

III. Consideraciones generales

Las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servicios
Educativos, y de Salud, con base en los propósitos que
orientan la minuta descrita en el punto anterior, dan cuenta
de la preocupación del promovente porque los problemas
de obesidad y sobrepeso –relacionados con el excesivo se-
dentarismo y los malos hábitos de consumo e ingesta de
alimentos– aquejan seriamente a la población mexicana.

Las comisiones comparten estas preocupaciones y recono-
cen que la obesidad y el sobrepeso se han convertido en
problemas serios de salud pública en nuestro país. Los
cambios en el consumo de alimentos y la tendencia a la in-
gesta de alimentos con altos índices calóricos, combinados
con la falta de ejercicio, son algunos de los factores que
han provocado incrementos en el peso de la población.

La obesidad infantil ha sido definida considerando la rela-
ción entre el peso total y la talla estimada mediante el índi-
ce de masa corporal (IMC = peso en kg /talla en metros
cuadrados). El sobrepeso infantil se establece a partir del
centil 75 en las curvas de IMC y la obesidad infantil a par-
tir del centil 85.

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición
20061 (Ensanut), los problemas relacionados con la mala
nutrición en los niños y adolescentes de nuestro país se han
modificado en los últimos años: mientras que la desnutri-
ción ha disminuido sensiblemente, el sobrepeso y la obesi-
dad se incrementaron progresivamente, especialmente en
la población de entre 5 y 11 años; además, se estima que
actualmente uno de cada tres adolescentes (de 12 a 19
años) tiene sobrepeso u obesidad.

Conductas alimentarias

Desde el punto de vista antropológico, el acto de comer
forma parte de un proceso biocultural: “comer y beber son
actos fundamentales de nuestra vida, con profundos conte-
nidos emocionales y que se llevan a cabo en un contexto
social, en el marco de la cultura”.2

Desde esta perspectiva, se reconocen dos factores determi-
nantes de los hábitos alimenticios: cuáles alimentos son ac-
cesibles y cuáles son los preferidos. Esos dos factores, a su
vez, se ven influenciados por otros, como se muestra en el
esquema siguiente:3
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Para estas comisiones, esta perspectiva amplia de los fac-
tores que influyen en la formación de los hábitos alimenta-
rios, permite apreciar la complejidad de introducir cambios
en ellos, sobre todo de carácter permanente. Por lo tanto, la
acción de una sola institución –la escuela, en este caso–
aunque indispensable, será sin duda limitada si no se im-
pulsan medidas complementarias en otros ámbitos de la vi-
da social y familiar.

La experiencia internacional muestra que, tratándose de
educación nutricional, la concurrencia de acciones en los
ámbitos familiar y social es indispensable. Cuando esta
concurrencia se logra, puede obtenerse cierto nivel de éxi-
to; por ejemplo, en Canadá y Finlandia se obtuvieron re-
sultados que han sido ejemplo para el mundo al desarrollar
campañas de orientación nutricional accesibles para toda la
población, al mismo tiempo que se modificaron los im-
puestos para favorecer o limitar el consumo de determina-
dos productos.4

Hernán C. Doval, director de la Revista Argentina de Car-
diología, señala la responsabilidad central del sector salud
en la tarea de prevenir la obesidad, pero involucra la nece-
sidad de una visión integral del problema:

“… solamente es posible con cambios fundamentales en
las sociedades como, por ejemplo, producir y disponer
de alimentos saludables y baratos, realizar un planea-
miento urbano para asegurar que la gente se ejercite
más, difundir la educación acerca de la alimentación co-
menzando en las escuelas y establecer un código global
para promocionar solamente los alimentos y las bebidas
saludables para los niños y también para los adultos.
Pero ningún sistema de salud está cumpliendo con el
desafío de manejar la obesidad, y ninguna sociedad ha
desarrollado una estrategia efectiva para prevenirla. Te-
nemos un desafío claro por delante, necesitamos una po-
lítica pública coherente y sostenida, que es esencial para

dirigir los cambios necesarios. Estos cambios impres-
cindibles entrelazan a la política de distintos ministerios
o departamentos estatales, con los medios, a la propia
industria de la alimentación y también a la venta al me-
nudeo y los sectores de la diversión. Sólo de esa mane-
ra podemos esperar progresos visibles para frenar pri-
mero y reducir después la creciente epidemia de
obesidad.”

Educación para la salud y escuela

La Organización Mundial de la Salud define a la salud co-
mo “... un estado de completo bienestar físico, psíquico y
social y no meramente la ausencia de enfermedad”.5

La educación para la salud se entiende como “los procesos
permanentes de enseñanza y aprendizaje que permiten, me-
diante el intercambio y análisis de la información, desarro-
llar habilidades y cambiar actitudes, con el propósito de in-
ducir comportamientos para cuidar la salud, individual,
familiar y colectiva”.6

Para las acciones de salud, esta perspectiva implica con-
centrar esfuerzos en el fomento de estilos de vida sanos y
no sólo en la prevención de enfermedades, por lo que “un
buen trabajo educativo en pro de la salud debe incidir so-
bre las pautas de conducta, creando estilos de vida y coad-
yuvando a que el alumnado tome conciencia de qué son los
estilos de vida y cuál es su incidencia en la salud”.7

Esta perspectiva de la educación para la salud –y dentro de
ésta, la educación nutriciona– está presente en los propósi-
tos de la educación básica de nuestro país y, por tanto,
constituye un eje temático transversal, que se desarrolla
desde el nivel preescolar hasta la secundaria. En el cuadro
siguiente se muestran los contenidos por nivel y grado in-
cluidos en el currículo vigente:

Propósitos educativos y enfoque

Preescolar

Campo formativo “Educación física y salud”

Propósito: 

“La salud, entendida como un estado de completo bie-
nestar físico, mental y social, se crea y se vive en el
marco de la vida cotidiana y es el resultado de los cui-
dados que una persona se dispensa a sí misma y a los de-



más, de la capacidad de tomar decisiones y controlar la
vida propia, así como de asegurar que la sociedad en la
que se vive ofrezca a sus miembros la posibilidad de go-
zar de buen estado de salud. La promoción de la salud
implica que las niñas y los niños aprendan, desde pe-
queños, a actuar para mejorarla y a tener un mejor con-
trol de ella, y que adquieran ciertas bases para lograr a
futuro estilos de vida saludables en el ámbito personal y
social.” (PEP 2004, páginas 106-107)

Competencia a desarrollar por el niño: 

Ejes temáticos y contenidos

Preescolar

Practica medidas básicas preventivas y de seguridad pa-
ra preservar su salud, así como para evitar accidentes y
riesgos en la escuela y fuera de ella.

- Identifica, entre los productos que existen en su entor-
no, aquellos que puede consumir como parte de una die-
ta adecuada. (PEP 2004, página 113)

Propósitos educativos y enfoque

Primaria 

Propósitos generales del nivel (entre otros):

- (Que los alumnos) Adquieran los conocimientos fun-
damentales para comprender los fenómenos naturales,
en particular los que se relacionan con la preservación
de la salud, con la protección del ambiente y el uso ra-
cional de los recursos naturales, así como aquellos que
proporcionan una visión organizada de la historia y la
geografía de México. 

- Desarrollen actitudes propicias para el aprecio y dis-
frute de las artes y del ejercicio físico y deportivo. 

Asignatura de Ciencias Naturales:

Se integra en los dos primeros grados con el aprendiza-
je de nociones sencillas de historia, geografía y educa-
ción cívica. El elemento articulador será el conocimien-
to del medio natural y social que rodea al niño. A partir
del tercer grado, se destinarán 3 horas semanales espe-
cíficamente a las ciencias naturales (…) atención espe-
cial se otorga a los temas relacionados con la preserva-

ción de la salud y con la protección del ambiente y de
los recursos naturales.

Los programas de Ciencias Naturales en la enseñanza
primaria responden a un enfoque fundamentalmente
formativo. Su propósito central es que los alumnos ad-
quieran conocimientos, capacidades, actitudes y valores
que se manifiesten en una relación responsable con el
medio natural, en la comprensión del funcionamiento y
las transformaciones del organismo humano y en el de-
sarrollo de hábitos adecuados para la preservación de la
salud y el bienestar.

Uno de los principios orientadores es “otorgar atención
especial a los temas relacionados con la preservación
del medio ambiente y de la salud. Estos temas están pre-
sentes a lo largo de los seis grados, pues se ha conside-
rado más ventajoso, desde el punto de vista educativo,
estudiarlos de manera reiterada, cada vez con mayor
precisión, que separarlos en unidades específicas de
aprendizaje o en asignaturas distintas.

En el tratamiento de ambos temas, los programas pro-
ponen la incorporación de los elementos de explicación
científica pertinentes y adecuados al nivel de compren-
sión de los niños. Se pretende con ello evitar tanto la en-
señanza centrada en preceptos y recomendaciones, cuya
racionalidad con frecuencia no es clara para los alum-
nos, como también ciertas aproximaciones catastrofis-
tas, frecuentes sobre todo en el manejo de temas ecológi-
cos, que contrariamente a sus propósitos suelen producir
reacciones de apatía e impotencia.” Eje: el cuerpo hu-
mano y la salud. 

2o. grado:

La importancia de la alimentación en el ser humano 

- Los alimentos básicos: carne, cereales, leche, frutas y
verduras 

- La higiene de los alimentos.

Ejes temáticos y contenidos

Primaria 

Eje: ciencia, tecnología y sociedad, Tipos de alimento.
Naturales, procesados, industrializados. Ventajas de los
alimentos naturales 
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3o. grado:

Los tres grupos de alimentos de acuerdo con el nutri-
mento que contienen 

- Cereales y tubérculos 

- Frutas y verduras 

- Leguminosas y alimentos de origen animal

Importancia de la combinación de alimentos en cada co-
mida 

Productos de consumo común que son de escaso valor
alimenticio

4o. grado:

Sistema inmunológico. Su importancia 

Elementos indispensables para el funcionamiento del
sistema inmunológico: alimentación y descanso.

5o. grado:

Importancia de la alimentación 

- Alimentación equilibrada. Combinación y variación 

- Repercusión de una dieta inadecuada para el organis-
mo 

- Importancia del aprovechamiento de los alimentos
propios de la región.

6o. grado:

Consecuencias de una alimentación inadecuada 

- Consumismo y alimentos de escaso valor alimenticio.

Propósitos educativos y enfoque

Secundaria

Asignatura de Ciencias:

Uno de los propósitos de la formación científica en se-
cundaria es que los alumnos participen en el mejora-

miento de su calidad de vida, con base en la búsqueda
de soluciones a situaciones problemáticas y la toma de
decisiones en beneficio de su salud y ambiente.

Propósitos educativos del ámbito El ambiente y la sa-
lud:

Se relaciona con el propósito fundamental de fortalecer
la promoción de la salud, con especial atención en el fo-
mento de una cultura de la prevención. Con esta vincu-
lación se busca construir un concepto más amplio, el de
salud ambiental, que incluye la salud humana en rela-
ción con las condiciones ambientales que influyen en su
promoción y mantenimiento. Ello proporciona la opor-
tunidad de tomar en cuenta el contexto familiar y cultu-
ral de los alumnos, de tal modo que puedan aprovechar
óptimamente sus propios recursos y medios en el man-
tenimiento de su salud y bienestar. (programa de Cien-
cias, página 19)

Uno de los Propósitos de Ciencias I (primer grado): Par-
ticipar de manera activa e informada en la promoción de
la salud con base en la autoestima y el estudio del fun-
cionamiento integral del cuerpo humano.

En Ciencias III (tercer grado) también se aborda el tema
de la nutrición. Ciencias I. Bloque II: La nutrición

El tema se aborda desde la perspectiva humana, tenien-
do en cuenta los estudios previos relacionados con la es-
tructura, la función, los cuidados del aparato digestivo y
la obtención de energía de los alimentos, enfatizando
particularmente la relación entre dieta y salud. En este
caso, con el fin de fortalecer la cultura de la prevención,
se dan sugerencias para referir enfermedades que pue-
den ser de interés para los alumnos, como la bulimia, la
anorexia y la obesidad. Asimismo, se promueve el reco-
nocimiento del valor nutritivo de la comida mexicana
con una perspectiva intercultural. (página 35)

Propósitos (entre otros): 

• Identifiquen la importancia de la nutrición en la ob-
tención de energía y en la conservación de la salud.

• Comparen diversas formas de nutrición de los seres vi-
vos y las relacionen con la adaptación.

• Reconozcan la importancia de la tecnología en la pro-
ducción de alimentos.



Ejes temáticos y contenidos

Secundaria

Ciencias I. Bloque II: La nutrición

El tema se aborda desde la perspectiva humana, tenien-
do en cuenta los estudios previos relacionados con la es-
tructura, la función, los cuidados del aparato digestivo y
la obtención de energía de los alimentos, enfatizando
particularmente la relación entre dieta y salud. En este
caso, con el fin de fortalecer la cultura de la prevención,
se dan sugerencias para referir enfermedades que pue-
den ser de interés para los alumnos, como la bulimia, la
anorexia y la obesidad. Asimismo, se promueve el reco-
nocimiento del valor nutritivo de la comida mexicana
con una perspectiva intercultural. (página 35)

Propósitos (entre otros): 

• Identifiquen la importancia de la nutrición en la ob-
tención de energía y en la conservación de la salud.

• Comparen diversas formas de nutrición de los seres vi-
vos y las relacionen con la adaptación.

. Reconozcan la importancia de la tecnología en la pro-
ducción de alimentos.

Ciencias III:

El Bloque III incluye el proyecto: 

¿Qué me conviene comer? 

• Aporte energético de los compuestos químicos de los
alimentos. Balance nutrimental.

• El Bloque IV incluye el subtema: 

• Tú decides: ¿cómo controlar los efectos del consumo
frecuente de los "alimentos ácidos"?

Como puede observarse, la educación nutricional –y en
particular, los trastornos y enfermedades asociados a la
conducta alimentaria– son temas a los que se dedica una
parte sustancial del tiempo escolar, sobre todo consideran-
do que existen otros contenidos –no menos importantes–
que los maestros deben tratar. Al respecto, es importante

tomar en cuenta que, tal como se señala en el plan y pro-
gramas de estudio para la educación primaria (SEP, 1993):

“A la escuela primaria se le encomiendan múltiples ta-
reas. No sólo se espera que enseñe más conocimientos,
sino también que realice otras complejas funciones so-
ciales y culturales. Frente a esas demandas, es indispen-
sable aplicar criterios selectivos y establecer priorida-
des, bajo el principio de que la escuela debe asegurar en
primer lugar el dominio de la lectura y la escritura, la
formación matemática elemental y la destreza en la se-
lección y el uso de información. Sólo en la medida en
que cumpla estas tareas con eficacia, la educación pri-
maria será capaz de atender otras funciones”.

Adicionalmente, la investigación educativa ha mostrado
que la incorporación en el currículo de contenidos sobre un
tema determinado no garantiza su comprensión por parte
de los alumnos, y mucho menos su aplicación en la vida
diaria. La modificación de conductas –en este caso alimen-
ticias- es, de hecho, uno de los aspectos en los que resulta
más complejo incidir desde la escuela. Michel Saint-Onge
señala que:

“Muchos profesores dan por supuesto que los alumnos
llevan a la práctica con facilidad aquello de lo que oyen
hablar. (Predomina) la creencia de que el asumir nuevas
conductas depende únicamente del conocimiento y de la
voluntad: si los alumnos se tomaran la molestia de rea-
lizar todo lo que se les dice que hagan y se sirvieran ver-
daderamente de los conocimientos que se les comunican
para pensar cómo actuar sin que se lo hayan explicado,
tendrían éxito en la escuela y en la vida…

Parece que en realidad las cosas no discurren así en el cur-
so del aprendizaje. La mera transmisión de conocimientos
parece contar con muchos tristes resultados: un cierto nú-
mero de investigaciones, hechas en Europa y en Nortea-
mérica, ponen en claro que hoy la mayor parte del saber
científico enseñado en la edad escolar se olvida al cabo de
unos años, incluso de semanas… cuando en algunos casos
ha sido de verdad adquirido. Su aplicación es laboriosa y
no asegura la función integradora, especialmente frente a la
corriente de información que nos llega de los medios de co-
municación.”8

Los argumentos anteriores ayudan a matizar las expectati-
vas respecto a lo que efectivamente puede lograrse a través
de la escuela en materia de educación nutricional, aunque
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por supuesto no niegan que el trabajo escolar pueda influir
en la creación de mejores conductas alimenticias. Al res-
pecto, es importante mencionar los resultados de investiga-
ciones sobre el impacto logrado por diversos programas de
educación para la salud:

“La conducta puede influir en la salud de dos maneras,
a saber, preventiva y curativamente. Es más probable
que una madre escolarizada lleve a su hijo enfermo a un
centro de salud para que reciba tratamiento. Pero tam-
bién es más probable que, en primer lugar, se asegure de
que el niño no enferme. Cuando esto se logra mediante
una mejor nutrición o una inmunización más completa,
se puede medir. Cuando se logra mediante la atención y
la prevención de accidentes o asegurando que una en-
fermedad leve no se convierta en una enfermedad grave,
la detección cuantitativa es mucho más difícil. Incluso
el uso de las instalaciones de salud es un asunto com-
plejo. A comienzos de los años 80, descubrimos que en
el sur de India era más probable que las madres con edu-
cación se dieran cuenta de la enfermedad de los hijos
mucho más tempranamente y era más probable que su
suegra les permitiera recurrir a los servicios de salud
modernos. El doctor escuchaba su descripción de la en-
fermedad con mayor detenimiento y le instruía más de-
talladamente (porque pensaba que se entendían). Era
más probable que las madres con educación siguieran
adecuadamente las instrucciones del médico, y también
era más probable que volvieran a acudir al médico para
informarle si el tratamiento no arrojaba resultados satis-
factorios”.9

Las acciones del sector salud en materia de fomento de
una buena nutrición

Además del tratamiento de los contenidos descritos en el
apartado anterior, en las escuelas de educación básica de
nuestro país la Secretaría de Salud desarrolla diversas ac-
ciones relacionadas con la promoción de la salud, y entre
ellas algunas relacionadas directamente con el fomento de
una buena nutrición. Estas acciones se enmarcan en lo es-
tablecido en el artículo 3o. de la Ley General de Salud, que
señala las funciones que en materia de salubridad general
debe cumplir la citada secretaría.

De manera más específica, la Norma Oficial Mexicana
NOM-009-SSA2-1993 para el Fomento de la Salud del Es-
colar10 establece las acciones que el sector salud debe rea-
lizar en coordinación con el educativo, enfatizando “la im-
portancia de la orientación adecuada, la detección

temprana y la atención oportuna de los principales proble-
mas de salud del escolar, para evitar daños y secuelas y fa-
vorecer el desarrollo integral de este importante núcleo de
población”. Entre las actividades, criterios y estrategias es-
tablecidas para el personal de salud en el ámbito escolar,
destacan las siguientes:

- “3.2.1.2. El personal de salud debe apoyar al personal
docente en el desarrollo de la temática de educación pa-
ra la salud, de acuerdo a los programas curriculares es-
tablecidos para los niveles preescolar, escolar primaria y
escolar secundaria, así como en aquellos derivados de la
situación de salud específica de cada lugar.”

- “3.2.1.3. El personal de salud debe orientar las accio-
nes educativas hacia el desarrollo de una cultura de la
salud, que promueva: 

• la responsabilidad en la participación individual, fa-
miliar y colectiva en pro de la salud

• la valoración de una vida saludable

• el fortalecimiento, modificación o desarrollo de há-
bitos, conductas y actitudes sanas

• la relación entre lo aprendido y la realidad, para ser
utilizado en beneficio del alumno, su familia y la co-
munidad (…)”

- “3.2.2.1. El personal de salud debe promover y apo-
yar la participación de la comunidad escolar en las
actividades de prevención, que son:

a) La detección de factores de riesgo acerca de:

• …

• venta de alimentos en la escuela y sus alrededores

• …

• estilos de vida (hábitos alimentarios e higiénicos,
consumo de drogas y otros)

• …

Para la identificación de estos factores se deben rea-
lizar:



• recorridos por las instalaciones del plantel y su en-
torno,

• encuestas y revisión de registros sobre las enferme-
dades que afectan a los escolares,

• …

• visitas a la cooperativa escolar y a los expendios de
alimentos,

• encuestas sobre estilos de vida,

…

b) Protección específica, que se refiere a la realización
de actividades correctivas de los riesgos detectados, en-
tre otros:

• …

• acciones de autoayuda entre padres de familia a tra-
vés de grupos, para analizar y resolver problemas de
consumo de alcohol, tabaco y otras drogas, aprendi-
zaje y conducta, alimentación e higiene, salud sexual
y reproductiva

• …”

Como puede apreciarse, el marco normativo vigente tanto
del sector educativo como del de salud, contiene ya dispo-
siciones específicas respecto a la promoción y cuidado de
la sana alimentación, con la finalidad de provenir desequi-
librios nutricionales. 

IV. Consideraciones particulares

1. Las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servi-
cios Educativos y de Salud, coinciden con el promovente
en que el sobrepeso, la obesidad y otros trastornos alimen-
ticios constituyen un problema de salud pública que re-
quiere atención por parte del gobierno, aunque se conside-
ra necesario realizar una serie de precisiones con el fin de
mejorar el contenido de la reforma planteada.

2. Con base en la argumentación expuesta en las conside-
raciones generales, las Dictaminadoras consideran proce-
dente que, de acuerdo con la Minuta dictaminada, se inclu-
ya en los fines de la educación establecidos en el artículo 7

de la Ley General de Educación, la necesidad de fomentar
la educación en materia de nutrición.

Desde la perspectiva de estas Comisiones Unidas, esta re-
forma actualiza el artículo 7 de la Ley General de Educa-
ción, haciéndolo congruente con los propósitos educativos,
temas y contenidos presentes en el currículo de los tres ni-
veles de la educación básica referidos a educación para la
salud.

Sin embargo, la inclusión en el citado artículo de una lista
mayor de trastornos asociados con la obesidad se conside-
ra improcedente, toda vez que no coincide con el carácter
general de las disposiciones contenidas en la Ley General
de Educación.

El nivel de especificidad que propone la Colegisladora es
pertinente para los planes y programas de estudio, mismos
que –como se ha mostrado en las consideraciones genera-
les– ya incluyen contenidos al respecto en los tres niveles
de la educación básica.

De esta manera, las dictaminadoras proponen las siguien-
tes modificaciones a la minuta en análisis:

Minuta

Artículo 7. La educación que impartan el Estado, sus
organismos descentralizados y los particulares con auto-
rización o con reconocimiento de validez oficial de es-
tudios tendrá, además de los fines establecidos en el se-
gundo párrafo del artículo 3 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, los siguientes:

I a VIII. ...

IX. Estimular la educación física y la práctica del de-
porte así como la cultura de una sana alimentación
para prevenir desequilibrios nutricionales, trastor-
nos derivados de la conducta alimentaria, obesidad y
padecimientos crónicos degenerativos. 

X. a XII. … Artículo 7o. …

Propuesta CEPSE

I. a VIII. ...
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IX. Fomentar la educación en materia de nutrición y
estimular la educación física y la práctica del depor-
te; 

X a XV. …

Por lo expuesto, los integrantes de las Comisiones Unidas
de Educación y Servicios Educativos, y de Salud, y para
los efectos de la fracción e) del artículo 72 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, someten a
consideración de la honorable asamblea, el siguiente pro-
yecto de

Decreto por el que se reforma la fracción IX del artícu-
lo 7o. de la Ley General de Educación, en materia de
educación nutricional

Artículo Único: Se reforma la fracción IX del artículo 7o.
de la Ley General de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 7o. La educación que impartan el Estado, sus or-
ganismos descentralizados y los particulares con autoriza-
ción o con reconocimiento de validez oficial de estudios
tendrá, además de los fines establecidos en el segundo pá-
rrafo del artículo 3 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, los siguientes:

I. a VIII. …

IX. Fomentar la educación en materia de nutrición y
estimular la educación física y la práctica del depor-
te;

X. a XV. …

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas:

1 Instituto Nacional de Salud Pública y Secretaría de Salud, 2006.

2 Vargas, Luis Alberto. ¿Por qué y para qué comemos lo que come-
mos? IIA/FM, UNAM.

3 Ídem.

4 Vargas, Luis Alberto…

5 Organización Mundial de la Salud (OMS), 1948.

6 Norma Oficial Mexicana NOM-043-SSA2-2005, Servicios Básicos
de Salud, Promoción y Educación para la salud en materia alimentaria.
Criterios para brindar orientación. DOF, 23 de enero de 2006.

7 Xarxa telemática educativa de Catalunya, Generalitat de Catalunya,
consultado el 13 de mayo de 2008 en: http://www.xtec.es/

8 Saint-Onge, Michel (1997). Yo explico pero ellos… ¿aprenden? Bil-
bao, Ediciones Mensajero.

9 Caldwell, John C. (2004). ¿Se puede modificar la conducta para con-
servar la salud? Consultado el 14 de mayo del 2008 en:
http://www.comminit.com/en/node/150356/print 

10 Secretaría de Salud, 3 de octubre de 1994. En esta norma, los con-
tenidos sobre educación para la salud incluidos en los programas cu-
rriculares de los niveles preescolar, primaria y secundaria, se conside-
ran parte de las acciones básicas para la salud del escolar.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 10 de febrero de 2010.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: José Trinidad Padilla López (rúbrica), presidente; Jorge Romero
Romero, Héctor Hernández Silva (rúbrica), José Alberto González
Morales (rúbrica), Germán Contreras García (rúbrica), Jaime Oliva
Ramírez (rúbrica), Víctor Manuel Castro Cosío (rúbrica), Lorena Co-
rona Valdés (rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica),
Roberto Pérez de Alba Blanco (rúbrica), Carlos Cruz Mendoza (rúbri-
ca), Paz Gutiérrez Cortina (rúbrica), María de Lourdes Reynoso Femat
(rúbrica), secretarios; Eduardo Alonso Bailey Elizondo (rúbrica), Ger-
mán Osvaldo Cortez Sandoval (rúbrica), Elpidio Desiderio Concha
Arellano, Óscar Lara Salazar (rúbrica), José Antonio Aysa Bernat (rú-
brica), Beatriz Elena Paredes Rangel, Onésimo Mariscales Delgadillo
(rúbrica), Francisco Herrera Jiménez (rúbrica), Alejandro Bahena Flo-
res, José Francisco Javier Landero Gutiérrez, Manuel Jesús Clouthier
Carrillo, María Sandra Ugalde Besaldúa (rúbrica), Yolanda del Carmen
Montalvo López, Obdulia Magdalena Torres Abarca, María Araceli
Vázquez Camacho (rúbrica), Ana Luz Lobato Ramírez (rúbrica), Re-
yes Tamez Guerra (rúbrica).

La Comisión de Salud, diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rú-
brica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), María Cris-
tina Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho (rúbrica), Rosalina
Mazari Espín (rúbrica), Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio
Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos (rúbrica), He-
ladio Gerardo Verver y Vargas (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo



(rúbrica), María del Pilar Torre Canales (rúbrica), secretarios; Felipe
Borja Texocotitla (rúbrica), Yolanda de la Torre Valdez, Olga Luz Es-
pinoza Morales (rúbrica), Leandro Rafael García Bringas, Clara Gó-
mez Caro (rúbrica), Delia Guerrero Coronado (rúbrica), José Manuel
Hinojosa Pérez, José Luis Marcos León Perea (rúbrica), Fernando Mo-
rales Martínez, Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Ana Elia Paredes Ar-
ciga, Guadalupe Eduardo Robles Medina (rúbrica), Sergio Tolento
Hernández, Alicia Elizabeth Zamora Villalva (rúbrica), Laura Piña Ol-
medo, Leticia Quezada Contreras (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE EDUCACION

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Dictamen de las Comisiones Unidas de Educación
Pública y Servicios Educativos, y de Salud, con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Educación, en materia de educación
nutricional y regulación de venta de alimentos y bebidas en
los planteles escolares de nivel básico

Honorable Asamblea

A las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servicios
Educativos, y de Salud de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, les fue turnada para su es-
tudio y análisis correspondiente, iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona la Ley General de Educa-
ción en materia de educación nutricional y regulación de
venta de alimentos y bebidas en los planteles escolares de
nivel básico, a cargo de los diputados federales María Ga-
briela González Martínez, Ector Jaime Ramírez Barba y
Francisco Javier Gudiño Ortiz, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, de la LX Legislatura.

Las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servicios
Educativos, y de Salud, con fundamento en los artículos 71
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y de conformidad con los artículos 39, 44 y 45, nu-
meral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, así como de
los 56, 60, 88, 93 y 94 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, someten a la consideración de esta honorable asam-
blea el presente dictamen.

I. Antecedentes

A) En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados del 4 de
marzo de 2008, los diputados María Gabriela González
Martínez, Ector Jaime Ramírez Barba y Francisco Javier
Gudiño Ortiz, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LX Legislatura, presentaron Iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma la fracción XI del artícu-
lo 14, el artículo 59, la fracción II del artículo 67 y la frac-
ción VIII del artículo 75; se adiciona la fracción X al artí-
culo 7 y se recorren las fracciones subsiguientes para
quedar como XI, XII, XIII y XIV; se adiciona una fracción
XII al artículo 12 y se recorren las fracciones subsiguientes
para quedar como XIII y XIV; se adiciona una fracción V
al artículo 13 y se recorren las fracciones subsiguientes
para quedar como VI, VII y VIII; se adiciona una fracción
XII al artículo 14 y se recorre la fracción siguiente para
quedar como XIII; se adiciona una fracción III al artículo
57 y se recorren las fracciones subsiguientes para quedar
como IV, V y VI; y se adiciona un artículo 72 Bis; todos de
la Ley General de Educación.

B) En esa misma fecha, la presidencia de la Mesa Directi-
va, en uso de sus facultades legales y reglamentarias, acor-
dó dar trámite de recibo y ordenó su turno a las Comisio-
nes Unidas de Educación Pública y Servicios Educativos,
y de Salud, para su estudio y elaboración del dictamen co-
rrespondiente.

C) El 5 de marzo de 2008, las Comisiones Unidas de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos, y de Salud, dieron
trámite de recibo correspondiente y acordaron iniciar la
discusión de la iniciativa de referencia, incorporando al
análisis tres Iniciativas más, por coincidir con la temática
propuesta en materia de educación nutricional y regulación
de venta de alimentos y bebidas en los planteles escolares
de nivel básico. Las iniciativas incorporadas son las si-
guientes:

- Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los ar-
tículos 7, 74 y 75 de la Ley General de Educación, pre-
sentada el 17 de abril de 2007 por el diputado Alberto
Amaro Corona, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, de la LX Legislatura, tur-
nada a las Comisiones Unidas de Educación Pública y
Servicios Educativos, y de Salud.

- Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los ar-
tículos 33 y 75 de la Ley General de Educación, presen-
tada el 17 de abril 2008 por el diputado Carlos Alberto
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Puente Salas, del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México de la LX Legislatura, turnada
a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educa-
tivos, con opinión de la Comisión de Salud.

- Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 14 de la Ley General de Educación, presentada el
30 de abril 2008 por el diputado Pedro Montalvo Gó-
mez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, de la LX Legislatura, turnada a la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos.

D) Con fecha 28 de abril de 2009, el dictamen con sentido
positivo fue aprobado por el pleno de la Comisión de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos, LX Legislatura, y
enviado a la Comisión de Salud para su análisis y dicta-
men.

II. Contenido de las iniciativas

Las 4 iniciativas dictaminadas abordan el problema del so-
brepeso y de la obesidad en la población infantil de nues-
tro país. Se señala que, de acuerdo con la Encuesta Nacio-
nal de Salud y Nutrición 2006 (INSP/SS, 2006), esos
problemas se presentan en 4.1 millones de niños de entre 5
y 11 años, así como en 5.7 millones de adolescentes.

A. Iniciativa de los diputados María Gabriela González
Martínez, Ector Jaime Ramírez Barba y Francisco Javier
Gudiño Ortiz.

En su exposición de motivos, los promoventes señalan que
“el problema del sobrepeso y obesidad infantil es multifac-
torial (factores genéticos, sociales, culturales, educativos,
económicos, agrarios, comerciales, publicitarios, de consu-
mo) y ubicuo pues se suscita en diversos entornos en los
que es posible intervenir (hogar, trabajo, escuela).”

Ante la problemática identificada, los promoventes propo-
nen la modificación de los diversos artículos de la Ley Ge-
neral de Educación que se relacionan tanto con el fomento
de la educación para la salud como con la normatividad
que enmarca el funcionamiento de las cooperativas y tien-
das escolares, de manera que se regulen los productos que
se comercializan en ellas.

Los promoventes señalan la importancia de la salud para la
población mexicana y la relevancia que tiene, en ese senti-
do, mantener una alimentación sana y nutritiva. Destacan
el papel del Estado para ofrecer a los individuos una edu-

cación que instruya, capacite, estimule e incremente sus
conocimientos y habilidades para preservar su salud y afec-
tar de manera positiva en su calidad de vida.

Respecto al papel de las escuelas en la formación para la
salud, en la exposición de motivos se señala que “juegan
un papel clave en el mejoramiento de la salud de los niños
y niñas y, por ende, en los futuros adultos. Generalmente,
niños y adolescentes asisten cinco días a la semana duran-
te todo el año escolar a los planteles escolares, y además de
los conocimientos de orden académico, los estudiantes
también aprenden pautas sociales y culturales que determi-
nan el estilo de vida y la salud.”

Añaden que actualmente, “el 42 por ciento de los alumnos
de primaria, y en menor porcentaje los de preescolar y se-
cundaria, ingieren la mayor parte de sus alimentos en la es-
cuela”, de manera que los menores consumen “gran parte
del aporte calórico diario en la escuela, donde la legisla-
ción educativa, ha creado un estado excepcional para la pu-
blicidad y comercio de alimentos.

En las llamadas ‘cooperativas escolares’ y al exterior de los
planteles escolares, se ofrecen a los estudiantes, alimentos
de elevada densidad calórica (antojos mexicanos, dulces,
refrescos y comida instantánea).

La alimentación en este entorno escolar se caracteriza por
alta disponibilidad de alimentos densamente energéticos y
bebidas azucaradas; poca disponibilidad de frutas y verdu-
ras; ausencia de agua potable; la ingesta durante el horario
escolar puede llegar a la mitad del requerimiento diario
(800 a mil 300 kilocalorías); los escolares en México tie-
nen más oportunidades para comer que para hacer ejercicio
por lo que su actividad física es limitada, dentro y fuera de
la escuela.

En cuanto a la publicidad y oferta de alimentos los produc-
tos alimentarios dirigidos a los niños han aumentado de
manera considerable de 52 productos en 1994 a casi 500 en
2004); y de 80 a 97 por ciento de los productos alimenti-
cios dirigidos a niños son de calidad nutricional baja.”

De acuerdo con los promoventes, la situación descrita exi-
ge la colaboración entre las autoridades educativas y sani-
tarias –clarificando las facultades, atribuciones y ámbitos
de competencia de cada una– de manera que se desarrollen
políticas públicas de educación para la salud, adecuadas y
pertinentes.



La iniciativa contiene el siguiente proyecto de decreto:

“Artículo 7o. …

I. al IX. …

X. Fomentar la educación en materia de nutrición,
enfatizando la importancia de que esta sea completa,
equilibrada, inocua, suficiente, variada y las venta-
jas que tiene de practicarla como un estilo de vida
que coadyuva el pleno desarrollo del individuo;

XI. Desarrollar actitudes solidarias en los individuos,
para crear conciencia sobre la preservación de la salud,
la planeación familiar y la paternidad responsable, sin
menoscabo de la libertad y del respeto absoluto a la dig-
nidad humana, así como propiciar el rechazo a los vi-
cios; 

XII. Inculcar los conceptos y principios fundamentales
de la ciencia ambiental, el desarrollo sustentable así co-
mo de la valoración de la protección y conservación del
medio ambiente como elementos esenciales para el des-
envolvimiento armónico e integral del individuo y la
sociedad;

XIII. Fomentar actitudes solidarias y positivas hacia el
trabajo, el ahorro y el bienestar general;

XIV. Fomentar los valores y principios del cooperati-
vismo.

Artículo 12. …

I. a XI. …

XII. Establecer, en coordinación con la Secretaría de
Salud, la normatividad para la instalación, opera-
ción y disolución de las tiendas y cooperativas esco-
lares así como la relativa a la venta de alimentos y
bebidas no alcohólicas en los establecimientos esco-
lares;

XIII. Fomentar, en coordinación con las demás autori-
dades competentes del Ejecutivo federal, las relaciones
de orden cultural con otros países, e intervenir en la for-
mulación de programas de cooperación internacional en
materia educativa, científica, tecnológica, artística, cul-
tural, de educación física y deporte, y

XIV. Las necesarias para garantizar el carácter nacional
de la educación básica, la normal y demás para la for-
mación de maestros de educación básica, así como las
demás que con tal carácter establezcan esta Ley y otras
disposiciones aplicables.

Artículo 13. …

I. a IV. …

V. Observar la normatividad que la autoridad edu-
cativa federal y la Secretaría de Salud establezcan
para la instalación, operación y disolución de las
tiendas y cooperativas escolares, así como la relativa
a la venta de alimentos y bebidas no alcohólicas en
los establecimientos escolares;

VI. Revalidar y otorgar equivalencias de estudios de la
educación preescolar, la primaria, la secundaria, la nor-
mal y demás para la formación de maestros de educa-
ción básica, de acuerdo con los lineamientos generales
que la Secretaría expida;

VII. Otorgar, negar y revocar autorización a los particu-
lares para impartir la educación preescolar, la primaria,
la secundaria, la normal y demás para la formación de
maestros de educación básica, y

VIII. Las demás que con tal carácter establezcan esta
Ley y otras disposiciones aplicables.

Artículo 14. …

I. a X. … 

XI. Promover prácticas cooperativas de ahorro, produc-
ción y consumo, de acuerdo a lo establecido en la ley de
la materia y el Reglamento de Cooperativas Escolares;

XII. Procurar la construcción y equipamiento de co-
medores o desayunadores escolares en los estableci-
mientos escolares del sistema educativo nacional, de
conformidad con lo establecido en el artículo 33 de
esta ley; y

XIII. Las demás que con tal carácter establezcan esta
ley y otras disposiciones aplicables.

…
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Artículo 57. …

I. y II. …

III. Cumplir con la normatividad que la autoridad
educativa federal y la Secretaría de Salud establez-
can para la instalación, operación y disolución de
tiendas y cooperativas escolares, así como la relativa
a la venta de alimentos y bebidas no alcohólicas en
los establecimientos escolares;

IV. Proporcionar un mínimo de becas en los términos de
los lineamientos generales que la autoridad que otorgue
las autorizaciones o reconocimientos haya determinado;

V. Cumplir los requisitos previstos en el artículo 55, y

VI. Facilitar y colaborar en las actividades de evalua-
ción, inspección y vigilancia que las autoridades com-
petentes realicen u ordenen.

Artículo 59. …

En el caso de educación inicial y de preescolar deberán,
además, contar con personal que acredite la preparación
adecuada para impartir educación; contar con instala-
ciones que satisfagan las condiciones higiénicas, de se-
guridad y pedagógicas que la autoridad educativa deter-
mine; cumplir los requisitos a que alude la fracción VII
del artículo 12; tomar las medidas a que se refiere el ar-
tículo 42; cumplir con la normatividad que establez-
ca la autoridad educativa federal y la Secretaría de
Salud para la instalación, operación y disolución de
las tiendas y cooperativas escolares, así como la rela-
tiva a la venta de alimentos y bebidas no alcohólicas
en los establecimientos escolares, y facilitar la inspec-
ción y vigilancia de las autoridades competentes.

Artículo 67. …

I. …

II. Colaborar para una adecuada integración de la co-
munidad escolar; en la operación, mejora y vigilancia
de la normatividad de las tiendas, cooperativas, co-
medores o desayunadores escolares, así como en el
mejoramiento de los planteles; 

III. a V. …

…

…

Artículo 72 Bis. Los consejos de participación social
a los que se refiere esta sección colaborarán en la vi-
gilancia y supervisión de la normatividad que la au-
toridad educativa federal y la Secretaría de Salud es-
tablezcan para la instalación, operación y disolución
de las tiendas y cooperativas escolares que se en-
cuentren en los establecimientos escolares del siste-
ma educativo nacional.

Artículo 75. Son infracciones de quienes prestan servi-
cios educativos: 

I. a VII. …

VIII. Realizar o permitir se realice publicidad dentro del
plantel escolar que fomente el consumo, así como reali-
zar o permitir la comercialización de bienes o servicios
notoriamente ajenos al proceso educativo;

IX. a XII. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Educación Pública y la Se-
cretaría de Salud, deberán elaborar un nuevo reglamen-
to para la instalación, operación y disolución de las
tiendas y cooperativas escolares, en el que incorpore la
participación del Consejo Nacional de Participación So-
cial y de los consejos de participación social estatales,
municipales y escolares, en un plazo no mayor de 180
días naturales a partir de la publicación del presente de-
creto.”

B. Iniciativa del diputado Alberto Amaro Corona

Esta iniciativa abona en el mismo sentido que la descrita
anteriormente, ya que propone modificar diversos artículos
de la Ley General de Educación con el propósito de fo-
mentar en los educandos una cultura de alimentación salu-
dable.



Señala el proponente que “En México la obesidad es un
problema grave de salud pública, ya que es causa de enfer-
medades cardiovasculares, diabetes, hipertensión arterial,
trastornos sicológicos y sociales, por mencionar algunos de
sus efectos negativos. No se trata pues de un problema sim-
plemente estético, sino que conlleva serios riesgos para la
salud de la población en general y en particular de la niñez
del país.”

Argumenta el diputado que en los últimos 20 años “… el
número de menores de edad con sobrepeso se ha duplicado
y en la mayoría de los casos llegan a la edad adulta con es-
te problema de salud, con consecuencias nocivas para el
desarrollo integral.” Destaca el promovente que se ha lle-
gado a considerar a la obesidad como una pandemia.

Entre las cifras que aporta destaca que “…en México apro-
ximadamente 20 por ciento de los niños padecen obesi-
dad… cuyo origen ciertamente tiene diversas causas, entre
ellas, genéticas, metabólicas, psicológicas, socioculturales,
sedentarias, neuroendocrinas, nutrición con altos conteni-
dos calóricos.”

Destaca la importancia de que en las escuelas públicas y
particulares del país “… se genere una cultura de hábitos
alimenticios saludables y se proporcione a los niños y las
niñas estímulos adecuados que faciliten la modificación de
su alimentación, así como ofrecer a los padres de familia
medidas preventivas de la obesidad infantil.”

El propósito de la iniciativa es “…buscar que las autorida-
des educativas y los docentes adquieran conciencia de la
importancia de que en las cooperativas escolares se ofrez-
can alimentos o productos con altos índices nutricionales y,
a su vez, prohibir la venta de los llamados productos ‘cha-
tarra’ que están considerados detonantes de la obesidad.”

El objetivo final es avanzar en la prevención de problemas
serios de salud provocados por el sedentarismo y por en-
fermedades de orden alimenticio, como la obesidad y el so-
brepeso.

La iniciativa contiene el siguiente proyecto de decreto:

“Artículo 7. …

I. a XIII. … 

XIV. Promover una cultura de hábitos alimenticios
saludables.

Artículo 74. Los medios de comunicación masiva, co-
mo parte de su responsabilidad social, contribuirán al
logro de las finalidades previstas en el artículo 7, con-
forme a los criterios establecidos en el artículo 8o. 

Artículo 75. …

I. a VII. ... 

VIII. …

Vender y comercializar en las escuelas públicas y
particulares de nivel básico productos alimenticios
con exceso de grasas y alto contenido en calorías que
tiendan a causar problemas de obesidad.

IX. a XI. ... 

XII. Incumplir cualquiera de los demás preceptos de es-
ta ley, así como las disposiciones expedidas con funda-
mento en ella, para lo cual se estará a lo dispuesto en
la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públi-
cos. (Derogado)”

C. Iniciativa del diputado Carlos Alberto Puente Salas

La iniciativa del diputado Puente señala que “el análisis de
las causas que provocan la obesidad de los niños mexica-
nos, apunta a la necesidad de establecer mecanismos para
extremar precauciones en los alimentos que consumen, así
como vigilar la información que llega a los menores en los
diferentes medios de comunicación ya que existe una ofen-
siva constante a los principios de buena salud.”

Así, con la finalidad de atender la problemática que provo-
ca la obesidad sobre todo en los niños, se propone estable-
cer cambios a la Ley General de Educación en sus artícu-
los 33 y 75 para promover el derecho a la salud y a la
educación, en los siguientes términos:

“Artículo 33. …

I. a XII. ... 

XIII. … 

…

La Secretaría de Educación Pública, emitirá circula-
res relativas al tipo de productos que se puedan ven-
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der en las cooperativas escolares o cualesquiera otra
denominación que se les de, a fin de controlar la hi-
giene y sobre todo el valor nutricional de los produc-
tos que se expenden, prohibiendo la venta de pro-
ductos con altos contenidos de azúcares refinados y/o
aditivos artificiales, que promuevan la mal nutri-
ción, incrementan el sobrepeso y la obesidad infantil.

Artículo 75. …

I. a XII. ...

XIII. Vender y comercializar en las escuelas de nive-
les básico, secundaria media superior y bachillerato
bebidas carbonatadas que causen problemas de obe-
sidad; así como permitir la publicidad que alienten el
consumismo de alimentos y bebidas que no coadyu-
ven a una dieta balanceada.”

D. Iniciativa del diputado Pedro Montalvo Gómez

El diputado Montalvo argumenta que “las personas deberí-
an tener acceso físico y económico en todo momento a los
alimentos y las bebidas en cantidad y de calidad adecuadas
para llevar una vida saludable y activa. Para considerar
adecuados los alimentos se requiere que además sean cul-
turalmente aceptables y que se produzcan en forma soste-
nible para el medio ambiente y la sociedad. Por último, su
suministro no debe interferir con el disfrute de otros dere-
chos humanos, por ejemplo, no debe costar tanto adquirir
suficientes alimentos para tener una alimentación adecua-
da, que se pongan en peligro otros derechos socioeconómi-
cos, o satisfacerse en detrimento de los derechos civiles o
políticos.”

En opinión del promovente, “es de urgente necesidad que
las autoridades educativas, muestren interés de atender el
tema del consumo de alimentos con escaso valor nutritivo
que se da al interior de los planteles educativos en el nivel
de la primaria y la secundaria de escuelas públicas y priva-
das del país. Lo anterior es de suma preocupación y re-
quiere urgente atención porque de no ser así en poco tiem-
po el sobrepeso y la obesidad en la niñez mexicana, como
grupo vulnerable, se agravará como problema de salud pú-
blica.” En consecuencia, propone el siguiente Proyecto de
Decreto:

“Artículo 14. …

I. a X. …

XI. De acuerdo con lo establecido en la materia y el
Reglamento de Cooperativas Escolares, se promove-
rá en todos los establecimientos educativos públicos y
privados, el consumo de productos de buena calidad
nutricional, tanto en su presentación sólida como lí-
quida, naturales y envasados. Mediante la coordina-
ción entre las autoridades educativas y sanitarias, así
como con las asociaciones de padres de familia, se
impulsará el conocimiento y la práctica de buenos
hábitos alimenticios, determinando la mejor forma
de que los educandos accedan a ellos desde su hogar
o en los centros educativos. Para tal efecto, los cen-
tros escolares se abstendrán de que en sus instalacio-
nes se expendan alimentos y bebidas de dudosa cali-
dad nutricional, pudiendo solicitar la opinión de la
Procuraduría Federal del Consumidor, en su caso. El
impulso a mejores hábitos nutricionales procurará
incluir opciones cuya presentación sea agradable pa-
ra el consumo de los educandos.

La secretaría, además de los contenidos en esta ma-
teria en los libros de texto, elaborará un manual de
buenos hábitos alimenticios, que distribuirá gratui-
tamente entre los alumnos, personal docente y pa-
dres de familia, que deberá ser diseñado en forma
sencilla y clara.

XII. …

…”

Las dictaminadoras llevaron a cabo el análisis de las ini-
ciativas en el seno de cada una de las comisiones y el pre-
sente dictamen da cuenta de las observaciones, comenta-
rios y conclusiones expresadas en relación con el contenido
de éstas.

III. Consideraciones generales

Las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servicios
Educativos, y de Salud, con base en los propósitos que
orientan a las Iniciativas que se describen en el punto ante-
rior, dan cuenta de la preocupación de los Legisladores
porque los problemas de obesidad y sobrepeso –relaciona-
dos con el excesivo sedentarismo y los malos hábitos de
consumo e ingesta de alimentos– aquejan seriamente a la
población mexicana.

Las comisiones comparten estas preocupaciones y recono-
cen que la obesidad y el sobrepeso se han convertido en



problemas serios de salud pública en nuestro país. Los
cambios en el consumo de alimentos y la tendencia a la in-
gesta de alimentos con altos índices calóricos, combinados
con la falta de ejercicio, son algunos de los factores que
han provocado incrementos en el peso de la población.

La obesidad infantil ha sido definida considerando la rela-
ción entre el peso total y la talla estimada mediante el índi-
ce de masa corporal (IMC=peso en kilogramos/talla en me-
tros cuadrados). El sobrepeso infantil se establece a partir
del centil 75 en las curvas de IMC y la obesidad infantil a
partir del centil 85.

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición
20061 (Ensanut), los problemas relacionados con la mala
nutrición en los niños y adolescentes de nuestro país se han
modificado en los últimos años: mientras que la desnutri-
ción ha disminuido sensiblemente, el sobrepeso y la obesi-
dad se incrementaron progresivamente, especialmente en
la población de entre 5 y 11 años; además, se estima que
actualmente uno de cada tres adolescentes (de 12 a 19
años) tiene sobrepeso u obesidad.

Conductas alimentarias

Desde el punto de vista antropológico, el acto de comer
forma parte de un proceso biocultural: “comer y beber son
actos fundamentales de nuestra vida, con profundos conte-
nidos emocionales y que se llevan a cabo en un contexto
social, en el marco de la cultura”.2

Desde esta perspectiva, se reconocen dos factores determi-
nantes de los hábitos alimenticios: cuáles alimentos son ac-
cesibles y cuáles son los preferidos. Esos dos factores, a su
vez, se ven influenciados por otros, como se muestra en el
esquema siguiente:3

Para estas comisiones, esta perspectiva amplia de los fac-
tores que influyen en la formación de los hábitos alimenta-
rios permite apreciar la complejidad de introducir cambios

en ellos, sobre todo de carácter permanente. Por lo tanto, la
acción de una sola institución –la escuela, en este caso–
aunque indispensable, será sin duda limitada si no se im-
pulsan medidas complementarias en otros ámbitos de la vi-
da social y familiar.

La experiencia internacional muestra que, tratándose de
educación nutricional, la concurrencia de acciones en los
ámbitos familiar y social es indispensable. Cuando esta
concurrencia se logra, puede obtenerse cierto nivel de éxi-
to; por ejemplo, en Canadá y Finlandia se obtuvieron re-
sultados que han sido ejemplo para el mundo al desarrollar
campañas de orientación nutricional accesibles para toda la
población, al mismo tiempo que se modificaron los im-
puestos para favorecer o limitar el consumo de determina-
dos productos.4

Hernán C. Doval, director de la Revista Argentina de Car-
diología, señala la responsabilidad central del sector salud
en la tarea de prevenir la obesidad, pero involucra la nece-
sidad de una visión integral del problema:

“… solamente es posible con cambios fundamentales en
las sociedades como, por ejemplo, producir y disponer
de alimentos saludables y baratos, realizar un planea-
miento urbano para asegurar que la gente se ejercite
más, difundir la educación acerca de la alimentación co-
menzando en las escuelas y establecer un código global
para promocionar solamente los alimentos y las bebidas
saludables para los niños y también para los adultos.
Pero ningún sistema de salud está cumpliendo con el
desa-fío de manejar la obesidad, y ninguna sociedad ha
desarrollado una estrategia efectiva para prevenirla. Te-
nemos un desafío claro por delante, necesitamos una po-
lítica pública coherente y sostenida, que es esencial pa-
ra dirigir los cambios necesarios. Estos cambios
imprescindibles entrelazan a la política de distintos mi-
nisterios o departamentos estatales, con los medios, a la
propia industria de la alimentación y también a la venta
al menudeo y los sectores de la diversión. Sólo de esa
manera podemos esperar progresos visibles para frenar
primero y reducir después la creciente epidemia de obe-
sidad.”

Educación para la salud y escuela

La Organización Mundial de la Salud define a la salud co-
mo “...un estado de completo bienestar físico, psíquico y
social y no meramente la ausencia de enfermedad”.5
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La educación para la salud se entiende como “los procesos
permanentes de enseñanza y aprendizaje que permiten, me-
diante el intercambio y análisis de la información, desarro-
llar habilidades y cambiar actitudes, con el propósito de in-
ducir comportamientos para cuidar la salud, individual,
familiar y colectiva”.6

Para las acciones de salud, esta perspectiva implica con-
centrar esfuerzos en el fomento de estilos de vida sanos y
no sólo en la prevención de enfermedades, por lo que “un
buen trabajo educativo en pro de la salud debe incidir so-
bre las pautas de conducta, creando estilos de vida y coad-
yuvando a que el alumnado tome conciencia de qué son los
estilos de vida y cuál es su incidencia en la salud”.7

Esta perspectiva de la educación para la salud –y dentro de
ésta, la educación nutricional- está presente en los propósi-
tos de la educación básica de nuestro país y, por tanto,
constituye un eje temático transversal, que se desarrolla
desde el nivel preescolar hasta la secundaria. En el cuadro
siguiente se muestran los contenidos por nivel y grado que
forman parte del currículo vigente:

Propósitos educativos y enfoque

Preescolar

Campo formativo “Educación física y salud”

Propósito: 

“La salud, entendida como un estado de completo bie-
nestar físico, mental y social, se crea y se vive en el mar-
co de la vida cotidiana y es el resultado de los cuidados
que una persona se dispensa a sí misma y a los demás,
de la capacidad de tomar decisiones y controlar la vida
propia, así como de asegurar que la sociedad en la que
se vive ofrezca a sus miembros la posibilidad de gozar
de buen estado de salud. La promoción de la salud im-
plica que las niñas y los niños aprendan, desde peque-
ños, a actuar para mejorarla y a tener un mejor control
de ella, y que adquieran ciertas bases para lograr a futu-
ro estilos de vida saludables en el ámbito personal y so-
cial.” (PEP 2004, páginas 106-107)

Ejes temáticos y contenidos

Preescolar

Competencia a desarrollar por el niño:

Practica medidas básicas preventivas y de seguridad pa-
ra preservar su salud, así como para evitar accidentes y
riesgos en la escuela y fuera de ella.

Identifica, entre los productos que existen en su entorno,
aquellos que puede consumir como parte de una dieta
adecuada. (PEP 2004, página 113)

Propósitos educativos y enfoque

Primaria 

Propósitos generales del nivel (entre otros):

- (Que los alumnos) Adquieran los conocimientos fun-
damentales para comprender los fenómenos naturales,
en particular los que se relacionan con la preservación
de la salud, con la protección del ambiente y el uso ra-
cional de los recursos naturales, así como aquellos que
proporcionan una visión organizada de la historia y la
geografía de México. 

- Desarrollen actitudes propicias para el aprecio y dis-
frute de las artes y del ejercicio físico y deportivo. 

Asignatura de Ciencias Naturales:

Se integra en los dos primeros grados con el aprendiza-
je de nociones sencillas de historia, geografía y educa-
ción cívica. El elemento articulador será el conocimien-
to del medio natural y social que rodea al niño. A partir
del tercer grado, se destinarán 3 horas semanales espe-
cíficamente a las ciencias naturales (…) atención espe-
cial se otorga a los temas relacionados con la preserva-
ción de la salud y con la protección del ambiente y de
los recursos naturales.

Los programas de Ciencias Naturales en la enseñanza
primaria responden a un enfoque fundamentalmente
formativo. Su propósito central es que los alumnos ad-
quieran conocimientos, capacidades, actitudes y valores
que se manifiesten en una relación responsable con el
medio natural, en la comprensión del funcionamiento y
las transformaciones del organismo humano y en el de-
sarrollo de hábitos adecuados para la preservación de la
salud y el bienestar.

Uno de los principios orientadores es “otorgar atención
especial a los temas relacionados con la preservación
del medio ambiente y de la salud. Estos temas están pre-
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sentes a lo largo de los seis grados, pues se ha conside-
rado más ventajoso, desde el punto de vista educativo,
estudiarlos de manera reiterada, cada vez con mayor
precisión, que separarlos en unidades específicas de
aprendizaje o en asignaturas distintas.

En el tratamiento de ambos temas, los programas pro-
ponen la incorporación de los elementos de explicación
científica pertinentes y adecuados al nivel de compren-
sión de los niños. Se pretende con ello evitar tanto la en-
señanza centrada en preceptos y recomendaciones, cuya
racionalidad con frecuencia no es clara para los alum-
nos, como también ciertas aproximaciones catastrofis-
tas, frecuentes sobre todo en el manejo de temas ecoló-
gicos, que contrariamente a sus propósitos suelen
producir reacciones de apatía e impotencia.”

Ejes temáticos y contenidos

Primaria 

Eje: el cuerpo humano y la salud. 

2o. grado:

La importancia de la alimentación en el ser humano 

- Los alimentos básicos: carne, cereales, leche, frutas y
verduras 

- La higiene de los alimentos.

Eje: ciencia, tecnología y sociedad, Tipos de alimento.
Naturales, procesados, industrializados. Ventajas de los
alimentos naturales 

3o. grado:

Los tres grupos de alimentos de acuerdo con el nutri-
mento que contienen 

- Cereales y tubérculos 

- Frutas y verduras 

- Leguminosas y alimentos de origen animal

Importancia de la combinación de alimentos en cada
comida 

· Productos de consumo común que son de escaso valor
alimenticio

4o. grado:

Sistema inmunológico. Su importancia 

Elementos indispensables para el funcionamiento del
sistema inmunológico: alimentación y descanso.

5o. grado:

Importancia de la alimentación 

- Alimentación equilibrada. Combinación y variación 

- Repercusión de una dieta inadecuada para el organis-
mo 

- Importancia del aprovechamiento de los alimentos
propios de la región.

6o. grado:

Consecuencias de una alimentación inadecuada 

- Consumismo y alimentos de escaso valor alimenticio.

Propósitos educativos y enfoque

Secundaria

Asignatura de Ciencias: 

Uno de los propósitos de la formación científica en se-
cundaria es que los alumnos participen en el mejora-
miento de su calidad de vida, con base en la búsqueda
de soluciones a situaciones problemáticas y la toma de
decisiones en beneficio de su salud y ambiente.

Propósitos educativos del ámbito El ambiente y la sa-
lud:

Se relaciona con el propósito fundamental de fortalecer
la promoción de la salud, con especial atención en el fo-
mento de una cultura de la prevención. Con esta vincu-
lación se busca construir un concepto más amplio, el de
salud ambiental, que incluye la salud humana en rela-
ción con las condiciones ambientales que influyen en su
promoción y mantenimiento. Ello proporciona la opor-
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tunidad de tomar en cuenta el contexto familiar y cultu-
ral de los alumnos, de tal modo que puedan aprovechar
óptimamente sus propios recursos y medios en el man-
tenimiento de su salud y bienestar. (programa de Cien-
cias, página 19)

Uno de los Propósitos de Ciencias I (primer grado): Par-
ticipar de manera activa e informada en la promoción de
la salud con base en la autoestima y el estudio del fun-
cionamiento integral del cuerpo humano.

En Ciencias III (tercer grado) también se aborda el tema
de la nutrición.

Ejes temáticos y contenidos

Secundaria

Ciencias I. Bloque II: La nutrición

El tema se aborda desde la perspectiva humana, tenien-
do en cuenta los estudios previos relacionados con la es-
tructura, la función, los cuidados del aparato digestivo y
la obtención de energía de los alimentos, enfatizando
particularmente la relación entre dieta y salud. En este
caso, con el fin de fortalecer la cultura de la prevención,
se dan sugerencias para referir enfermedades que pue-
den ser de interés para los alumnos, como la bulimia, la
anorexia y la obesidad. Asimismo, se promueve el reco-
nocimiento del valor nutritivo de la comida mexicana
con una perspectiva intercultural. (página 35)

Propósitos (entre otros): 

. Identifiquen la importancia de la nutrición en la obten-
ción de energía y en la conservación de la salud.

Comparen diversas formas de nutrición de los seres vi-
vos y las relacionen con la adaptación.

Reconozcan la importancia de la tecnología en la pro-
ducción de alimentos.

Ciencias III:

El Bloque III incluye el proyecto: 

¿Qué me conviene comer? 

• Aporte energético de los compuestos químicos de los
alimentos. Balance nutrimental.

El Bloque IV incluye el subtema: 

Tú decides: ¿cómo controlar los efectos del consumo
frecuente de los “alimentos ácidos”?

Como puede observarse, la educación nutricional es un te-
ma al que se dedica una parte sustancial del tiempo esco-
lar, sobre todo considerando que existen otros contenidos
–no menos importantes– que los maestros deben tratar. Al
respecto, es importante tomar en cuenta que, tal como se
señala en el Plan y Programas de estudio para la educación
primaria (SEP, 1993):

“A la escuela primaria se le encomiendan múltiples ta-
reas. No sólo se espera que enseñe más conocimientos,
sino también que realice otras complejas funciones so-
ciales y culturales. Frente a esas demandas, es indispen-
sable aplicar criterios selectivos y establecer priorida-
des, bajo el principio de que la escuela debe asegurar en
primer lugar el dominio de la lectura y la escritura, la
formación matemática elemental y la destreza en la se-
lección y el uso de información. Sólo en la medida en
que cumpla estas tareas con eficacia, la educación pri-
maria será capaz de atender otras funciones”.

Adicionalmente, la investigación educativa ha mostrado
que la incorporación en el currículo de contenidos sobre un
tema determinado no garantiza su comprensión por parte
de los alumnos, y mucho menos su aplicación en la vida
diaria. La modificación de conductas –en este caso alimen-
ticias- es, de hecho, uno de los aspectos en los que resulta
más complejo incidir desde la escuela. Michel Saint-Onge
señala que:

“Muchos profesores dan por supuesto que los alumnos
llevan a la práctica con facilidad aquello de lo que oyen
hablar. (Predomina) la creencia de que el asumir nuevas
conductas depende únicamente del conocimiento y de la
voluntad: si los alumnos se tomaran la molestia de rea-
lizar todo lo que se les dice que hagan y se sirvieran ver-
daderamente de los conocimientos que se les comunican
para pensar cómo actuar sin que se lo hayan explicado,
tendrían éxito en la escuela y en la vida…

Parece que en realidad las cosas no discurren así en el cur-
so del aprendizaje. La mera transmisión de conocimientos
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parece contar con muchos tristes resultados: ‘un cierto nú-
mero de investigaciones, hechas en Europa y en Nortea-
mérica, ponen en claro que hoy la mayor parte del saber
científico enseñado en la edad escolar se olvida al cabo de
unos años, incluso de semanas… cuando en algunos casos
ha sido de verdad adquirido. Su aplicación es laboriosa y
no asegura la función integradora, especialmente frente a la
corriente de información que nos llega de los medios de co-
municación.8

Los argumentos anteriores ayudan a matizar las expectati-
vas respecto a lo que efectivamente puede lograrse a través
de la escuela en materia de educación nutricional, aunque
por supuesto no niegan que el trabajo escolar pueda influir
en la creación de mejores conductas alimenticias. Al res-
pecto, es importante mencionar los resultados de investiga-
ciones sobre el impacto logrado por diversos programas de
educación para la salud:

“La conducta puede influir en la salud de dos maneras, a
saber, preventiva y curativamente. Es más probable que
una madre escolarizada lleve a su hijo enfermo a un centro
de salud para que reciba tratamiento. Pero también es más
probable que, en primer lugar, se asegure de que el niño no
enferme. Cuando esto se logra mediante una mejor nutri-
ción o una inmunización más completa, se puede medir.
Cuando se logra mediante la atención y la prevención de
accidentes o asegurando que una enfermedad leve no se
convierta en una enfermedad grave, la detección cuantita-
tiva es mucho más difícil. Incluso el uso de las instalacio-
nes de salud es un asunto complejo. A comienzos de los
años 80, descubrimos que en el sur de India era más pro-
bable que las madres con educación se dieran cuenta de la
enfermedad de los hijos mucho más tempranamente y era
más probable que su suegra les permitiera recurrir a los ser-
vicios de salud modernos. El doctor escuchaba su descrip-
ción de la enfermedad con mayor detenimiento y le instru-
ía más detalladamente (porque pensaba que se entendían).
Era más probable que las madres con educación siguieran
adecuadamente las instrucciones del médico, y también era
más probable que volvieran a acudir al médico para infor-
marle si el tratamiento no arrojaba resultados satisfacto-
rios”.9

La concurrencia de acciones de los sectores salud y edu-
cación

Además del tratamiento de los contenidos descritos en el
apartado anterior, en las escuelas de educación básica de

nuestro país se desarrollan diversas acciones relacionadas
con la promoción de la salud, entre ellas algunas relacio-
nadas con el fomento de una buena nutrición. 

Al respecto, la Ley General de Salud en su artículo 3o.
considera como materia de salubridad general:

“Artículo 3o. …

I. a XIII. …

XIV. La orientación y vigilancia en materia de nutri-
ción…”

A mayor profundidad, el mismo ordenamiento recono-
ce:

“Artículo 27. Para los efectos del derecho a la protec-
ción de la salud, se consideran servicios básicos de sa-
lud los referentes a:

I. a VIII. …

IX. La promoción del mejoramiento de la nutrición…”

También señala en sus artículos 112 y 115 lo siguiente:

“Artículo 112. La educación para la salud tiene por ob-
jeto:

I. y II. …

III. Orientar y capacitar a la población preferentemente
en materia de nutrición...”

“Artículo 115. La Secretaría de Salud tendrá a su cargo:

I. Establecer un sistema permanente de vigilancia epi-
demiológica de la nutrición;

II. Normar el desarrollo de los programas y actividades
de educación en materia de nutrición, prevención, tra-
tamiento y control de la desnutrición y obesidad, en-
caminados a promover hábitos alimentarios adecua-
dos, preferentemente en los grupos sociales más
vulnerables”

Adicionalmente, el artículo 113 de la citada ley establece lo
siguiente:
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“Artículo 113. La Secretaría de Salud, en coordinación
con la Secretaría de Educación Pública y los gobiernos
de las entidades federativas, y con la colaboración de las
dependencias y entidades del sector salud, formulará,
propondrá y desarrollará programas de educación para
la salud, procurando optimizar los recursos y alcanzar
una cobertura total de la población.”

De manera más específica, la Norma Oficial Mexicana
NOM-009-SSA2-1993 para el Fomento de la Salud del
Escolar10 establece las acciones que el sector salud de-
be realizar en coordinación con el educativo, enfatizan-
do “la importancia de la orientación adecuada, la detec-
ción temprana y la atención oportuna de los principales
problemas de salud del escolar, para evitar daños y se-
cuelas y favorecer el desarrollo integral de este impor-
tante núcleo de población”. Entre las actividades, crite-
rios y estrategias establecidas para el personal de salud
en el ámbito escolar, destacan las siguientes:

“3.2.1.2. El personal de salud debe apoya al personal
docente en el desarrollo de la temática de educación pa-
ra la salud, de acuerdo a los programas curriculares es-
tablecidos para los niveles preescolar, escolar primaria y
escolar secundaria, así como en aquellos derivados de la
situación de salud específica de cada lugar.”

“3.2.1.3. El personal de salud debe orientar las acciones
educativas hacia el desarrollo de una cultura de la salud,
que promueva:

• la responsabilidad en la participación individual, fami-
liar y colectiva en pro de la salud

• la valoración de una vida saludable

• el fortalecimiento, modificación o desarrollo de hábi-
tos, conductas y actitudes sanas

• la relación entre lo aprendido y la realidad, para ser
utilizado en beneficio del alumno, su familia y la comu-
nidad…”

“3.2.2.1. El personal de salud debe promover y apoyar
la participación de la comunidad escolar en las activida-
des de prevención, que son:

a) La detección de factores de riesgo acerca de:

• …

• venta de alimentos en la escuela y sus alrededores

• …

• estilos de vida (hábitos alimentarios e higiénicos, con-
sumo de drogas y otros)

• …

Para la identificación de estos factores se deben realizar:

• recorridos por las instalaciones del plantel y su entor-
no,

• encuestas y revisión de registros sobre las enfermeda-
des que afectan a los escolares,

• …

• visitas a la cooperativa escolar y a los expendios de ali-
mentos,

• encuestas sobre estilos de vida,

• …

b) Protección específica, que se refiere a la realización
de actividades correctivas de los riesgos detectados, en-
tre otros:

• …

• acciones de autoayuda entre padres de familia a través
de grupos, para analizar y resolver problemas de consu-
mo de alcohol, tabaco y otras drogas, aprendizaje y con-
ducta, alimentación e higiene, salud sexual y reproduc-
tiva

• …”

Como puede apreciarse, el marco normativo establece la
necesidad de la concurrencia de acciones del personal de
los sectores salud y educativo, y delimita ámbitos de com-
petencia específicos para las figuras involucradas de los
dos sectores.

Consideraciones particulares

1. Las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, y de Salud coincidimos en lo general con
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las Iniciativas dictaminadas, aunque consideramos necesa-
rio realizar una serie de precisiones con el fin de mejorar el
contenido de la reforma planteada.

2. Las dictaminadoras coinciden con los promoventes en
que el sobrepeso y la obesidad constituyen un problema de
salud pública que requiere atención por parte del gobierno.

Como se mencionó antes, los problemas del sobrepeso y la
obesidad están directamente relacionados con los hábitos
alimentarios y con la actividad física que desarrollan los in-
dividuos; sin embargo, estas Comisiones coinciden con los
Diputados Federales María Gabriela González Martínez,
Ector Jaime Ramírez Barba y Francisco Javier Gudiño Or-
tiz, cuando reconocen que “el problema del sobrepeso y
obesidad infantil es multifactorial (factores genéticos, so-
ciales, culturales, educativos, económicos, agrarios, co-
merciales, publicitarios, de consumo) y ubicuo pues se sus-
cita en diversos entornos en los que es posible intervenir
(hogar, trabajo, escuela).”

En este sentido, las comisiones unidas consideran necesa-
rio que, con base en las facultades y ámbitos de cada sec-
tor, se establezca en la normatividad vigente la necesidad
de la concurrencia de acciones para atacar problemas mul-
tifactoriales como los que dan origen a las presentes inicia-
tivas. 

3. Con base en la argumentación expuesta en las conside-
raciones generales, las Comisiones Unidas de Educación
Pública y Servicios Educativos, y de Salud, consideran
procedente que, de acuerdo con las Iniciativas dictamina-
das, se incluya en los fines de la educación establecidos en
el artículo 7 de la Ley General de Educación, la necesidad
de estimular la cultura de una sana alimentación.

Desde la perspectiva de estas comisiones unidas, esta re-
forma actualiza el artículo 7o. de la Ley General de Edu-
cación, haciéndolo congruente con los propósitos educati-
vos, temas y contenidos presentes en el currículo de los tres
niveles de la educación básica referidos a educación para la
salud.

Sin embargo, es importante mencionar que actualmente se
encuentra en proceso legislativo la minuta con proyecto de
decreto presentada por el senador Hugo Antonio Laviada
Molina, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LX Legislatura, que reforma el citado artículo
7o. de la Ley General de Educación, precisamente en ma-
teria de educación nutricional.

En el dictamen correspondiente a esa minuta, las Comisio-
nes Unidas de Educación Pública y Servicios Educativos,
y de Salud proponen la aprobación con modificaciones del
Proyecto de Decreto. La propuesta de reforma está plante-
ada en los siguientes términos:

“Decreto que reforma la fracción IX del artículo 7 de
la Ley General de Educación

Artículo 7. La educación que impartan el Estado, sus
organismos descentralizados y los particulares con auto-
rización o con reconocimiento de validez oficial de es-
tudios tendrá, además de los fines establecidos en el se-
gundo párrafo del artículo 3 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, los siguientes:

I a VIII. ...

IX. Fomentar la educación en materia de nutrición y
estimular la educación física y la práctica del de-
porte;

X. a XIV. …”

A juicio de estas Comisiones Unidas, la reforma derivada
de la citada Minuta atiende las preocupaciones planteadas
por los Diputados promoventes de las iniciativas analiza-
das en el presente dictamen.

4. En relación con las diferentes propuestas para que la Se-
cretaría de Salud o la Secretaría de Educación Pública nor-
men la instalación, operación y disolución de las tiendas y
cooperativas al interior de las escuelas, es necesario seña-
lar que las cooperativas escolares –tanto de consumo como
de producción- nacieron con un sentido eminentemente
educativo, ya que se espera que mediante su instalación se
fomente el conocimiento y la práctica del cooperativismo,
la solidaridad y la fraternidad, así como la adquisición de
los valores relacionados con ellos. Las tiendas escolares se
vinculan a la escuela al generar recursos económicos para
atender necesidades del plantel.

Al respecto, las dictaminadoras consideran importante
mantener el vínculo entre las cooperativas y tiendas con los
planteles escolares, por lo cual es pertinente mantener la
facultad de las autoridades educativas para su fomento, or-
ganización y supervisión. Un factor más que abona en este
sentido es que en el sistema educativo nacional ya existe
una estructura que realiza estas funciones.
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Adicionalmente, se considera conveniente que para la re-
forma al artículo 12 se adicione una fracción XI Bis, a fin
de no afectar otras disposiciones jurídicas que tengan rela-
ción con el artículo señalado. Por la misma razón propone-
mos que en lugar de reformar la fracción V del artículo 13
y recorrer las subsecuentes, sea adicionada una fracción IV
Bis en ese artículo.

5. En el mismo tenor y en apoyo a la realización efectiva
de las funciones asignadas normativamente, estas Comi-
siones Unidas consideran viable la propuesta expresada en
las Iniciativas, para reformar la fracción XII del artículo
57, en el sentido de que la Secretaría de Educación Públi-
ca, en colaboración con la Secretaría de Salud, establezcan
criterios claros y precisos respecto al tipo de alimentos y
bebidas que puedan comercializarse dentro de los planteles
escolares, así como las sanciones a que se harán acreedores
quienes incumplan con los criterios establecidos.

De esta manera, en opinión de estas comisiones unidas, se
logrará mayor congruencia entre los contenidos de educa-
ción para la salud que se trabajan en la educación básica y
los alimentos que se ofrecen a los alumnos en el ámbito es-
colar. 

Cabe aclarar que se considera más pertinente que en la re-
dacción se omita el término “no alcohólicas”, de manera
que quede abierta la facultad de las dependencias citadas
para normar la venta y consumo de cualquier tipo de be-
bidas al interior de los centros escolares. 

Es conveniente aclarar que las presentes reformas a la Ley
General de Educación no tienen alcance para regular la
venta de los alimentos y bebidas que se comercialicen en
los establecimientos instalados fuera de los planteles edu-
cativos, ya que dichos establecimientos son manejados por
comerciantes de acuerdo con los artículos  3 y 4 del Códi-
go de Comercio, que a la letra dicen:

Artículo 3o. Se reputan en derecho comerciantes:

I. Las personas que teniendo capacidad legal para ejer-
cer el comercio, hacen de él su ocupación ordinaria;

II. …

III. …

Artículo 4o. Las personas que accidentalmente, con o
sin establecimiento fijo, hagan alguna operación de co-

mercio, aunque no son en derecho comerciantes, quedan
sin embargo, sujetas por ella a las leyes mercantiles. Por
tanto, los labradores y fabricantes, y en general todos los
que tienen planteados almacén o tienda en alguna po-
blación para el expendio de los frutos de su finca, o de
los productos ya elaborados de su industria, o trabajo,
sin hacerles alteración al expenderlos, serán considera-
dos comerciantes en cuanto concierne a sus almacenes o
tiendas.

Por lo anterior, para lograr una eventual regulación de la
venta de alimentos y bebidas a las afueras de las escuelas,
se requeriría una reforma, en todo caso, al Código de Co-
mercio el cual regula dichos actos.

6. Es importante mencionar la necesidad de promover que
otros sectores participen con acciones que permitan mayor
congruencia entre lo que la escuela enseña y el ambiente
familiar y social, porque esos cambios escapan del ámbito
de acción de la escuela. En este sentido, las dictaminadoras
coinciden en la preocupación expresada por el Diputado
Alberto Amaro Corona, respecto a que los medios de co-
municación masiva, como parte de su responsabilidad so-
cial, contribuyan al logro de los fines educativos estableci-
dos en el artículo 7o.

Sin embargo, las dictaminadoras consideramos que la re-
forma propuesta al artículo 74 de la Ley General de Edu-
cación se encuentra plenamente contenida en el artículo 5o.
de la Ley Federal de Radio y Televisión, que establece pre-
cisamente la función social de los medios, de manera ge-
neral, y a favor de la niñez y la juventud, de manera parti-
cular en su fracción II. Así, se considera improcedente la
reforma del citado artículo.

7. Respecto a la participación de los padres de familia en la
organización y regulación de las cooperativas y tiendas es-
colares –mediante los consejos de participación social es-
colar, municipal y estatal– estas comisiones coincidimos
con la propuesta debido a que consideramos fundamental
que las asociaciones de padres de familia contribuyan de
una forma más activa en la prevención y control de la obe-
sidad infantil. El Ejecutivo deberá proceder a la modifica-
ción y adecuación de los reglamentos respectivos.

8. En relación con el artículo 75, tres de las iniciativas pro-
ponen establecer sanciones para quienes incumplan la nor-
matividad establecida respecto a la venta de alimentos y
bebidas en los establecimientos escolares. La primera ini-
ciativa plantea que se considere como infracción de los
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prestadores de servicios educativos “vender y comerciali-
zar en las escuelas públicas y particulares de nivel básico
productos alimenticios con exceso de grasas y alto conte-
nido en calorías que tiendan a causar problemas de obesi-
dad”, incorporar una sanción dentro de la Ley de Respon-
sabilidades de los Servidores Públicos, así como derogar el
último párrafo del artículo señalado.

La segunda iniciativa –del diputado Amaro– va más allá,
pues propone que se prohíba la comercialización de bienes
o servicios notoriamente ajenos al proceso educativo, reti-
rando la última parte del texto vigente en la que se excep-
túa a los alimentos de esta disposición. La tercera Iniciati-
va –correspondiente al diputado Puente Salas– plantea que
la sanción debe aplicarse a quienes permitan o alienten el
consumo de bebidas carbonatadas y alimentos que causen
obesidad, tanto en educación básica como en media supe-
rior.

Al respecto, estas Comisiones dictaminadoras consideran
que la aplicación de reformas como las planteadas, violaría
la libertad de comercio consagrada en artículo 5º constitu-
cional al prohibir la venta de productos que son lícitos y
que además por sí solos, no son el determinante de la obe-
sidad. Sin embargo, coincidimos con la preocupación que
motiva a las iniciativas, en profundizar sobre la responsa-
bilidad que tienen quienes prestan servicios educativos pa-
ra vigilar la nutrición que en los planteles se oferta, de tal
suerte que proponemos la siguiente redacción:

Artículo 75. Son infracciones de quienes prestan servi-
cios educativos: 

I. a VII. …

VIII. Realizar o permitir se realice publicidad dentro del
plantel escolar que fomente el consumo, así como reali-
zar o permitir la comercialización de bienes o servicios
notoriamente ajenos al proceso educativo, distintos de
alimentos, o bien de éstos cuando no cumplan con los
lineamientos establecidos por la Secretaría de Edu-
cación Pública –en colaboración con la Secretaría de
Salud- respecto al tipo de alimentos y bebidas que
pueden comercializarse en los centros escolares;

IX. …

Respecto de la reforma a la fracción XII del mismo artícu-
lo, que busca remitir el incumplimiento a la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos, creemos re-

dundante tal inclusión, toda vez que las leyes en la materia
ya lo señalan y porque se particularizaría el sentido de di-
cho artículo, en tanto que no todos los que prestan servicios
educativos son servidores públicos.

Por lo expuesto, los integrantes de las Comisiones Unidas
de Educación y de Salud, con base en las atribuciones que
les otorga el artículo 73 fracción XVI, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos así como los ar-
tículos 45 numeral 6, inciso e) y f) de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y
88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a su
consideración el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Educación, en mate-
ria de educación nutricional y regulación de venta de
alimentos y bebidas en los planteles escolares de nivel
básico

Artículo Único. Se reforman los artículos 59, segundo pá-
rrafo; 67, fracción II y 75, fracción VIII, se adicionan los
artículos 12, fracción XI Bis; 13, fracción IV Bis; 57, frac-
ción III Bis, y 72 Bis a la Ley General de Educación, para
quedar como sigue:

Artículo 12. Corresponden de manera exclusiva a la auto-
ridad educativa federal las atribuciones siguientes:

I. a XI. …

XI Bis. Establecer la normatividad para el fomento,
organización y supervisión de las cooperativas y
tiendas escolares, y –en colaboración con la Secreta-
ría de Salud– los lineamientos respecto al tipo de ali-
mentos y bebidas que por sus altos valores nutricio-
nales pueden comercializarse en los establecimientos
escolares;

XII. y XIII. … 

Artículo 13. Corresponden de manera exclusiva a las au-
toridades educativas locales, en sus respectivas competen-
cias, las atribuciones siguientes:

I. a IV. … 

IV Bis. Observar la normatividad que la autoridad
educativa federal establezca para el fomento, organi-
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zación y supervisión de las cooperativas y tiendas es-
colares, así como vigilar la aplicación de los linea-
mientos respecto al tipo de alimentos y bebidas que
pueden comercializarse en los centros escolares, es-
tablecidos en colaboración con la Secretaría de Sa-
lud;

V. a VII. … 

Artículo 57. Los particulares que impartan educación con
autorización o con reconocimiento de validez oficial de es-
tudios deberán: 

I. a III. … 

III Bis. Cumplir con la normatividad que la autori-
dad educativa federal establezca para el fomento, or-
ganización y supervisión de las cooperativas y tien-
das escolares, y con la que, en colaboración con la
Secretaría de Salud, se establezca respecto al tipo de
alimentos y bebidas que pueden comercializarse en
los establecimientos escolares;

IV. y V. …

Artículo 59. Los particulares que presten servicios por los
que se impartan estudios sin reconocimiento de validez
oficial, deberán mencionarlo en su correspondiente docu-
mentación y publicidad.

En el caso de educación inicial y de preescolar deberán,
además, conrtar con personal que acredite la preparación
adecuada para impartir educación; contar con instalaciones
que satisfagan las condiciones higiénicas, de seguridad y
pedagógicas que la autoridad educativa determine; cumplir
los requisitos a que alude la fracción VII del artículo 12; to-
mar las medidas a que se refiere el artículo 42; cumplir
con la normatividad que establezcan la Secretaría de
Educación Pública y la Secretaría de Salud relativa al
tipo de alimentos y bebidas que pueden comercializar-
se en los establecimientos escolares, y facilitar la inspec-
ción y vigilancia de las autoridades competentes.

Artículo 67. Las asociaciones de padres de familia tendrán
por objeto:

I. …

II. Colaborar para una adecuada integración de la co-
munidad escolar; en la operación, mejora y vigilancia

de las cooperativas, tiendas y comedores escolares,
así como en el mejoramiento de los planteles;

III. a V. ...

…

…

Artículo 72 Bis. Los Consejos de Participación Social a
los que se refiere esta sección colaborarán en la vigilan-
cia de la aplicación de las normas establecidas para el
funcionamiento de las cooperativas y tiendas escolares,
así como la relativa al tipo de alimentos y bebidas que
pueden comercializarse en los establecimientos escola-
res.

Artículo 75. Son infracciones de quienes prestan servicios
educativos;

I. a VII. …

VIII. Realizar o permitir se realice publicidad dentro del
plantel escolar que fomente el consumo, así como reali-
zar o permitir la comercialización de bienes o servicios
notoriamente ajenos al proceso educativo, distintos de
alimentos, o bien de éstos cuando no cumplan con los
lineamientos establecidos por la Secretaría de Edu-
cación Pública –en colaboración con la Secretaría de
Salud– respecto al tipo de alimentos y bebidas que
pueden comercializarse en los centros escolares;

IX. a XV. …

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal elaborará en un plazo no
mayor de tres meses a partir de la publicación del presente
decreto, una nueva versión del reglamento para las coope-
rativas y para las tiendas escolares, y actualizará el corres-
pondiente a los Consejos de Participación Social. Asimis-
mo, en colaboración con la Secretaría de Salud, establecerá
la normatividad relativa al tipo de alimentos y bebidas que
pueden comercializarse en los establecimientos escolares.

Año II, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados216



Notas:

1 Instituto Nacional de Salud Pública y Secretaría de Salud, 2006.

2 Vargas, Luis Alberto. ¿Por qué y para qué comemos lo que come-
mos? IIA/FM, UNAM.

3 Ídem.

4 Vargas, Luis Alberto, Op. cit.

5 Organización Mundial de la Salud (OMS), 1948.

6 Norma Oficial Mexicana NOM-043-SSA2-2005, Servicios Básicos
de Salud, Promoción y Educación para la salud en materia alimentaria.
Criterios para brindar orientación. DOF, 23 de enero de 2006.

7 Xarxa telemática educativa de Catalunya, Generalitat de Catalunya,
consultado el 13 de mayo de 2008 en: http://www.xtec.es/

8 Saint-Onge, Michel (1997). Yo explico pero ellos… ¿aprenden? Bil-
bao, Ediciones Mensajero.

9 Caldwell, John C. (2004). ¿Se puede modificar la conducta para
conservar la salud? Consultado el 14 de mayo del 2008 en:
http://www.comminit.com/en/node/150356/print 

10 Secretaría de Salud, 3 de octubre de 1994. En esta norma, los con-
tenidos sobre educación para la salud incluidos en los programas cu-
rriculares de los niveles preescolar, primaria y secundaria, se conside-
ran parte de las acciones básicas para la salud del escolar.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 10 de febrero de 2010

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: José Trinidad Padilla López (rúbrica), presidente; Jorge Romero
Romero, Héctor Hernández Silva (rúbrica), José Alberto González
Morales (rúbrica), Germán Contreras García (rúbrica), Jaime Oliva
Ramírez (rúbrica), Víctor Manuel Castro Cosío (rúbrica), Lorena Co-
rona Valdés (rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica),
Roberto Pérez de Alba Blanco (rúbrica), Carlos Cruz Mendoza (rúbri-
ca), Paz Gutiérrez Cortina (rúbrica), María de Lourdes Reynoso Femat
(rúbrica), secretarios; Eduardo Alonso Bailey Elizondo (rúbrica), Ger-
mán Osvaldo Cortez Sandoval (rúbrica), Elpidio Desiderio Concha
Arellano, Óscar Lara Salazar (rúbrica), José Antonio Aysa Bernat (rú-
brica), Beatriz Elena Paredes Rangel, Onésimo Mariscales Delgadillo
(rúbrica), Francisco Herrera Jiménez (rúbrica), Alejandro Bahena Flo-
res, José Francisco Javier Landero Gutiérrez, Manuel Jesús Clouthier
Carrillo, María Sandra Ugalde Besaldúa (rúbrica), Yolanda del Carmen

Montalvo López, Obdulia Magdalena Torres Abarca, María Araceli
Vázquez Camacho (rúbrica), Ana Luz Lobato Ramírez (rúbrica), Re-
yes Tamez Guerra (rúbrica).

La Comisión de Salud, diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rú-
brica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), María Cris-
tina Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho (rúbrica), Rosalina
Mazari Espín (rúbrica), Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio
Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos (rúbrica), He-
ladio Gerardo Verver y Vargas (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo
(rúbrica), María del Pilar Torre Canales (rúbrica), secretarios; Felipe
Borja Texocotitla (rúbrica), Yolanda de la Torre Valdez, Olga Luz Es-
pinoza Morales (rúbrica), Leandro Rafael García Bringas, Clara Gó-
mez Caro (rúbrica), Delia Guerrero Coronado (rúbrica), José Manuel
Hinojosa Pérez, José Luis Marcos León Perea (rúbrica), Fernando Mo-
rales Martínez, Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Ana Elia Paredes Ar-
ciga, Guadalupe Eduardo Robles Medina (rúbrica), Sergio Tolento
Hernández, Alicia Elizabeth Zamora Villalva (rúbrica), Laura Piña Ol-
medo, Leticia Quezada Contreras (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY AGRARIA

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de Reforma Agraria, con
proyecto de decreto que reforma el artículo 64 de la Ley
Agraria

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Reforma Agraria de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión le fue turnada
para su estudio y análisis correspondiente, la minuta con
proyecto de decreto que reforma el artículo 64 de la Ley
Agraria.

Esta comisión, con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; 39 y 45, numeral 6, inciso e), f)
y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y, 55, 56, 60 y 88 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a la consideración del
pleno de esta honorable asamblea el presente dictamen que
se realiza bajo los siguientes
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Antecedentes

1. En sesión ordinaria del 13 de marzo de 2007, el senador
Guillermo Padrés Elías, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, presentó una iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforma el artículo 64 de la Ley
Agraria, con el objeto de reconocer derechos plenos a fa-
vor de la entidad pública cuando un núcleo de población
aporte tierras de asentamientos humanos con un destino es-
pecífico para dedicarlas a servicios públicos.

2. En esa misma sesión, el Presidente de la Mesa Directiva
dispuso que la iniciativa se turnara a las Comisiones Uni-
das de Reforma Agraria y de Estudios Legislativos Segun-
da para su estudio y dictamen correspondiente.

3. Con fecha 13 de marzo de 2007, la Mesa Directiva de la
honorable Cámara de Senadores, modificó el turno de la
presente iniciativa a las Comisiones Unidas de Agricultura
y Ganadería; de Desarrollo Rural; de Recursos Hidráuli-
cos; de Reforma Agraria y de Estudios Legislativos Se-
gunda.

4. Con fecha 14 de abril de 2009 se aprueba el dictamen en
el pleno de la Cámara de Senadores presentado por las Co-
misiones Unidas de Agricultura y Ganadería; de Desarrollo
Rural; de Recursos Hidráulicos; de Reforma Agraria y de
Estudios Legislativos Segunda.

5. Para los efectos del inciso a) del artículo 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se pre-
senta ante la Cámara de Diputados de la LX Legislatura, en
la sesión del pleno del 15 de abril de 2009 y se publica en
la Gaceta Parlamentaria.

6. La Mesa Directiva de la LX Legislatura turna a la Co-
misión de Reforma Agraria la minuta materia del presente
dictamen.

7. La Comisión de Reforma Agraria de la LXI Legislatura
recibe la minuta por el acta de entrega-recepción de la LX
Legislatura

8. Previa distribución del expediente conteniendo la minu-
ta materia de este dictamen, a los diputados integrantes de
esta comisión, el dictamen de la Comisión de Reforma
Agraria se elabora y se somete a discusión y aprobación en
la séptima sesión ordinaria de fecha 26 de mayo de 2010. 

Descripción de la Minuta

El senador promovente cita en su exposición de motivos la
forma en que se encuentra distribuido el territorio de la Re-
pública Mexicana al señalar que éste cuenta con una su-
perficie de 196 millones de hectáreas, de las cuales el uni-
verso actualizado de propiedad social es de 101.8 millones
de hectáreas, que representan el 51.94 por ciento de la su-
perficie total nacional.

A su vez indica que la superficie social del país se distri-
buya en 31,201 núcleos agrarios y que, a catorce años de
operación del Programa de Certificación de Derechos Eji-
dales y Titulación de Solares (Procede), se ha concluido al
día de hoy con la certificación y titulación de 28,780 nú-
cleos lo que representa una cobertura de 28,780 núcleos
agrarios certificados y titulados, que equivalen al 92.24 por
ciento del total nacional.

De igual modo hace referencia a que en muchos de estos
núcleos, existen instalaciones de escuelas, clínicas, y otro
tipo de inmuebles ocupados por diversas dependencias e
instancias del Estado mexicano, que proporcionan un ser-
vicio a la ciudadanía, pero cuya situación no está debida-
mente regularizada, afectando la prestación de estos servi-
cios y generando, en muchas ocasiones, conflictos al
interior de los ejidos y comunidades.

Por otra parte invoca el artículo 27 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de
que en él se reconoce la garantía de propiedad y destaca el
respeto y fortalecimiento de la vida comunitaria de ejidos
y comunidades, protegiendo la tierra para el asentamiento
humano. Principios que se trasladan de manera sustantiva
en la Ley Agraria, estableciéndose la protección jurídica a
la propiedad social al ser inalienables, imprescriptibles e
inembargables.

En este orden de ideas, el proponente puntualiza que la Ley
Agraria establece la hipótesis normativa de que en tratán-
dose de tierras del asentamiento humano y sólo de éstas, el
núcleo pueda aportarlas para satisfacer necesidades urba-
nas a través de distintos servicios públicos a los municipios
o entidades correspondientes.

Es de advertirse, considera el senador iniciante, que la re-
dacción del actual artículo 64 contiene algunas limitantes:
primero, sólo se refiere a tierras para el asentamiento hu-
mano, y segundo, la falta de un reconocimiento pleno de
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los derechos que sobre esa aportación deba tener la entidad
correspondiente. Además estima que la falta de tales consi-
deraciones normativas ha generado una problemática al in-
terior de los núcleos. Cuando la asamblea decide terminar
con el régimen social no existe certidumbre jurídica de la
titularidad de los bienes inmuebles en los que se prestan
servicios públicos a la comunidad.

El proponente sugiere que adicionar el artículo 64 de la
Ley Agraria no contraviene la disposición de la asamblea
de decidir como máxima autoridad en relación a la referi-
da aportación y más aún, no se vulnera su soberanía para
decidir qué tipo de tierras se aportan, incluso, las de desti-
no específico (escolar, de la mujer y de la juventud). Con
ello se evitará que exista una nulidad en la aportación y que
se perjudique a la propia sociedad rural.

Considerandos

1. El análisis del expediente que contiene toda la metodo-
logía de estudio seguida por el Senado de la República y
una vez examinados la exposición de motivos de la inicia-
tiva y los considerandos de la minuta, la Comisión de Re-
forma Agraria coincide con la propuesta de la minuta.

2. En reunión plenaria de la Comisión de Reforma Agraria
celebrada el día miércoles 26 de mayo de 2010, se analizó
la minuta en comento y se acordó aprobarse con modifica-
ciones con el propósito de asegurar que la modificación del
último párrafo garantice al núcleo agrario que cuando no se
destinen las tierras aportadas a los servicios públicos pro-
ceda la restitución.

3. Como es necesario que esta restitución se realice dentro
de un tiempo previsible, se propone que éste sea de dos
años a partir de la fecha de la aportación.

4. En uso de la facultad que otorga a esta soberanía el artí-
culo 72, fracción E de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, se aprueba con modificaciones la
minuta proyecto de decreto que reforma al artículo 64 de la
Ley Agraria, por lo que se devuelve a la colegisladora pa-
ra los efectos legales y de procedimiento legislativo co-
rrespondiente.

Por lo antes expuesto la Comisión de Reforma Agraria so-
mete a la consideración de la honorable asamblea el si-
guiente

Proyecto de decreto que reforma el artículo 64 de la Ley
Agraria

Artículo Único. Se reforma el artículo 64 de la Ley Agra-
ria, para quedar como sigue:

Artículo 64. Las tierras ejidales destinadas por la asamblea
al asentamiento humano conforman el área irreductible del
ejido y son inalienables, imprescriptibles e inembargables,
salvo lo previsto en el último párrafo de este artículo. Cual-
quier acto que tenga por objeto enajenar, prescribir o em-
bargar dichas tierras será nulo de pleno derecho.

Las autoridades federales, estatales y municipales y en es-
pecial, la Procuraduría Agraria, vigilarán que en todo mo-
mento quede protegido el fundo legal del ejido.

A los solares de la zona de urbanización del ejido no les es
aplicable lo dispuesto en este artículo.

El núcleo de población podrá aportar tierras de la zona de
urbanización con destino específico al municipio o entidad
correspondiente con la intervención de la Procuraduría
Agraria, la cual se cerciorará de que efectivamente dichas
tierras sean destinadas para tal fin. La aportación así reali-
zada, generará derechos de propiedad a favor de la entidad
de que se trate, siempre y cuando sean destinadas a servi-
cios públicos.

Si en el curso de dos años contados a partir de la fecha del
acuerdo de la asamblea general del ejido para la aportación
a que se refiere el párrafo anterior, no se respeta lo dis-
puesto en ese párrafo, procederá la restitución a favor del
núcleo ejidal.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de mayo de 2010.

La Comisión de Reforma Agraria, diputados: Óscar García Barrón,
presidente (rúbrica); María Hilaria Domínguez Arvizu (rúbrica), Joel
González Díaz (rúbrica), María Estela de la Fuente Dagdug, Benigno
Quezada Naranjo (rúbrica), Justino Eugenio Arriaga Rojas (rúbrica),
Luis Hernández Cruz (rúbrica), secretarios; Ángel Aguirre Herrera, Fe-
lipe Cervera Hernández (rúbrica), Rafael Rodríguez González (rúbri-
ca), Enrique Salomón Rosas Ramírez (rúbrica), Héctor Fernández
Aguirre (rúbrica), Teófilo Manuel García Corpus (rúbrica), Hernán de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2010219



Jesús Orantes López (rúbrica), Socorro Sofío Ramírez Hernández, Ma-
ría Esther Terán Velázquez, Héctor Eduardo Velasco Monroy (rúbrica),
Fernando Santamaría Prieto, Rosa Adriana Díaz Lizama, María Felíci-
tas Parra Becerra, Carlos Luis Meillón Johnston (rúbrica), Gumercin-
do Castellanos Flores (rúbrica), Daniel Gabriel Ávila Ruiz, José Ma-
nuel Marroquín Toledo (rúbrica), Domingo Rodríguez Martell
(rúbrica), Ramón Jiménez Fuentes (rúbrica), Filemón Navarro Aguilar
(rúbrica), Indira Vizcaíno Silva.»

Es de primera lectura.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 

DEL ESTADO - LEY DEL SEGURO SOCIAL

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de Seguridad Social, con
proyecto de decreto que reforma los artículos 6 y 134 de la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado y 64 de la Ley del Seguro Social

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Dipu-
tados de la LXI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, le fue turnada la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman los artículos 6 y 134 de la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, presentada, en ejercicio de sus facultades
constitucionales, por el diputado a la LXI Legislatura Jor-
ge Antonio Kahwagi Macari, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Nueva Alianza.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 39, nu-
merales 1 y 3, y 45, numeral 6, incisos e y f, de la Ley Or-
gánica del Congreso General del los Estados Unidos Mexi-
canos; así como los artículos 56, 60, 87, 88 y demás
relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, es fa-
cultad de la Comisión de Seguridad Social, elaborar el dic-
tamen correspondiente, lo cual se hace de acuerdo a los si-
guientes apartados: antecedentes, contenido de la
iniciativa, consideraciones, conclusiones y acuerdo.

Antecedentes

1. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados de la LXI
Legislatura del Congreso de la Unión celebrada el 24 de

noviembre del año 2009, el diputado Jorge Antonio Kah-
wagi Macari (NA), presentó iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 6 y 134 de la Ley del Insti-
tuto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado.

2. En la misma fecha y por instrucciones de la Presidencia
de la Mesa Directiva, la misma fue turnada a la Comisión
de Seguridad Social. 

3. La Comisión de Seguridad Social recabó la información
necesaria y analizó la iniciativa referida, a efecto de elabo-
rar el dictamen que se somete a su consideración.

Contenido de la Iniciativa

La iniciativa que se analiza propone reformar los artículos
6 y 134 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado, con la finalidad de
eliminar términos que se consideran discriminatorios y
que, en opinión del autor de ella, deberían tener una más
escrupulosa redacción.

En la exposición de motivos de la iniciativa que se dicta-
mina, se señala que en el inciso c) de la fracción XII del ar-
tículo 6 se utilizan los términos “defecto físico o psíquico”,
e igualmente sucede en el artículo 134, en el que se señala
“defectos físicos o enfermedad psíquica”, expresiones de
trato diferenciado que reducen las oportunidades de desa-
rrollo, de participación social, y degradan la dignidad de
los seres humanos.

El texto vigente del artículo 6 de la Ley del ISSSTE dice a
la letra: 

Artículo 6. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I a la XI …

XII. Familiares derechohabientes a:

a) y b) …

c) Los hijos del trabajador o pensionado mayores de die-
ciocho años, cuando no puedan mantenerse por su propio
trabajo debido a una enfermedad crónica, defecto físico o
psíquico, hasta en tanto no desaparezca la incapacidad
que padecen, lo que se comprobará mediante certificado
médico expedido por el instituto y por medios legales
procedentes; o hasta la edad de veinticinco años, previa
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comprobación de que están realizando estudios del nivel
medio superior o superior, de cualquier rama del cono-
cimiento en planteles oficiales o reconocidos, y que no
tengan un trabajo, y

d), 1), 2), XIII a la XXIX. …

El texto vigente del artículo 134 es el siguiente:

Artículo 134. Si el pensionado por orfandad llegare a los
dieciocho años y no pudiere mantenerse por su propio tra-
bajo debido a una enfermedad duradera, defectos físicos o
enfermedad psíquica, el pago de la pensión por orfandad se
prorrogará por el tiempo que subsista su inhabilitación,
previa comprobación anual mediante dictamen médico
emitido por el propio instituto para efecto de determinar su
estado de invalidez, haciéndose acreedor en caso contrario,
a la suspensión de la pensión; asimismo continuarán dis-
frutando de la pensión los hijos solteros hasta los veinti-
cinco años de edad, previa comprobación de que están rea-
lizando estudios de nivel medio o superior en planteles
oficiales o reconocidos y que no tengan un trabajo.

Igualmente se hace mención en la exposición de motivos
que la lucha contra la discriminación es reciente en el de-
recho mexicano, y que a partir del 14 de agosto de 2001 el
derecho a la no discriminación es una garantía consagrada
en el texto constitucional, lo que sentó las bases para que
en los ámbitos federal y estatal se crearan o perfeccionaran
diversos instrumentos jurídicos para prevenir y/o eliminar
los actos de discriminación.

Por lo anterior, el autor de la iniciativa considera necesario
reformar el texto del inciso c) de la fracción XII del artícu-
lo 6 y el del artículo 134, para cambiar, en el primero, la ex-
presión defecto físico o psíquico, por “discapacidad física
o psíquica”, y, en el segundo, la expresión defectos físi-
cos o enfermedad psíquica, por “discapacidad física o
psíquica”. 

Consideraciones de la Comisión

La Comisión de Seguridad Social coincide con el autor de
la iniciativa que se dictamina, en la necesidad de ir avan-
zando en el proceso de prevenir y luchar contra la discri-
minación, para lo cual deben de irse adaptando las disposi-
ciones legales al vocabulario que ya está universalmente
aceptado, de tal forma que no se atente contra la dignidad
de los seres humanos.

Este proceso ya ha tenido en el ámbito legislativo avances
importantes, destacando la publicación en el Diario Oficial
de la Federación, el 11 de junio de 2003, de la Ley Federal
para Prevenir y Eliminar la Discriminación, y la propuesta
que se analiza deberá formar parte de esos avances.

La Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad, suscrita por México y ratificada por el Se-
nado de la República, el 27 de septiembre de 2007, señala
en su artículo 1 que “Las personas con discapacidad inclu-
yen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, in-
telectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar
con diversas barreras, puedan impedir su participación ple-
na y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones
con las demás”.

La misma convención, en su artículo 4 señala que “Los Es-
tados Partes se comprometen a asegurar y promover el ple-
no ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades
fundamentales de las personas con discapacidad sin discri-
minación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin los
Estados Partes se comprometen a: a) Adoptar todas las me-
didas legislativas, administrativas y de otra índole que se-
an pertinentes para hacer efectivos los derechos reconoci-
dos en la presente convención; b) Tomar todas las medidas
pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar
o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas exis-
tentes que constituyan discriminación contra las personas
con discapacidad;”

Por su parte, la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación, establece en su artículo 4 que “Para los
efectos de esta ley se entenderá por discriminación toda
distinción, exclusión o restricción que, basada en el origen
étnico o nacional, sexo, edad, discapacidad, condición so-
cial o económica, condiciones de salud, embarazo, lengua,
religión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o
cualquier otra, tenga por efecto impedir o anular el recono-
cimiento o el ejercicio de los derechos y la igualdad real de
oportunidades de las personas”.

Contribuir con una reforma legislativa para eliminar térmi-
nos que podemos considerar discriminatorios, o que pue-
den dar lugar a discriminación en la sociedad, es una pro-
puesta que la Comisión de Seguridad Social respalda en
toda su extensión.

Avalando la validez de la reforma propuesta, la Comisión
de Seguridad Social considera, en primer término, que el
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cambio en la redacción para sustituir defecto físico o psí-
quico por discapacidad física o psíquica, debe ir más allá,
para coincidir con la convención mencionada, y sustituir
defecto físico o psíquico por discapacidad por deficiencias
físicas, mentales, intelectuales o sensoriales, en coinciden-
cia con el contenido de la definición de discapacidad de la
Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación.

En segundo término, la comisión que dictamina considera
también que esta reforma debe hacerse extensiva, por ana-
logía, en cuanto a los términos utilizados para señalar la
existencia de una discapacidad, a la Ley del Seguro Social,
toda vez que ésta, en su artículo 64, fracción VI, hace men-
ción de la discapacidad en los mismos términos que lo ha-
ce la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, y señala que la pensión de or-
fandad, en tanto sus beneficiarios se encuentren incapaci-
tados debido a una enfermedad crónica, defecto físico o
psíquico, se seguirá pagando, por lo que se propone el
cambio, en dicho artículo de la Ley del Seguro Social, de
defecto físico o psíquico por discapacidad por deficiencias
físicas, mentales, intelectuales o sensoriales, para quedar
con la siguiente redacción:

Artículo 64, fracción VI. A cada uno de los huérfanos,
cuando lo sean de padre y madre, menores de dieciséis
años o hasta veinticinco años si se encuentran estudiando
en los planteles del sistema educativo nacional, o en tanto
se encuentren totalmente incapacitados debido a una enfer-
medad crónica, discapacidad por deficiencias físicas, men-
tales, intelectuales o sensoriales, se les otorgará una pen-
sión equivalente al treinta por ciento de la que hubiere
correspondido al asegurado tratándose de incapacidad per-
manente total.

Conclusión

La Comisión de Seguridad Social considera que la iniciati-
va que se dictamina debe ser aprobada por los argumentos
expuestos en la exposición de motivos de la misma y las
consideraciones de la comisión, con las modificaciones
propuestas por la misma, y con el agregado de la reforma a
la Ley del Seguro Social, en el mismo caso y con el mismo
cambio en la redacción, por lo que se somete al pleno de la
honorable Cámara de Diputados, el siguiente

Proyecto de decreto por el que se reforman los artículos
6 y 134 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado y 64 del la Ley
del Seguro Social 

Artículo Primero. Se reforman los artículos 6, fracción
XII, inciso c) y 134 de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, para
quedar como sigue:

Artículo 6. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. a XI. …

XII. Familiares derechohabientes a:

a) …

b) …

c) Los hijos del trabajador o pensionado mayores de
dieciocho años, cuando no puedan mantenerse por su
propio trabajo debido a una enfermedad crónica o
discapacidad por deficiencias físicas, mentales, inte-
lectuales o sensoriales, hasta en tanto no desaparezca
la incapacidad que padecen, lo que se comprobará
mediante certificado médico, expedido por el institu-
to y por medios legales procedentes; o hasta la edad
de veinticinco años, previa comprobación de que es-
tán realizando estudios de nivel medio o superior, de
cualquier rama del conocimiento en planteles oficia-
les o reconocidos, y que no tengan un trabajo, y

d) …

…

1) …

2) …

XIII. a XXIX. …

Artículo 134. Si el pensionado por orfandad llegare a los
dieciocho años y no pudiere mantenerse por su propio tra-
bajo debido a una enfermedad duradera o discapacidad por
deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales, el
pago de la pensión por orfandad se prorrogará por el tiem-
po que subsista su inhabilitación, previa comprobación
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anual mediante dictamen médico emitido por el propio ins-
tituto para efecto de determinar su estado de invalidez, ha-
ciéndose acreedor, en caso contrario, a la suspensión de la
pensión; asimismo continuarán disfrutando de la pensión
los hijos solteros hasta los veinticinco años de edad, previa
comprobación de que están realizando estudios de nivel
medio o superior en planteles oficiales o reconocidos y que
no tengan un trabajo.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 64, fracción VI
de la Ley del Seguro Social, para quedar como sigue:

Artículo 64. …

…

a) …

b) …

…

I. a V. …

VI. A cada uno de los huérfanos, cuando lo sean de
padre y madre, menores de dieciséis años o hasta
veinticinco años si se encuentran estudiando en los
planteles del sistema educativo nacional, o en tanto
se encuentren totalmente incapacitados debido a una
enfermedad crónica o discapacidad por deficiencias
físicas, mentales, intelectuales o sensoriales, se les
otorgará una pensión equivalente al treinta por cien-
to de la que hubiere correspondido al asegurado tra-
tándose de incapacidad permanente total.

…

…

…

Transitorio

Único.-El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en la sala de juntas de la Comisión de Seguridad Social, a los 28
días del mes de julio de 2010.

La Comisión de Seguridad Social, dputados: Uriel López Paredes
(rúbrica) presidente; Janet Graciela González Tostado, Rafael Yerena
Zambrano (rúbrica), Jorge Hernández Hernández (rúbrica), Valdemar
Gutiérrez Fragoso (rúbrica), Ana Elia Paredes Árciga (rúbrica), Israel
Madrigal Ceja (rúbrica), Malco Ramírez Martínez (rúbrica), Elvia
Hernández García (rúbrica), Armando Neyra Chávez (rúbrica), Clara
Gómez Caro (rúbrica), María Cristina Díaz Salazar, Isaías González
Cuevas, Francisco Alejandro Moreno Merino, Melchor Sánchez de la
Fuente (rúbrica), Graciela Ortiz González, Armando Jesús Báez Pinal
(rúbrica), Germán Contreras García, Velia Idalia Aguilar Armendáriz
(rúbrica), María Elena Pérez de Tajada, José Gerardo de los Cobos Sil-
va (rúbrica), Raúl Gerardo Cuadra García, Bernardo Margarito Téllez
Juárez, Rubén Arellano Rodríguez, Francisco Hernández Juárez (rú-
brica), Feliciano Rosendo Marín Díaz (rúbrica), Roberto Pérez de Al-
va Blanco (rúbrica), Herón Agustín Escobar García (rúbrica), María
Guadalupe García Almanza.»

Es de primera lectura.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural, con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable

Honorable Asamblea: 

A la Comisión de Desarrollo Rural, de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión de la LXI Le-
gislatura le fue turnada, para su estudio y dictamen, la ini-
ciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable, presentada por el di-
putado Avelino Méndez Rangel, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, y suscrita por
integrantes de diversos grupos parlamentarios, presentada
el 21 de abril de 2010.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, 72 y
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, y 58, 60, 87 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos y 38, 40, 48 y 49 de
las Normas Relativas al Funcionamiento de las Comisiones
y Comités de la Cámara de Diputados, la Comisión de De-
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sarrollo Rural somete a consideración de sus integrantes el
presente dictamen, el cual se realiza bajo los siguientes

Antecedentes

I. Con fecha 21 de abril de 2010, el diputado Avelino Mén-
dez Rangel, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática, haciendo uso de la facultad que le
confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, presentó ante el Ple-
no de la Cámara de Diputados, la iniciativa que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable.

II. En la misma fecha, el presidente de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados dispuso que dicha iniciativa
fuera turnada a la Comisión de Desarrollo Rural para su es-
tudio y dictamen.

Contenido de la iniciativa

La iniciativa propone que el Distrito Federal se equipare,
en todos los sentidos, para efectos de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable, con el resto de las entidades federativas.
Para ello pretende incorporar en el cuerpo de este ordena-
miento las disposiciones pertinentes a fin de que no existan
obstáculos de ninguna naturaleza para que esta área geo-
gráfica del país, goce de los beneficios de las políticas pú-
blicas dirigidas al desarrollo rural sustentable.

Las modificaciones que se proponen van dirigidas a inser-
tar a las delegaciones del Distrito Federal, en el funciona-
miento de los programas y objetivos que contempla la Ley
de Desarrollo Rural Sustentable contando con estructuras
simétricas a las que la propia ley prevé para los municipios
a efecto de que las mismas sean titulares de los beneficios
y apoyos que ahí se establecen. Además, que participen en
la toma de decisiones junto con los actores que intervienen
en las diversas etapas de los procesos productivos agrope-
cuarios. De la misma manera, para que formen parte del
Sistema Nacional de Información para el Desarrollo Rural
Sustentable, tengan acceso al Sistema Nacional de Finan-
ciamiento Rural, así como a las políticas de comercializa-
ción, capacitación, asistencia técnica y a todos los apoyos
que de dicha ley se deriven.

Con base en los antecedentes mencionados, los integrantes
de esta comisión formulamos las siguientes:

Consideraciones

Primera. La Comisión de Desarrollo Rural, en su calidad
de comisión dictaminadora realizó el estudio y análisis de
los planteamientos expuestos en la iniciativa citada con el
objeto de valorar su contenido, deliberar e integrar el pre-
sente dictamen.

Segunda. Esta comisión dictaminadora coincide con los ar-
gumentos planteados por el legislador dentro de su exposi-
ción de motivos en los que establece que el desarrollo eco-
nómico de la zona rural del Distrito Federal ha sido
complejo y, como resultado, se ha conformado un sector
agrícola decreciente que cedió paso a un proceso de urba-
nización vertiginoso que hace pensar a cualquiera que su
carácter es exclusivamente urbano.

No obstante, cabe destacar que el 59% del territorio del
Distrito Federal corresponde a suelo de conservación, en
parte del cual se llevan a cabo actividades de producción
rural y ecológicas; entre las que destacan la producción de
maíz, avena forrajera, nopal, frijol, amaranto, alfalfa, hon-
go, seta, hortalizas y flores.

De lo anterior deriva la importancia de garantizar que el
Distrito Federal goce de los beneficios de las políticas pú-
blicas dirigidas al desarrollo rural sustentable.

Tercera. La Ley de Planeación del Desarrollo del Distrito
Federal, vigente desde el 28 de enero de 2000, ordena en su
artículo 2 que la planeación se llevará a cabo como un me-
dio eficaz y permanente para impulsar el desarrollo integral
del Distrito Federal y atenderá a la consecución de los fi-
nes y objetivos políticos, sociales, culturales y económicos
contenidos en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y en el Estatuto de Gobierno del Distrito
Federal.

En ese sentido, este ordenamiento dispone, en su título
cuarto, que el Programa General de Desarrollo del Distrito
Federal será el documento rector que prevea las directrices
generales del desarrollo social, del desarrollo económico y
del ordenamiento territorial de la entidad. Este Programa
contendrá los antecedentes; el diagnóstico económico, so-
cial y territorial del desarrollo; la proyección de tendencias
y los escenarios previsibles; el contexto regional y nacional
del desarrollo, así como los lineamientos del Plan Nacional
de Desarrollo y de los programas de carácter nacional que
incidan en el Distrito Federal.
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Cuarta. El Programa General de Desarrollo del Distrito Fe-
deral (PGDDF) 2007-2012 está organizado en siete ejes es-
tratégicos, donde confluyen las atribuciones y facultades
de dependencias específicas de la Administración Pública
del Distrito Federal, de forma que se ha establecido un mo-
delo básico de articulación de la gestión en torno de obje-
tivos y estrategias explícitos, de donde se desprenden líne-
as de política que señalan las acciones que habrán de
ordenarse en los programas sectoriales y especiales.

El PGDDF 2007-2012, plantea como parte de los objetivos
del Eje 2, “Equidad”, la utilización eficiente de los recur-
sos públicos destinados al desarrollo rural, en la generación
de empleo e ingresos para los productores rurales; fomen-
tar el comercio justo entre los productores agropecuarios y
la economía solidaria entre productores; fortalecer la pro-
ducción y el fomento agropecuario a través de programas
de reconversión productiva; impulsar la promoción de pro-
gramas para generar empleo en el sector rural mediante
proyectos de investigación, evaluación, capacitación y
asistencia técnica, así como los foros de discusión, análisis
y consulta.

Entre las estrategias del Eje 4, “Economía competitiva e in-
cluyente”, se plantea que la política de fomento económico
tiene como elemento central promover el crecimiento me-
diante el encadenamiento productivo de los sectores agro-
pecuario, industrial, comercial y financiero. Para que esto
sea posible se han de crear ambientes adecuados para la in-
tegración de las cadenas productivas, por medio de políti-
cas públicas, del mejoramiento de los servicios y la in-
fraestructura, de una normatividad acorde al fomento
económico y una visión del desarrollo sustentable, que
busca impactar al conjunto de la sociedad. 

Quinta. El Gobierno del Distrito Federal, a través de la Se-
cretaría de Desarrollo Rural y Equidad para las Comunida-
des, promueve la sustentabilidad desde el enfoque rural,
que implica el derecho a realizar actividades agropecua-
rias, acuícolas, artesanales, turísticas y demás de corte ru-
ral, con base en procesos productivos, comerciales, distri-
bución y autoabasto, de manera individual y colectiva, que
conduce al mejoramiento integral del bienestar social, dis-
tribuye justamente el ingreso, propicia la participación ple-
na de la sociedad en la toma de decisiones, implicando
cambios en el paradigma  económico y asegurando la con-
servación de los recursos de los cuales depende la socie-
dad.

En este marco, el Programa de Agricultura Sustentable a
Pequeña Escala en la Ciudad de México contiene acciones
orientadas a proteger y aprovechar sustentablemente el
suelo y agua principalmente, para la producción de ali-
mentos inocuos en sus modalidades de producción libre de
agroquímicos y orgánicos; protección de la biodiversidad,
como es el caso de los maíces criollos y otras plantas nati-
vas, además como acción estratégica se contempla la in-
versión en desarrollo de capacidades e infraestructura pro-
ductiva, la investigación y transferencia de tecnología.

Por otra parte, el Programa de Desarrollo Agropecuario y
Rural en la Ciudad de México describe el conjunto de ac-
ciones para, a través de la planeación y organización de la
producción agropecuaria, apoyar a que el desarrollo tecno-
lógico, la industrialización, la capacitación y la comerciali-
zación de los bienes y servicios del medio rural fomenten
el desarrollo sustentable con el propósito de contribuir a
elevar la calidad de vida de los productores rurales de la
Ciudad de México.

Las estrategias centrales de este programa, describen el im-
pulso de una política de fomento económico la cual tiene el
objetivo de promover el crecimiento mediante el encade-
namiento productivo de los sectores agropecuario, indus-
trial, comercial y financiero. Asimismo plantea crear am-
bientes adecuados para la integración de las cadenas
productivas e infraestructura agropecuaria con una visión
del desarrollo sustentable, que busca impactar al conjunto
de la sociedad, vinculando estratégicamente sus recursos
humanos, educativos, científicos y tecnológicos, para pro-
mover una economía dinámica e innovadora. 

Sexta. En términos de lo establecido en el artículo 122
constitucional, inciso l), se confiere a la Asamblea Legisla-
tiva, autoridad local del Distrito Federal la facultad de nor-
mar el desarrollo agropecuario aplicable a sus demarcacio-
nes territoriales, bajo esta tesitura el 1 de Febrero de 2008
entró en vigor la Ley de Desarrollo Rural Sustentable del
Distrito Federal, la cual tiene por objeto la regulación de
las actividades agropecuarias del Distrito Federal; así co-
mo el fomento de la coordinación y la participación de los
tres órdenes de gobierno y del sector privado orientados al
fomento del Desarrollo Rural Sustentable.

Según lo estipulado por este ordenamiento, la Planeación
del Desarrollo Rural Sustentable será congruente con el
Plan Nacional del Desarrollo, el Programa Nacional de
Desarrollo Rural, el Programa General de Desarrollo del
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Distrito Federal y al Programa Rural de la Ciudad de Mé-
xico. 

Séptima. En consecuencia del análisis practicado a la ini-
ciativa, esta comisión dictaminadora considera que las re-
formas y adiciones propuestas a la Ley de Desarrollo Ru-
ral Sustentable, relativas a incluir expresamente a las
delegaciones del Distrito Federal, para que en términos de
este ordenamiento éstas demarcaciones territoriales y órga-
nos político administrativos tengan una intervención simi-
lar a la que realizan las entidades federativas y los munici-
pios en los organismos e instancias de representación
previstos en esta Ley, resultan procedentes en congruencia
con lo dispuesto por los artículos 37, 101, 104, 121 y 131
de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable del Distrito Fe-
deral y 1, 8, 11, 12, 13 y 14 del Reglamento de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable vigente desde el 6 de octubre
de 2004.

Modificaciones a la iniciativa

Sin perjuicio de lo anterior, derivado de la revisión integral
practicada a la iniciativa, esta comisión dictaminadora con-
sideró oportuno realizar algunas modificaciones al texto
propuesto, con el fin de fortalecer la constitucionalidad y la
legalidad de la misma en los términos que a continuación
se exponen.

Tomando en consideración que los teóricos del Estado de-
terminan que el “Estado” se conforma de tres elementos
que son la población, el territorio y el poder político y se
define como la organización jurídico política de un pueblo
soberano establecido de manera permanente en un área ge-
ográfica determinada, sobre la cual se ejercita el imperum
(poder político) mediante la aplicación de leyes por parte
del gobierno y nuestro sistema jurídico-político vigente
fundamenta esta acepción en lo dispuesto por el artículo 41
constitucional, se considera oportuno suprimir la reforma
propuesta al artículo 3o. de la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable, toda vez que la definición del Estado está conte-
nida en nuestra Constitución, y la intención del legislador
proponente queda cubierta con la propuesta de reforma a la
definición de órdenes de gobierno en el artículo 3o. pre-
viamente referido.

En cumplimiento con lo ordenado por el artículo 122 cons-
titucional apartado A, fracción II y apartado C, y en con-
gruencia con lo previsto en el artículo 104 del Estatuto de
Gobierno del Distrito Federal vigente, se modifica el texto

de la propuesta de adición de la definición de “delegación”
al artículo 3o. de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable
para quedar como sigue: 

XVI. Delegaciones. Las demarcaciones territoriales
del Distrito Federal y los órganos político adminis-
trativos de cada una de ellas;

Con el objeto de dar uniformidad a las referencias conte-
nidas en la iniciativa, se unificó el texto de los artículos
129, tercer párrafo y 139, segundo párrafo, sustituyendo
las palabras “estados” y “entidades” respectivamente, por
la frase entidades federativas, a efecto de aportar inte-
gralidad a la iniciativa, para quedar como sigue: 

Artículo 129. …

… 

A este fondo se sumarán recursos públicos del gobierno
federal, de las entidades federativas, cuando así lo
convengan, acompañados de los destinados a los pro-
gramas de fomento. 

Artículo 139. Para el impulso del cambio estructural
propio del desarrollo rural sustentable, la reconversión
productiva, la instrumentación de los programas institu-
cionales y la vinculación con los mercados, la Secreta-
ría en coordinación con las dependencias y entidades de
los gobiernos federal, de las entidades federativas, mu-
nicipales y delegacionales, que convergen para el efecto,
definirán una regionalización, considerando las principa-
les variables socioeconómicas, culturales, agronómicas,
de infraestructura y servicios, de disponibilidad y de ca-
lidad de sus recursos naturales y productivos. 

La regionalización comprenderá a las áreas geográficas
de los distritos de Desarrollo Rural abarcando uno o más
distritos, municipios o delegaciones, dentro del territo-
rio de cada Entidad Federativa según sea el caso, y po-
drá comprender una delimitación más allá de una enti-
dad bajo convenio del gobierno de las entidades
federativas, municipios y delegaciones involucrados.

En mérito de lo expuesto con base en las consideraciones
anteriores y el análisis de la iniciativa con Proyecto de De-
creto por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, los inte-
grantes de la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara
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de Diputados de la LXI Legislatura, manifestamos nuestra
aprobación y sometemos a consideración de esta honorable
asamblea, el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable

Artículo Único. Se reforman los artículos 2o.; 3o., actual
fracción XX; 5o., primer párrafo; 8o.; 9o., primer párrafo;
12; 13, fracciones I, II, V, VI y VII; 14, segundo párrafo;
18, primer párrafo; 19, segundo párrafo; 23, segundo pá-
rrafo; 24, primer párrafo; 25, primer, segundo y actual
quinto párrafos; 26; 27, primer párrafo y fracción IX; 28;
29, primer, segundo, tercer y sexto párrafos; 30, primer y
tercer párrafo; 31, fracciones I, VI, IX y XII; 32, primer pá-
rrafo; 33, primer párrafo; 35, fracciones I y IX; 37, fracción
X; 44, fracción II; 45, fracción II; 48, fracción IV; 53, pri-
mer párrafo; 61; 64, primer párrafo; 86; 129, tercer párra-
fo; 132, primer párrafo; 134, segundo párrafo; 136, primer
párrafo y fracción I; 137, segundo párrafo; 139; 140; 142;
143, primer párrafo; 144, fracción II; 146, segundo párra-
fo; 151; 154, segundo párrafo; fracciones I, II, segundo pá-
rrafo y VI; 159, primer párrafo; 165; 171; 181; 191, frac-
ción V; se adicionan los artículos 3o., fracciones II, IX,
XVI y XX; y 25, cuarto párrafo de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Son sujetos de esta Ley los ejidos, comunida-
des y las organizaciones o asociaciones de carácter nacio-
nal, estatal, regional, distrital, municipal, delegacional o
comunitario de productores del medio rural, que se consti-
tuyan o estén constituidas de conformidad con las leyes vi-
gentes y, en general, toda persona física o moral que, de
manera individual o colectiva, realice preponderantemente
actividades en el medio rural. 

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. …

II. Actividades económicas de la sociedad periurba-
na. Las actividades agropecuarias y otras activida-
des productivas, industriales, comerciales y de servi-
cios vinculadas a las primeras que se realizan en
espacios urbanos, periurbanos o rurales, dentro o en
el entorno de núcleos urbanos;

III. Actividades económicas de la sociedad rural. Las
actividades agropecuarias y otras actividades producti-
vas, industriales, comerciales y de servicios;

IV. Agentes de la sociedad rural. Personas físicas o
morales de los sectores social y privado que integran a
la sociedad rural;

V. Agroforestal (Uso). La combinación de agricultura y
ganadería conjuntamente con el cultivo y aprovecha-
miento de especies forestales;

VI. Alimentos básicos y estratégicos. Respectivamen-
te, aquellos así calificados por su importancia en la ali-
mentación de la mayoría de la población o su importan-
cia en la economía de los productores del campo o de la
industria;

VII. Bienestar social. Satisfacción de las necesidades
materiales y culturales de la población incluidas, entre
otras: la seguridad social, vivienda, educación, salud e
infraestructura básica;

VIII. Comisión Intersecretarial. La Comisión Interse-
cretarial para el Desarrollo Rural Sustentable;

IX. Consejo Delegacional. El Consejo Delegacional
para el Desarrollo Rural Sustentable, en el caso de
las delegaciones del Distrito Federal; 

X. Consejo Distrital. El Consejo para el Desarrollo Ru-
ral Sustentable del Distrito de Desarrollo Rural;

XI. Consejo Estatal. El Consejo Estatal y del Distrito
Federal, para el Desarrollo Rural Sustentable; 

XII. Consejo Mexicano. El Consejo Mexicano para el
Desarrollo Rural Sustentable;

XIII. Consejo Municipal. El Consejo Municipal para
el Desarrollo Rural Sustentable;

XIV. Constitución. La Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos;

XV. Cosechas nacionales. El resultado de la produc-
ción agropecuaria del país;

XVI. Delegaciones. Las demarcaciones territoriales
del Distrito Federal y los órganos político adminis-
trativos de cada una de ellas; 

XVII. Desarrollo Rural Sustentable. El mejoramiento
integral del bienestar social de la población y de las ac-
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tividades económicas en el territorio comprendido fuera
de los núcleos considerados urbanos de acuerdo con las
disposiciones aplicables, asegurando la conservación
permanente de los recursos naturales, la biodiversidad y
los servicios ambientales de dicho territorio;

XVIII. Desertificación. La pérdida de la capacidad
productiva de las tierras, causada por el hombre, en
cualquiera de los ecosistemas existentes en el territorio
de la República Mexicana;

XIX. Entidades federativas. Los estados de la federa-
ción y el Distrito Federal;

XX. Espacio periurbano. Espacio en el que coexisten
características y usos del suelo tanto urbanos como
rurales, sometidos a profundas transformaciones
económicas, sociales y físicas, y con una dinámica es-
trechamente vinculada a la presencia próxima de un
núcleo urbano; un espacio rural urbanizado en el
que confluyen tanto el uso agrícola, como el indus-
trial, el residencial y el natural;

XXI. Estado. Los Poderes de la Unión, de las entidades
federativas y de los municipios;

XXII. Estímulos fiscales. Los incentivos otorgados por
el Estado a través de beneficios preferentes en el ejerci-
cio de la tributación;

XXIII. Marginalidad. La definida de acuerdo con los
criterios dictados por el Instituto Nacional de Estadísti-
ca, Geografía e Informática;

XXIV. Órdenes de gobierno. Los gobiernos federal, de
las entidades federativas, de los municipios y de las de-
legaciones del Distrito Federal; 

XXV. Organismos genéticamente modificados. Cual-
quier organismo que posea una combinación de material
genético que se haya obtenido mediante la aplicación de
biotecnología moderna;

XXVI. Productos básicos y estratégicos. Aquellos ali-
mentos que son parte de la dieta de la mayoría de la po-
blación en general o diferenciada por regiones, y los
productos agropecuarios cuyo proceso productivo se re-
laciona con segmentos significativos de la población ru-
ral u objetivos estratégicos nacionales;

XXVII. Programa Especial Concurrente. El progra-
ma Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sus-
tentable, que incluye el conjunto de Programas Secto-
riales relacionados con las materias motivo de esta Ley;

XXVIII. Programas sectoriales. Los programas espe-
cíficos del gobierno federal que establecen las políticas,
objetivos, presupuestos e instrumentos para cada uno de
los ámbitos del Desarrollo Rural Sustentable;

XXIX. Recursos naturales. Todos aquellos bienes na-
turales renovables y no renovables susceptibles de apro-
vechamiento a través de los procesos productivos rura-
les y proveedores de servicios ambientales: tierras,
bosques, recursos minerales, agua, comunidades vege-
tativas y animales y recursos genéticos;

XXX. Secretaría. La Secretaría de Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación;

XXXI. Seguridad alimentaria. El abasto oportuno, su-
ficiente e incluyente de alimentos a la población;

XXXII. Servicio. Institución pública responsable de la
ejecución de programas y acciones específicas en una
materia;

XXXIII. Servicios ambientales (sinónimo: beneficios
ambientales). Los beneficios que obtiene la sociedad de
los recursos naturales, tales como la provisión y calidad
del agua, la captura de contaminantes, la mitigación del
efecto de los fenómenos naturales adversos, el paisaje y
la recreación, entre otros;

XXXIV. Sistema. Mecanismo de concurrencia y coor-
dinación de las funciones de las diversas dependencias
e instancias públicas y privadas, en donde cada una de
ellas participa de acuerdo con sus atribuciones y com-
petencia para lograr un determinado propósito;

XXXV. Sistema-producto. El conjunto de elementos y
agentes concurrentes de los procesos productivos de
productos agropecuarios, incluidos el abastecimiento de
equipo técnico, insumos productivos, recursos financie-
ros, la producción primaria, acopio, transformación, dis-
tribución y comercialización; y

XXXVI. Soberanía alimentaria. La libre determina-
ción del país en materia de producción, abasto y acceso
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de alimentos a toda la población, basada fundamental-
mente en la producción nacional.

Artículo 5o. En el marco previsto en la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, el Estado, a través
del gobierno federal y en coordinación con los gobiernos
de las entidades federativas, municipales y delegacionales,
impulsará políticas, acciones y programas en el medio ru-
ral que serán considerados prioritarios para el desarrollo
del país y que estarán orientados a los siguientes objetivos: 

I. a V. …

Artículo 8o. Las acciones de desarrollo rural sustentable
que efectúe el Estado, atenderán de manera diferenciada y
prioritaria a las regiones y zonas con mayor rezago social
y económico, mediante el impulso a las actividades del me-
dio rural y periurbano, el incremento a la inversión pro-
ductiva, el fomento a la diversificación de oportunidades
de empleo e ingreso y la promoción de vínculos entre los
ámbitos rural y urbano para facilitar a los agentes de la so-
ciedad rural el acceso a los apoyos que requiere su activi-
dad productiva, así como a los servicios para su bienestar. 

Para lo anterior, el Estado promoverá lo necesario para
formular y llevar a cabo programas de atención especial,
con la concurrencia de los instrumentos de política de desa-
rrollo social y de población a cargo de las dependencias y
entidades de la administración pública federal competen-
tes, de las entidades federativas, los municipios y las dele-
gaciones. 

Artículo 9o. Los programas y acciones para el desarrollo
rural sustentable que ejecute el gobierno federal, así como
los convenidos entre éste y los gobiernos de las entidades
federativas, municipales y delegacionales, especificarán y
reconocerán la heterogeneidad socioeconómica y cultural
de los sujetos de esta Ley, por lo que su estrategia de orien-
tación, impulso y atención deberá considerar tanto los as-
pectos de disponibilidad y calidad de los recursos naturales
y productivos como los de carácter social, económico, cul-
tural y ambiental. Dicha estrategia tomará en cuenta asi-
mismo los distintos tipos de productores, en razón del ta-
maño de sus unidades de producción o bienes productivos,
así como de la capacidad de producción para excedentes
comercializables o para el autoconsumo. 

… 

Artículo 12. Corresponde al Estado la rectoría del desarro-
llo nacional y la conducción de la política de desarrollo ru-
ral sustentable, las cuales se ejercerán por conducto de las
dependencias y entidades del gobierno federal y mediante
los convenios que éste celebre con los gobiernos de las en-
tidades federativas, y a través de éstos, con los gobiernos
municipales y delegacionales, según lo dispuesto por el ar-
tículo 25 de la Constitución. 

Artículo 13. …

I. La planeación del desarrollo rural sustentable, tendrá
el carácter democrático que establecen la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes re-
lativas. Participarán en ella el sector público por con-
ducto del gobierno federal, los gobiernos de las entida-
des federativas, de los municipios y de las
delegaciones, en los términos del tercer párrafo del ar-
tículo 26 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como los sectores social y privado a
través de sus organizaciones sociales y económicas le-
galmente reconocidas y demás formas de participación
que emanen de los diversos agentes de la sociedad rural; 

II. En los programas sectoriales se coordinará y dará
congruencia a las acciones y programas institucionales
de desarrollo rural sustentable a cargo de los distintos
órdenes de gobierno y de las dependencias y entidades
del sector. El Ejecutivo Federal, en coordinación con los
estados, los municipios y las delegaciones, en su caso,
y a través de las dependencias que corresponda, de
acuerdo con este ordenamiento, hará las previsiones ne-
cesarias para financiar y asignar recursos presupuestales
que cumplan con los programas, objetivos y acciones en
la materia, durante el tiempo de vigencia de los mismos; 

III. a IV. … 

V. A través de los Distritos de Desarrollo Rural, se pro-
moverá la formulación de programas a nivel municipal,
delegacional y regional o de cuencas, con la participa-
ción de las autoridades, los habitantes y los productores
en ellos ubicados. Dichos programas deberán ser con-
gruentes con los Programas Sectoriales y el Plan Nacio-
nal de Desarrollo; 

VI. El programa sectorial que en el marco del federalis-
mo apruebe el Ejecutivo Federal especificará los objeti-
vos, prioridades, políticas, estimaciones de recursos pre-
supuestales, así como los mecanismos de su ejecución,

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2010229



descentralizando en el ámbito de las entidades federati-
vas, municipios, delegaciones y regiones la determina-
ción de sus prioridades, así como de los mecanismos de
gestión y ejecución con los que se garantice la amplia
participación de los agentes de la sociedad rural. De
igual forma, dicho programa determinará la temporali-
dad de los programas institucionales, regionales y espe-
ciales en términos de los artículos 22, 23, y 40 de la Ley
de Planeación y 19 de la Ley de Presupuesto, Contabili-
dad y Gasto Público Federal; 

VII. La planeación nacional en la materia deberá propi-
ciar la programación del desarrollo rural sustentable de
cada entidad federativa, de los municipios y de las de-
legaciones, y su congruencia con el Plan Nacional de
Desarrollo; 

VIII. a IX. …

Artículo 14. … 

La Comisión Intersecretarial, en los términos del artículo
13 de este ordenamiento, considerará las propuestas de las
organizaciones que concurren a las actividades del sector y
del Consejo Mexicano, a fin de incorporarlas en el Progra-
ma Especial Concurrente. Igualmente, incorporará los
compromisos que conforme a los convenios respectivos
asuman los gobiernos de las entidades federativas, de los
municipios y de las delegaciones, así como establecerá las
normas y mecanismos de evaluación y seguimiento a su
aplicación. 

…

Artículo 18. El Consejo Mexicano y los demás organismos
e instancias de representación de los diversos agentes y ac-
tores de la sociedad rural, serán los encargados de promo-
ver que en el ámbito de las entidades federativas, los mu-
nicipios, delegaciones y regiones, se tenga la más amplia
participación de las organizaciones y demás agentes y su-
jetos del sector, como bases de una acción descentralizada
en la planeación, seguimiento, actualización y evaluación
de los programas de fomento agropecuario y de desarrollo
rural sustentable a cargo del gobierno federal. 

… 

Artículo 19. …

El Ejecutivo Federal, mediante los convenios que al res-
pecto celebre con los gobiernos de las entidades federati-
vas, los municipios y las delegaciones, propiciará la con-
currencia y promoverá la corresponsabilidad de los
distintos órdenes de gobierno, en el marco del federalismo
y la descentralización como criterios rectores de la acción
del Estado en aquellas materias. 

Artículo 23. …

Los convenios que se celebren entre el gobierno federal,
los gobiernos de las entidades federativas, de los munici-
pios y de las delegaciones, se ajustarán a dichos criterios
y conforme a los mismos determinarán su corresponsabili-
dad en lo referente a la ejecución de las acciones vincula-
das al desarrollo rural sustentable. 

…

…

Artículo 24. Con apego a los principios de federalización,
se integrarán Consejos para el Desarrollo Rural Sustenta-
ble, homologados al Consejo Mexicano, en los municipios,
en las delegaciones, en los Distritos de Desarrollo Rural y
en las entidades federativas. Los convenios que celebre la
Secretaría con los gobiernos de las entidades federativas
preverán la creación de estos Consejos, los cuales serán
además, instancias para la participación de los productores
y demás agentes de la sociedad rural en la definición de
prioridades regionales, la planeación y distribución de los
recursos que la Federación, las entidades federativas, los
municipios y las delegaciones destinen al apoyo de las in-
versiones productivas, y para el desarrollo rural sustentable
conforme al presente ordenamiento. 

… 

Artículo 25. Los Consejos Estatales y del Distrito Fede-
ral podrán ser presididos por los gobernadores de las enti-
dades federativas y el jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral respectivamente. Serán miembros permanentes de
los Consejos Estatales y del Distrito Federal, los repre-
sentantes de las dependencias estatales que los Gobiernos
de las entidades federativas determinen; los representantes
de las dependencias y entidades que forman parte de la Co-
misión Intersecretarial y los representantes de cada uno de
los Distritos de Desarrollo Rural, así como los represen-
tantes de las organizaciones sociales y privadas de carácter
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económico y social del sector rural, en forma similar a la
integración que se adopta para el Consejo Mexicano. 

Serán miembros permanentes de los Consejos Distritales,
los representantes de las dependencias y entidades presen-
tes en el área correspondiente, que forman parte de la Co-
misión Intersecretarial, los funcionarios de las entidades
federativas que las mismas determinen y los representantes
de cada uno de los consejos municipales y delegacionales,
así como los representantes de las organizaciones sociales
y privadas de carácter económico y social del sector rural,
en forma similar a la integración que se adopta para el Con-
sejo Mexicano. 

… 

Serán miembros permanentes de los Consejos Delega-
cionales: los jefes delegacionales, quienes los podrán
presidir; los representantes en la delegación correspon-
diente, de las dependencias y de las entidades partici-
pantes, que formen parte de la Comisión Intersecreta-
rial, los funcionarios de las entidades federativas,
cuando corresponda, que las mismas determinen y los
representantes de las organizaciones sociales y privadas
de carácter económico y social del sector rural en la de-
legación correspondiente, en forma similar a la integra-
ción que se adopta para el Consejo Mexicano. 

… 

La organización y funcionamiento de los consejos estata-
les, distritales, municipales y delegacionales, se regirán
por los estatutos que al respecto se acuerden entre el go-
bierno federal y los de las entidades federativas, quedando
a cargo del primero la expedición de reglas generales sobre
la materia, para la atención de los asuntos de su competen-
cia. 

Artículo 26. En los Consejos Estatales y del Distrito Fe-
deral se articularán los planteamientos, proyectos y solici-
tudes de las diversas regiones de la entidad, canalizados a
través de los Distritos de Desarrollo Rural. Los consejos
municipales y delegacionales, definirán la necesidad de
convergencia de instrumentos y acciones provenientes de
los diversos programas sectoriales, mismos que se integra-
rán al programa especial concurrente. 

Artículo 27. El gobierno federal, celebrará con los gobier-
nos de las entidades federativas con la participación de los
consejos estatales y del Distrito Federal correspondientes,

los convenios necesarios para definir las responsabilidades
de cada uno de los órdenes de gobierno en el cumplimien-
to de los objetivos y metas de los programas sectoriales. En
estos convenios se establecerá la responsabilidad de los go-
biernos de las entidades federativas para promover la opor-
tuna concurrencia en el ámbito estatal de otros programas
sectoriales que, en términos de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, sean responsabilidad de las
diferentes dependencias y entidades federales. 

…

…

I. a VIII. …

IX. La participación de los gobiernos de las entidades
federativas y, en su caso, de los municipios y de las de-
legaciones, tomando como base la demarcación territo-
rial de los Distritos de Desarrollo Rural u otras que se
convengan, en la captación e integración de la informa-
ción que requiera el Sistema Nacional de Información
para el Desarrollo Rural Sustentable. Así mismo, la par-
ticipación de dichas autoridades en la difusión de la mis-
ma a las organizaciones sociales, con objeto de que dis-
pongan de la mejor información para apoyar sus
decisiones respecto de las actividades que realicen; 

X. a XI. …

Artículo 28. Los convenios que celebren las dependencias
y entidades del sector público federal con los gobiernos de
las entidades federativas, deberán prever la constitución de
mecanismos y, en su caso, figuras asociativas para la ad-
ministración de los recursos presupuestales que destine el
gobierno federal a los programas de apoyo, en los que par-
ticipen también los gobiernos de las entidades federativas,
de los municipios y de las delegaciones; así como disposi-
ciones para la entrega directa de los apoyos económicos a
los beneficiarios, quienes serán los responsables de llevar a
cabo la contratación o adquisición de los bienes y servicios
que requieran para la realización de las inversiones objeto
de los apoyos. 

Artículo 29. Los Distritos de Desarrollo Rural serán la base
de la organización territorial y administrativa de las depen-
dencias de la Administración Pública Federal y Descentra-
lizada, para la realización de los programas operativos de
la Administración Pública Federal que participan en el Pro-
grama Especial Concurrente y los Programas Sectoriales

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2010231



que de él derivan, así como con los gobiernos de las enti-
dades federativas, municipales y delegacionales, y para la
concertación con las organizaciones de productores y los
sectores social y privado. 

Los Distritos de Desarrollo Rural coadyuvarán en el forta-
lecimiento de la gestión municipal y de las delegaciones,
del desarrollo rural sustentable e impulsarán la creación de
los Consejos Municipales y Delegacionales en el área de
su respectiva circunscripción y apoyarán la formulación y
aplicación de programas concurrentes municipales y dele-
gacionales del Desarrollo Rural Sustentable.

Los Distritos de Desarrollo Rural contarán con un Consejo
Distrital formado por representantes de los Consejos Mu-
nicipales y Delegacionales, en su caso.

…

…

Los programas, metas, objetivos y lineamientos estratégi-
cos de los distritos se integrarán además con los que en la
materia se elaboren en los municipios, delegaciones y re-
giones que pertenezcan a cada uno de ellos. 

Artículo 30. Cada distrito tendrá un órgano colegiado de
dirección, en el que participarán la Secretaría, las depen-
dencias y entidades competentes, los gobiernos de las enti-
dades federativas, municipales y delegacionales que co-
rresponda, así como la representación de los productores y
organizaciones de los sectores social y privado de la de-
marcación, integrada por un representante por rama de pro-
ducción y por cada Consejo Municipal y Delegacional, en
su caso, en la forma que determine el reglamento general
de los mismos. 

… 

El Reglamento General de los Distritos de Desarrollo Ru-
ral, tomando en cuenta a los Consejos Estatales y del Dis-
trito Federal, establecerá las facultades de sus autoridades
en las materias a las que se refiere este Capítulo. 

Artículo 31. … 

I. Articular y dar coherencia regional a las políticas de
desarrollo rural sustentable, tomando en consideración
las acciones de dotación de infraestructura básica a car-

go de las dependencias federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y delegacionales, competentes; 

II. a V. … 

VI. Evaluar los resultados de la aplicación de los pro-
gramas federales y estatales e informar a los Consejos
Estatales y del Distrito Federal al respecto; 

VII. a VIII. …

IX. Proponer al Consejo Estatal y del Distrito Federal,
como resultado de las consultas respectivas, los progra-
mas que éstos deberán conocer en su seno y se consi-
deren necesarios para el fomento de las actividades pro-
ductivas y el desarrollo rural sustentable;

X. a XI. … 

XII. Apoyar la participación plena de los municipios y
delegaciones en la planeación, definición de priorida-
des, operación y evaluación de las acciones del desarro-
llo rural sustentable; y 

XIII. …

Artículo 32. El Ejecutivo Federal, con la participación de
los gobiernos de las entidades federativas, de los munici-
pios, de las delegaciones y los sectores social y privado
del medio rural, impulsará las actividades económicas en el
ámbito rural. 

… 

…

I. a XIV. …

Artículo 33. La Comisión Intersecretarial, con la partici-
pación del Consejo Mexicano, integrará la Política Nacio-
nal de Investigación para el Desarrollo Rural Sustentable,
la cual será de carácter multidisciplinario e interinstitucio-
nal considerando las prioridades nacionales, de las entida-
des federativas y regionales; asimismo, llevará a cabo la
programación y coordinación nacional en esta materia, con
base en lo dispuesto en la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, en la Ley para el Fomento de la In-
vestigación Científica y Tecnológica y en el Plan Nacional
de Desarrollo y en los demás ordenamientos aplicables, to-
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mando en consideración las necesidades que planteen los
productores y demás agentes de la sociedad rural. 

…
…

Artículo 35. … 

I. Las instituciones públicas de investigación agrope-
cuaria federales y de las entidades federativas;

II. a VIII. …

IX. El Consejo Mexicano para el Desarrollo Rural Sus-
tentable y los Consejos Estatales y del Distrito Federal
para el Desarrollo Rural Sustentable; y

X. …

Artículo 37. … 

I. a IX. …

X. Fortalecer las capacidades regionales y de las enti-
dades federativas, propiciando su acceso a los progra-
mas de investigación y transferencia de tecnología; 

XI. a XVIII. …

Artículo 44. … 

I. …

II. Los consejos estatales y del Distrito Federal para el
Desarrollo Rural Sustentable; 

III. a X. …

Artículo 45. …

I. … 

II. Articular los esfuerzos de capacitación de las diver-
sas instancias del gobierno federal con las diversas enti-
dades federativas, los municipios, las delegaciones y
las organizaciones de los sectores social y privado; 

III. a IX. …

Artículo 48. … 

I. a III. …

IV. Un representante del Consejo Mexicano y otro de
los Consejos Estatales y del Distrito Federal;

V. a IX. …

Artículo 53. Los gobiernos federal y de las entidades fe-
derativas estimularán la reconversión, en términos de es-
tructura productiva sustentable, incorporación de cambios
tecnológicos, y de procesos que contribuyan a la producti-
vidad y competitividad del sector agropecuario, a la segu-
ridad y soberanía alimentarias y al óptimo uso de las tierras
mediante apoyos e inversiones complementarias. 

… 

Artículo 61. Los gobiernos federales, de las entidades fe-
derativas, municipales y delegacionales, mediante los
convenios que suscriban, promoverán la creación de obras
de infraestructura que mejoren las condiciones productivas
del campo; asimismo, estimularán y apoyarán a los pro-
ductores y sus organizaciones económicas para la capitali-
zación de sus unidades productivas, en las fases de pro-
ducción, transformación y comercialización. 

Artículo 64. El Ejecutivo Federal aportará recursos, de
acuerdo al Presupuesto de Egresos de la Federación, que
podrán ser complementados por los que asignen los go-
biernos de las entidades federativas, de los municipios y de
las delegaciones, los cuales tendrán por objeto: 

I. a III. …

Artículo 86. Con objeto de impulsar la productividad de
las unidades económicas, capitalizar las explotaciones e
implantar medidas de mejoramiento tecnológico que hagan
más eficientes, competitivas y sustentables las actividades
económicas de los productores, el gobierno federal, en co-
ordinación y con la participación de los gobiernos de las
entidades de la Federación, y por medio de éstos con la par-
ticipación de los gobiernos municipales y delegacionales,
atenderá con prioridad a aquellos productores y demás su-
jetos de la sociedad rural que, teniendo potencial producti-
vo, carecen de condiciones para el desarrollo. 

Artículo 129. … 

… 
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A este fondo se sumarán recursos públicos del gobierno fe-
deral, de las entidades federativas, cuando así lo conven-
gan, acompañados de los destinados a los programas de fo-
mento. 

Artículo 132. Estos apoyos se aplicarán únicamente en las
regiones que requieran programas de reconversión produc-
tiva, en las que el Consejo Estatal o del Distrito Federal
determine, tomando en cuenta las alternativas sustentables
probadas de cambio tecnológico o cambio de patrón de cul-
tivos. 

… 

Artículo 134. … 

En el Sistema Nacional de Información para el Desarrollo
Rural Sustentable se integrará información internacional,
nacional, estatal, municipal, delegacional, y de distrito de
desarrollo rural relativa a los aspectos económicos relevan-
tes de la actividad agropecuaria y el desarrollo rural; infor-
mación de mercados en términos de oferta y demanda, dis-
ponibilidad de productos y calidades, expectativas de
producción, precios; mercados de insumos y condiciones
climatológicas prevalecientes y esperadas. Asimismo, in-
cluirá la información procedente del Sistema Nacional de
Información Agraria y del Instituto Nacional de Estadísti-
ca, Geografía e Informática y otras fuentes. 

Artículo 136. Será responsabilidad de la Comisión Inter-
secretarial coordinar los esfuerzos y acopiar y sistematizar
información de las dependencias y entidades de los gobier-
nos federal, de las entidades federativas, municipales y
delegacionales, que integren el Sistema Nacional de Infor-
mación para el Desarrollo Rural Sustentable, considerando
la información proveniente de los siguientes tópicos: 

I. La comercialización agropecuaria municipal, delega-
cional, regional y estatal; 

II. a IX. …

Artículo 137. …

El Sistema Nacional de Información para el Desarrollo Ru-
ral Sustentable difundirá la información en el nivel nacional,
de las entidades federativas, municipal, delegacional, re-
gional y de Distritos de Desarrollo Rural, apoyándose en la
infraestructura institucional de los gobiernos federal, esta-

tales, municipales, delegacionales y de los organismos que
integran el sistema para su difusión. 

… 

Artículo 139. Para el impulso del cambio estructural pro-
pio del desarrollo rural sustentable, la reconversión pro-
ductiva, la instrumentación de los programas instituciona-
les y la vinculación con los mercados, la Secretaría en
coordinación con las dependencias y entidades de los go-
biernos federal, de las entidades federativas, municipales
y delegacionales, que convergen para el efecto, definirán
una regionalización, considerando las principales variables
socioeconómicas, culturales, agronómicas, de infraestruc-
tura y servicios, de disponibilidad y de calidad de sus re-
cursos naturales y productivos. 

La regionalización comprenderá a las áreas geográficas de
los distritos de Desarrollo Rural abarcando uno o más dis-
tritos, municipios o delegaciones, según sea el caso, den-
tro del territorio de cada Entidad Federativa y podrá com-
prender una delimitación más allá de una entidad bajo
convenio del gobierno de las entidades de la federación,
municipios y delegaciones involucrados. 

Artículo 140. El gobierno federal, en coordinación con las
dependencias y entidades de los gobiernos de las entidades
federativas, municipales y delegacionales, que convergen
para el cumplimiento de la presente Ley, elaborará un pa-
drón único de organizaciones y sujetos beneficiarios del
sector rural, mediante la Clave Única de Registro Pobla-
cional y en su caso, para las personas morales, con la cla-
ve del Registro Federal de Contribuyentes. Este padrón de-
berá actualizarse cada año y será necesario estar inscrito en
él para la operación de los programas e instrumentos de fo-
mento que establece esta ley. 

Artículo 142. La Secretaría en coordinación con las de-
pendencias y entidades de los gobiernos federales, de las
entidades federativas, municipales y delegacionales, que
convergen para el efecto, brindará a los diversos agentes de
la sociedad rural el apoyo para su inscripción en el padrón
único de organizaciones y sujetos beneficiarios del sector
rural, de acuerdo con el artículo anterior. 

Artículo 143. El gobierno federal, mediante mecanismos
de coordinación, con los gobiernos de las entidades federa-
tivas, de los municipios y de las delegaciones, promoverá
y fomentará el desarrollo del capital social en el medio ru-
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ral a partir del impulso a la asociación y la organización
económica y social de los productores y demás agentes de
la sociedad rural, quienes tendrán el derecho de asociarse
libre, voluntaria y democráticamente, procurando la pro-
moción y articulación de las cadenas de producción-consu-
mo para lograr una vinculación eficiente y equitativa entre
los agentes del desarrollo rural sustentable. Lo anterior,
dando prioridad a los sectores de población más débiles
económica y socialmente y a sus organizaciones, a través
de: 

I. a VII. …

Artículo 144. … 

I. … 

II. El establecimiento de mecanismos para la concerta-
ción y el consenso entre la sociedad rural y los órdenes
de gobierno federal, de las entidades federativas, mu-
nicipal y delegacional;

III. a IX. …

Artículo 146. …

Para los efectos de lo dispuesto por la Ley de Planeación,
la Secretaría promoverá la participación de las organiza-
ciones a que se refiere este Capítulo, en las acciones co-
rrespondientes en el ámbito nacional, de las entidades fe-
derativas, municipal, de las delegaciones, y de Distritos
de Desarrollo Rural. 

Artículo 151. Se promoverá la creación de los comités re-
gionales de Sistema-Producto, cuyo objetivo central es el
de planear y organizar la producción, promover el mejora-
miento de la producción, productividad y rentabilidad en el
ámbito regional, en concordancia con lo establecido en los
programas de las entidades federativas y con los acuerdos
del Sistema-Producto nacional. 

Artículo 154. …

Para el desarrollo de estos programas, el Ejecutivo Federal
mediante convenios con los gobiernos de las entidades fe-
derativas y a través de éstos con los municipales y delega-
cionales, respectivamente, fomentará el Programa Especial
Concurrente, conjuntamente con la organización social,
para coadyuvar a superar la pobreza, estimular la solidari-

dad social, el mutualismo y la cooperación. Para los efectos
del referido programa, de manera enunciativa y no restricti-
va, de acuerdo con las disposiciones constitucionales y la le-
gislación aplicable, se seguirán los lineamientos siguientes: 

I. Las autoridades municipales y delegacionales elabo-
rarán con la periodicidad del caso, su catálogo de nece-
sidades locales y regionales sobre educación, integran-
do, a través del Consejo Municipal o Delegacional,
según sea el caso, sus propuestas ante las instancias su-
periores de decisión. Los órganos locales presentarán
proyectos educativos especiales. 

…

… 

II. … 

Los Consejos Municipales y los Delegacionales, parti-
ciparán en la detección de necesidades de profilaxis en
salud, de brigadas móviles para la atención sistemática
de endemisas y acciones eventuales contra epidemias,
integrando el paquete de la región; estableciendo priori-
dades de clínicas rurales regionales, para su inclusión en
el Programa Especial Concurrente. 

III. a V. …

VI. Las comunidades rurales en general, y especialmen-
te aquellas cuya ubicación presente el catálogo de even-
tualidades ubicado en el rango de alto riesgo, deberán
tener representación y participación directa en las Uni-
dades Municipales y Delegacionales de Protección Ci-
vil para dar impulso a los programas de protección civil
para la prevención, auxilio, recuperación y apoyo a la
población rural en situaciones de desastre; lo mismo que
proyectar y llevar a cabo la integración y entrenamiento
de grupos voluntarios.

Artículo 159. En cumplimiento de lo que ordena esta Ley,
la atención prioritaria a los productores y comunidades de
los municipios y las delegaciones de más alta margina-
ción, tendrá un enfoque productivo orientado en términos
de justicia social y equidad, y respetuoso de los valores
culturales, usos y costumbres de los habitantes de dichas
zonas. 

…
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Artículo 165. De conformidad con lo dispuesto por el artí-
culo anterior, los gobiernos federal, de las entidades fede-
rativas, municipales y delegacionales, cuando así lo con-
vengan, fomentarán el uso del suelo más pertinente de
acuerdo con sus características y potencial productivo, así
como los procesos de producción más adecuados para la
conservación y mejoramiento de las tierras y el agua. 

Artículo 171. El gobierno federal, en coordinación con los
gobiernos de las entidades federativas, municipales y de
las delegaciones, apoyará de manera prioritaria a los pro-
ductores de las zonas de reconversión, y especialmente a
las ubicadas en las partes altas de las cuencas, a fin de que
lleven a cabo la transformación de sus actividades produc-
tivas con base en el óptimo uso del suelo y agua, mediante
prácticas agrícolas, ganaderas y forestales, que permitan
asegurar una producción sustentable, así como la reducción
de los siniestros, la pérdida de vidas humanas y de bienes
por desastres naturales. 

Artículo 181. La Comisión Intersecretarial, con la partici-
pación activa de los consejos mexicano, de las entidades
federativas y regionales, y demás agentes y sujetos inter-
vinientes en el desarrollo rural sustentable, serán los res-
ponsables de evaluar el cumplimiento de lo establecido en
el artículo anterior de esta Ley. 

Artículo 191. …

… 

I. a IV. …

V. La concurrencia de recursos federales, estatales, mu-
nicipales, delegacionales y de los propios beneficiarios,
a fin de asegurar la corresponsabilidad entre el Estado y
la sociedad y multiplicar el efecto del gasto público; 

VI. a VIII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 19 de mayo de 2010.

La Comisión de Desarrollo Rural, diputados: Javier Bernardo Usa-
biaga Arroyo (rúbrica), presidente; Guillermina Casique Vences (rúbri-

ca), María Esther Terán Velázquez (rúbrica), Martín Enrique Castillo
Ruz, Rogelio Manuel Díaz Brown Ramsburgh (rúbrica), Hernán de Je-
sús Orantes López (rúbrica), Alfonso Jesús Martínez Alcázar (rúbrica),
Carlos Luis Meillón Johnston (rúbrica), Karla Verónica González Cruz
(rúbrica), Federico Ovalle Vaquera (rúbrica), secretarios; Esteban Al-
barrán Mendoza (rúbrica), Rubén Arellano Rodríguez (rúbrica), Sabi-
no Bautista Concepción, José Erandi Bermúdez Méndez (rúbrica), Fe-
lipe Borja Texocotitla, María Hilaria Domínguez Arvizu (rúbrica),
Francisco Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica), Alberto Esquer Gutié-
rrez, Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Francisco Alberto Jiménez
Merino, Israel Madrigal Ceja, Fermín Montes Cavazos (rúbrica), Alba
Leonila Méndez Herrera (rúbrica), Avelino Méndez Rangel (rúbrica),
Norma Leticia Orozco Torres (rúbrica), Guadalupe Pérez Domínguez,
Arturo Ramírez Bucio, Luis Félix Rodríguez Sosa, Emiliano Veláz-
quez Esquivel (rúbrica), Rolando Zubia Rivera.»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, con proyecto de decreto por el que se re-
forma el artículo 55 Bis de la Ley General de Vida Silvestre

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión fue
turnado para estudio y elaboración del dictamen corres-
pondiente el expediente número 5989, que contiene la mi-
nuta con proyecto de decreto por el que se reforma el artí-
culo 55 Bis de la Ley General de Vida Silvestre.

Esta comisión dictaminadora, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, 72, inciso E, y 73,
fracción XXIX-G, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 39, numerales 1 y 2, fracción
XXIV, y 45, numerales 6, incisos e) y f), y 7, de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos; y 60, 65 y demás relativos del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de los inte-
grantes de esta honorable asamblea el presente dictamen,
de acuerdo con los siguientes

Año II, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados236



Antecedentes

1. En sesión celebrada el 22 de abril de 2008, el senador
Ricardo Torres Origel, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, presentó al pleno de la Cámara de Se-
nadores la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman los artículos 55 Bis y 60 Bis de la Ley General de
Vida Silvestre. En la misma fecha, dicha iniciativa fue tur-
nada a las Comisiones Unidas de Medio Ambiente, Recur-
sos Naturales y Pesca, y de Estudios Legislativos del Se-
nado de la República.

2. Las Comisiones Unidas de Medio Ambiente, Recursos
Naturales y Pesca, y de Estudios Legislativos presentaron
ante el pleno del Senado el dictamen de la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 55 Bis
de la Ley General de Vida Silvestre, que fue aprobado por
79 votos a favor, 1 en contra y 1 abstención.

3. En sesión celebrada el 30 de abril de 2009, la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados recibió la minuta con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 55 Bis
de la Ley General de Vida Silvestre, que fue turnada a la
Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con el
expediente número 5989.

4. En el proceso de entrega-recepción de la LX a la LXI
Legislaturas de la Comisión de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales se recibió como asunto de rezago el expe-
diente de dicha minuta, por lo cual esta comisión legislati-
va elaboró el presente dictamen, de conformidad con las
siguientes

Consideraciones

La posición geográfica de México lo ha favorecido, al si-
tuarlo entre dos grandes masas oceánicas que bañan sus
costas, el océano Pacífico y el Golfo de México, en el que
confluyen la mayoría de los climas y subclimas de la re-
gión, condiciones que permiten que con tan sólo 1.47 por
ciento de la superficie terrestre sea considerado un país me-
gadiverso,1 pues ocupa el primer lugar en el mundo en ri-
queza de reptiles (707), el segundo en mamíferos (491), y
el cuarto en anfibios (282) y plantas (26 mil).2

A escala internacional, se tiene registro de 1 millón 700 mil
especies descritas, pero por las tendencias se estima que la
cifra puede llegar hasta entre 5 y 10 millones más (McNe-
ely, et al., 1990). Entre 10 y 12 por ciento de las especies
del planeta se distribuyen en el territorio nacional, suman-

do más de 200 mil especies descritas y una infinidad que
aún permanece sin registro o descripción.

De igual forma, 32 por ciento de la fauna nacional de ver-
tebrados es endémico de México y 52 por ciento lo com-
parte únicamente con Mesoamérica. De las especies regis-
tradas en México, 2 mil 584 presentan alguna categoría de
riesgo de extinción.

La flora y fauna silvestres, además de su importancia como
elementos de la biodiversidad, representan valores éticos,
culturales, económicos, políticos, ecológicos, recreaciona-
les, educativos y científicos, que han ido de la mano con el
desarrollo de la humanidad y la historia de la Tierra.

Por lo anterior, además de los servicios ambientales que la
flora y fauna silvestres brindan, resulta imperioso y priori-
tario proteger y conservar los ecosistemas y hábitat repre-
sentativos del país para procurar así la sustentabilidad de
los recursos naturales, que en la actualidad enfrentan una
de las crisis ambientales más graves, colocándonos en vís-
peras de presenciar una de las mayores extinciones masivas
en la historia del planeta.3

En ese contexto, fue publicada en 2000 la Ley General de
Vida Silvestre (LGVS),4 con el objetivo que en México se
estableciera una política nacional conservacionista en la
materia, mediante la protección y la exigencia de niveles
óptimos de aprovechamiento sustentable para promover la
restauración de su diversidad e integridad, así como incre-
mentar el bienestar de los habitantes del país.5

El objetivo de dicho ordenamiento es puntual. Sin embar-
go, como parte de los procesos de actualización de la le-
gislación ambiental y con objeto de atender la problemáti-
ca y las necesidades nacionales emergentes en la materia,
en 2002 se adicionó el artículo 60 Bis6 a la LGVS. La re-
forma tenía por objeto prohibir el aprovechamiento extrac-
tivo de los mamíferos marinos, y estableció como excep-
ción las capturas que se realicen con fines de investigación
científica y educativos por instituciones acreditadas.

Así, la adición de dicho precepto atendió a la reducción
significativa de los registros de poblaciones de mamíferos
marinos como ballenas, delfines, marsopas, lobos marinos,
focas y manatíes, que albergan las aguas mexicanas, como
consecuencia de la explotación irracional de esas especies,
principalmente para exhibición y uso en espectáculos pú-
blicos. Asimismo, es preciso señalar que la citada prohibi-
ción coincidió con la inclusión en la NOM-059-SEMAR-
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NAT-20017 de todos los mamíferos marinos de las aguas
territoriales y de tres especies de primates.

A mayor abundamiento, es preciso señalar que, según lo
dispuesto en la NOM-059, especies de mamíferos marinos
como la ballena franca del norte (Eubalaena glacials), la
foca de Guadalupe (Arctocephalus townsendi) y la vaquita
marina (Phocoena sinus), estas dos últimas especies endé-
micas, se encuentran actualmente en la categoría de peligro
de extinción. En tanto, especies de primates como el mono
aullador saraguato de manto (Alouatta palliata), el mono
aullador saraguato yucateco (Alouatta pigra) y el mono
araña (Ateles geoffroyi) están en la misma categoría de pe-
ligro de extinción a consecuencia de actividades contrarias
a su preservación, como la alteración de su hábitat o su
aprovechamiento extractivo (captura y caza).

En ese contexto, la comisión legislativa que elabora el pre-
sente dictamen coincide con lo expuesto por las comisiones
unidas de la Cámara de Senadores en el sentido de que no
obstante la entrada en vigor de la citada norma, el esfuerzo
por proteger a los mamíferos marinos fue insuficiente. Por
ello, con el ánimo de atender dicha problemática y reiterar
el interés del Poder Legislativo federal para promover la
protección de los mamíferos marinos y de los primates en
el país, se aprobaron adiciones de la LGVS.8 Particular-
mente, se adicionó el artículo 55 Bis para prohibir “la im-
portación, exportación y reexportación de ejemplares de
cualquier especie de mamífero marino y primate, así como
de sus partes y derivados, con excepción de los destinados
a la investigación científica”.

La reforma propuesta en la minuta objeto del presente dic-
tamen tiene como objetivo fortalecer las disposiciones de
la Ley General de Vida Silvestre para ampliar los casos de
excepción previstos en el artículo 55 Bis de dicha ley, con
el ánimo de que se autoricen la importación, exportación y
reexportación de muestras de líquidos, tejidos o células re-
productivas de mamíferos marinos y de primates, no sólo
para investigación científica.

Así, los integrantes de esta comisión legislativa considera-
mos que de aprobarse la propuesta, es posible proteger y
resguardar de la extinción a los mamíferos marinos y a
los primates y, a su vez, facilitar la asistencia médica y los
métodos de reproducción de los ejemplares que se encuen-
tran en cautiverio.

En ese sentido, procedemos a iniciar el análisis siguiente:

Ley General de Vida Silvestre

Texto vigente

Artículo 55 Bis. Queda prohibida la importación, ex-
portación y reexportación de ejemplares de cualquier
especie de mamífero marino y primate, así como de sus
partes y derivados, con excepción de los destinados a la
investigación científica, previa autorización de la secre-
taría.

Reforma

Artículo 55 Bis. Queda prohibida la importación, ex-
portación y reexportación de ejemplares de cualquier
especie de mamífero marino y primate, así como de sus
partes y derivados, con excepción de los destinados a la
investigación científica, y las muestras de líquidos, te-
jidos o células reproductivas de los ejemplares que se
encuentren en cautiverio, previa autorización de la se-
cretaría.

El objeto de esta reforma es modificar el artículo 55 Bis pa-
ra ampliar las excepciones de importación, exportación y
reexportación de ejemplares de cualquier especie de mamí-
fero marino y primate, pues la redacción vigente autoriza
esas acciones sólo para investigación científica. De apro-
barse la reforma propuesta, su ámbito de aplicación se am-
pliaría para importar, exportar y reexportar las muestras de
líquidos, tejidos o células reproductivas de los ejemplares
que se encuentren en cautiverio.

Con ello se estaría facilitando la reproducción de ejempla-
res en cautiverio y evitando a su vez la captura de especies
silvestres, pues la importación y exportación de muestras
médicas de sangre, orina o de tejidos para biopsias o ana-
tomopatología a laboratorios especializados fuera del país
favorecen sin duda la reproducción en cautiverio y la in-
vestigación médica de éstos sin afectar las poblaciones sil-
vestres.

Asimismo, se facilitaría y apoyaría la aportación de zooló-
gicos y acuarios para salvar especies en peligro de extin-
ción a través de programas cooperativos de rescate y con-
servación de animales en riesgo.

Lo anterior es así en virtud de que el artículo en comento
hace referencia a primates y a mamíferos marinos. Respec-
to de éstos, es preciso señalar que las dos especies de pri-
mates mexicanos se encuentran en la categoría de “en peli-
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gro de extinción”,9 mientras que los delfines y los lobos
marinos utilizados en parques marinos y en delfinarios se
encuentran en la categoría de bajo protección especial.10

Asimismo, como manifiestan las comisiones legislativas
de la Cámara de Senadores en el dictamen, la reforma coin-
cide con lo dispuesto en el Convenio de Diversidad Bioló-
gica11 y en la propia LGVS, respecto a que deben promo-
verse la conservación y protección de las especies en
categoría de riesgo y de sus poblaciones, a través de medi-
das especiales, como el manejo en hábitat críticos y áreas
de refugio, las cuales se refieren a la conservación in situ.

En complemento de lo anterior, es procedente referirnos al
artículo 78 de la LGVS, cuyo párrafo segundo establece
que “los parques zoológicos deberán contemplar en sus
planes de manejo aspectos de educación ambiental, de con-
servación y reproducción de las especies, con especial
atención a las que se encuentren en alguna categoría de
riesgo, y además deberán registrarse y actualizar sus datos
ante la autoridad correspondiente, en el padrón que para tal
efecto se lleve, de conformidad con lo establecido en el re-
glamento”. Esta disposición es plenamente congruente con
las excepciones previstas en el artículo 55 Bis, pues consi-
derando que en los planes de manejo de los zoológicos se
deben considerar aspectos de educación ambiental, de con-
servación y reproducción de las especies, las actividades de
los zoológicos no se excluyen con las prohibiciones conte-
nidas en los citados artículos, pues se habilitan las hipóte-
sis en que sí están permitidas.

Finalmente, las prohibiciones contenidas en el artículo 55
Bis coinciden plenamente con la Convención sobre el Co-
mercio de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silves-
tres, la cual prevé en el artículo XIV: “Las disposiciones de
la presente convención no afectarán en modo alguno el de-
recho de las partes de adoptar

”a) medidas internas más estrictas respecto de las con-
diciones de comercio, captura, posesión o transporte de
especímenes de especies incluidas en los apéndices I, II
y III, o prohibirlos enteramente; o

”b) medidas internas que restrinjan o prohíban el co-
mercio, la captura, la posesión o el transporte de espe-
cies no incluidas en los apéndices I, II o III.”

En ese contexto, la comisión legislativa que elabora el pre-
sente coincide con la propuesta remitida por la colegisla-
dora.

Por lo expuesto, la Comisión de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales somete a consideración de esta honorable so-
beranía el siguiente

Decreto por el que se reforma el artículo 55 Bis de la
Ley General de Vida Silvestre

Artículo Único. Se reforma el artículo 55 Bis de la Ley
General de Vida Silvestre, para quedar como sigue:

Artículo 55 Bis. Queda prohibida la importación, exporta-
ción y reexportación de ejemplares de cualquier especie de
mamífero marino y primate, así como de sus partes y deri-
vados, con excepción de los destinados a la investigación
científica, y las muestras de líquidos, tejidos o células re-
productivas de los ejemplares que se encuentren en
cautiverio, previa autorización de la secretaría.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 En términos legales, la diversidad biológica o biodiversidad com-
prende la variabilidad de organismos vivos de cualquier fuente, inclui-
dos –entre otros– los ecosistemas terrestres, los marinos y otros acuá-
ticos y los complejos ecológicos de que forman parte.

2 Disponible en la página web de la Semarnat, http://cruzadabosquesa-
gua.semarnat.gob.mx/iii.html

3 Zamorano de Haro, Pablo. La flora y fauna silvestres en México y su
regulación. Procuraduría Agraria, 2009, disponible en http://www
.pa.gob.mx/publica/rev_40/NOTAS/Pablo%20Zamorano%20de%20H
aro.pdf

4 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 3 de julio de 2000.

5 Artículo 5 de la Ley General de Vida Silvestre.

6 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de
2002.

7 Protección ambiental-especies nativas de México de flora y fauna sil-
vestres-categorías de riesgo y especificaciones para su inclusión, ex-
clusión o cambio-lista de especies en riesgo, publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 6 de marzo de 2002 y en vigor desde el 6
de mayo de 2002.
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8 Reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 26 de
enero de 2006.

9 El artículo 58 de la Ley General de Vida Silvestre define en el inci-
so a) como especies en peligro de extinción aquellas cuyas áreas de
distribución o tamaño de sus poblaciones en el territorio nacional han
disminuido drásticamente poniendo en riesgo su viabilidad biológica
en todo su hábitat natural, debido a factores como la destrucción o la
modificación drástica del hábitat, el aprovechamiento no sustentable,
las enfermedades o la depredación.

10 El artículo 58 de la Ley General de Vida Silvestre define en el inci-
so c) como especies sujetas a protección especial las que podrían lle-
gar a encontrarse amenazadas por factores que inciden negativamente
en su viabilidad, por lo que se determina la necesidad de propiciar su
recuperación y conservación o la recuperación y conservación de po-
blaciones de especies asociadas.

11 Este convenio fue adoptado en la Conferencia de Naciones Unidas
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, celebrada en 1992 en Río de
Janeiro, Brasil, y entró en vigor a finales de 1993; actualmente, lo for-
man más de 185 países miembros. México se adhirió al convenio al
firmarlo el 13 de junio de 1992 y ratificando su contenido el 11 de mar-
zo de 1993.

Dado en el salón de plenos de la honorable Cámara deDiputados, a 31
de agosto de 2010.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Ninfa Salinas Sada (rúbrica), presidenta; Andrés Aguirre Romero (rú-
brica), Ernesto de Lucas Hopkins (rúbrica), Héctor Franco López (rú-
brica), Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández (rúbrica), Agustín
Torres Ibarrola (rúbrica), Ma. Dina Herrera Soto (rúbrica), María Ara-
celi Vázquez Camacho (rúbrica), Alejandro Carabias Icaza (rúbrica),
Jaime Álvarez Cisneros (rúbrica), secretarios; María Estela de la Fuen-
te Dagdug, Jorge Venustiano González Ilescas (rúbrica), Susana Hur-
tado Vallejo (rúbrica), Víctor Manuel Kidnie de la Cruz, Francisco Ale-
jandro Moreno Merino, José Ignacio Pichardo Lechuga (rúbrica),
Adela Robles Morales, José Alfredo Torres Huitrón (rúbrica), J. Eduar-
do Yáñez Montaño (rúbrica), Alejandro Bahena Flores (rúbrica), Óscar
Saúl Castillo Andrade, Juan Pablo Escobar Martínez (rúbrica), Jesús
Giles Sánchez (rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez (rúbrica), Leon-
cio Alfonso Morán Sánchez (rúbrica), María de la Paz Quiñones Cor-
nejo (rúbrica), Leticia Robles Colín (rúbrica), Rafael Pacchiano Ala-
mán (rúbrica), Gerardo del Mazo Morales (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de Economía, con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley Federal de Protección al Consumidor

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión correspondiente a la LXI Legislatu-
ra, con fundamento en los artículos 57, 60, 62 y 63 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos fue turnada para estudio
y dictamen la minuta con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal
de Protección al Consumidor, recibida por la Cámara de
Diputados de la colegisladora en fecha 28 de abril de 2009.

La Comisión de Economía, con fundamento en los artícu-
los 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y
57, 60, 62 y 63 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
abocó al estudio y análisis de la minuta mencionada, al te-
nor de los siguientes:

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en la Cámara de Diputados
en fecha 28 de abril de 2009, los secretarios de ésta dieron
cuenta al pleno de esta soberanía de la minuta mencionada
en el exordio del presente dictamen.

Segundo. El presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Econo-
mía”.

Tercero. El antecedente de la minuta de referencia es el si-
guiente:

1. En fecha 10 de abril de 2008, el senador Andrés Gal-
ván Rivas, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, presentó una iniciativa que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor.

2. En la misma fecha, la Mesa Directiva dispuso su tur-
no a las Comisiones de Comercio y Fomento Industrial,
y de Estudios Legislativos para estudio y dictamen.
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3. Seguido su trámite legislativo, en fecha 23 de abril de
2009 el pleno de la Cámara de Senadores aprobó, con
modificaciones, la iniciativa referida, por 71 votos a fa-
vor y 3 abstenciones, enviándose la minuta a la Cámara
de Diputados para continuar el trámite legislativo.

4. En fecha 28 de abril de 2009, el pleno de la Cámara
de Diputados resolvió enviar a la Comisión de Econo-
mía, para estudio y dictamen correspondientes, la minu-
ta de referencia.

Cuarto. En la sesión permanente de la Cámara de Diputa-
dos celebrada en fecha 19 de mayo de 2010, integrantes de
la Comisión de Economía, Jorge Humberto López Portillo
Basave, Melchor Sánchez de la Fuente, Narcedalia Ramí-
rez Pineda, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional; Indira Vizcaíno Silva, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática;
Jorge Antonio Kahwagi Macari, del Grupo Parlamentario
de Nueva Alianza; y José Antonio Arámbula López, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
taron la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman los artículos 3 y tercero transitorio de la Ley
Federal de Protección al Consumidor.

Dicha iniciativa proponía reformar los artículos 3 y tercero
transitorio de la Ley Federal de Protección al Consumidor,
a efecto de actualizar la denominación de la “Secretaría de
Comercio y Fomento Industrial” con la de “Secretaría de
Economía”, la cual fue turnada a la Comisión de Economía
para estudio y dictamen.

Consideraciones

Primera. Que de conformidad con el numeral 3 del artícu-
lo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en relación con el 34 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, la Comi-
sión de Economía es competente para conocer la minuta
con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley Federal de Protección al
Consumidor.

Segunda. Que la minuta de referencia propone, en resu-
men, lo siguiente:

• Actualizar el artículo 3 de la Ley Federal de Protección
al Consumidor para aclarar que es la Secretaría de Eco-
nomía y no la de Comercio y Fomento industrial la en-
cargada expedir las normas oficiales mexicanas y vigi-

lar su cumplimiento a falta de competencia específica
de una dependencia de la administración pública fede-
ral.

• Y adicionar en el artículo 85 de la ley de protección de
los consumidores que los contratos de adhesión, además
de estar en español y ser legibles a simple vista, deben
constar en un tamaño y tipo de letra uniforme.

Tercera. Que el dictamen con el cual el pleno de la Cáma-
ra de Senadores aprobó la minuta establece lo siguiente:

… A continuación se realiza un análisis de cada una de
las modificaciones y adiciones propuestas en la iniciati-
va:

Primero. Modificación del artículo 3

Tiene el propósito de modificar en el párrafo único del
precepto la denominación de “Secretaría de Comercio y
Fomento Industrial” por la de “Secretaría de Economía”
por resultar más apropiado y actual.

Al respecto, estas comisiones consideran procedente la
referida propuesta, acotándola al término “Secretaría”,
en concordancia con lo dispuesto en el artículo 2, frac-
ción III, vigente de la propia ley.

Segundo. Modificaciones del artículo 8

Mediante una reforma del párrafo segundo del artículo
8 se pretende incluir la obligación del proveedor de res-
petar los porcentajes máximos a cargo del consumidor,
que podrá cobrar conforme a la Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor para que ningún bien o servicio que
se formalice mediante la firma de un contrato de adhe-
sión pueda implicar a los vendedores, productos o pres-
tadores de servicios ningún beneficio por encima de 25
por ciento de los costos en que incurra. De esa manera
se pretende sujetar a las empresas a criterios uniformes
y generales que deberán considerar al momento de apli-
car alguna sanción que tenga como fin penalizar con
cantidad pecuniaria por incumplimiento por parte del
consumidor, cuando el no consumo o disfrute del bien o
servicio sea imputable al cliente.

Al respecto, estas comisiones consideran innecesaria es-
ta adición, pues señalar que los proveedores están obli-
gados a respetar el “porcentaje máximo” de prestacio-
nes ya se encuentra previsto en el artículo 7 de la Ley
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Federal de Protección al Consumidor, el cual se estable-
ce:

Artículo 7. Todo proveedor está obligado a informar y
respetar los precios, tarifas, garantías, cantidades, cali-
dades, medidas, intereses, cargos, términos, plazos, fe-
chas, modalidades, reservaciones y demás condiciones
conforme a las cuales se hubiera ofrecido, obligado o
convenido con el consumidor la entrega del bien o la
prestación del servicio, y en ninguna circunstancia serán
negados estos bienes o servicios a persona alguna.

Tercero. Modificación del artículo 13

Por otra parte, la iniciativa propone reformar el artículo
13 de la ley en los dos párrafos. En el caso de la obliga-
ción de la procuraduría de verificar el cumplimiento de
la ley, se adiciona el párrafo primero para que también
tenga la obligación de garantizar el cumplimiento de la
propia ley.

Respecto al párrafo segundo, la iniciativa pretende que
se suprima la excepción de no proporcionar información
a la Profeco cuando sea de estricto uso interno y sólo se
permitiría ésta cuando se demuestre que no tenga rela-
ción con el procedimiento de que se trate.

Asimismo, se amplían las facultades de la procuraduría
para que pueda tener acceso a toda la información que
le sea necesaria para sustanciar de la manera más ade-
cuada y con todos los elementos posibles sus procedi-
mientos y tenga herramientas para convertirse en el ins-
trumento efectivo y eficaz de procuración de la
legalidad en materia de consumo y relaciones entre pro-
veedores y consumidores.

Al respecto, estas comisiones consideran improcedentes
dichas reformas, pues los mecanismos que prevé el artí-
culo 13 son precisamente los instrumentos que la pro-
curaduría posee para verificar el cumplimiento de ella y,
en consecuencia, garantizarla.

Asimismo, ante cualquier violación de la ley, lo proce-
dente es que la Profeco aplique las sanciones previstas
en ella, con lo cual también garantiza su cumplimiento.

Por otra parte, respecto a la supresión de la excepción en
comento, establecida en el segundo párrafo de este artí-
culo igualmente se considera innecesaria, pues para ha-
cer uso de esta excepción los proveedores y los consu-

midores deberán demostrar que es de estricto uso inter-
no o que no tiene relación con el caso, motivación que
de no ser satisfactoria para la autoridad la faculta a re-
querirlo nuevamente.

Cuarto. Adición del artículo 24

En cuanto a la propuesta de excluir del texto de la frac-
ción XV del artículo 24 el concepto “que lo requieran”,
con el propósito de que se registren todos los contratos
de adhesión, debe señalarse que el registro de un con-
trato está condicionado a que la ley o la norma lo re-
quiera y que no todos los contratos están sujetos a re-
gistro, en virtud del universo de actividades comerciales
que se realizan de manera cotidiana que no constituyen
por sí mismas un riesgo para el consumidor y, además,
en virtud del número de contratos de adhesión existen-
tes, la Profeco estaría impedida para establecer requisi-
tos particulares en el registro de todos los contratos, lo
que iría en detrimento de sus facultades y de su eficacia.
En tal virtud, no se considera adecuada la adición plan-
teada.

Quinto. Adición del artículo 85

Se considera procedente la adición propuesta en la ini-
ciativa del artículo 85 para establecer que además de es-
tar escritos en idioma español y que sus caracteres sean
legibles a simple vista, el tamaño y tipo de letra sean
uniformes en todos los contratos de adhesión. Estas co-
misiones consideran que la reforma fortalecería los ele-
mentos para dar certidumbre jurídica al consumidor y,
por tanto, la consideran procedente.

Por otra parte, en cuanto a la adición de un último párra-
fo del artículo 85, para considerar desproporcionada o
abusiva cualquier prestación que exceda de una cuarta
parte del costo total del bien o servicio pagado o contra-
tado, estas comisiones estiman que las Normas Oficiales
Mexicanas NOM-028-SCFI-2007, NOM- 029-SCFI-
1998, NOM-036-SCFI-2007, NOM-071-SCFI-2001,
NOM-117-SCFI-2005, NOM-122-SCFI-2005, NOM-
135-SCFI-2006, NOM-148-SCFI-2001,modificación
NOM-148-SCFI-2001, NOM-154-SCFI-2005, NOM-
160-SCFI-2003, NOM-174-SCFI- 2007 y NOM-179-
SCFI-2007 ya consideran los mecanismos de cálculo
necesarios para determinar el monto razonable de las
prestaciones que debe pagar el consumidor, tomando en
cuenta la naturaleza comercial y jurídica del acto objeto
del contrato de adhesión.
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En este sentido, no se puede determinar a priori si es o
no abusiva una prestación cuando se rebase una cuarta
parte del costo total del bien o servicio adquirido, pues
se estarían limitando la voluntad y decisión del consu-
midor de adquirir bienes y servicios en función de un
porcentaje que no pudo negociar por tratarse de un con-
trato de adhesión. En virtud del universo y de la varie-
dad de bienes y servicios que se comercializan median-
te estos instrumentos, estas comisiones consideran que
la actual práctica de establecer dichos límites en normas
oficiales mexicanas resulta viable y eficaz, además de
ágil y adaptable al determinar estas regulaciones.

Sexto. Modificaciones del artículo 86

Respecto a las modificaciones propuestas en la iniciati-
va del artículo 86, relativas a suprimir la palabra podrá
e insertar en su lugar el imperativo deberá, con la fina-
lidad de que la Secretaría de Economía mediante nor-
mas oficiales mexicanas obligue a someter a registro
previo todos los contratos de adhesión ante la procura-
duría, las comisiones dictaminadoras las consideran im-
procedentes, en virtud de que el registro mencionado
responde a la necesidad de ejercer una estrecha vigilan-
cia de los contratos de adhesión que “impliquen o pue-
dan implicar prestaciones desproporcionadas a cargo de
los consumidores, obligaciones inequitativas o abusi-
vas, o altas probabilidades de incumplimiento”, como
hasta ahora establece el artículo. Para el caso de los con-
tratos cuya naturaleza y características no representen el
riesgo referido, el requisito de registrarlo sería poco útil
y podría implicar una carga burocrática innecesaria, en
detrimento de la actividad económica y comercial del
país, como se ha razonado en el punto cuarto del pre-
sente dictamen.

Séptimo. Modificaciones del artículo 88

Se propone modificar el artículo 88 de la ley, para in-
corporar el concepto deberán, en lugar del texto vigen-
te: “Los interesados podrán inscribir voluntariamente
sus modelos de contratos de adhesión”, y suprimir la
condición “siempre y cuando”, a fin de establecer la
obligatoriedad de los interesados de registrar todos los
contratos de adhesión.

Sobre el particular, estas comisiones estiman improce-
dente su contenido, ya que el artículo 88 constituye la
alternativa para que los particulares puedan inscribir sus
contratos de adhesión voluntariamente, precisamente en

los casos en los que la ley o una norma oficial mexica-
na no los obligue, de tal manera que si el propósito es
obligarlos a registrar dichos contratos, la ley ya estable-
ce en el artículo 86 los supuestos para ello; resulta, en
consecuencia, innecesaria esta modificación. Asimismo,
consideran que no es conveniente eliminar la condición
“siempre y cuando”, toda vez que ésta tiene por objeto
que la Profeco estudie el contenido de los contratos y re-
gistrarlos sólo en caso de que estime que sus efectos
puedan lesionar el interés de los consumidores.

Octavo. Modificaciones del artículo 89

En la propuesta de reforma del artículo 89 de la iniciati-
va se pretende suprimir la palabra podrá y se inserta en
su lugar el término deberá, con la finalidad de que la
procuraduría tenga la obligación de hacerse llegar la in-
formación necesaria para la tramitación del registro de
los contratos de adhesión. En el mismo sentido, se su-
prime la salvedad que actualmente la Ley Federal de
Protección al Consumidor otorga a los proveedores pa-
ra negarse a entregar la información necesaria requerida
cuando clasifiquen la información como confidencial.
Con esto se pretende que puedan excluirse por parte de
los proveedores sólo datos o información que sean par-
te de secretos industriales.

Al respecto, estas comisiones consideran que el sentido
actual del artículo referido confiere una facultad a la
Profeco en caso de requerir la información necesaria pa-
ra determinar la naturaleza del acto objeto del contrato.
La reforma propuesta, en cambio, le impone la obliga-
ción de requerir la información referida, aun cuando con
la información convencional para obtener el registro sea
evidente la naturaleza objeto del contrato. Por ello se
considera inoperante jurídicamente la reforma.

En ese sentido, el texto vigente de este artículo permite
a la Profeco decidir si requiere o no información al pro-
veedor; es decir, sólo cuando del estudio del contrato se
consideren necesarios mayores elementos, la autoridad
podrá requerir la aportación de mayor información para
llevar a cabo el registro.

En efecto, el término podrá utilizado en este precepto se
refiere a que el legislador confirió a la autoridad admi-
nistrativa una facultad discrecional ad limitum; es decir,
a voluntad libre de requerir o no la aportación de infor-
mación necesaria para conocer la naturaleza del acto ob-
jeto del contrato.
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Por estas razones se considera innecesaria la modifica-
ción apuntada.

Noveno. Adición del artículo 90

Se considera improcedente la propuesta incluida en la
iniciativa para adicionar una fracción VII al artículo 90,
para establecer el criterio de que no serán válidas o se
tendrán por no puestas las cláusulas de los contratos de
adhesión que establezcan prestaciones abusivas o des-
proporcionadas a cargo del consumidor; es decir, cuan-
do incluidos los cargos excedan de una cuarta parte del
precio pagado por el servicio.

En lo relativo, estas comisiones consideran en con-
gruencia con lo asentado en el punto quinto de este dic-
tamen, que fijar una fracción así resulta arbitrario. Es
importante señalar que una cláusula abusiva (que se ten-
ga por no puesta o no sea válida) puede darse por una
fracción inferior e incluso sin que haya un costo, por lo
cual no se puede calificar el concepto de abusivo tasán-
dolo con una fracción…

Cuarta. La minuta remitida por la Cámara de Senadores
básicamente consiste en

• Actualizar en el artículo 3 de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor la referencia que se hace a la
“Secretaría de Comercio y Fomento Industrial” por el
actual nombre de esa dependencia, “Secretaría de Eco-
nomía”.

• Establecer la obligación en el artículo 85 de la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor de que los contratos
de adhesión consten en un tipo de letra y tamaño uni-
formes.

1. Ahora bien, en cuanto al primero de los puntos
mencionados, debe decirse que tal y como se des-
prende del capítulo de antecedentes, integrantes de
la Comisión de Economía, comprometidos con ofre-
cer a la ciudadanía un marco jurídico actualizado
que permita generar certidumbre jurídica a todos los
gobernados, presentaron una iniciativa que proponía
reformar en iguales términos que la minuta de refe-
rencia el artículo 3 de la Ley Federal de Protección
al Consumidor, así como el tercero transitorio de la
reforma de dicho cuerpo normativo publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 29 de mayo de
2000.

De ahí que la Comisión de Economía comparta el
sentido de la minuta venida de la Cámara colegisla-
dora, pues se estima que implica un avance en la ley
de protección de los consumidores que supone evi-
tar confusiones y malas interpretaciones respecto a
cuál dependencia se encargará de expedir normas
oficiales mexicanas cuando no haya una competen-
cia expresa en la ley, acción que cumple la respon-
sabilidad de Poder Legislativo de mantener actuali-
zados los textos legales.

Además, apoyando la minuta que nos ocupa se ob-
vian trámites legislativos y se da alcance a la finali-
dad de la iniciativa presentada por los diputados de
la Comisión de Economía de manera más rápida.

2. En cuanto al segundo punto, la Comisión de Eco-
nomía estima acertados los argumentos utilizados
por la Cámara colegisladora para aprobar la reforma
que nos ocupa, por lo que los hace suyos.

Adicionalmente, debe decirse que obligar a los pro-
veedores de bienes y servicios a realizar con mayor
claridad los contratos de adhesión reduce la posibi-
lidad de que mediante el uso de diferentes tipos y ta-
maños de letra se pueda desorientar o confundir al
consumidor, por lo que se estima que la reforma en
este sentido se traduce en mayor certidumbre jurídi-
ca para los consumidores.

Quinta. Que en virtud de lo anterior, la comisión se mani-
fiesta por aprobar la minuta con proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley Federal de Protección al Consumidor y remitir en su
momento al Ejecutivo, para los efectos del Apartado A del
artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, el siguiente

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal de Protección al Consumidor

Único. Se reforman los artículos 3 y 85 de la Ley Federal
de Protección al Consumidor, para quedar como sigue:

Artículo 3. A falta de competencia específica de determi-
nada dependencia de la administración pública federal, co-
rresponde a la Secretaría de Economía expedir las normas
oficiales mexicanas previstas en la ley y a la procuraduría
vigilar que se cumpla lo dispuesto en la propia ley y san-
cionar su incumplimiento.
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Artículo 85. Para los efectos de esta ley, se entiende por
contrato de adhesión el documento elaborado unilateral-
mente por el proveedor para establecer en formatos unifor-
mes los términos y las condiciones aplicables a la adquisi-
ción de un producto o la prestación de un servicio, aun
cuando dicho documento no contenga todas las cláusulas
ordinarias de un contrato. Todo contrato de adhesión cele-
brado en territorio nacional, para su validez, deberá estar
escrito en idioma español y sus caracteres tendrán que ser
legibles a simple vista y en un tamaño y tipo de letra uni-
forme. Además, no podrá implicar prestaciones despropor-
cionadas a cargo de los consumidores, obligaciones in-
equitativas o abusivas, o cualquier otra cláusula o texto que
viole las disposiciones de esta ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a los noventa
días de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de agosto de 2010.

La Comisión de Economía, diputados: Ildefonso Guajardo Villarreal
(rúbrica), Alejandro Cano Ricaud (rúbrica), Melchor Sánchez de la
Fuente (rúbrica), Jorge Alberto Juraidini Rumilla (rúbrica), José Luis
Velasco Lino (rúbrica), Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica), Norma
Sánchez Romero (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Le-
oncio Alfonso Morán Sánchez (rúbrica), Rodrigo Pérez-Alonso Gon-
zález (rúbrica), Indira Vizcaíno Silva, Jorge Antonio Kahwagi Macari,
Noé Fernando Garza Flores, Jorge Hernández Hernández (rúbrica),
Susana Hurtado Vallejo (rúbrica), Jorge Humberto López Portillo Ba-
save, David Penchyna Grub, Enrique Salomón Rosas Ramírez (rúbri-
ca), David Ricardo Sánchez Guevara, José Antonio Arámbula López
(rúbrica), Sergio Gama Dufour (rúbrica), Luis Enrique Mercado Sán-
chez (rúbrica), Raúl Gerardo Cuadra García, Martín Rico Jiménez, Ra-
món Jiménez López (rúbrica), Gerardo Leyva Hernández, Carlos To-
rres Piña (rúbrica), José M. Torres Robledo, Ifigenia Martha Martínez
y Hernández.»

Es de primera lectura.

LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de Economía, con pro-
yecto de decreto por el que se adiciona el artículo 29 Bis a
la Ley Federal de Protección al Consumidor

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión correspondiente a la LXI Legislatu-
ra, con fundamento en los artículos 57, 60, 62 y 63 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos fue turnada para estudio
y dictamen la minuta con proyecto de decreto por el que
se adiciona un segundo párrafo al artículo 30 de la Ley
Federal de Protección al Consumidor, recibida por la Cá-
mara de Diputados de colegisladora en fecha 10 de di-
ciembre de 2009.

La Comisión de Economía, con fundamento en los artícu-
los 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y
57, 60, 62 y 63 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
abocó al estudio y análisis de la minuta mencionada, al te-
nor de los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en la Cámara de Diputados
en fecha 10 de diciembre de 2009, los secretarios de ésta
dieron cuenta al pleno de esta soberanía de la minuta que
se mencionó en el exordio del presente dictamen.

Segundo. El presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Economía”.

Tercero. El antecedente de la minuta de referencia es el si-
guiente:

1. En fecha 11 de diciembre de 2008, el senador Silva-
no Aureoles Conejo, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática, presentó una iniciati-
va para adicionar el artículo 29 Bis a la Ley Federal de
Protección al Consumidor, la cual fue turnada para estu-
dio y dictamen correspondientes a las Comisiones Uni-
das de Comercio y Fomento Industrial, y de Estudios
Legislativos de la Cámara de Senadores.

2. Seguido su trámite legislativo, en fecha 8 de diciem-
bre de 2009 la iniciativa en referencia fue modificada
–resolviéndose establecer la materia de la iniciativa en
el segundo párrafo del artículo 30 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor– y aprobada en el pleno de la
Cámara de Senadores para, posteriormente, ser enviada
la minuta a la Cámara de Diputados.
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3. En fecha 10 de diciembre de 2009, el pleno de la Cá-
mara de Diputados resolvió turnar para estudio a la Co-
misión de Economía la minuta de referencia.

Consideraciones

Primera. Que de conformidad con el numeral 3 del artícu-
lo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en relación con el 34 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, la Comi-
sión de Economía es competente para conocer la minuta
con proyecto de decreto por el que se adiciona un segundo
párrafo al artículo 30 de la Ley Federal de Protección al
Consumidor.

Segunda. Que la minuta de referencia propone, en resu-
men, lo siguiente:

• Adicionar un segundo párrafo del artículo 30 de la Ley
Federal de Protección al Consumidor, que dice: “La
procuraduría determinará y aplicará controles de con-
fianza para todo su personal en los términos que esta-
blezca el procurador en los lineamientos correspondien-
tes, en particular a quienes realicen o supervisen labores
de verificación y vigilancia establecidas en el capítulo
XII de la propia ley, como medida para asegurar su pro-
bidad y honestidad”.

Tercera. Que el dictamen con el cual el pleno de la Cáma-
ra de Senadores aprobó la minuta establece lo siguiente:

… El dictamen en estudio propone adicionar el artículo
29 Bis a la Ley Federal de Protección al Consumidor (en
adelante, LFPC), cuyo objetivo es que los servidores
públicos de la Profeco que ejecuten, desarrollen, apli-
quen o supervisen las funciones establecidas en el capí-
tulo XII de la propia ley, relativo a las actividades de vi-
gilancia y verificación, deberán aprobar cada dos años
un proceso de control de confianza, que será aplicado
por el organismo que al efecto se establezca en el esta-
tuto orgánico, bajo la supervisión de un consejo ciuda-
dano que certificará y coadyuvará en los procesos, co-
mo medida para abatir los actos de corrupción.

Al respecto, el proponente señala:

Se propone crear un sistema de control de confianza pa-
ra los servidores públicos que realicen funciones de ve-
rificación, así como a los mandos que coordinen estas
actividades, consistente en exámenes, patrimoniales y

de entorno social, psicométricos y psicológicos, y toxi-
cológicos.

Los procesos de evaluación deberán tener por objeto
comprobar que los servidores públicos que realicen o
coordinen funciones de verificación y vigilancia a que
se refiere el capítulo XII de la Ley Federal de Protección
al Consumidor den debido cumplimiento a los princi-
pios de legalidad, eficacia, profesionalismo, honradez,
lealtad e imparcialidad.

Los resultados de los procesos de evaluación deberán
ser confidenciales, con excepción de lo que establezcan
las disposiciones legales aplicables, así como en los ca-
sos en que deban presentarse en procedimientos admi-
nistrativos o judiciales.

Estos procedimientos de evaluación deben ser avalados
por la ciudadanía, por lo que propone incorporar un gru-
po, miembros de la sociedad, como consejo de partici-
pación ciudadana, que supervise, certifique y coadyuve
en los proceso de control de confianza, que se realizarán
cada dos años. Con esto se lograría que los servidores
públicos que realicen esta importante tarea para la eco-
nomía mexicana no se dejen corromper y cumplan su
deber.

En este sentido, estas comisiones desean destacar que
actualmente la Profeco, para la verificación y vigi-
lancia del cumplimiento de la ley, realiza un progra-
ma operativo anual, además de los programas relati-
vos a las distintas temporadas del año en las que se
verifican determinadas actividades de los proveedo-
res. En estos programas, la procuraduría requiere
personal temporal para cumplir dichas atribuciones
con base tanto en las necesidades operativas como en
las administrativas.

En virtud de lo anterior y de conformidad con la
atribución del procurador federal del Consumidor
prevista en el artículo 27, fracción II, de la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor de “nombrar y
remover el personal al servicio de la procuraduría,
señalándole sus funciones y remuneraciones”, se
contrata al personal mencionado, de acuerdo con las
necesidades referidas, que es seleccionado en térmi-
nos de mecanismos de control previstos en el acuer-
do por el que se establecen los lineamientos de eva-
luación de confianza en la Procuraduría Federal del
Consumidor, expedido por el titular de ésta, de con-
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formidad con las atribuciones que le confieren los ar-
tículos 27, fracciones I y IX, de la LFPC, así como 4
y 8, primer párrafo, fracción II, del Reglamento de
la Procuraduría Federal del Consumidor, publicado
en el Diario Oficial de la Federación el 15 de marzo
de 2007.

En ese sentido, si bien es cierto que existen los meca-
nismos referidos, estas comisiones aprecian convenien-
te establecer una disposición general en el contenido de
la ley para darles solidez.

En virtud de lo anterior, estas comisiones consideran
oportuno modificar el texto y la ubicación de la pro-
puesta en la LFPC, integrándola en un segundo párrafo
del artículo 30, toda vez que éste se refiere al personal
de la Profeco.

Por lo anterior, estas comisiones proponen el siguiente
texto para el párrafo en comento:

“La procuraduría determinará y aplicará controles de
confianza para todo su personal en los términos que es-
tablezca el procurador en los lineamientos correspon-
dientes, en particular a quienes realicen o supervisen la-
bores de verificación y vigilancia establecidas en el
capítulo XII de la propia ley, como medida para asegu-
rar su probidad y honestidad.”

En virtud de las consideraciones vertidas, las comisio-
nes dictaminadoras consideran de aprobarse la adición
contenida en esta iniciativa, con las modificaciones ex-
puestas…

Cuarta. Que la Comisión de Economía estima loable el es-
píritu de la iniciativa base de la minuta que se dictamina y
legítimo el sentido de esta última. Sin embargo, considera
que la ubicación de la reforma propuesta debería ser en el
lugar previsto en la iniciativa original; esto es, en el artícu-
lo 29 Bis y no en el segundo párrafo del artículo 30, así co-
mo que se debe establecer de manera expresa que a las per-
sonas que realicen o supervisen labores de verificación y
vigilancia se deberán aplicar exámenes psicológicos, toxi-
cológicos, patrimoniales y socioeconómicos, independien-
temente de otros que fueren establecidos por el procurador
en los lineamientos correspondientes.

1. En efecto, los artículos 29 y 30 de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor son los únicos de este cuerpo nor-
mativo que hacen alusión a cuestiones laborales propias de

una institución como la que nos ocupa, pues el primero ha-
ce mención de la ley que regulará las relaciones de trabajo
y a quiénes se considerará personal de confianza, y el se-
gundo se refiere al régimen de seguridad social del que se-
rán beneficiarios los trabajadores de la Profeco.

Sin embargo, ninguno considera supuestos que regulen
condicionamientos particulares del procedimiento de con-
tratación, como los controles de confianza, a los cuales ha-
ce referencia la propuesta motivadora de la minuta que
ahora se estudia.

En ese sentido, lo más apropiado es mantener el sentido
original de la iniciativa en cuanto a la ubicación de la re-
forma –en el artículo 29 Bis–, pues los artículos 29 y 30 tie-
nen contenidos que coinciden en la materia que tratan, pe-
ro son puntualmente diferentes en las cuestiones que
regulan, lógica que, de igual forma, se recogería al agregar
un artículo como el que se pretende en la iniciativa origi-
nal; es decir, misma materia –relaciones laborales–, pero
diferente tema de regulación –controles de confianza–. De
ahí que se concluya que una correcta técnica legislativa lle-
va a adicionar un artículo que contenga la reforma que nos
ocupa.

2. Asimismo, los diputados que integran la Comisión de
Economía coinciden tanto con la exposición de motivos de
la iniciativa original como con los razonamientos expresa-
dos en el dictamen mediante el cual se aprobó la minuta de
referencia, en el sentido de que las funciones de verifica-
ción y vigilancia que realiza la Profeco tienen un amplio
efecto en la sociedad porque son el primer medio de de-
fensa ante los abusos de los proveedores y que es conve-
niente establecer una disposición general en el contenido
de la Ley Federal de Protección al Consumidor para dar so-
lidez a los mecanismos que actualmente se utilizan para in-
tentar garantizar la probidad y honestidad del personal de
la Profeco.

En ese sentido, partiendo de que el “acuerdo por el que se
establecen los lineamientos de evaluación de confianza en
la Procuraduría Federal del Consumidor”, expedido por el
titular de la Profeco, es el único mecanismo legal que esta-
blece un control de confianza para la contratación de per-
sonal, y que ese instrumento está dirigido solamente al per-
sonal de confianza, y que no obstante que el artículo 29 de
la ley de protección a los consumidores establece que sólo
ese tipo de personal podrá realizar funciones de vigilancia,
inspección y supervisión, sin que en los hechos se dé cum-
plimiento a esta norma, por lo que se estima necesario es-
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tablecer de manera expresa que el personal que realice di-
chas funciones deberá someterse a exámenes psicológicos,
toxicológicos, patrimoniales y socioeconómicos, con la fi-
nalidad de garantizar su probidad y honestidad.

3. Por otra parte, es una preocupación constante de los di-
putados que integran la Comisión de Economía el hecho de
que cuando se legisla confiriendo la facultad a un órgano
de la administración pública de generar ciertas normas pa-
ra regular cuestiones inherentes a su responsabilidad com-
petencial, éstas nunca se expiden, dejando la intención del
legislador reflejada en la norma sin sentido material.

Por ello se estima de igual forma apropiado establecer, por
una parte, que la reforma que nos ocupa deberá entrar en
vigor en enero siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación, así como que en ese lapso el titu-
lar de la Profeco expida los lineamientos a que se hace re-
ferencia la nueva norma que se legisla.

Quinta. Que en virtud de lo anterior, la comisión se mani-
fiesta por modificar la minuta que nos ocupa y, en los tér-
minos del Apartado E del artículo 72 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, remitirla a la
Cámara de origen para su discusión correspondiente; esta-
bleciéndose el sentido de la reforma en los siguientes tér-
minos:

Decreto por el que se adiciona el artículo 29 Bis a la Ley
Federal de Protección al Consumidor

Único. Se adiciona el artículo 29 Bis a la Ley Federal de
Protección al Consumidor, para quedar como sigue:

Artículo 29 Bis. La procuraduría determinará y aplica-
rá controles de confianza para todo su personal en los
términos que establezca el procurador en los linea-
mientos correspondientes, como medida para asegurar
su probidad y honestidad; y en particular tratándose de
quienes realicen o supervisen labores de verificación y
vigilancia establecidas en el capítulo XII de la propia
ley, se aplicarán, además de los que se establezcan en los
lineamientos referidos, exámenes psicológicos, toxicoló-
gicos, patrimoniales y socioeconómicos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor en enero si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-

deración, y durante ese plazo se deberán expedir los linea-
mientos a que hace referencia el artículo 29 Bis.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de agosto de 2010.

La Comisión de Economía, diputados: Ildefonso Guajardo Villa-
rreal (rúbrica), Alejandro Cano Ricaud (rúbrica), Melchor Sánchez de
la Fuente (rúbrica), Jorge Alberto Juraidini Rumilla (rúbrica), José Luis
Velasco Lino (rúbrica), Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica), Norma
Sánchez Romero (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Le-
oncio Alfonso Morán Sánchez (rúbrica), Rodrigo Pérez-Alonso Gon-
zález (rúbrica), Indira Vizcaíno Silva, Jorge Antonio Kahwagi Macari,
Noé Fernando Garza Flores, Jorge Hernández Hernández (rúbrica), Su-
sana Hurtado Vallejo (rúbrica), Jorge Humberto López Portillo Basave,
David Penchyna Grub, Enrique Salomón Rosas Ramírez (rúbrica), Da-
vid Ricardo Sánchez Guevara, José Antonio Arámbula López (rúbri-
ca), Sergio Gama Dufour (rúbrica), Luis Enrique Mercado Sánchez
(rúbrica), Raúl Gerardo Cuadra García, Martín Rico Jiménez, Ramón
Jiménez López (rúbrica), Gerardo Leyva Hernández, Carlos Torres Pi-
ña (rúbrica), José M. Torres Robledo, Ifigenia Martha Martínez y Her-
nández.»

Es de primera lectura.

LEY DE FISCALIZACION Y RENDICION 
DE CUENTAS DE LA FEDERACION

La Secretaria diputada María Dolores Del Río Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de la Función Pública,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artícu-
los 80 y 82 de la Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación

Honorable Asamblea:

La Comisión de la Función Pública de la honorable Cáma-
ra de Diputados dictaminando de forma única, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 39, numerales 1 y 2,
fracción XVIII, 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos; 56, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, artículos 5, 6, 12, 38, 39 y 40 del acuer-
do de la Conferencia para la Dirección y Programación de
los Trabajos Legislativos, por el que se establecen las nor-
mas relativas al funcionamiento de las comisiones y comi-
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tés de la Cámara de Diputados, presenta a la honorable
asamblea, el siguiente

Dictamen

De la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona los artículos 80 y 82 de la Ley de Fiscalización y
Rendición de Cuentas de la Federación.

Antecedentes

I. El 28 de octubre de 2009 fue presentada al pleno de la
Cámara de Diputados, la iniciativa que reforma y adiciona
los artículos 80 y 82 de la Ley de Fiscalización y Rendición
de Cuentas de la Federación, suscrita por el diputado Pablo
Escudero Morales del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, publicada el 29 de octubre de
2009 en la Gaceta Parlamentaria número 2877-II.

II. El 29 de octubre de 2009 la presidencia de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados la turnó para su estudio
y dictamen a la Comisión de la Función Pública, asignán-
dole en número de expediente 485.

III. Recibida la iniciativa en la Comisión de la Función Pú-
blica y una vez sometida a estudio y análisis, se preparó
proyecto de dictamen en sentido positivo, el cual se puso a
consideración de los integrantes de la comisión para que
sea votado.

Consideraciones

I. El objetivo de la iniciativa es regular el procedimiento de
nombramiento del titular de la Auditoría Superior de la Fe-
deración, en el supuesto en que, se cumplan las condicio-
nes necesarias para ser designado por un segundo periodo.

Actualmente el artículo 80 de la Ley de Fiscalización y
Rendición de Cuentas de la Federación establece un proce-
dimiento de designación del titular de la Auditoría Superior
de la Federación por conducto de una terna, sin embargo,
no existe un procedimiento expreso que regule la posibili-
dad de designación por un segundo periodo, tal y como es-
ta comprendido en los artículos 79 constitucional y 82 de
la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Fe-
deración.

II. La Comisión Dictaminadora coincide plenamente con la
intención de la Iniciante y en la necesidad y conveniencia
de precisar el procedimiento que se ha de seguir para el ca-

so concreto de una designación por un segundo periodo del
titular de la Auditoría Superior de la Federación.

III. Los integrantes de la Comisión de la Función Pública
realizaron un estudio acucioso de la iniciativa materia de
este dictamen y pudieron precisar y confirmar que existe
una ambigüedad indeseable en el procedimiento de desig-
nación, por un segundo periodo, del titular de la Auditoría
Superior de la Federación, lo que en la práctica constituye
una facultad discrecional de la Cámara de Diputados, si-
tuación que, a juicio de esta Comisión dictaminadora, debe
de ser corregida, con la finalidad de ceñir la facultad cons-
titucional y legal de esta Cámara de Diputados a un proce-
dimiento ordenado que dote de certeza y transparencia las
futuras designaciones de la Cámara de Diputados.

En mérito de lo expuesto, la comisión dictaminadora, con
base en las consideraciones anteriores y al análisis de la
Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman
y adicionan los artículos 80 y 82 de la Ley de Fiscalización
y Rendición de Cuentas de la Federación, los integrantes
de la Comisión de la Función Pública de la Cámara de Di-
putados de la LXI Legislatura, sometemos a la considera-
ción de esta honorable asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan los artícu-
los 80 y 82 de la Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación

Artículo Único. Se reforman los artículos 80, primer pá-
rrafo y 82; y se adiciona una fracción V, pasando la actual
V a ser VI al artículo 80, de la Ley de Fiscalización y Ren-
dición de Cuentas de la Federación, para quedar como si-
gue:

Artículo 80. La designación del auditor Superior de la Fe-
deración, o en su caso, el nombramiento por un segundo
periodo, se sujetará al procedimiento siguiente:

I. a III. …

IV. Conformada la terna, en un plazo que no deberá ex-
ceder de tres días naturales, la Comisión formulará su
dictamen, a fin de proponer al Pleno los tres candidatos,
para que éste proceda, en los términos del artículo ante-
rior, a la designación del Auditor Superior de la Federa-
ción;

V. La comisión en caso de así decidirlo podrá optar
por incluir en la terna al auditor superior de la Fe-
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deración o podrá presentarlo de forma individual,
sin necesidad de terna alguna, ante el pleno de la Cá-
mara de Diputados en un dictamen, en el que se pro-
ponga su designación por un segundo periodo, para
que el pleno de la Cámara de Diputados proceda en
los términos del artículo anterior, a la designación
del auditor superior de la Federación, y

VI. …

Artículo 82. El auditor superior de la Federación durará en
el encargo ocho años y podrá ser nombrado nuevamente
por una sola vez, mediante el procedimiento señalado en
el artículo 80. Podrá ser removido por la Cámara por las
causas graves a que se refiere el artículo 93 de esta ley, con
la misma votación requerida para su nombramiento, así co-
mo por las causas y conforme a los procedimientos previs-
tos en el Título Cuarto de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Si esta situación se presenta
estando en receso la Cámara, la Comisión Permanente po-
drá convocar a un periodo extraordinario para que resuelva
en torno a dicha remoción.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Salón de sesiones de la comisión, Palacio Legislativo de San Lázaro,
México, Distrito Federal, a 21 de abril de 2010.

La Comisión de la Función Pública, diputados: Pablo Escudero Mo-
rales (rubrica), presidente; Patricio Chirinos del Ángel (rubrica), Josué
Cirino Valdés Huezo (rúbrica), Marcos Pérez Esquer (rubrica), Juan
Carlos López Fernández (rubrica), secretarios; Salvador Caro Cabrera
(rúbrica), César Daniel González Madruga, Janet Graciela González
Tostado (rúbrica), Agustín Guerrero Castillo, Sergio Lobato García,
Kenia López Rabadán (rubrica), Violeta Avilés Álvarez (rúbrica), Te-
reso Medina Ramírez, Héctor Pedroza Jiménez, Pedro Peralta Rivas,
Ivideliza Reyes Hernández (rúbrica), Ramiro Martínez Malco, José
Francisco Rábago Castillo, (rubrica), Fausto Sergio Saldaña del Moral
(rubrica), María del Pilar Torre Canales, Enrique Torres Delgado (ru-
brica), Enrique Octavio Trejo Azuara (rúbrica), Guillermo José Zava-
leta Rojas, Yulenny Guylaine Cortés León, Esthela Damián Peralta, Er-
nesto de Lucas Hopkins (rubrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo
(rúbrica), Lizbeth García Coronado.»

Es de primera lectura.

ESTADO DE MEXICO

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: El siguiente punto del orden del día es dictámenes a
discusión con puntos de acuerdo.

En virtud de que se encuentran publicados en la Gaceta
Parlamentaria. Consulte la Secretaría a la asamblea, en vo-
tación económica, si se autoriza que sólo se dé lectura a los
encabezados.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se autoriza que sólo se dé lectu-
ra a los encabezados. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y
los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Gracias. Se autoriza. En consecuencia, proceda la Se-
cretaría a dar lectura a los puntos de acuerdo en los térmi-
nos aprobados por la asamblea.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
Con gusto, diputado presidente.

«Dictamen de las Comisiones Unidas de Medio Ambiente
y Recursos Naturales, y de Recursos Hidráulicos, con pun-
to de acuerdo a fin de exhortar a la Comisión Nacional del
Agua a llevar a cabo acciones para el saneamiento integral
del vaso regulador El Cristo, situado en Naucalpan de Juá-
rez, México

Honorable Asamblea: 

A las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, y de Recursos Hidráulicos de la LXI Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión fue turnado, para estudio y elaboración del dicta-
men correspondiente, el expediente número 618, que con-
tiene la proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta a la Comisión Nacional del Agua y a la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales a tomar las medidas
pertinentes para el saneamiento integral del vaso regulador
El Cristo, situado en el municipio de Naucalpan de Juárez,
estado de México, presentado por el diputado David Ricar-
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do Sánchez Guevara, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

En virtud del análisis y estudio del punto de acuerdo que se
dictamina, los integrantes de estas comisiones ordinarias,
con base en las facultades que nos confieren los artículos
39, numeral 1, y 45, numeral 6, incisos e) y f), y numeral
7, de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicano, así como los artículos 60 y 88 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, nos permitimos someter
a consideración de los integrantes de esta honorable asam-
blea el presente dictamen de acuerdo con los siguientes: 

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada el 10 de noviembre de 2009
por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, el diputado David Ricardo Sánchez Guevara, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, presentó una proposición con punto de acuer-
do por el que se exhorta a la Comisión Nacional del Agua
y a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales
a tomar las medidas pertinentes para el saneamiento inte-
gral del vaso regulador El Cristo, situado en el municipio
de Naucalpan de Juárez, estado de México, 

Segundo. En esa misma fecha, la Mesa Directiva turnó la
proposición citada a las Comisiones Unidas de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, y de Recursos Hidráulicos de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión para su análisis y elaboración del dictamen corres-
pondiente, de conformidad con las siguientes 

Consideraciones 

El promovente expone los impactos que en el deterioro am-
biental y en la población han ocasionado la condición de
insalubridad en que se encuentra el vaso regulador El Cris-
to, cuya función debería ser regular las descargas de aguas
negras provenientes tanto del municipio como del Distrito
Federal, a través de los ríos Hondo y Chico de los Reme-
dios, pero que en los últimos años, este vaso regulador se
ha convertido en depósito de aguas negras a cielo abierto, 

Afirma también que diversas instancias, como la Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, la Comisión Na-
cional del Agua, la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente y la Comisión Nacional de Derechos Humanos
del Distrito Federal, a las que, desde 2000, los afectados

han acudido para presentar sus denuncias o quejas y que les
han manifestado que el problema es competencia munici-
pal, a lo que el municipio ha expresado que no cuenta con
recursos para atender esta cuestión. 

En relación con lo expuesto por el promovente, cabe seña-
lar lo siguiente: 

Respecto a la autoridad competente para la solución de la
problemática expuesta, es de señalar que el Reglamento In-
terior de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales,1 establece en los artículos 2, fracción XXXI, inci-
so a), y 44, que para el estudio, planeación y despacho de
sus asuntos contará con organismos desconcentrados, entre
ellos la Comisión Nacional del Agua, la cual tendrá las atri-
buciones que se establecen en la Ley de Aguas Nacionales. 

El Reglamento Interior de la Comisión Nacional del
Agua,2 señala en el artículo 6 que ésta se organizará en dos
niveles para el ejercicio de sus funciones: uno, nacional; y
otro, regional hidrológico-administrativo. Los titulares de
las unidades administrativas de ambos niveles estarán je-
rárquicamente subordinados al director general de la comi-
sión. Las unidades administrativas del nivel regional hi-
drológico-administrativo serán los organismos de cuenca,
cuyos titulares y los de las unidades que les estén adscritas
ejercerán sus atribuciones conforme a la ley, el reglamento
interior de la comisión y los instrumentos administrativos
que emita el director general de la comisión, en la circuns-
cripción territorial correspondiente. 

Con fundamento en el Reglamento Interior de la Comisión
Nacional del Agua –artículo undécimo transitorio, fracción
XIII–, así como en acuerdo por el que se determina la cir-
cunscripción territorial de los organismos de cuenca de la
Comisión Nacional del Agua, lo concerniente al municipio
de 

Naucalpan de Juárez competencia del Organismo de Cuen-
ca Aguas del Valle de México.

Respecto a la materia de la problemática, cabe señalar que
el sistema principal de drenaje está formado por diferentes
elementos, entre los que figuran presas y lagunas de regu-
lación, colectores, estaciones de bombeo, colectores semi-
profundos, cauces, camales y túneles profundos, entre
otros.

La zona metropolitana del valle de México (ZMVM), si-
tuada en una cuenca cerrada, cuenta con tres salidas artifi-
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ciales denominadas gran canal de desagüe (túneles de Te-
quisquic), emisor del poniente (tajo de Nochistongo) y el
emisor central.

El vaso regulador El Cristo es receptor de aguas fluviales y
residuales de los cauces de los ríos Hondo y Chico de los
Remedios, y descarga sus aguas en el túnel emisor ponien-
te. Tiene una extensión de 130 hectáreas, su capacidad de
almacenamiento es de 4 metros cúbicos y es utilizado ex-
clusivamente para el manejo temporal de los picos de llu-
via provenientes de las zonas urbanas. 

Al paso del tiempo, y debido al crecimiento de la metrópo-
li y a los hundimientos regionales provocados por la ex-
plotación de los mantos acuíferos ubicados en el subsuelo
de ésta, ha sucedido lo siguiente: 

a) El gran canal del desagüe ha perdido su capacidad de
desalojo, limitándose a un máximo de 40 m3/s, ayuda-
do por una estación de bombeo situada en el km
18+600. 

b) El emisor del poniente depende de que el vaso regu-
lador El Cristo presente niveles de agua altos para que
vierta un cierto caudal para su desalojo. Lo anterior im-
plica cerrar las compuertas de descarga al Río de Los
Remedios. Actualmente se ejecuta un proyecto para la
construcción de una estación de bombeo y evitar que se
requieran niveles altos en el vaso, a fin de que el emisor
desaloje escurrimientos pluviales o residuales. 

c) El emisor central ha disminuido también su capaci-
dad de desalojo por la variación de su coeficiente de ru-
gosidad (falta de mantenimiento) y por la descarga de
importantes caudales a través del inspector centro-po-
niente, que provoca importantes remansos aguas arriba,
reflejados en su lumbrera “O”.3

En razón de lo anterior, tal y como lo señala el promoven-
te, los niveles altos de agua del vaso de El Cristo, necesa-
rios para su funcionamiento, ocasionaron una situación de
insalubridad para la zona circundante. 

La Comisión Nacional del Agua señala que, desde 2007,
personal técnico inició labores de inspección, evaluación y
reparación hidráulica en el emisor central para revisar si se
cumplen con la resolución en materia de impacto ambien-
tal y a la normatividad, respecto del manejo de lixiviado, el
biogás y las aguas pluviales, para evitar poner en riesgo de
contaminación severa a los cuerpos de agua emisor central

del sistema de drenaje profundo de la zona metropolitana
del valle de México: gran canal km 11 +600, Laguna Casa
Colorada, Canal de Sales y vaso El Cristo.4

Asimismo, y ante el rezago en el desarrollo de infraestruc-
tura hidráulica y a la necesidad de diseñar nuevos sistemas
de drenaje acordes con el desarrollo de la zona metropoli-
tana, el gobierno federal inició las gestiones para realizar
proyectos de modernización y ejecución de inversiones en
obras de agua potable, drenaje y saneamiento. 

Es así que, a través del Fideicomiso 1928, la Comisión Na-
cional del Agua coordina técnicamente la realización de las
obras y proyectos para el saneamiento del valle de México,
y que de manera conjunta autoriza con los gobiernos del
estado de México y del Distrito Federal, en su carácter de
fideicomitentes. Tales acciones tiene como objetivos ga-
rantizar el suministro de agua potable a la zona metropoli-
tana del valle de México, reducir el problema de sobreex-
plotación de los acuíferos y los hundimientos del suelo con
afectaciones a la infraestructura urbana, lograr una solu-
ción integral al desalojo y tratamiento del agua residual,
reducir los riesgos de inundación en la zona metropolitana
y mejorar las condiciones ambientales de las zonas de rie-
go, 

La publicación denominada Subsector agua potable, alcan-
tarillado y saneamiento, publicado por la Comisión Nacio-
nal del Agua en septiembre de 2008, señala que como par-
te del Programa de Sustentabilidad Hídrica del Valle de
México y para mejorar la capacidad de desalojo de las
aguas residuales y realizar la inspección anual y conserva-
ción del túnel emisor central, principal salida de las aguas
de gran parte de la cuenca de México, se inició la cons-
trucción de las plantas de bombeo gran canal kilómetro
11+600, Casa Colorada (cárcamo superficial) y vaso El
Cristo, las cuales son operadas por el Organismo de Cuen-
ca Aguas del Valle de México.5

Efectivamente, para el caso que nos ocupa, en marzo de
2007,6 el Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, la
Sociedad Nacional de Crédito, la Institución de Banca de
Desarrollo, el Fideicomiso 1928 “Para apoyar el Sanea-
miento del Valle de México”, ingresó a la Dirección Gene-
ral de Impacto y Riesgo Ambiental, el proyecto para la
construcción de una planta de bombeo en el vaso regulador
El Cristo, municipio de Tlalnepantla, estado de México, a
fin de derivar en épocas de estiaje el agua del Río de los
Remedios hacia el túnel del emisor poniente.7
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El objetivo de la construcción y operación de la planta de
bombeo es la derivación en épocas de estiaje, del caudal
del Río de los Remedios aguas arriba del vaso hacia el emi-
sor poniente, sin que sea necesario incrementar el nivel del
embalse por el almacenamiento de aguas negras, que en el
estiaje constituyen la mayor parte del caudal del río, lo que
significa mejores condiciones salubres que el método anti-
guo.

Con base en lo anterior y aunado a lo que señala el promo-
vente, respecto de hacer efectivo el derecho a un medio
ambiente sano para los habitantes de Naucalpan de Juárez,
resulta necesario que las autoridades competentes continú-
en tomando las medidas pertinentes para el saneamiento in-
tegral del vaso regulador El Cristo. 

De acuerdo con lo antes expuesto, los integrantes de estas
comisiones unidas dictaminadoras que suscriben el presen-
te, se permiten someter a consideración de esta honorable
asamblea el siguiente 

Punto de Acuerdo 

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Comisión Nacional del Agua a 

1. Realizar un diagnóstico integral para el saneamiento
del vaso regulador El Cristo. 

2. Informar a esta soberanía de las acciones, estudios y
proyectos realizados para el saneamiento del vaso regu-
lador El Cristo en el marco del Programa para la Sus-
tentabilidad Hídrica de la Cuenca del Valle de México.

3. Elaborar un diagnóstico sobre la calidad del agua en
el vaso El Cristo, entendiendo que sus aguas se reutili-
zarán y, en el caso de existir un estudio, informar a esta
soberanía los resultados de éste. 

4. Informar a esta soberanía sobre las labores de inspec-
ción, evaluación y reparación hidráulica realizadas que
afecten el vaso regulador El Cristo, a fin de saber si
cumplen con la normatividad ambiental vigente, en lo
que respecta al manejo de lixiviado, biogás y las aguas
pluviales. 

5. A través de su Coordinación de Proyectos de Abaste-
cimiento del Organismo de Cuenca Aguas del Valle de
México informar a esta soberanía de los efectos que ha

tenido la instalación de bombeo vaso de Cristo, para el
cumplimiento de las metas contenidas en el Programa
de Saneamiento del Valle de México y las acciones que
falten de realizar para el cumplimiento de éstas. 

Notas:

1 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de enero de
2003.

2 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre
de 2006.

3 http://www.imta.mxlgaceta/anteriores/g04-08-2007/sistema-drenaje-
mexico.html 

4 http://www.conagua.gob.mx/CONAGUA07/Noticias/NERTIEN-
TES-145. pdf

5 http://www.conagua.gob.mx/CONAGUA07/Noticias/dSAPAS_
2008. pdf 

6 htpp://sinat.semarnat.gob.mx/dgiraDocs/documentos/mex/resoluti-
vos/2007/15EM2007H0006.pdf 

7 http://www.imta.mx/gaceta/anteriores/g04-08-2007/gaceta-imta-
04.pdf 

Dado en el salón de plenos de la honorable Cámara de Diputados el 17
de febrero de 2010. 

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Ninfa Salinas Sada (rúbrica), presidenta; Roberto Borge Angulo, Jeny
de los Reyes Aguilar (rúbrica), Héctor Franco López (rúbrica), Ernes-
to de Lucas Hopkins (rúbrica), Augusta Valentina Díaz de Rivera Her-
nández (rúbrica), Agustín Torres Ibarrola (rúbrica), María Dina Herre-
ra Soto (rúbrica), Araceli Vásquez Camacho (rúbrica), Alejandro
Carabias Icaza (rúbrica), Jaime Álvarez Cisneros (rúbrica), secretarios;
Andrés Aguirre Romero (rúbrica), Juan José Guerra Abud (rúbrica),
Eduardo Yánez Montaño (rúbrica), María Estela de la Fuente Dagdug,
Judith Fabiola Vásquez Saut (rúbrica), José Ignacio Pichardo Lechuga
(rúbrica), Jorge Venustiano González Ilescas, José Alfredo Torres Bui-
trón (rúbrica), Francisco Alejandro Moreno Merino, Víctor Manuel
Kidnie de la Cruz (rúbrica), Jesús Giles Sánchez (rúbrica), Juan Pablo
Escobar Martínez (rúbrica), Leoncio Alfonso Morán Sánchez (rúbri-
ca), María de la Paz Quiñónez Cornejo (rúbrica), José Manuel Hinojo-
sa Pérez (rúbrica), Alejandro Bahena Flores, Óscar Saúl Castillo An-
drade (rúbrica), Leticia Robles Colín (rúbrica), Gerardo del Mazo
Morales (rúbrica).
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La Comisión de Recursos Hidráulicos, diputados: Óscar Javier La-
ra Aréchiga (rúbrica), presidente; Emilio Andrés Mendoza Kaplan, Jo-
sé Ignacio Pichardo Lechuga (rúbrica), Alicia Elizabeth Zamora Vil-
llalva (rúbrica), José Manuel Marroquín Toledo (rúbrica), Silvia Isabel
Monge Villalobos, Francisco Javier Orduño Valdez, Leticia Robles Co-
lín (rúbrica), José María Valencia Barajas (rúbrica), Ninfa Clara Sali-
nas Sada (rúbrica), Cora Cecilia Pinedo Alonso (rúbrica), secretarios;
Jaime Álvarez Cisneros (rúbrica), José Antonio Aysa Bernat, Antonio
Benítez Lucho (rúbrica), Óscar Saúl Castillo Andrade (rúbrica), Ben-
jamín Clariond Reyes Retana (rúbrica), Rogelio Manuel Díaz Brown
Ramsburgh (rúbrica), Héctor Franco López (rúbrica), Francisco Alber-
to Jiménez Merino (rúbrica), Baltazar Martínez Montemayor, Edgardo
Melhem Salinas (rúbrica), Ramón Merino Loo (rúbrica), Manuel Gui-
llermo Márquez Lizalde (rúbrica), Juan de Jesús Pascualli Gómez (rú-
brica), María de la Paz Quiñones Cornejo (rúbrica), Domingo Rodrí-
guez Martell, Jorge Rojo García de Alba (rúbrica), Fausto Sergio
Saldaña del Moral (rúbrica), Rolando Zubia Rivera (rúbrica).»

LAICIDAD DEL ESTADO

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Dictamen de la Comisión de Gobernación, con punto de
acuerdo relativo al respeto de la laicidad del Estado por las
asociaciones religiosas que redunde en la observancia de
los derechos humanos de gays, lesbianas, bisexuales, tran-
sexuales y transgénero

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación fue turnada, para estudio,
análisis y dictamen, proposición con punto de acuerdo re-
lativo al respeto del principio de la laicidad del Estado me-
xicano por parte de las asociaciones religiosas.

Esta  Comisión de Gobernación, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; 58, 87, 88 y demás aplicables del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración
de esta honorable asamblea dictamen basándose en los si-
guientes

Antecedentes

I. Con fecha ocho de diciembre de dos mil nueve, los di-
putados Balfre Vargas Cortez y Enoé Margarita Uranga

Muñoz, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática; Jaime Arturo Vázquez Agui-
lar, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza; y Rubén
Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolucionario Institucional, haciendo uso de la
facultad que les confiere el artículo 58 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, presentaron a consideración de es-
ta Cámara de Diputados la proposición con punto de
acuerdo por el que se solicita la Secretaría de Gobernación
que demande de las iglesias y asociaciones religiosas el
cumplimiento estricto del principio de laicidad que rige al
Estado mexicano. 

II. En la misma fecha, ocho de diciembre de dos mil nue-
ve, la proposición con punto de acuerdo mencionada fue
turnada por disposición de la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión a la Comisión de Gobernación para estudio y
dictamen.

III. Con fecha veintiocho de abril de dos mil diez, se pre-
sentó al pleno de la Comisión de Gobernación el proyecto
de dictamen correspondiente, siendo aprobado.

Contenido de la proposición

La diputada Enoé Margarita Uranga Muñoz refiere la im-
portancia en el debate legislativo del fortalecimiento del
estado laico como tema primordial para la democracia me-
xicana. La proponente, ante declaraciones del clero católi-
co contra personas homosexuales, afirma que “quienes cre-
emos en que los seres humanos tienen derecho a la
felicidad, quienes sabemos que el mejor valor de la socie-
dad está en su diversidad, quienes entendemos que la de-
mocracia es diálogo entre distintos, donde no tiene cabida
la imposición absurda de ‘verdades únicas e incuestiona-
bles’, somos innumerables quienes estamos comprometi-
dos en esta idea de país, sin importar cual sea nuestra pre-
ferencia sexual”.

En este sentido, y en defensa del estado laico, la proponen-
te argumenta que los “derechos sexuales son parte de los
derechos humanos, los cuales tienen la característica de ser
universales, inalienables, imprescriptibles, interdependien-
tes, inviolables e intransferibles, de manera que su ataque
repercute en los demás aspectos de la vida de las personas,
a quienes les toca determinar libremente su preferencia sin
ser molestados en su privacidad, siempre y cuando no afec-
te los derechos de terceros”.
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Por las declaraciones del clero católico, la proponente con-
sidera necesaria la intervención de la Secretaría de Gober-
nación para mantener las relaciones con las distintas aso-
ciaciones religiosas dentro del marco del respeto a los
derechos humanos, por lo que la dependencia debe hacer
un apercibimiento o aplicar las sanciones correspondientes
“ante estas intromisiones en los asuntos internos del país
por parte de  los representantes del Estado Vaticano, que
constituyen una flagrante violación a nuestra Constitución
política y un desafío al Estado laico”.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la propues-
ta, los integrantes de la Comisión de Gobernación de la
LXI Legislatura de la Cámara de Diputados exponemos las
siguientes

Consideraciones

1. El artículo 130, primer párrafo, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos establece uno de los
principios fundamentales que rige las relaciones del Estado
con las iglesias: la separación de los negocios civiles y
eclesiásticos, considerando, además, la sujeción de las
agrupaciones religiosas a las leyes de la república:

Artículo 130. El principio histórico de la separación del
Estado y las iglesias orienta las normas contenidas en el
presente artículo. Las iglesias y demás agrupaciones re-
ligiosas se sujetarán a la ley.

2. La Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, pu-
blicada el 15 de julio de 1992 en el Diario Oficial de la Fe-
deración, consagra a laicidad del Estado mexicano, debien-
do ejercer su autoridad sólo en lo relativo a la observancia
de las leyes, como queda establecido en su artículo 3o:

Artículo 3o. El Estado mexicano es laico. El mismo
ejercerá su autoridad sobre toda manifestación religiosa,
individual o colectiva, sólo en lo relativo a la observan-
cia de las leyes, conservación del orden y la moral pú-
blicos y la tutela de derechos de terceros. El Estado no
podrá establecer ningún tipo de preferencia o privilegio
en favor de religión alguna. Tampoco a favor o en con-
tra de ninguna iglesia ni agrupación religiosa.

3. El principio de laicidad define al Estado como neutral o
no confesional en materia religiosa, es decir, no concurre
con las opciones religiosas de los ciudadanos mediante la
adopción religiosa oficial. Cuando se encuentra garantiza-

da la libertad religiosa en una sociedad, el Estado laico se
muestra respetuoso, pero no indiferente del fenómeno reli-
gioso y de la separación real y efectiva entre el Estado y las
iglesias, pudiendo existir relaciones de cooperación. En ese
sentido, la legislación se orienta hacia la superación del Es-
tado confesional.

4. El artículo 130, segundo párrafo, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos señala la facultad
conferida al Congreso de la Unión para legislar en materia
de culto público, iglesias y asociaciones religiosas; por otro
lado, es competencia del Ejecutivo, a través de la Secreta-
ría de Gobernación, la aplicación de las disposiciones con-
tenidas en la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Pú-
blico, de acuerdo a lo establecido en su artículo 25:

Artículo 25. Corresponde al Poder Ejecutivo federal por
conducto de la Secretaría de Gobernación la aplicación de
esta ley. Las autoridades estatales y municipales, así como
las del Distrito Federal, serán auxiliares de la federación en
los términos previstos en este ordenamiento.

Las autoridades federales, estatales y municipales no inter-
vendrán en los asuntos internos de las asociaciones religio-
sas.

…

5. La Secretaría de Gobernación, a través de la Subsecreta-
ría de Población, Migración y Asuntos Religiosos tiene la
competencia para aplicar lo relativo a la legislación en ma-
teria de asociaciones religiosas, como señala el artículo 3o.
del Reglamento de la Ley de Asociaciones Religiosas y
Culto Público:

Artículo 3o. La aplicación del presente reglamento co-
rresponde a la secretaría, por conducto de la subsecreta-
ría y de la dirección general. Las atribuciones encomen-
dadas a la dirección general las aplicará sin perjuicio de
que éstas puedan ser ejercidas directamente por la sub-
secretaría.

Son autoridades auxiliares de la federación en la aplica-
ción de la ley y el presente reglamento, las de los go-
biernos de los estados y los municipios, así como las del
Distrito Federal.

La secretaría podrá dictar los criterios y disposiciones
de carácter administrativo que sean necesarios para la
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correcta aplicación e interpretación del presente regla-
mento, con arreglo al ámbito de su competencia y en ob-
servancia de las disposiciones jurídicas en la materia.

6. En las relaciones con las asociaciones religiosas, las au-
toridades observarán el principio de separación del Estado
y las iglesias, la laicidad y la igualdad ante la ley. Las au-
toridades federales, estatales y municipales, en el ámbito
de su competencia, realizarán los actos necesarios para ga-
rantizar a cualquier persona el libre ejercicio de los dere-
chos y libertades en materia religiosa, propiciando la coe-
xistencia pacífica entre los individuos, entre individuos y
grupos de las distintas religiones y credos con presencia en
el país, especialmente el fomento del diálogo y la convi-
vencia interreligiosa, según señala el artículo 32 del Regla-
mento de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Públi-
co.

7. En la actualidad, las iglesias han tenido un papel activo
de opinión en los diversos temas nacionales y, en este sen-
tido, las discusiones y debates se seguirán dando, ya que
existen temas pendientes en las agendas de los órganos pú-
blicos que interesan a las asociaciones religiosas, como es
la promoción de iniciativas que pretenden una reforma a
los preceptos constitucionales y legales sobre la laicidad
del Estado mexicano y relaciones del Estado con las igle-
sias.

8. Esta comisión considera importante seguir fortaleciendo
el principio del Estado laico y el de separación del Estado
y las iglesias, por lo que la autoridad competente debe ser
garante del cumplimiento de las disposiciones constitucio-
nales establecidas en los artículos 24 y 130, además de pro-
veer en la esfera administrativa la exacta observancia y
aplicación de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto
Público y su Reglamento por lo que, en aras de la demo-
cracia, debe promoverse la idea de diálogo y tolerancia
siendo viable el exhorto para que la Secretaría de Gober-
nación realice los actos necesarios que garanticen el respe-
to del Estado laico que redunde en el respeto a los derechos
humanos.

9. Por otro lado, si bien el Congreso de la Unión tiene la fa-
cultad constitucional de legislar en materia de culto públi-
co y de iglesias y agrupaciones religiosas, según el artícu-
lo130, segundo párrafo, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, es necesario precisar que sólo
compete al Ejecutivo realizar las procedimientos previstos
en la Ley de Asociaciones Religiosas y su Reglamento

cuando la actividad de las asociaciones religiosas vulnere
el orden legal vigente.

10. De acuerdo con el artículo 29 de la Ley de Asociacio-
nes Religiosas y Culto Público, son infracciones a dicho
ordenamiento por parte de los sujetos a la que misma se re-
fiere:

Artículo 29. Constituyen infracciones a la presente ley
por parte de los sujetos que ésta se refiere:

I. Asociarse con fines políticos, así como realizar pro-
selitismo o propaganda de cualquier tipo a favor o en
contra de candidato, partido o asociación política algu-
nos;

II. Agraviar a los símbolos patrios o de cualquier modo
inducir a su rechazo;

III. Adquirir, poseer o administrar las asociaciones reli-
giosas, por sí o por interpósita persona,  bienes y dere-
chos que no sean, exclusivamente, los indispensables
para su objeto, así como concesiones de la naturaleza
que fuesen;

IV. Promover la realización de conductas contrarias a la
salud o integridad física de los individuos;

V. Ejercer violencia física o presión moral, mediante
agresiones o amenazas, para el logro o realización de
sus objetivos;

VI. Ostentarse  como  asociación  religiosa  cuando se
carezca del registro constitutivo otorgado por la Secre-
taría de Gobernación;

VII. Destinar  los bienes que las asociaciones adquieran
por cualquier título a un fin distinto del previsto en la
declaratoria de procedencia correspondiente;

VIII. Desviar de tal manera los fines de las asociaciones
que éstas pierdan o menoscaben gravemente su natura-
leza religiosa;

IX. Convertir un acto religioso en reunión de carácter
político;

X. Oponerse a las leyes del país o a sus instituciones en
reuniones públicas;
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XI. Realizar actos o permitir aquellos que atenten con-
tra la integridad, salvaguarda y preservación  de los
bienes que componen el patrimonio cultural del país, y
que están en uso de las iglesias, agrupaciones o asocia-
ciones religiosas, así como omitir las acciones que sean
necesarias para lograr que dichos bienes sean preserva-
dos en su integridad y valor; y

XII. Las demás que se establecen en la presente ley y
otros ordenamientos aplicables. 

11. De esta forma, y de acuerdo con las infracciones espe-
cíficas que la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Pú-
blico señala, una vez que se haya demostrado que existe
responsabilidad de la asociación religiosa, sólo la autoridad
competente, en este caso la Secretaría de Gobernación,
procederá a la sanción, la cual puede ir desde el apercibi-
miento hasta la cancelación del registro, de acuerdo a la na-
turaleza y gravedad de la falta o infracción, la posible alte-
ración de la tranquilidad social y el orden público, la
situación económica y grado de instrucción del infractor y
la reincidencia, si la hubiere, de acuerdo a lo previsto en el
artículos 31 y 32 de la Ley de Asociaciones Religiosas y
Culto Público.

12. Esta comisión, de acuerdo a lo expuesto, estima que la
legislación en la materia es clara en cuanto al procedi-
miento cuando las asociaciones religiosas hayan incurrido
en infracciones a la ley; en este sentido, de haber una posi-
ble violación a la legislación en la materia, deberán reali-
zarse los procedimientos establecidos expresamente que
permitan garantizar la equidad y certeza jurídica, por lo
que no se considera viable el exhorto para que la Secreta-
ría de Gobernación aplique las sanciones contenidas en la
ley en la materia contra los “representantes del Estado Va-
ticano” y considerar “como parte de la sanción una discul-
pa pública…” en favor de las personas integrantes de gru-
pos minoritarios.

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Gober-
nación someten a consideración del pleno de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión el siguiente

Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Gobernación a realizar
los actos necesarios que le son competentes, a través de la
Subsecretaría de Población, Migración y Asuntos Religio-
sos, para garantizar el principio de laicidad del Estado que
redunde en el respeto de los derechos humanos de los inte-

grantes de las personas gays, lesbianas, bisexuales, transe-
xuales y transgénero.

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a veintio-
cho de abril de dos mil diez.

La Comisión de Gobernación, diputados: Javier Corral Jurado (rú-
brica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Fe-
lipe de Jesús Rangel Vargas (rúbrica), Ilich Lozano Herrera (rúbrica),
Lorena Corona Valdés (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pedroza, Claudia
Ruiz Massieu Salinas (rúbrica), Gastón Luken Garza (rúbrica), Fran-
cisco Ramos Montaño, Gregorio Hurtado Leija, Luis Carlos Campos
Villegas (rúbrica), Raúl Domínguez Rex (rúbrica), secretarios; Agustín
Carlos Castilla Marroquín (rúbrica), Sami David David, Nancy Gon-
zález Ulloa (rúbrica), Marcela Guerra Castillo (rúbrica), Jorge Antonio
Kahwagi Macari, Vidal Llerenas Morales, Humberto Lepe Lepe (rú-
brica), Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica), José Ricardo López
Pescador (rúbrica), Andrés Massieu Fernández (rúbrica), Sonia Men-
doza Díaz (rúbrica), Dolores de los Ángeles Nazares Jerónimo, Naza-
rio Norberto Sánchez (rúbrica), Beatriz Paredes Rangel, César Augus-
to Santiago Ramírez, Arturo Zamora Jiménez.»

INDUSTRIA DEL CALZADO

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Dictamen de la Comisión de Economía, con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Economía
a excluir la industria del calzado de la negociación de un
eventual tratado de libre comercio con la República Fede-
rativa de Brasil

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión correspondiente a la LXI Legislatu-
ra fue turnada para estudio y dictamen la proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de
Economía a excluir la industria del calzado de la nego-
ciación de un eventual tratado de libre comercio con la
República Federativa de Brasil, presentada por la diputa-
da Norma Sánchez Romero, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, el 22 de abril de 2010 ante el ple-
no de la Cámara de Diputados. Lo anterior, con fundamen-
to en los artículos 58 a 60 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos.
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La Comisión de Economía, con fundamento en los artícu-
los 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y
58, 60, 87, 88 y 94 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se abocó al estudio y análisis de la proposición de pun-
to de acuerdo descrita, al tenor de los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en la Cámara de Diputados
el 22 de abril de 2010, los secretarios de ésta dieron cuen-
ta al pleno de esta soberanía de la proposición de punto de
acuerdo que presentó la diputada Norma Sánchez Romero,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Segundo. El presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Econo-
mía”.

Tercero. La legisladora expone en resumen lo siguiente:

En el contexto de la globalización de nuestros días, la
competitividad surge como un instrumento de suma im-
portancia para lograr el crecimiento y el desarrollo eco-
nómico. En este sentido, la competitividad de cada país
se basa en buena medida en las relaciones y capacidades
de los sectores económicos y sociales.

El desarrollo de la competitividad nacional es de suma
importancia para mejorar las condiciones de vida de la
población. En ese contexto, debemos reconocer que
nuestro país ha perdido varias posiciones en los índices
de competitividad a escala internacional.

De acuerdo con el índice de competitividad global del
Foro Económico Mundial, México ocupa el lugar 60 y
sólo ocupa posiciones competitivas en los rubros de es-
tabilidad macroeconómica, en el lugar 48, en educación
superior y capacitación, en el lugar 24, y en tamaño de
mercado, en el lugar 11.

Analistas internacionales han establecido una relación
directamente proporcional entre la calidad del marco re-
gulatorio y el crecimiento económico, por lo que se es-
tima que un incremento de 10 por ciento en la calidad
del marco regulatorio, asumiendo que otros factores no
cambien, puede tener un efecto positivo de 0.5 por cien-
to en el crecimiento del producto interno bruto.

El gobierno federal ha realizado esfuerzos importantes
para incrementar la competitividad del país. No obstan-
te, es necesario profundizar en dichas políticas para co-
locar nuestras empresas en posición de competir con
éxito en el mercado internacional, sobre todo en secto-
res vulnerables a la competencia.

Nuestro país ha firmado acuerdos comerciales con 50
países; y está en proceso de negociación un tratado de li-
bre comercio con Brasil, de acuerdo con el memorando
de entendimiento firmado por los presidentes de Méxi-
co y de Brasil, en su reciente encuentro en Cancún, con
motivo de la reunión de presidentes de América Latina
y el Caribe.

Por otro lado, la fracción VI del artículo 4o. de la Ley
sobre Aprobación de Tratados Internacionales en Mate-
ria Económica considera que en el procedimiento de
aprobación de un tratado se tendrá que prever que las
normas de éstos consideren las asimetrías, las diferen-
cias y los desequilibrios, así como las medidas corres-
pondientes para compensarlas.

En este momento, la Secretaría de Economía consulta a
diversos sectores industriales del país para iniciar nego-
ciaciones de un eventual tratado de libre comercio con
la República Federativa de Brasil, por lo que se deben
analizar los beneficios y las ventajas que se esperan, en
especial en la industria del calzado.

En el caso particular de la industria del calzado, hay
fuertes asimetrías entre la industria brasileña y la mexi-
cana, entre las que podemos destacar las siguientes:

• El tamaño de cada industria;

• La importancia de las exportaciones;

• La diversidad de mercados;

• La diversificación de mercancías exportadas;

• La penetración en los mercados internacionales;

• El grado de penetración de las importaciones en el
mercado doméstico;

• La existencia de incentivos; y

• Las subvenciones para la exportación.
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La industria del calzado en Brasil es al menos 4 veces ma-
yor que la mexicana, donde se producen 808 millones de
pares, cuando en México se producen 244 millones anual-
mente. Por otro lado, Brasil importa sólo 28 millones de
pares, mientras que México importa 54 millones. Asimis-
mo, en Brasil existen incentivos y subvenciones para la ex-
portación por parte gobierno, acciones que no ocurren en
nuestro país con la misma intensidad.

La industria del calzado de Brasil tiene vocación para las
exportaciones, y el mercado mexicano se presenta ávido de
importaciones; por tanto, una negociación comercial con
ese país ofrecería una ventaja a Brasil en la medida en que
es una industria más grande, centrada en la exportación,
con mayor diversificación de mercancías y con canales de
exportación a México ya establecidos.

Aunque las condiciones económicas entre México y Brasil
son similares, ya que ambos forman parte de las principa-
les economías emergentes del mundo y son las dos más
grandes de América Latina, a diferencia de México, Brasil
mantiene cerrada su economía con programas de protec-
ción a su industria.

Asimismo, Brasil ha suscrito pocos acuerdos de apertura
comercial, lo que también nos habla de una economía ce-
rrada y proteccionista, mientras que México ha venido sos-
teniendo desde hace años una política de apertura casi total
con muchos países, lo que ha venido eliminando los aran-
celes de importación a muchísimos productos.

Por otro lado, es importante comentar que entre las asime-
trías con el mercado brasileño, de acuerdo con el estudio
del Banco Mundial Doing business (en el cual se analiza-
ron 183 economías), Brasil está catalogado en el lugar 126
en facilidad para abrir un negocio y en el lugar 113 para ob-
tener un permiso o licencia de construcción, con lo cual se
evidencia la dificultad regulatoria que implicará abrir y
operar un negocio por parte de mexicanos en Brasil, cuya
tramitología es más complicada que la que tenemos en Mé-
xico, toda vez que nuestro país está mejor posicionado en
estos indicadores: en los lugares 90 y 37, respectivamente.

En el tema de comercio transfronterizo, de acuerdo con el
mismo estudio, Doing business, Brasil es más complicado
para realizar este tipo de actos de comercio, pues se sitúa
en el lugar 100, mientras que México se encuentra en el lu-
gar 74. Este indicador revela que nuestros empresarios en-
contrarán más trabas regulatorias en Brasil.

En términos generales, México se encuentra mejor posi-
cionado en el estudio Doing business, en el lugar 51, mien-
tras que Brasil se encuentra en el 129. Esto, lejos de ser una
ventaja para empresarios mexicanos, revela que el ambien-
te de negocios en Brasil es más regulado que el mexicano;
de ahí la importancia de evaluar cuidadosamente las asi-
metrías y analizar si la apertura comercial beneficia la eco-
nomía nacional.

Con base en un ejercicio comparativo ordenado por los in-
dustriales del calzado con cifras de la Secretaría de Econo-
mía, un tratado de libre comercio con la República Federa-
tiva de Brasil daría con relación a la industria del calzado
resultados como los siguientes:

1. Brasil incrementaría sus exportaciones a México de-
bido a una mejora competitiva de sus precios con rela-
ción a los de los otros exportadores, dándose desviacio-
nes en los flujos de comercio. Esto favorecería a los
industriales brasileños respecto a los demás exportado-
res y a los fabricantes mexicanos.

2. México no incrementaría sus exportaciones a Brasil
como resultado de una baja arancelaria. Por el contrario,
agravaría la tendencia actual, en la que México dismi-
nuye sus exportaciones, aumenta las importaciones y
disminuye la producción nacional.

3. La industria del calzado no mejorará sus condiciones
con este tratado, pero sí podrá agravarlas, dadas las con-
diciones económicas del país, pudiendo generar un in-
cremento del desempleo en este sector de la industria
nacional, que genera empleo a un número considerable
de mexicanos.

Una política de apertura comercial indiscriminada, multila-
teral o bilateral, que no se acompaña de una política indus-
trial sectorial ocasiona efectos negativos para la industria,
y puede poner en riesgo 99 mil empleos directos que gene-
ra la cadena cuero-calzado en México.

Por ello, antes de realizarla, se debe acordar, definir y apli-
car una política de desarrollo industrial que enfrente y
aproveche dicha apertura, y que eleve la competitividad del
país y de este sector en particular. Asimismo, tienen que
realizarse negociaciones sectorizadas que reconozcan las
características particulares de cada industria y no una ne-
gociación general.
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Además, los productores de México trabajan en otra tarea,
pues en diciembre de 2011 se abrirá el mercado al calzado
chino, por lo que el tiempo que queda se destinará a elevar
la competitividad de las empresas.

Estaremos impulsando todas las acciones legislativas para
elevar la competitividad del país con la finalidad hacer más
sencillo a los empresarios y ciudadanos mexicanos hacer
negocios y cumplir sus obligaciones. Ésta es la tarea prio-
ritaria que debemos asumir y que asumo durante mi gestión
en la Cámara de Diputados para elevar los niveles de com-
petitividad que permitan y faciliten a los mexicanos afron-
tar con éxito los retos que les plantean los tiempos presen-
tes.

De ahí que me sume a la tesis de que es necesario reflexio-
nar y analizar cuidadosamente cada nuevo tratado de libre
comercio que se pretenda suscribir evaluando las asimetrí-
as competitivas de nuestro país.

En virtud de lo anterior, propongo que esta Cámara exhor-
te respetuosamente a la Secretaría de Economía de la ad-
ministración pública federal a efecto de que la industria del
calzado quede fuera de las negociaciones del tratado de li-
bre comercio con la República Federativa de Brasil.

Por lo expuesto, me permito someter a consideración des-
de esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Que se exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Economía de la administración pública federal a excluir la
industria del calzado de la negociación de un eventual tra-
tado de libre comercio con la República Federativa de Bra-
sil, por las fuertes asimetrías que hay entre ambas indus-
trias y entre la calidad regulatoria, que causarían un
impacto negativo en la industria del calzado nacional.

Consideraciones

Primera. Que de conformidad con el numeral 3 del artícu-
lo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, con relación con al 34 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, la Comi-
sión de Economía es competente para conocer sobre la pro-
posición de punto de acuerdo presentada por la diputada
Norma Sánchez Romero.

Segunda. Que con base en los antecedentes indicados por
la diputada Norma Sánchez Romero, la Comisión de Eco-
nomía, con las atribuciones señaladas, se abocó de forma
respetuosa y responsable a dictaminar la proposición con
punto de acuerdo referida.

Tercera. El artículo 89 constitucional enuncia en la frac-
ción X la facultad y obligación del titular del Ejecutivo fe-
deral de dirigir la política exterior y celebrar tratados inter-
nacionales, observando los principios normativos de la
conducción de esta política, la cooperación internacional
para el desarrollo y la lucha por la paz y la seguridad inter-
nacionales.

Cuarta. Que las fracciones I y II del artículo 34 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal señalan que
corresponde a la Secretaría de Economía

“… I. Formular y conducir las políticas generales de in-
dustria, comercio exterior, interior, abasto y precios del
país; con excepción de los precios de bienes y servicios
de la administración pública federal…;

… II. Regular, promover y vigilar la comercialización,
distribución y consumo de los bienes y servicios…

Quinta. Que el artículo 4 de la Ley sobre la Aprobación de
Tratados Internacionales en Materia Económica establece
que para la aprobación de un tratado se observará con-
gruencia con diversos objetivos particulares según proce-
da, de los que resultan relevantes, entre otros

I. En materia de prácticas desleales de comercio exte-
rior, fomentar la libre concurrencia y buscar las sanas
prácticas de competencia y prever y promover mecanis-
mos para contrarrestar los efectos de las prácticas desle-
ales de comercio de los países con que se contrate.

II. Impulsar la eliminación o reducción de obstáculos in-
necesarios al comercio que sea incompatibles con la ley
y con los compromisos internacionales.

III. Prever que las normas de los tratados consideren las
asimetrías, las diferencias y los desequilibrios, así como
las medidas correspondientes para compensarlos.

Sexta. Que como es de dominio público, la Secretaría de
Economía se encuentra deliberando con diversos sectores
industriales para iniciar negociaciones de un eventual tra-
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tado de libre comercio con la República Federativa de Bra-
sil en diferentes áreas económicas, entre las que se incluye
la industria del calzado.

Séptima. Que tal y como asienta la diputada Norma Sán-
chez Romero en la exposición de motivos del punto de
acuerdo que nos ocupa, antes de proceder a la suscripción
de un acuerdo internacional comercial, de conformidad con
el artículo 4 de la Ley sobre la Aprobación de Tratados In-
ternacionales en Materia Económica, se deben tomar en
cuenta los objetivos particulares que se apuntaron líneas
arriba, haciendo un ejercicio de comparación respecto a los
siguientes rubros:

• El tamaño de cada industria;

• La importancia de las exportaciones;

• La diversidad de mercados;

• La diversificación de mercancías exportadas;

• La penetración en los mercados internacionales;

• El grado de penetración de las importaciones en el
mercado doméstico;

• La existencia de incentivos; y

• Las subvenciones para la exportación.

Ahora bien, si tomamos en cuenta que la industria del cal-
zado en Brasil es al menos cuatro veces mayor que la me-
xicana, que las importaciones de Brasil en este rubro son
por 28 millones de pares, mientras que México importa 54
millones, que en Brasil existen incentivos y subvenciones
para la exportación por parte del gobierno, lo que no suce-
de con la misma frecuencia en México, y que Brasil man-
tiene cerrada su economía con programas de protección a
su industria, en tanto México sostiene una amplia política
de apertura comercial y desregulación arancelaria, pode-
mos fácilmente concluir que hay fuertes asimetrías entre la
industria brasileña y la mexicana.

Octava. De acuerdo con el estudio del Banco Mundial
Doing business, México está posicionado en el lugar 90 en
cuanto a facilidad para abrir un negocio y en el 37 respec-
to a la obtención de un permiso o una licencia de construc-
ción, mientras que Brasil se encuentra en los lugares 126 y
113, respectivamente. Ello evidencia que el marco regula-

torio para abrir y operar un negocio en Brasil es más com-
plicado que en México, lo que expresa una asimetría toral
entre ambas economías. Cabe destacar que el estudio ofre-
ce una medición cuantitativa cuyos indicadores se basan en
la valoración de las regulaciones sobre apertura de una em-
presa, manejo de permisos de construcción, empleo de tra-
bajadores, registro de propiedades, obtención de crédito,
protección de inversores, pago de impuestos, comercio
transfronterizo, cumplimiento de contratos y cierre de una
empresa. Ello, con la premisa fundamental de que la acti-
vidad económica requiere buenas normas, como las que es-
tablecen y esclarecen derechos de propiedad, las que redu-
cen los costos de resolución de disputas, las que tornan más
predecibles las interacciones económicas y las que propor-
cionan a las partes contratantes importantes medidas de
protección contra los abusos. El estudio otorga mejores
clasificaciones a los países que con regulaciones rigurosas;
por ejemplo, al considerar requisitos estrictos de divulga-
ción de información para velar por la transparencia de ope-
ración; o premia con mejores puestos a los países con pro-
cedimientos simplificados para aplicar la regulación
existente, como oficinas de ventanilla única para dar cum-
plimiento a las formalidades de apertura de empresas.

Novena. Por lo anterior, los integrantes de la Comisión de
Economía comparten la preocupación de la diputada pro-
ponente y coinciden en exhortar respetuosamente a la Se-
cretaría de Economía a excluir la industria del calzado de
las negociaciones de un tratado de libre comercio con el
Brasil, pues hay asimetrías que ponen en riesgo la industria
nacional.

Décima. En virtud de lo expuesto, la Comisión de Econo-
mía

Acuerda

Único. La honorable Cámara de Diputados exhorta respe-
tuosamente a la Secretaría de Economía de la administra-
ción pública federal a excluir la industria del calzado de la
negociación de un eventual tratado de libre comercio con
la República Federativa de Brasil, por las fuertes asimetrí-
as existentes entre las respectivas industrias y entre la cali-
dad regulatoria, pues se causaría un efecto negativo a la in-
dustria del calzado nacional.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2010.

La Comisión de Economía, diputados: Ildefonso Guajardo Villa-
rreal (rúbrica), Alejandro Cano Ricaud (rúbrica), Melchor Sánchez de
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la Fuente (rúbrica), Jorge Alberto Juraidini Rumilla (rúbrica), José Luis
Velasco Lino (rúbrica), Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica), Norma
Sánchez Romero (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Le-
oncio Alfonso Morán Sánchez (rúbrica), Rodrigo Pérez-Alonso Gon-
zález (rúbrica), Indira Vizcaíno Silva (rúbrica), Jorge Antonio Kahwa-
gi Macari, Noé Fernando Garza Flores (rúbrica), Jorge Hernández
Hernández (rúbrica), Susana Hurtado Vallejo (rúbrica), Jorge Humber-
to López Portillo Basave (rúbrica), David Penchyna Grub (rúbrica),
Enrique Salomón Rosas Ramírez (rúbrica), David Ricardo Sánchez
Guevara (rúbrica), José Antonio Arámbula López (rúbrica), Sergio Ga-
ma Dufour (rúbrica), Luis Enrique Mercado Sánchez (rúbrica), Ramón
Merino Loo (rúbrica), Martín Rico Jiménez (rúbrica), Ramón Jiménez
López (rúbrica), Gerardo Leyva Hernández (rúbrica), Carlos Torres
Piña (rúbrica), José M. Torres Robledo (rúbrica), Ifigenia Martha Mar-
tínez y Hernández (rúbrica).»

SECRETARIA DE ECONOMIA

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Dictamen de la Comisión de Economía, con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Economía
a realizar actividades tendentes a enlazar a los proveedores
nacionales de insumos y servicios con los productores de
bienes y servicios finales, como vía generadora de empleo

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión correspondiente a la LXI Legislatu-
ra fue turnada para estudio y dictamen la proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de
Economía a realizar actividades tendentes a enlazar a los
proveedores nacionales de insumos y servicios con los pro-
ductores de bienes y servicios finales, como vía generado-
ra de empleo, presentada por el diputado Isaías González
Cuevas, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, en nombre propio y de integrantes de va-
rios grupos parlamentarios, el 20 de abril de 2010 ante el
pleno de la Cámara de Diputados. Lo anterior, con funda-
mento en los artículos 58 a 60 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

La Comisión de Economía, con fundamento en los artícu-
los 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y
58, 60, 87, 88 y 94 del Reglamento para el Gobierno Inte-

rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se abocó al estudio y análisis de la proposición con
punto de acuerdo descrita, al tenor de los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en la Cámara de Diputados
el 20 de abril de 2010, los secretarios de ésta dieron cuen-
ta al pleno de esta soberanía de la proposición de punto de
acuerdo que presentó el diputado Isaías González Cuevas,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, en nombre propio y de integrantes de los Grupos
Parlamentarios de los Partidos Acción Nacional, Revolu-
cionario Institucional, Verde Ecologista de México, y de la
Revolución Democrática.

Segundo. El presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite: “Túrnese a la comisión de Economía”.

Tercero. El legislador expone en resumen lo siguiente:

El desempleo es un problema fundamental para la so-
ciedad mexicana. Iniciar acciones para su solución es
una obligación de los tres órdenes de gobierno y los Po-
deres de la Unión. Desde el Legislativo asumimos un
compromiso claro con nuestros representados para pro-
mover desde esta alta tribuna propuestas tendentes a ge-
nerar soluciones viables a este complejo problema so-
cial.

Sabemos que los empleos se generan fundamentalmen-
te a partir de inversiones productivas del sector privado,
pero también a partir de los diferentes renglones de la
inversión y el gasto público; sobre todo, son el resulta-
do de las políticas públicas desplegadas. Sin embargo,
los recursos presupuestales son escasos, por lo que su
aplicación debe orientarse a las áreas prioritarias que
sirvan como catalizadores del desarrollo local, regional
y nacional. Los gobiernos federal, estatales y municipa-
les tienen la obligación de proveer a los actores produc-
tivos de un marco institucional que dé certidumbre y
genere confianza entre quienes pueden invertir en em-
presas competitivas que, creciendo, hagan posible el
desarrollo nacional.

El desarrollo económico requiere una nueva dinámica
política que sea capaz de mejorar los negocios del país
en el corto, mediano y largo plazos, a partir del estable-
cimiento de objetivos convergentes, capaces de generar
sinergias que permitan la integración de cadenas de pro-

Año II, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados262



veedores nacionales a las empresas que desde sectores
estratégicos producen bienes y servicios finales.

La Secretaría de Economía está para “promover e ins-
taurar políticas públicas y programas orientados a crear
más y mejores empleos, más y mejores empresas y más
y mejores emprendedores” (http://www.economia.
gob.mx/). Por ello tiene la misión de promover la gene-
ración de empleos de calidad y el crecimiento económi-
co del país, mediante el impulso y la implantación de
políticas públicas que posibiliten la competitividad y las
inversiones productivas. Pero esa competitividad no se
podrá lograr si, como condición indispensable, no se es-
tablecen canales institucionales que permitan al sector
público integrar esfuerzos y presupuestos en el apoyo de
los productores nacionales para establecer cadenas de
abasto que tengan la virtud de detonar el desarrollo de
las economías regionales, a partir de diversas activida-
des estratégicas. Por ello, otra de sus responsabilidades
es generar un ambiente adecuado para que los empresa-
rios que desarrollan su actividad en los sectores estraté-
gicos de la economía tengan a su disposición un con-
junto de servicios que generen productos de alto valor
agregado.

Así, mediante los esfuerzos de la Secretaría de Econo-
mía, el Poder Legislativo y los actores productivos, em-
presarios y sindicatos, se tienen que realizar los esfuer-
zos institucionales para multiplicar el empleo,
identificando los eslabones productivos de cada cadena
estratégica y realizando las acciones pertinentes que
permitan la incorporación de nuevos inversionistas na-
cionales.

En la actualidad, las cadenas productivas de la industria
y los servicios están configuradas con empresas extran-
jeras que producen bienes y servicios en sus países y,
vía exportaciones, abastecen a las empresas que, ope-
rando en territorio nacional, los comercializan. Por ello,
del ingreso obtenido por la venta de bienes y servicios
de México al exterior, una buena proporción sale por
concepto de pago a las empresas extranjeras que abaste-
cen a las empresas de los sectores de la economía.

Para generar empleos decentes en México necesitamos
aprovechar el inmenso potencial productivo del país,
constituido por la situación geográfica, el posiciona-
miento comercial y la infraestructura existente, además
de la experiencia y el conocimiento acumulados por em-

presarios y trabajadores en largos años de actividad para
avanzar en el terreno de la sustitución de importaciones
en las cadenas de abasto de los sectores estratégicos de
la economía, como pueden ser las industrias automotriz,
de la construcción o el sector productor de servicios tu-
rísticos, para reconfigurar las cadenas de abasto de la in-
dustria, incorporando paulatinamente a los productores
nacionales de bienes y servicios.

Adicionalmente, debemos avanzar en la sustitución de
exportaciones de los bienes industriales y los servicios,
incorporando más valor agregado a cada producto y ser-
vicio final, integrando una oferta amplia y diversa de al-
ta calidad a precios competitivos, a partir de impulsar la
capacitación de los trabajadores, los empresarios y sus
representantes, así como su certificación en competen-
cias y la integración de innovaciones derivadas de la in-
vestigación y el desarrollo de nuevas tecnologías en la
formación de nuevos productos y servicios de las cade-
nas productivas estratégicas.

Para que lo anterior sea posible, resulta necesario que
reconstruyamos estas cadenas productivas de los secto-
res estratégicos de la economía, y las transformemos en
cadenas de valor; de modo tal, que las actividades estra-
tégicas se conviertan en el centro de un conjunto muy
amplio de actividades económicas que generen inver-
siones y empleos formales en todas las ramas de la eco-
nomía nacional, que de una u otra manera abastecen a
las industrias estratégicas nacionales.

Consideramos fundamental que la Secretaría de Econo-
mía participe activamente en este objetivo concreto.

Considerando lo anterior, proponemos el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Economía a orga-
nizar a partir del 1 de mayo de 2010 los actos necesa-
rios, como foros, encuentros, ferias o conferencias, para
enlazar a los proveedores nacionales de los grupos em-
presariales pertenecientes a la distintas ramas industria-
les y de servicios con los emprendedores y grupos em-
presariales de las actividades estratégicas, con el
objetivo de reactivar la economía interna del país a par-
tir del desarrollo de cadenas productivas capaces de ge-
nerar empleos decentes, en cantidad suficiente, impul-
sando el desarrollo local y regional de México.
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Consideraciones

Primera. Que de conformidad con el numeral 3 del artícu-
lo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en relación con el 34 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, la Comi-
sión de Economía es competente para conocer sobre la pro-
posición de punto de acuerdo que presentó el diputado Isa-
ías González Cuevas, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, en nombre propio y de inte-
grantes de los Grupos Parlamentarios de los Partidos Ac-
ción Nacional, Revolucionario Institucional, Verde Ecolo-
gista de México, y de la Revolución Democrática.

Segunda. Que con base en los antecedentes indicados por
el diputado Isaías González Cuevas, la Comisión de Eco-
nomía, con las atribuciones señaladas, se abocó de forma
respetuosa y responsable a dictaminar la proposición con
punto de acuerdo referida.

Tercera. Que la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos hace referencia en el artículo 25 a la parti-
cipación del Estado en el fomento del crecimiento econó-
mico y el empleo para garantizar la integridad y
sustentabilidad del Estado mexicano.

Asimismo, establece que el sector público podrá participar
por sí o con los sectores social y privado, de acuerdo con la
ley, para impulsar y organizar las aéreas prioritarias del
desarrollo.

De ese modo, actuando con criterios de equidad social y
productividad se apoyarán e impulsarán las empresas de
los sectores social y privado de la economía, sujetándolas
a las modalidades que dicte el interés público y al uso en
beneficio general de los recursos productivos, cuidando su
conservación y el ambiente.

Cuarta. Que conforme a las fracciones X Bis, XVII, XX y
XIV del artículo 34 de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, a la Secretaría de Economía corres-
ponde

… Coordinar y ejecutar la política nacional para crear y
apoyar empresas que asocien a grupos de escasos recur-
sos en áreas urbanas a través de las acciones de planea-
ción, programación, concertación, coordinación, eva-
luación; de aplicación, recuperación y revolvencia de
recursos para ser destinados a los mismos fines, así co-
mo de asistencia técnica y de otros medios que se re-

quieran para ese propósito, previa calificación, con la
intervención de las dependencias y de las entidades de
la administración pública federal correspondientes y de
los gobiernos estatales y de los municipales, y con la
participación de los sectores social y privado…

… Organizar y patrocinar exposiciones, ferias y con-
gresos de carácter industrial y comercial…;

… Asesorar a la iniciativa privada en el establecimiento
de nuevas industrias en el de las empresas que se dedi-
quen a la exportación de manufacturas nacionales;

Promover, orientar, fomentar y estimular el desarrollo
de la industria pequeña y mediana y regular la organiza-
ción de productores industriales…

Quinta. Que, como establece el Plan Nacional de Desarro-
llo en el apartado de economía competitiva y generadora de
empleos, la creación de empleos favorece la estabilidad, la
seguridad pública y la interacción social respetuosa de los
derechos de los demás; y para crear tales empleos, es ne-
cesario sostener el dinamismo de la inversión para asegu-
rar los recursos suficientes y que todos los sectores de la
población y de la actividad productiva cuenten con un ac-
ceso adecuado a los servicios financieros.

Sexta. Que, como menciona el proponente, el desarrollo
económico requiere una política capaz de mejorar los ne-
gocios del país en el corto, mediano y largo plazos, a par-
tir del establecimiento de objetivos convergentes que gene-
ren sinergias que permitan la integración de cadenas de
proveedores nacionales a las empresas que desde sectores
estratégicos producen bienes y servicios finales.

Séptima. Que para apoyar el empleo y promover la insta-
lación y operación de centros productivos en el país, resul-
ta conveniente crear condiciones favorables para las inver-
siones y apoyar el desarrollo de proyectos productivos y de
empresas que permitan generar oportunidades de trabajo.

Octava. Que en virtud de lo aquí expuesto y en concor-
dancia con los fundamentos que refiere el proponente, y to-
da vez que la Secretaría de Economía es la dependencia
encargada de crear programas que permitan la coordina-
ción entre todos los sectores económicos a fin de impulsar
el desarrollo comercial, lo que invariablemente implica la
generación de empleos formales, los integrantes de la Co-
misión de Economía consideran acertado exhortar a la re-
ferida secretaría a realizar con la mayor brevedad las acti-
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vidades necesarias que permitan que los centros producti-
vos nacionales de las distintas ramas económicas encuen-
tren canales de comunicación a través de los cuales se es-
tablezcan relaciones comerciales duraderas que fomenten
el intercambio de bienes y servicios, lo que invariablemen-
te deberá propiciar la generación de los empleos que el
país necesita.

Novena. En virtud de lo expuesto, la Comisión de Econo-
mía somete a consideración de la honorable asamblea el si-
guiente

Acuerdo

Único. La honorable Cámara de Diputados exhorta respe-
tuosamente a la Secretaría de Economía de la administra-
ción pública federal a organizar los actos necesarios, como
foros, encuentros, ferias, conferencia, simposios y semina-
rios, para enlazar a los grupos empresariales locales de las
distintas ramas industriales, comerciales y de servicios con
los emprendedores y grupos empresariales de todas las ra-
mas económicas, incluidas las vinculadas con las activida-
des estratégicas. Ello, con el objetivo de reactivar la econo-
mía del país a partir del desarrollo de cadenas productivas
capaces de generar empleos decentes, formales y adecuada-
mente remunerados, en cantidad suficiente, para impulsar el
desarrollo local, estatal y regional de México.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2010.

La Comisión de Economía, diputados: Ildefonso Guajardo Villa-
rreal (rúbrica), Alejandro Cano Ricaud (rúbrica), Melchor Sánchez de
la Fuente (rúbrica), Jorge Alberto Juraidini Rumilla (rúbrica), José Luis
Velasco Lino (rúbrica), Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica), Norma
Sánchez Romero (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Le-
oncio Alfonso Morán Sánchez (rúbrica), Rodrigo Pérez-Alonso Gon-
zález (rúbrica), Indira Vizcaíno Silva, Jorge Antonio Kahwagi Macari,
Noé Fernando Garza Flores (rúbrica), Jorge Hernández Hernández (rú-
brica), Susana Hurtado Vallejo (rúbrica), Jorge Humberto López Porti-
llo Basave (rúbrica), David Penchyna Grub (rúbrica), Enrique Salo-
món Rosas Ramírez (rúbrica), David Ricardo Sánchez Guevara
(rúbrica), José Antonio Arámbula López (rúbrica), Sergio Gama Du-
four (rúbrica), Luis Enrique Mercado Sánchez (rúbrica), Ramón Meri-
no Loo (rúbrica), Martín Rico Jiménez (rúbrica), Ramón Jiménez Ló-
pez (rúbrica), Gerardo Leyva Hernández (rúbrica), Carlos Torres Piña
(rúbrica), José M. Torres Robledo (rúbrica), Ifigenia Martha Martínez
y Hernández (rúbrica).»

MELAZA

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Dictamen de la Comisión de Agricultura y Ganadería, con
puntos de acuerdo por los que se exhorta a la Sagarpa a
analizar el efecto del desabasto de melaza en la industria de
alimentos balanceados para consumo pecuario

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Agricultura y Ganadería de la honorable
Cámara de Diputados, le fue turnado el pasado 24 de mar-
zo del año en curso, para su estudio y dictamen, la propo-
sición con punto de acuerdo mediante el cual se exhorta a
la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación, para que investigue el desabasto de
melaza para la industria de productos balanceados para uso
pecuario, presentada por el diputado Guadalupe Eduardo
Robles Medina, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45,
numeral 6, inciso f), de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artí-
culos 65, 66, 85, 87, 88 y demás aplicables del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, a la Comisión de Agricultura y
Ganadería le corresponde dictaminar la presente proposi-
ción con punto de acuerdo a partir de los siguientes

Antecedentes

El pasado 24 de marzo del año en curso, fue turnada para
su estudio y dictamen a la comisión, la proposición con
punto de acuerdo mediante el cual se exhorta a la Secreta-
ría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y
Alimentación, para que investigue el desabasto de melaza
para la industria de productos balanceados para uso pecua-
rio, presentada por el diputado Guadalupe Eduardo Robles
Medina, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional.

Con base al antecedente descrito y después de hacer un ex-
haustivo análisis de la propuesta comisión formula las si-
guientes

Consideraciones

La actividad pecuaria en nuestro país ha pasado por diver-
sos problemas en los últimos 20 años, desde impactos am-
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bientales que en los años 90 afectaron la actividad, con la
reducción del hato ganadero por falta de agua para el con-
sumo de los animales y los efectos que han provocado en
la ganadería las enfermedades que se han hecho presentes
en nuestro país como es el caso de tuberculosis bovina,
brucelosis de los animales, rabia paralítica bovina, garra-
pata Boophilus spp, fiebre porcina clásica, enfermedad de
aujeszky, salmonelosis aviar y enfermedad de newcastle,
hasta por el efecto de las vacas locas que han restringido el
acceso a los mercado externos, provocando serias crisis en
la actividad.

A pesar de todo, nuestro país tiene un desarrollo favorable
para los criadores y ganaderos de la actividad, sin embargo
el impacto que se provoca por la falta de alimento para el
ganado continúa provocando crisis mayores al sector.

La melaza es un ingrediente importante en la dieta de la ga-
nadería dado que aporta un balance energético comple-
mentario en los alimentos balanceados que se producen pa-
ra este fin.

La composición porcentual de la melaza de caña de azúcar
es:

Sacarosa 35 por ciento, glucosa 7 por ciento, levulosa 9 por
ciento, otras sustancias reductoras 3 por ciento, otros car-
bohidratos 4.1 por ciento, cenizas 12 por ciento, compues-
tos nitrogenados 4.5 por ciento, compuestos no nitrogena-
dos 5 por ciento, ceras, esteroides y estereofosfolípidos 0.4
por ciento y 12 por ciento de agua.

Como se afirma en la propuesta, para los engordadores de
becerros que producen 2.3 millones de becerros de manera
intensiva, consumen 250 mil toneladas de melaza que es
utilizada para la industrialización de los productos balan-
ceados del sector pecuario. 

En estados como Sonora, Sinaloa, Chihuahua, Jalisco y
Campeche, se encuentran establecidas empresas que se de-
dican a la elaboración de productos alimenticios balancea-
dos destinados al ganado, utilizando básicamente granos
como el maíz, harinas de soya y melaza como componen-
tes principales; generando con esta actividad industrial una
derrama fundamental de empleo y valor agregado para la
agricultura nacional.

Dicha producción, a últimas fechas ha enfrentado serios
problemas para la adquisición de melaza, ya que desde ha-
ce algunos años los ingenios azucareros comercializan es-

te producto a través de intermediarios a quienes les dan
preferencia en la venta de este insumo, dejando en segun-
do plano a los productores de alimentos balanceados. 

La melaza en la producción de alimento para uso pecuario
es una sustancia insustituible, primero por su precio, que
por su naturaleza pareciera que no tendría otro uso mas que
el pecuario y segundo por sus características ya que es una
rica fuente de energía, así como el hecho de que favorece
la palatabilidad del animal y le da una homogeneidad a los
insumos que componen la mezcla debido a sus condiciones
de adherencia que posee. 

Este producto normalmente se encuentra en los ingenios
azucareros y en menor proporción en las moliendas o tra-
piches donde se procesa la caña de azúcar. Hace algunos
años este producto se consideraba como material de des-
echo, y no fue, sino hasta principios de los años 70 y 80
cuando se descubrió que era una excelente materia prima
para elaboración de alimentos balanceados en la actividad
pecuaria particularmente para el ganado bovino.

La introducción de la melaza a otro tipo de usos como es el
caso de la producción de alcoholes de diferentes grados, la
Producción de espumas rígidas de poliuretano de uso in-
dustrial, plastificantes, en la industria ganadera para la pro-
ducción de alimento para ganado y en otras industrias co-
mo la acuacultura (cultivo de camarón), obtención de
levaduras para panificación, como remediador en suelos
contaminados, la cosmetología y de la construcción, ha in-
fluido en que de ser un material de desecho que en los 80
tan sólo alcanzaba un precio de 100 pesos por tonelada, en
la actualidad puede cotizarse en más de 3 mil pesos; con la
decisión tomada por los ingenios azucareros de sacar al
mercado la melaza por medio de empresas comercializado-
ras que la hacen de intermediarios, ha dejado en un estado
de indefensión a las empresas productoras de alimentos pa-
ra ganado, a quienes hoy se les complica la adquisición de
tan importante insumo.

Podemos concluir conjuntamente que el punto de acuerdo
que el diputado Guadalupe Eduardo Robles Medina, argu-
menta en sus consideraciones la importancia que tiene la
melaza como unos de los componentes de los alimentos ba-
lanceados para el ganado bovino y por otro lado señala que
la falta de este insumo para la industria provocaría perdida
de empleos en el sector.

Por las consideraciones de hecho y de derecho que motiva-
ron el presente estudio, esta comisión concluye aprobar po-
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sitivamente este punto de acuerdo con base en las argu-
mentaciones y planteamientos expuestos, por lo que hemos
tenido a bien someter a la consideración de esta honorable
soberanía los siguientes

Acuerdos

Primero. Se hace un atento exhorto a la Secretaría de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación
para que lleve a cabo una investigación sobre el impacto
del desabasto de melaza para la industria de productos ba-
lanceados para uso pecuario y con base en sus resultados
tome las previsiones del caso.

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural Pesca y Alimentación, para que dé
seguimiento al asunto e informe a esta soberanía de los re-
sultados de su investigación y la determinación que tome al
respecto en un plazo no mayor a 30 días naturales.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril del 2010.

La Comisión de Agricultura y Ganadería, diputados: Cruz López
Aguilar (rúbrica), presidente; Manuel Humberto Cota Jiménez (rúbri-
ca), Alfredo Francisco Lugo Oñate (rúbrica), Fermín Montes Cavazos
(rúbrica), Luis Félix Rodríguez Sosa (rúbrica), Rolando Zubía Rivera
(rúbrica), Sergio Arturo Torres Santos (rúbrica), Dora Evelyn Trigue-
ras Durón, Javier Bernardo Usabiaga Arroyo (rúbrica), José Narro Cés-
pedes, José M. Torres Robledo (rúbrica), secretarios; José Tomás Ca-
rrillo Sánchez (rúbrica), Óscar García Barrón (rúbrica), Joel González
Díaz, Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica), Jorge Rojo García de Alba,
Gerardo Sánchez García (rúbrica), Héctor Eduardo Velasco Monroy
(rúbrica), Víctor Alejandro Balderas Vaquera (rúbrica), Alberto Esquer
Gutiérrez (rúbrica), José Luis Iñiguez Gámez, Juan de Jesús Pascualli
Gómez (rúbrica), Fernando Santamaría Prieto (rúbrica), Ricardo Sán-
chez Gálvez, Enrique Octavio Trejo Azuara (rúbrica), Sergio Ernesto
Gutiérrez Villanueva, Ramón Jiménez Fuentes (rúbrica), José María
Valencia Barajas (rúbrica), Liborio Vidal Aguilar (rúbrica), Eduardo
Zarzosa Sánchez (rúbrica).»

GASOLINERAS

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Economía, y de la
Función Pública, con puntos de acuerdo por los que se so-
licita al procurador federal del Consumidor que instruya a
la Subprocuraduría de Verificación de esa dependencia pa-

ra que se intensifique en todas las entidades federativas el
Programa de Verificación de Combustibles que permita de-
tectar oportunamente la venta fraudulenta de éstos

Honorable Asamblea:

Las Comisiones Unidas de Economía, y de la Función Pú-
blica, con fundamento en los dispuesto por los artículos 39
y 45 numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 58, 60, 87, 88  y 94, del Reglamento Inte-
rior para el congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, presenta a la honorable asamblea el siguiente dicta-
men a la proposición con punto de acuerdo en el que se
solicita al procurador federal del Consumidor tenga a
bien instruir a la Subprocuraduría de Verificación de la
dependencia a su cargo, para que por conducto de las
delegaciones estatales sean intensificados en todas las
entidades federativas el programa de verificación de
combustibles que permitan detectar oportunamente la
venta fraudulenta de éstos en agravio de los consumi-
dores y en consecuencia sean sancionados los responsa-
bles con todo el rigor de la ley.

Antecedentes

A las Comisiones Unidas de Economía, y de la Función
Pública de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, correspondientes a la LXI Legislatura, les
fue turnada para su estudio y dictamen, el expediente nú-
mero 916, que contiene proposición con puntos de acuerdo
por el que se propone que el pleno de la Cámara de Dipu-
tados solicite al procurador federal del Consumidor tenga a
bien instruir a la Subprocuraduría de Verificación de la de-
pendencia a su cargo, para que por conducto de las delega-
ciones estatales sean intensificados en todas las entidades
federativas el programa de verificación de combustibles
que permitan detectar oportunamente la venta fraudulenta
de éstos en agravio de los consumidores y en consecuencia
sean sancionados los responsables con todo el rigor de la
ley, presentada por el diputado Salvador Caro Cabrera, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, el martes 8 de diciembre 2009, ante la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión. Lo ante-
rior, con fundamento en los artículos 58, 59 y 60, del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos.

Primero. En sesión celebrada en la Cámara de Diputados
el martes 8 de diciembre 2009, los secretarios de la misma
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dieron cuenta al pleno de esta soberanía de la proposición
de punto de acuerdo que presentó el diputado Salvador Ca-
ro Cabrera, del Grupo Parlamentario Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Segundo. El presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite: “Túrnese a las Comisiones Unidas de
Economía, y de la Función Pública”.

Tercero. El legislador expone en resumen lo siguiente:

1. Que el robo de gasolina en México ha venido en au-
mento en los últimos años y no sólo en los gaseoductos,
sino en las estaciones de servicio que expenden “litros”
con menos de mil mililitros o gasolina rebajada, lo que
impacta de manera directa a los consumidores, sobre to-
do en esta época de crisis y carestía.

2. Que Pemex continúa detectando gasolineras que ven-
den litros incompletos y gasolinas adulteradas, llegando
en estos casos a apenas 850 mililitros.

3. Que de los informes de las inspecciones realizadas a
las casi 8 mil 542 estaciones de servicio que hay en el
país entre 2005 y agosto de 2009, por parte de los labo-
ratorios móviles de Pemex, se reveló que al menos 126
gasolineras fueron descubiertas vendiendo producto
“fuera de especificación”.

4. Que de los reportes de Pemex se destaca que en pro-
medio 31 estaciones de servicio por año están reinci-
diendo en el comercio ilícito de combustibles, a pesar de
los diversos candados que las autoridades administrati-
vas y policíacas del país establecieron a partir del 2003,
como controles volumétricos  y marcadores de gasoli-
nas.

5. Que Nuevo León encabeza los estados que registran
mayor reincidencia de gasolineras que venden combus-
tibles fuera de especificación, con 37; le sigue Veracruz,
con 11; después el Distrito Federal y el estado de Méxi-
co con 8; al igual que Tamaulipas e Hidalgo con 8 cada
uno; y Guanajuato con 6.

6. Que el director de Pemex Refinación, ha reconocido
que aunque actualmente se dispone de 42 laboratorios
que realizan en promedio 2.5 visitas por gasolinera al
año, la frecuencia de estas está por debajo de los están-
dares internacionales que es de 5 a 6 visitas al año.

7. Que la Profeco ha realizado recomendaciones para
evitar abusos en el servicio de gasolina, tales como co-
nocer la capacidad del tanque de gasolina del vehículo,
verificar que la bomba marque ceros, exigir la nota de
venta, llevar una bitácora del gasto de combustible del
automotor, tratar de cargar regularmente 20 litros, entre
otras; y que dicho órgano descentralizado ha ofrecido a
partir del año 2005, un mecanismo para conocer el his-
torial de verificación de las gasolineras a nivel nacional
a través de la página electrónica titulada “Quién es
Quién en las Gasolineras”.

Consideraciones

Primera. Que de conformidad con el numeral 3o. del artí-
culo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 34 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, las Comi-
siones Unidas de Economía, y de la Función Pública, son
competentes para conocer sobre la proposición de punto de
acuerdo presentada por el diputado Salvador Caro Cabrera.

Segunda. Que con base a los antecedentes indicados por el
diputado Salvador Caro Cabrera, las Comisiones Unidas de
Economía, y de la Función Pública, con las atribuciones se-
ñaladas, se abocaron a dictaminar la proposición con pun-
to de acuerdo referido.

Tercera. Que tal y como lo dice el diputado Caro Cabrera,
el objeto de la Ley Federal de Protección al Consumidor se
encuentra establecido en el segundo párrafo de su artículo
1o., y es promover y proteger los derechos y cultura del
consumidor y procurar la equidad, certeza y seguridad ju-
rídica en las relaciones entre proveedores y consumidores.

Asimismo, en el mismo numeral se establecen como prin-
cipios básicos en las relaciones de consumo: el acceso a los
órganos administrativos con vistas a la prevención de da-
ños patrimoniales y morales, individuales o colectivos, ga-
rantizando la protección jurídica, económica, administrati-
va y técnica a los consumidores; el otorgamiento de
información y de facilidades a los consumidores para la de-
fensa de sus derechos; el respeto a los derechos y obliga-
ciones derivados de las relaciones de consumo y las medi-
das que garanticen su efectividad y cumplimiento; entre
otros.

Cuarta. Por otra parte, los artículos 7, 13, 20 y 24 fraccio-
nes II, IV, XIV y XVII, de la referida ley de protección de
los consumidores, establece que todo proveedor está obli-
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gado a informar y respetar los precios, tarifas, garantías,
cantidades, calidades, medidas, intereses, cargos, térmi-
nos, plazos, fechas, modalidades, reservaciones y demás
condiciones conforme a las cuales se hubiera ofrecido,
obligado o convenido con el consumidor la entrega del
bien o prestación del servicio; que la Procuraduría verifi-
cará a través de visitas, requerimientos de información o
documentación, monitoreos, o por cualquier otro medio el
cumplimiento de esta ley, y que para los efectos de lo dis-
puesto en este precepto, los proveedores, sus representan-
tes o sus empleados están obligados a permitir al personal
acreditado de la Procuraduría el acceso al lugar o lugares
objeto de la verificación; que la Profeco tiene funciones de
autoridad administrativa y está encargada de promover y
proteger los derechos e intereses del consumidor y procu-
rar la equidad y seguridad jurídica en las relaciones entre
proveedores y consumidores; que la Procuraduría tiene, en-
tre otras, las siguientes atribuciones: procurar y representar
los intereses de los consumidores, mediante el ejercicio de
las acciones, recursos, trámites o gestiones que procedan;
recopilar, elaborar, procesar y divulgar información objeti-
va para facilitar al consumidor un mejor conocimiento de
los bienes y servicios que se ofrecen en el mercado; verifi-
car que las pesas, medidas y los instrumentos de medición
que se utilicen en transacciones comerciales, industriales o
de servicios sean adecuados y, en su caso, realizar el ajus-
te de los instrumentos de medición en términos de lo dis-
puesto en la Ley Federal sobre Metrología y Normaliza-
ción; denunciar ante el Ministerio Público los hechos que
puedan ser constitutivos de delitos y que sean de su cono-
cimiento y, ante las autoridades competentes, los actos que
constituyan violaciones administrativas que afecten los in-
tereses de los consumidores.

Quinta. Que en las consideraciones generales del progra-
ma de trabajo para el primer año de ejercicio 2009-2010,
de la Comisión de Economía, se estableció como objetivo
general que fomentaría el trabajo parlamentario con el fin
de coadyuvar al mejoramiento del desempeño de la econo-
mía nacional y, por tanto, a la creación de las condiciones
económicas y sociales que garanticen el desarrollo del país
en beneficio de los mexicanos, y que para tal efecto, la co-
misión se planteó contribuir para que el Estado impulse la
realización de una política de desarrollo regional y secto-
rial y cuente con un marco regulatorio que entre otras co-
sas, promueva el comercio justo.

Sexta. Que los diputados que integran las Comisiones Uni-
das de Economía, y de la Función Pública reconocen que el
hecho de que algunas gasolineras vendan gasolina con li-

tros incompletos o adulterada, es un problema que lesiona
la economía de las familias mexicanas y de la sociedad en
su conjunto, pues se encarece de manera injusta uno de los
insumos principales para la actividad económica del país,
creando inclusive distorsiones en el mercado que golpean
el poder adquisitivo de los consumidores.

Asimismo, los legisladores de las Comisiones Unidas de
Economía, y de la Función Pública estiman que para el Es-
tado mexicano, la protección de los derechos del consumi-
dor ha sido una política pública de vital importancia de tal
forma que a través de los años se ha ido legislado para cre-
ar los instrumentos jurídicos necesarios que permitan al go-
bierno combatir el abuso, el fraude, la lesión y otras formas
de obtención de utilidades ilícitas por parte de proveedores
incumplidos, irresponsables o sin escrúpulos.

Por lo que estiman legítimamente válido solicitar al procu-
rador federal del Consumidor, impulsar las políticas que la
Ley Federal de Protección del Consumidor establece para
defender a los consumidores y específicamente, en el caso
de la venta de gasolina con litros incompletos o adultera-
da, se proceda realizar una vigilancia más estricta de las
gasolineras y en su caso, se ejerciten todas las acciones le-
gales que correspondan.

Séptima. Por lo que en virtud de lo expuesto, las Comisio-
nes Unidas de Economía y de la Función Pública:

Acuerdan

Primero. Se solicita al procurador federal del Consumidor,
tenga a bien instruir a la Subprocuraduría de Verificación
de la dependencia a su cargo, para que en coordinación con
las delegaciones estatales, sea intensificado en todas las en-
tidades federativas el programa de verificación de combus-
tibles que permitan detectar oportunamente la venta frau-
dulenta de éstos en agravio de los consumidores y en
consecuencia, sean sancionados los responsables con todo
el rigor de la ley.

Segundo. Se solicita al titular de la Secretaría de la Fun-
ción Pública, dar seguimiento a las actividades de las dele-
gaciones de la Profeco en las entidades federativas en rela-
ción a los expendios de gasolina y en su caso, inicie los
procedimientos y aplique las sanciones correspondientes.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 30 días del mes de
marzo de 2010.
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La Comisión de Economía, diputados: Ildefonso Guajardo Villa-
rreal (rúbrica), Alejandro Cano Ricaud (rúbrica), Melchor Sánchez de
la Fuente (rúbrica), Jorge Alberto Juraidini Rumilla (rúbrica), José Luis
Velasco Lino (rúbrica), Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica), Norma
Sánchez Romero (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Le-
oncio Alfonso Morán Sánchez, Rodrigo Pérez-Alonso González (rú-
brica), Indira Vizcaíno Silva (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Maca-
ri, Roberto Borge Angulo (rúbrica), Javier Duarte de Ochoa, Jorge
Hernández Hernández (rúbrica), Jorge Humberto López Portillo Basa-
ve (rúbrica), David Penchyna Grub (rúbrica), David Ricardo Sánchez
Guevara, Jesús Everardo Villarreal Salinas (rúbrica), José Antonio
Arámbula López (rúbrica), Sergio Gama Dufour, Luis Enrique Merca-
do Sánchez (rúbrica), Ramón Merino Loo, Martín Rico Jiménez, Ra-
món Jiménez López (rúbrica), Gerardo Leyva Hernández (rúbrica),
Carlos Torres Piña (rúbrica), José M. Torres Robledo (rúbrica), Ifige-
nia Martha Martínez y Hernández (rúbrica).

La Comisión de la Función Pública, diputados: Pablo Escudero Mo-
rales (rubrica), presidente; Patricio Chirinos del Ángel (rubrica), Josué
Cirino Valdés Huezo (rúbrica), Marcos Pérez Esquer (rubrica), Juan
Carlos López Fernández (rubrica), secretarios; Salvador Caro Cabrera
(rúbrica), César Daniel González Madruga, Janet Graciela González
Tostado (rúbrica), Agustín Guerrero Castillo, Sergio Lobato García,
Kenia López Rabadán, Violeta Avilés Álvarez (rúbrica), Tereso Medi-
na Ramírez (rúbrica), Héctor Pedroza Jiménez (rúbrica), Pedro Peralta
Rivas (rúbrica), Ramón Ramírez Valtierra, Ivideliza Reyes Hernández
(rúbrica), Ramiro Martínez Malco (rúbrica), José Francisco Rábago
Castillo (rúbrica), Fausto Sergio Saldaña del Moral (rubrica), María del
Pilar Torre Canales, Enrique Torres Delgado (rubrica), Enrique Octa-
vio Trejo Azuara (rúbrica), Guillermo José Zavaleta Rojas, Yulenny
Guylaine Cortés León, Esthela Damián Peralta, Ernesto de Lucas Hop-
kins (rubrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo (rúbrica), Lizbeth García
Coronado.»

DECLARACION DE 
AUTODETERMINACION DE MEXICO

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: «Dictamen de la Comisión de Gobernación, con
punto de acuerdo a fin de incluir en el calendario oficial la
fecha del 19 de julio como Día para Conmemorar la De-
claración de la Autodeterminación de México, hecha por el
licenciado Francisco Primo de Verdad y Ramos

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación de la LXI Legislatura fue
turnada, para estudio y dictamen, proposición con punto de

acuerdo que solicita a la Secretaría de Gobernación que in-
cluya en el calendario oficial el 19 de julio de cada año pa-
ra conmemorar la Declaración de Autodeterminación de
México hecha por Francisco Primo de Verdad y Ramos,
con motivo de los festejos del bicentenario de la Indepen-
dencia.

Esta Comisión de Gobernación, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; 58, 87, 88 y demás aplicables del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración
de esta honorable asamblea el siguiente dictamen, basán-
dose en los siguientes

Antecedentes

1. El 26 de noviembre de 2009, el diputado José Luis Jai-
me Correa, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática, presentó una proposición con pun-
to de acuerdo por el que se solicita a la Secretaría de
Gobernación que incluya en el calendario oficial el 19 de
julio como el día para conmemorar la Declaración de Au-
todeterminación de México hecha por Francisco Primo de
Verdad y Ramos, con motivo de los festejos del bicentena-
rio de la Independencia.

2. El 26 de noviembre de 2009, la Presidencia de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados turnó la mencionada
proposición, para estudio y dictamen, a la Comisión de Go-
bernación de esta Cámara de Diputados.

3. Con fecha 8 de diciembre de 2009, los integrantes de la
Comisión de Gobernación aprobaron el dictamen corres-
pondiente.

Establecidos los antecedentes, los integrantes de la Comi-
sión de Gobernación de la LXI Legislatura de la Cámara de
Diputados exponemos las siguientes

Consideraciones

1. Que Francisco Primo de Verdad y Ramos nació el 9 de
junio de 1760 en la Hacienda de la Purísima Concepción de
Ciénega de Mata, municipio de Lagos de Moreno, Jalisco,
según consta en su acta bautismal en el Curato de Ojuelos.

2. Que formado bajo el influjo de los ideales ilustrados, es-
tudió leyes en el antiguo Colegio de San Ildefonso, y llegó
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a ser síndico en el ayuntamiento de la Ciudad de México.
Con la influencia de la Ilustración  filosófica, estaba con-
vencido que la soberanía reside esencialmente en el pue-
blo, principio que difundió y lo hizo ganar opositores, prin-
cipalmente de los peninsulares y la Inquisición.

3. Que a mediados de 1808, llegó a la Nueva España la no-
ticia de la abdicación de la familia real de los Borbones de-
bido a la invasión de España por las tropas francesas de
Napoleón Bonaparte. Ante estos acontecimientos, el licen-
ciado Francisco Primo de Verdad y Ramos, síndico de la
Ciudad de México, propuso, junto con el regidor Juan
Francisco Azcárate, que el virrey convocara a todos los
ayuntamientos a crear juntas encaminadas a formar un go-
bierno provisional apoyado en el pueblo.

4. Que la propuesta del abogado Primo de Verdad encontró
respaldo en la población del país, que consideraba que, co-
mo cualesquier otro súbdito de la corona española, tenía
derecho a establecer un gobierno provisionario en las Le-
yes de Partida que ejerciera la autoridad abandonada por el
rey, a fin de dar paso a un proceso independiente de toda
autoridad peninsular en México.

5. Que ante esta situación, Primo de Verdad propuso al vi-
rrey y a la junta jurar a Fernando VII como rey de España
y de las Indias, y trató de convencerlos para que se com-
prometieran a no reconocer monarca alguno que no fuese
de la estirpe real de los Borbones, a defender el reino de la
Nueva España y no entregarlo a otra potencia ni a otra per-
sona que no fuera de la familia real legítima.

6. Que fue así que el 15 de julio de 1808, el virrey José de
Iturrigaray convocó a los notables del virreinato integran-
tes del real acuerdo, que era el cuerpo formado por los oi-
dores para asesorarlo en asuntos difíciles, a constituir dicho
gobierno, destacándose las figuras del licenciado Primo de
Verdad, Francisco Azcárate y Melchor de Talamantes.

7. Que teniendo como proclama que “la soberanía reside
esencialmente en el pueblo”, el 19 de julio Primo de Ver-
dad y Ramos presenta al virrey la Declaración de Autode-
terminación de México, en la que el ayuntamiento de la
Ciudad de México, “en representación de todo el reino”,
propuso los siguientes puntos: 

Primero. que las renuncias de los monarcas españoles
eran nulas porque fueron “arrancadas con violencia”.

Segundo. Que la nación, representada por sus corpora-
ciones municipales, asumía la soberanía para “conser-
varla intacta” hasta la restitución de los reyes legítimos.

Tercero. Y que, en consecuencia, debía el virrey conti-
nuar provisionalmente en el gobierno.

8. Que de hecho y de derecho, esta declaración significaba
la Independencia de la Nueva España, acto que los penin-
sulares vieron con temor y se rehusaron a admitir la decla-
ratoria de Primo de Verdad y Ramos. De inmediato, los oi-
dores objetaron el documento y el 9 de agosto se reunieron
en una junta, las principales autoridades de la ciudad para
examinar el asunto.

9. Que como parte de la celebración del bicentenario del
inicio del movimiento de Independencia y el centenario del
inicio de la Revolución Mexicana, a partir de 2007 el Ban-
co de México puso en circulación monedas conmemorati-
vas de cinco pesos con personajes representativos de esos
movimientos históricos. Una de ellas corresponde a Primo
de Verdad y Ramos, como un justo reconocimiento como
precursor de la gesta independentista.

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Gober-
nación someten a consideración del pleno de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión el siguiente

Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión solicita al titular del Poder Ejecutivo federal
que instruya a la Secretaría de Gobernación, en el ámbito
de sus atribuciones y con motivo de los festejos del bicen-
tenario de la Independencia nacional, y con fundamento en
la fracción XXVI del artículo 27 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, a incorporar en el calen-
dario oficial el 19 de julio como día de Proclamación de la
Autodeterminación de México hecha por el licenciado
Francisco Primo de Verdad y Ramos, por ser fecha históri-
ca para el pueblo mexicano y la declare como fiesta nacio-
nal.

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a 8 de di-
ciembre de 2009.

La Comisión de Gobernación, diputados: Javier Corral Jurado (rú-
brica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Fe-
lipe de Jesús Rangel Vargas (rúbrica), Ilich Lozano Herrera (rúbrica),
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Lorena Corona Valdés (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pedroza (rúbrica),
Claudia Ruiz Massieu Salinas (rúbrica), Gastón Luken Garza, Francis-
co Ramos Montaño (rúbrica), Gregorio Hurtado Leija (rúbrica), Luis
Carlos Campos Villegas (rúbrica), Raúl Domínguez Rex (rúbrica), se-
cretarios; Guadalupe Acosta Naranjo (rúbrica), Agustín Carlos Castilla
Marroquín (rúbrica), Gabriela Cuevas Barron, Sami David David (rú-
brica), Alejandro Encinas Rodríguez (rúbrica), Nancy González Ulloa
(rúbrica), Marcela Guerra Castillo, Jorge Antonio Kahwagi Macari,
Humberto Lepe Lepe, Miguel Ángel Luna Munguía, José Ricardo Ló-
pez Pescador, Andrés Massieu Fernández, Sonia Mendoza Díaz (rúbri-
ca), Nazario Norberto Sánchez, Beatriz Paredes Rangel, Julio Saldaña
Morán, César Augusto Santiago Ramírez, Arturo Zamora Jiménez.»

PRODUCCION PORCICOLA

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: «Dictamen de la Comisión de Economía, con pun-
to de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal a
implantar medidas para salvaguardar la producción porcí-
cola nacional, evitando las políticas de dumping que han
incrementado la importación de derivados de cerdo

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión correspondiente a la LXI Legislatu-
ra, con fundamento en los artículos 58 a 60 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, fue turnado para estudio y dic-
tamen el punto de acuerdo en el que se propone que se
exhorte al Ejecutivo federal a implantar medidas para
salvaguardar la producción porcícola nacional, evitan-
do las políticas de dumping que han incrementado la
importación de derivados del cerdo, presentada por el di-
putado Rogelio Díaz Brown Ramsburgh, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, en fecha
15 de diciembre de 2009.

La Comisión de Economía, con fundamento en los artícu-
los 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y
58, 60, 87, 88 y 94 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se abocó al estudio y análisis del punto de acuerdo
mencionado, al tenor de los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en la Cámara de Diputados
en fecha 15 de diciembre de 2009, los secretarios de ésta
dieron cuenta al pleno de esta soberanía del punto de acuer-
do que se mencionó en el exordio del presente dictamen.

Segundo. El presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Economía”.

Tercero. El legislador propone lo siguiente:

… El sector porcícola mexicano se encuentra en un pe-
riodo de crisis preocupante, si bien es cierto que esta si-
tuación no es nueva, no se puede negar que a partir de
la aparición de la influenza A(H1N1), la cual fue identi-
ficada en una cepa que portaban los cerdos, la produc-
ción porcícola presentó una disminución considerable.

Las afectaciones han incidido en millones de producto-
res, tanto sociales como a gran escala, ya que el nivel de
importación de carne de cerdo se ha incrementado, pa-
sando de las 30 mil toneladas en 1995 a 386 mil en
2008. A la fecha, las importaciones se hallan 30 por
ciento por encima del nivel del año anterior.

Estimaciones del Instituto Nacional de Estadística y Ge-
ografía señalan que el sector porcícola mexicano gene-
ra alrededor de 49 mil empleos directos y poco más de
245 mil indirectos.

Los encadenamientos productivos permiten al sector
porcícola generar un efecto multiplicador en la produc-
ción de granos y oleaginosas, el sector de los transpor-
tes, que traslada más de 5 millones de toneladas de ali-
mentos, que son consumidos por cerca de 15 millones
de cerdos en el país.

La competencia desleal por nuestros competidores in-
ternacionales, en particular de Estados Unidos, ha pues-
to en jaque al sector porcícola nacional, ante lo cual es
imperativo implantar medidas arancelarias y de impor-
tación que permitan erradicar dicha problemática.

El incremento de las importaciones de carne de cerdo es
preocupante. Del conjunto de importaciones destaca la
carne que viene en una presentación conocida como
“combo”, la cual ingresa en el país sin pasar por el pro-
cedimiento de revisión de las autoridades correspon-
dientes.
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La situación anterior, de la falta de revisión, pone en
riesgo la salud de millones de consumidores, ya que no
es posible verificar el estado de la carne importada, tam-
poco su tipo, y ante una emergencia mundial como lo es
la prevalencia del virus A(H1N1), es imperativo no ba-
jar la guardia sanitaria.

De igual forma, la importación de cerdo en pie prove-
niente de Estados Unidos no es revisada por las autori-
dades de sanidad animal mexicanas. Para evitar la revi-
sión fitosanitaria se amparan en lo establecido en su
normatividad interna, dejando al margen lo establecido
en el marco del TLCAN. Esto representa una política de
dumping, que es fundamental erradicar.

Es importante hacer énfasis en que la proposición que
ahora presento no está contra la globalización ni la libre
competencia internacional. Se trata de que dicha com-
petencia se dé con arreglo a las normas comerciales es-
tablecidas, en un entorno de competencia leal y abierta.

Como legisladores, tenemos el compromiso de velar por
los intereses de los diferentes sectores sociales. En este
caso, del sector porcícola depende un número importan-
te de familias, que ante la competencia desleal y mani-
puladora, ven tambalear su ingreso y estabilidad, impi-
diéndoles la posibilidad de acceder a una mejor calidad
de vida.

En razón de lo expuesto, someto a consideración de es-
ta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular del Ejecutivo federal a ins-
truir en el ámbito de sus atribuciones para que

1. A través de las Secretarías de Economía, y de Ha-
cienda y Crédito Público se diseñen e implanten medi-
das arancelarias que salvaguarden la producción del
sector porcícola mexicano, a fin de garantizar el ingreso
de millones de familias que dependen de dicha activi-
dad.

2. Las Secretarías de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación, y de Salud revisen de ma-
nera exhaustiva y detallada las importaciones de carne
de cerdo proveniente de Estados Unidos, con el objeti-
vo de garantizar y preservar la salud de las familias me-
xicanas…

Consideraciones

Primera. Que de conformidad con el numeral 3 del artícu-
lo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en relación con el 34 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, la Comi-
sión de Economía es competente para conocer sobre la pro-
posición de punto de acuerdo presentada por el diputado
Rogelio Díaz Brown Ramsburgh.

Segunda. Que con base en los antecedentes indicados por
el diputado Rogelio Díaz Brown Ramsburgh, la Comisión
de Economía, con las atribuciones señaladas, se abocó de
forma respetuosa y responsable a dictaminar la proposición
con punto de acuerdo referida.

Tercera. Que la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos establece en el artículo 131 que es facultad
privativa de la federación gravar las mercancías que se im-
porten o exporten o que pasen de tránsito por el territorio
nacional, así como reglamentar en todo tiempo, y aun pro-
hibir, por motivos de seguridad o de policía, la circulación
en el interior de la república de toda clase de efectos, cual-
quiera que sea su procedencia.

En el mismo sentido, faculta al Ejecutivo para aumentar,
disminuir o suprimir las cuotas de las tarifas de exportación
o importación expedidas por el propio Congreso y para cre-
ar otras, así como restringir y prohibir las importaciones,
las exportaciones y el tránsito de productos, artículos y
efectos cuando lo estime urgente, a fin de regular el co-
mercio exterior, la economía del país y la estabilidad de la
producción nacional, o de realizar cualquier otro propósito
en beneficio del país.

Cuarta. Que el artículo 1o. de la Ley de Comercio Exte-
rior tiene como objeto regular y promover el comercio ex-
terior, incrementar la competitividad de la economía nacio-
nal y propiciar el uso eficiente de los recursos productivos
del país, integrar adecuadamente la economía mexicana
con la internacional, defender la planta productiva de prác-
ticas desleales del comercio internacional y contribuir a la
elevación del bienestar de la población.

Quinta. Que la fracción VII del artículo 5o. de la Ley de
Comercio Exterior establece que es facultad de la Secreta-
ría de Economía tramitar y resolver las investigaciones en
materia de prácticas desleales de comercio internacional,
así como determinar las cuotas compensatorias que resul-
ten de dichas investigaciones.
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El artículo 49 de la referida ley manda que los procedi-
mientos de investigación en materia de prácticas desleales
de comercio internacional y de medidas de salvaguarda se
iniciarán de oficio en circunstancias especiales cuando la
Secretaría de Economía tenga pruebas suficientes de la dis-
criminación de precios o de subvenciones, del daño y de la
relación causal; o a solicitud de parte.

Sexta. Que las fracciones II, III, V y IX del artículo 34 de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal se-
ñalan como atribuciones de la Secretaría de Economía

II. Regular, promover y vigilar la comercialización, dis-
tribución y consumo de los bienes y servicios;

III. Establecer la política de industrialización, distribu-
ción y consumo de los productos agrícolas, ganaderos,
forestales, minerales y pesqueros, en coordinación con
las dependencias competentes;

V. Estudiar, proyectar y determinar los aranceles y fijar
los precios oficiales, escuchando la opinión de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público; estudiar y determi-
nar las restricciones para los artículos de importación y
exportación, y participar con la mencionada secretaría
en la fijación de los criterios generales para el estableci-
miento de los estímulos al comercio exterior;

IX. Participar con las Secretarías de Desarrollo Social,
de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y
Alimentación, y de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales en la distribución y comercialización de productos
y el abastecimiento de los consumos básicos de la po-
blación.

Séptima. Que el artículo 283 de la Ley General de Salud
señala que corresponde a la Secretaría de Salud el control
sanitario de los productos y de las materias primas de im-
portación y de exportación.

Octava. Que la Norma Oficial Mexicana de Emergencia
NOM-EM-001-FITOZOO-2002 enuncia que es atribución
de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Ru-
ral, Pesca y Alimentación prevenir la introducción o dise-
minación de plagas y enfermedades cuarentenarias o no
cuarentenarias reglamentadas que afectan a los animales y
aplicar medidas sanitarias para disminuir el riesgo deriva-
do de la movilización de productos animales regulados sa-
nitariamente, así como establecer, coordinar y supervisar
los puntos de verificación e inspección interna.

Novena. Que la fracción II del artículo 144 de la Ley
Aduanera fija la facultad de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público de comprobar la importación y la exporta-
ción de mercancías, la exactitud de los datos contenidos en
los pedimentos, declaraciones o manifestaciones, el pago
correcto de las contribuciones y aprovechamientos y el
cumplimiento de las regulaciones y restricciones no aran-
celarias, conforme a lo establecido en dicha ley.

Décima. Que la Comisión de Economía estima que no es
recomendable proponer que las Secretarías de Economía, y
de Hacienda y Crédito Público diseñen e implanten medi-
das arancelarias como las que propone el diputado Rogelio
Díaz Brown Ramsburgh, en virtud de que una acción de
esa naturaleza, específicamente hablando del mercado que
integra el Tratado de Libre Comercio de América del Nor-
te, podría ser violatorio de dicho pacto comercial.

En este sentido, se considera correcta la aplicación de cuo-
tas compensatorias por prácticas desleales en materia de
comercio internacional; sin embargo, para determinar la
aplicación de ellas es necesario que primero se lleve a ca-
bo el procedimiento de investigación que se establece en la
Ley de Comercio Exterior.

Por ello, la Comisión de Economía estima pertinente acla-
rar el punto de acuerdo para establecer que el exhorto de-
berá ser dirigido a la Secretaría de Economía para que den-
tro de su ámbito de competencia apoye al referido sector a
recabar la evidencia necesaria que permita el inicio de una
investigación en materia de prácticas desleales de comer-
cio internacional y, en su caso, se apliquen las medidas
compensatorias que correspondan, manteniendo el exhorto
a las Secretarías de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Ru-
ral, Pesca y Alimentación, y de Salud para que revisen de
manera exhaustiva las importaciones de carne de cerdo
provenientes de Estados Unidos de América.

Undécima. Por lo expuesto, la Comisión de Economía

Acuerda

Único. Se exhorta al titular del Ejecutivo federal a instruir
en el ámbito de sus atribuciones para que

1. La Secretaría de Economía apoye al sector porcícola
mexicano para recabar evidencia respecto de prácticas
desleales en materia de comercio internacional y, en su
caso, inicie una investigación para resolver la aplicación
de las cuotas compensatorias que pudieran corresponder.
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2. Las Secretarías de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación, y de Salud revisen de ma-
nera exhaustiva y detallada las importaciones de carne
de cerdo provenientes de Estados Unidos, con el objeti-
vo de garantizar y preservar la salud de las familias me-
xicanas.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de mayo de 2010.

La Comisión de Economía, diputados: Ildefonso Guajardo Villa-
rreal (rúbrica), Alejandro Cano Ricaud, Melchor Sánchez de la Fuente
(rúbrica), Jorge Alberto Juraidini Rumilla (rúbrica), José Luis Velasco
Lino (rúbrica), Narcedalia Ramírez Pineda, Norma Sánchez Romero
(rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Leoncio Alfonso
Morán Sánchez (rúbrica), Rodrigo Pérez-Alonso González (rúbrica),
Indira Vizcaíno Silva (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari, Noé
Fernando Garza Flores (rúbrica), Jorge Hernández Hernández (rúbri-
ca), Susana Hurtado Vallejo (rúbrica), Jorge Humberto López Portillo
Basave, David Penchyna Grub, Enrique Salomón Rosas Ramírez, Da-
vid Ricardo Sánchez Guevara (rúbrica), José Antonio Arámbula López
(rúbrica), Sergio Gama Dufour (rúbrica), Luis Enrique Mercado Sán-
chez, Ramón Merino Loo, Martín Rico Jiménez, Ramón Jiménez Ló-
pez (rúbrica), Gerardo Leyva Hernández, Carlos Torres Piña, José M.
Torres Robledo (rúbrica), Ifigenia Martha Martínez y Hernández (rú-
brica).»

TRATADO DE LIBRE COMERCIO MEXICO-BRASIL

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: «Dictamen de la Comisión de Economía, con pun-
tos de acuerdo por los que se exhorta al Ejecutivo federal y
al Senado de la República a analizar de forma exhaustiva
la negociación del tratado de libre comercio México-Brasil
para garantizar igualdad de condiciones comerciales

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión correspondiente a la LXI Legislatu-
ra, con fundamento en los artículos 58 a 60 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos fue turnado para estudio y dic-
tamen el punto de acuerdo para exhortar al Ejecutivo
federal y al Senado de la República a analizar de forma
exhaustiva la negociación del Tratado De Libre Comer-
cio México-Brasil, a fin de garantizar igualdad de con-
diciones comerciales, presentada por el diputado Jorge

Hernández Hernández, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional, en fecha 28 de abril de
2010.

La Comisión de Economía, con fundamento en los artícu-
los 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y
58, 60, 87, 88 y 94 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se abocó al estudio y análisis de la proposición con
punto de acuerdo mencionada, al tenor de los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en la Cámara de Diputados
en fecha 28 de abril de 2010, los secretarios de ésta dieron
cuenta al pleno de esta soberanía del punto de acuerdo que
se mencionó en el exordio del presente dictamen.

Segundo. El presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Econo-
mía”.

Tercero. El legislador propone lo siguiente:

… México es el primer exportador en América Latina,
con 33 por ciento de las exportaciones, mientras que
Brasil ocupa el segundo lugar, con 22 por ciento, lo que
coloca a estos países como las dos grandes economías
de Latinoamérica, representando alrededor de dos ter-
cios del producto interno bruto de la región.

El intercambio bilateral alcanzó un valor de 5 mil 382
millones de dólares (mdd) en los primeros 11 meses de
2009, generando un saldo deficitario para México de
969 mdd, según datos de la Secretaría de Economía; No
obstante, el comercio bilateral no supera 1 por ciento de
su respectivo comercio total.

Durante ese periodo, Brasil importó del mundo más de
173 mil mdd, pero sólo compró a México 3 mil 125 mdd
equivalentes a 1.8 por ciento de sus importaciones del
mundo. Por su parte, México importó más de 300 mil
mdd, pero de Brasil solamente importó 5 mil 200 mdd,
correspondientes a 1.7 por ciento de sus importaciones
mundiales.

A continuación se muestra una tabla estilizada en la que
se comparan la situación territorial y la económica en
los últimos tres años en ambos países:
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Si bien es cierto que estos datos reflejan la importancia
que cada país ha adquirido como socio comercial del
otro en los últimos años, también arrojan datos del com-
portamiento económico de México y Brasil frente al co-
mercio mundial, de los qua podemos obtener significa-
tivas conclusiones.

En cuanto al apartado de aranceles, México es uno de
los países con más bajos aranceles en el comercio mun-
dial, lo cual se traduce en un incremento de las importa-
ciones, no así de las exportaciones, lo que propicia un
desequilibrio en el comercio interno. En sentido opues-
to, Brasil impone altas barreras arancelarias al comercio
mundial, basado en un proteccionismo hacia el comer-
cio interno, lo cual se refleja en la significativa diferen-
cia existente entre el total de millones de dólares anua-
les generados por las exportaciones e importaciones de
cada país.

Ahora bien, Brasil en los últimos años ha obtenido ma-
yores inversiones extranjeras directas (IED), las cuales
han fortalecido el camino hacia un mejor comercio in-
terno. En cambio, México no ha dejado de basar su eco-

nomía comercial en el exterior. Esto, lejos de beneficiar
al país, lo somete en un disminuido incremento de las
reservas internacionales.

Claro está que los factores socioeconómicos como el
desempleo afectan de manera directa el PIB de los paí-
ses, siendo en este caso México el país con mayor tasa
de desempleados frente al porcentaje de Brasil, obte-
niendo así un menor PIB per cápita.

Todo lo anterior hace suponer que un TLC con Brasil
sería viable y benéfico para México sólo si Brasil dis-
minuyera sus aranceles, propiciando así un intercambio
comercial justo para ambos países, al tiempo que hubie-
se mayor inversión hacía México, debiendo con ello la
economía mexicana fortalecer la estructura interna del
comercio para garantizar a los sectores comerciales y
productivos mexicanos una mejor y justa actividad co-
mercial.

No se puede soslayar que la celebración de tratados in-
ternacionales consiste en lograr beneficios mutuos y no
unilaterales, por lo que el know-how para este tratado es
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diseminar todos los elementos y factores que propicien
un ambiente económico interrelacionado sustantivo en
condiciones de igualdad, sin perjudicar los sectores pro-
ductivos nacionales.

Ante esa situación, es indispensable que en el análisis de
la viabilidad para celebrar el acuerdo comercial con la
República Federativa de Brasil sean realizados foros de
discusión y análisis con cada uno de los sectores pro-
ductivos del país, así como con los representantes de las
organizaciones empresariales, con objeto de establecer
los criterios de competitividad económica que el sector
productivo está dispuesto a negociar en igualdad de
condiciones con las empresas de la República Federati-
va de Brasil.

Consecuencia de lo anterior y con fundamento jurídico
en los artículos 71, 73, 74, 76, fracción I, y 89, fracción
X, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 1o. y 2o. párrafo segundo, 3o. y 4o. de la
Ley sobre la Celebración de Tratados; y 56, 58 y 59 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, se somete a
consideración de esta honorable soberanía la siguiente
proposición

Punto de Acuerdo 

Primero. Exhortar al Ejecutivo federal y al Senado de
la República a analizar de forma exhaustiva y rigurosa
la negociación del tratado de libre comercio México-
Brasil, con la finalidad de que se encuentren en igualdad
de condiciones comerciales, para evitar afectaciones al
sector productivo del país.

Consideraciones

Primera. Que de conformidad con el numeral 3 del artícu-
lo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en relación con el 34 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, la Comi-
sión de Economía es competente para conocer la proposi-
ción con punto de acuerdo a fin de exhortar al Ejecutivo fe-
deral y al Senado de la República a analizar de forma
exhaustiva la negociación del tratado de libre comercio
México-Brasil para garantizar igualdad de condiciones co-
merciales.

Segunda. Antes de proceder a los apartados de análisis co-
rrespondientes, es necesario aclarar que los resolutivos del

punto de acuerdo citado en la transcripción apuntada líne-
as arriba, para efectos de este dictamen, se ha procedido a
modificarlos en los términos que más adelante se detallan.

Lo anterior, en virtud de que en la sesión de la Comisión de
Economía de fecha 28 de abril de 2010, los asistentes sus-
cribieron un punto de acuerdo cuya exposición de motivos
era idéntica a la que motiva la actividad dictaminadora de
este órgano legislativo, otorgando su respaldo al sentido de
éste.

En esta tesitura, respetando tanto la intención del propo-
nente como la de los integrantes de la comisión que suscri-
bieron el punto de acuerdo referido, se ha estimado preci-
so modificar el punto de acuerdo que se dictamina, para
dejarlo en los siguientes términos:

Primero. Exhortar al Ejecutivo federal y al Senado de la Re-
pública a escuchar y considerar las opiniones del sector in-
dustrial, comercial y de servicios del país y de la Comisión
de Economía de la Cámara de Diputados, con el propósito de
integrarlas en el análisis de la negociación del tratado de li-
bre comercio México-Brasil, para evitar afectaciones al
sector productivo del país.

Segundo. En el marco del análisis de las variables macro-
económicas para la celebración del tratado de libre comer-
cio México-Brasil, que éstas sean coordinadas en forma
conjunta por las comisiones involucradas de la Cámara de
Senadores y la Cámara de Diputados.

Por lo anterior, la parte analítica de este dictamen conside-
ra los puntos de acuerdo referidos como una modificación
acordada por los integrantes de la Comisión de Economía
respecto a los cuales se realiza el presente dictamen.

Tercera. Que con base en los antecedentes indicados por el
diputado Jorge Hernández Hernández, la Comisión de Eco-
nomía, con las atribuciones señaladas, se abocó de forma
respetuosa y responsable a dictaminar la proposición con
punto de acuerdo referida.

Cuarta. Que los artículos 15, 76, fracción I, 89, fracción
X, y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos hacen referencia a los tratados o las convencio-
nes internacionales, y establecen restricciones para cele-
brar tratados a las facultades del Poder Ejecutivo y del Se-
nado, específicamente, en su última parte, se desautoriza
en forma generalizada la celebración de tratados que alte-
ren las garantías o derechos del hombre. Esa restricción es-
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tá encaminada a la protección de la totalidad de los dere-
chos civiles o individuales, así como de los derechos polí-
ticos o del ciudadano.

Por su parte, el artículo 133 referido señala la jerarquía de
los tratados internaciones, estableciendo que, con las leyes
del Congreso de la Unión, serán ley suprema.

Quinta. Asimismo, el artículo 25 constitucional reza:

Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional
para garantizar que éste sea integral y sustentable, que for-
talezca la soberanía de la nación y su régimen demo-
crático y que, mediante el fomento del crecimiento econó-
mico y el empleo y una más justa distribución del ingreso
y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y la
dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, cuya
seguridad protege esta Constitución.

El Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará la ac-
tividad económica nacional, y llevará a cabo la regulación
y fomento de las actividades que demande el interés gene-
ral en el marco de libertades que otorga esta Constitución.

Al desarrollo económico nacional concurrirán, con res-
ponsabilidad social, el sector público, el sector social y
el sector privado, sin menoscabo de otras formas de acti-
vidad económica que contribuyan al desarrollo de la na-
ción.

Sexta. Que el artículo 4 de la Ley sobre la Aprobación de
Tratados Internacionales en Materia Económica establece
que para la aprobación de un tratado se observará con-
gruencia con diversos objetivos particulares según proce-
da, de los que resultan relevantes, entre otros

• En materia de prácticas desleales de comercio exterior,
fomentar la libre concurrencia y buscar las sanas prácti-
cas de competencia y prever y promover mecanismos
para contrarrestar los efectos de las prácticas desleales
de comercio de los países con que se contrate.

• Impulsar la eliminación o reducción de obstáculos in-
necesarios al comercio que sea incompatibles con la ley
y con los compromisos internacionales.

• Prever que las normas de los tratados consideren las
asimetrías, las diferencias y los desequilibrios, así como
las medidas correspondientes para compensarlos.

Séptima. De lo anterior se puede válidamente concluir que
no obstante que el Estado tiene la rectoría económica, al
ser un régimen democrático quien dirige la política econó-
mica no puede simplemente decidirla sin tomar en cuenta
a las demás partes integrantes del Estado, como los ciuda-
danos y sus instituciones.

En este sentido, no hay impedimento legal y sí una obliga-
ción democrática para que tanto el Ejecutivo federal como
el Senado de la República escuchen a todos los sectores y
actores que de manera directa o indirecta tengan participa-
ción o resientan las consecuencias de la celebración de un
tratado comercial como el que se pretende celebrar con
Brasil.

Por lo anterior, se hace evidente la legitimidad de la pro-
puesta contenida en el punto de acuerdo que se dictamina,
pues tanto el Ejecutivo como el Senado de la República
tienen la obligación de buscar que el referido convenio in-
ternacional genere empleo, riqueza y una justa distribución
del ingreso, lo que puede lograrse sólo tomando en cuenta
a todos los sectores involucrados.

Octava. En virtud de lo expuesto, la Comisión de Econo-
mía

Acuerda

Primero. La Cámara de Diputados realiza un atento ex-
horto al Ejecutivo federal y al Senado de la República a es-
cuchar y considerar las opiniones de los sectores industrial,
comercial y de servicios del país y de la Comisión de Eco-
nomía de la Cámara de Diputados, con el propósito de in-
tegrarlas en el análisis de la negociación del tratado de li-
bre comercio México-Brasil, para evitar afectaciones al
sector productivo del país.

Segundo. En el marco del análisis de las variables macro-
económicas para la celebración del tratado de libre comer-
cio México-Brasil, que éstas sean coordinadas en forma
conjunta por las comisiones involucradas de la Cámara de
Senadores y la Cámara de Diputados.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de mayo de 2010.

La Comisión de Economía, diputados: Ildefonso Guajardo Villa-
rreal (rúbrica), Alejandro Cano Ricaud, Melchor Sánchez de la Fuente
(rúbrica), Jorge Alberto Juraidini Rumilla (rúbrica), José Luis Velasco
Lino (rúbrica), Narcedalia Ramírez Pineda, Norma Sánchez Romero
(rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Leoncio Alfonso
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Morán Sánchez (rúbrica), Rodrigo Pérez-Alonso González (rúbrica),
Indira Vizcaíno Silva (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari, Noé
Fernando Garza Flores (rúbrica), Jorge Hernández Hernández (rúbri-
ca), Susana Hurtado Vallejo, Jorge Humberto López Portillo Basave,
David Penchyna Grub, Enrique Salomón Rosas Ramírez, David Ricar-
do Sánchez Guevara (rúbrica), José Antonio Arámbula López (rúbri-
ca), Sergio Gama Dufour (rúbrica), Luis Enrique Mercado Sánchez,
Ramón Merino Loo, Martín Rico Jiménez, Ramón Jiménez López (rú-
brica), Gerardo Leyva Hernández, Carlos Torres Piña, José M. Torres
Robledo (rúbrica), Ifigenia Martha Martínez y Hernández (rúbrica).»

ADICCIONES

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: «Dictamen de la Comisión de Salud, con punto de
acuerdo por el que se exhorta a las instituciones de salud, a
los congresos estatales y a la ALDF a desarrollar un plan
conjunto y coordinado de difusión de los centros de aten-
ción primaria de adicciones Nueva Vida

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión de la LXI Legislatura, le fue
turnada para su estudio y dictamen la siguiente proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta a las institucio-
nes de salud, a los congresos estatales y a la ALDF, a que
en conjunto y de manera coordinada desarrollen un plan de
difusión de los centros de atención primaria de adicciones
“Nueva Vida”.

Con fundamento en los artículos 39, 44, y 45 y demás re-
lativos de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como los artículos 56, 60, 65,
87, y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, la Comi-
sión de Salud somete a la consideración de esta honorable
asamblea, el dictamen relativo al punto de acuerdo, el cual
se emite el siguiente

Dictamen

I. Antecedentes

1. Con fecha 10 de marzo 2010, el diputado Cuauhtémoc
Salgado Romero del Grupo Parlamentario Partido Revolu-
cionario Institucional, presentó ante el pleno el punto de

acuerdo por el que se exhorta a las instituciones de Salud,
a los congresos estatales y a la ALDF, a que en conjunto y
de manera coordinada desarrollen un plan de difusión de los
centros de atención primaria de adicciones “Nueva Vida”.

2. Con la misma fecha fue turnada a la Comisión de Salud
para su estudio y dictamen.

II. Consideraciones

I. Esta comisión realizó el estudio y análisis de los plante-
amientos contenidos en la proposición con punto de acuer-
do, a fin de valorar su contenido, deliberar e integrar el pre-
sente dictamen.

II. El punto de acuerdo que se pretende dictaminar emer-
gió debido al aumento de las adicciones en los últimos
veinte años, esto por razones diversas, resaltando funda-
mentalmente el tipo de cultura a la que pertenecemos en la
que el consumo de sustancias como el alcohol y el tabaco
es algo común, cotidiano e incluso en algunos círculos so-
ciales indispensable. En el caso de drogas como la mari-
huana y la cocaína que son las de mayor consumo, el fácil
acceso a ellas ha contribuido a que nuestro país pase de ser
productor a un gran consumidor.

III. Diariamente las adicciones afectan la vida de los con-
sumidores, y será cada vez más problemático si no se lle-
gan a tomar a tiempo las medidas necesarias para su pre-
vención y tratamiento. El consumo de sustancias adictivas
acorta la vida de las personas, distorsionando la estructura
equilibrada de la pirámide poblacional, además los consu-
midores tienden a abandonar aquellas actividades académi-
cas, laborales y demás que contribuyen al desarrollo perso-
nal, esencial para el progreso de cualquier nación. 

IV. Es preocupante que el mayor número de adictos se en-
cuentran entre los 18 y 34 años de edad, etapa biológica de
mayor capacidad productiva en el ser humano, por lo que
el crecimiento del problema, en el largo plazo, puede llegar
a frenar el desarrollo del país al disminuir la capacidad de
productividad ocasionada por la falta de capital humano,
entendido éste como la poca preparación de los trabajado-
res, la falta de estos o en el peor de los casos ambas.

V. Sin embargo, debido a la falta de conocimiento del te-
ma, el tratamiento de las adicciones no es hasta la fecha re-
levante ni preocupante a pesar de las consecuencias que en
el mediano y largo plazo trae consigo. 
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VI. La estadística refleja que 464 mil 386 personas requie-
ren atención especializada y el 80 por ciento de la pobla-
ción necesita programas de prevención. 

VII. Los integrantes de esta comisión están conscientes de
que actualmente dicha labor es desafiada y gratificante por
organizaciones civiles e instituciones privadas así como
por organismos como el Consejo Nacional Contra las Adic-
ciones que han creado programas que ayudan a combatir
estas adicciones. Como lo realizan los centros de atención
primaria de adicciones “Nueva Vida”, los cuales, además
de ayudar al tratamiento y recuperación de adictos, tam-
bién funcionan como centros de educación y prevención.
Además de que consideran necesario que se le dé una ma-
yor difusión, para que de esta manera se pueda ayudar a
quien lo necesita.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comi-
sión de Salud consideran que la propuesta es viable, por lo
que se somete al pleno de la Cámara de Diputados la si-
guiente

Proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta a las instituciones de salud, a los congresos esta-
tales y a la Asamblea Legislativa de Distrito Federal,
a que en conjunto, y de manera coordinada, desarro-
llen un plan de difusión de los centros de atención
primaria de adicciones “Nueva Vida”.

Único. Se exhorta a las instituciones de salud, congre-
sos estatales y Asamblea Legislativa del Distrito Fede-
ral, para que de manera conjunta y coordinada desarro-
llen un plan de difusión para los centros de atención
primaria de adicciones “Nueva Vida” y realizar una es-
trategia comunitaria.

La Comisión de Salud, diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rú-
brica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), María Cris-
tina Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho (rúbrica), Rosalina
Mazari Espín (rúbrica), Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio
Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos (rúbrica), He-
ladio Gerardo Verver y Vargas (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo
(rúbrica), María del Pilar Torre Canales (rúbrica), secretarios; Felipe
Borja Texocotitla (rúbrica), Yolanda de la Torre Valdez, Olga Luz Es-
pinoza Morales (rúbrica), Leandro Rafael García Bringas, Clara Gó-
mez Caro (rúbrica), Delia Guerrero Coronado (rúbrica), José Manuel
Hinojosa Pérez, José Luis Marcos León Perea (rúbrica), Fernando Mo-
rales Martínez, Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Ana Elia Paredes Ar-
ciga, Guadalupe Eduardo Robles Medina (rúbrica), Sergio Tolento

Hernández, Alicia Elizabeth Zamora Villalva (rúbrica), Laura Piña Ol-
medo, Leticia Quezada Contreras (rúbrica en abstención).»

VIRUS DEL PAPILOMA HUMANO 
Y CANCER CERVICO UTERINO

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: «Dictamen de la Comisión de Salud, con punto de
acuerdo relativo a los recursos del PEF de 2011 para pre-
venir y controlar el virus del papiloma humano y el cáncer
cervicouterino

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión de la LXI Legislatura, le fue
turnada para su estudio y dictamen la siguiente proposición
con punto de acuerdo relativo a los recursos para la pre-
vención y control del Virus del Papiloma Humano y el
Cáncer Cérvico Uterino, en el PEF 2011.

Con fundamento en los artículos 39, 44, y 45 y demás re-
lativos de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como los artículos 56, 60, 65,
87, y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, la Comi-
sión de Salud somete a la consideración de esta honorable
asamblea, el dictamen relativo al punto de acuerdo, el cual
se emite el siguiente

Dictamen

I. Antecedentes

1. Con fecha 10 de marzo 2010, el diputado Alejandro Ca-
rabias Icaza del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de Mexico, presentó ante el pleno el punto de
acuerdo relativo a los recursos para la prevención y control
del Virus del Papiloma Humano y el Cáncer Cérvico Ute-
rino, en el PEF 2011.

2. Con la misma fecha fue turnada a la Comisión de Salud
para su estudio y dictamen.
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II. Consideraciones

I. Esta comisión realizó el estudio y análisis de los plante-
amientos contenidos en la proposición con punto de acuer-
do, a fin de valorar su contenido, deliberar e integrar el pre-
sente dictamen.

II. El punto de acuerdo que se pretende dictaminar nació
debido a que en nuestro país, el  virus del papiloma huma-
no (VPH) constituye una amenaza para la salud de la mu-
jer, ya que puede dar origen al cáncer cérvico-uterino, el
cual constituye la segunda causa de muerte a nivel nacio-
nal, entre las mujeres de 25 años o más.

Asimismo, la preocupación de que en algunas entidades fe-
derativas se siguen reportando niveles superiores a 21 ca-
sos por cada 100 mil mujeres. Tal es el caso de Chiapas,
Oaxaca, Guerrero, Veracruz y Campeche, lo cual indica
cierta correlación de este padecimiento con los índices de
pobreza y marginación.

III. Los integrantes de la Comisión de Salud consideran
preocupante el tema referente al virus del papiloma huma-
no, un mal silencioso, que cobra cada vez más víctimas;
que aparece como una deformación pequeña en el área ge-
nital y al no tener un tratamiento adecuado, puede desem-
bocar un cáncer y provocar la muerte en mujeres, el mayor
riesgo para la población local es que cada vez son más jó-
venes las mujeres y hombres que comienzan su vida sexual
activa y muchos sin protección.

IV. La importancia de difundir este mal, es para lograr que
cada vez sean más las mujeres que se acerquen a una revi-
sión tanto a un médico particular como al servicio de salud
pública que están capacitados y con estrategias así como
herramientas suficientes como mayor egreso presupuestal,
para hacer una atención oportuna y quitarle a la muerte un
ser humano, a través de un buen ejercicio médico y con-
ciencia ciudadana.

V. Sin embargo, cabe señalar que el Proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
2010, preveía originalmente una reducción del 82 por cien-
to de recursos para estas dos instituciones y para el progra-
ma “Atención de la salud reproductiva e igualdad de géne-
ro en salud”. Dicho proyecto fue ajustado en la honorable
Cámara de Diputados sin embargo siguen siendo insufi-
cientes los recursos para una padecimiento que día a día
cobra la muerte de quienes lo padecen por no contar con la
detección y tratamientos oportunos.

VI. Es por ello necesario que la Secretaria de Hacienda y
Crédito Público evalúe detalladamente dichas cantidades,
apegándose a las estadísticas reales sobre este padecimien-
to y no por cuestiones meramente económicas, para que de
manera correcta y justa asigne las cantidades necesarias pa-
ra combatir dicha enfermedad.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comi-
sión de Salud consideran que la propuesta es viable, por lo
que se somete al pleno de la Cámara de Diputados la si-
guiente

Proposición con punto de acuerdo relativo a los recur-
sos para la prevención y control del virus del papiloma
humano y el cáncer cérvico uterino, en el PEF 2011

Único. Se exhorta a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público a que en el Proyecto de Presupuesto de Egresos pa-
ra el Ejercicio Fiscal de 2011, se contemplen recursos sufi-
cientes y necesarios para la prevención y control del virus
del papiloma humano y el cáncer cérvico-uterino.

La Comisión de Salud, diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rú-
brica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), María Cris-
tina Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho (rúbrica), Rosalina
Mazari Espín (rúbrica), Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio
Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos (rúbrica), He-
ladio Gerardo Verver y Vargas (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo
(rúbrica), María del Pilar Torre Canales (rúbrica), secretarios; Felipe
Borja Texocotitla (rúbrica), Yolanda de la Torre Valdez, Olga Luz Es-
pinoza Morales (rúbrica), Leandro Rafael García Bringas, Clara Gó-
mez Caro (rúbrica), Delia Guerrero Coronado (rúbrica), José Manuel
Hinojosa Pérez, José Luis Marcos León Perea (rúbrica), Fernando Mo-
rales Martínez, Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Ana Elia Paredes Ar-
ciga, Guadalupe Eduardo Robles Medina (rúbrica), Sergio Tolento
Hernández, Alicia Elizabeth Zamora Villalva (rúbrica), Laura Piña Ol-
medo, Leticia Quezada Contreras (rúbrica).»

EX CONVICTOS DEPORTADOS

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: «Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública,
con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral a implantar un programa integral de reinserción so-
cial de ex convictos deportados al país
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Honorable Asamblea:

A la Comisión Seguridad Pública de la Cámara de Diputa-
dos de la LXI Legislatura, le fue turnada para su estudio y
dictamen, la proposición con punto de acuerdo por la que
se exhorta al Ejecutivo federal para que implemente un
programa integral de reinserción social de los ex convictos
deportados a nuestro país.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, nu-
meral 1, y 45, numerales 6, incisos e) y f) y 7 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como los artículos 58, 60, 87, 88 y 93 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a consi-
deración de esta honorable asamblea, el presente dictamen
en sentido positivo, al tenor de los siguientes:

Antecedentes

I. En sesión de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión celebrada el día 15 de diciembre de 2009, el diputa-
do Francisco Vega de la Madrid, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, presentó proposición con
punto de acuerdo para exhortar al Ejecutivo federal para
que implemente un programa integral de reinserción social
de los ex-convictos deportados a nuestro país.

II. En esta misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directi-
va de la Cámara de Diputados, acordó que se turnará la
propuesta citada a la Comisión de Seguridad Pública, para
su estudio y dictamen correspondiente.

III. El 1 de junio de 2010, en sesión plenaria de la Comi-
sión de Seguridad Pública, este dictamen fue aprobado en
sentido positivo por unanimidad.

Contenido de la proposición con punto de acuerdo

1. El proponente, refiere que los gobiernos de los estados
fronterizos, a través de las diversas Secretarías de Desarro-
llo Social, cada año emprenden programas encaminados al
apoyo de las personas repatriadas procedentes de Estados
Unidos de América, sin embargo, aclara que se debe esta-
blecer una sana diferencia, entre los migrantes y los recur-
sos que se destinan para la reinserción social de los ex con-
victos de las cárceles de los Estados Unidos, ya que se ha
convertido en un problema generalizado, principalmente
en las fronteras del estado de Baja California, sin excluir a
los demás estados de la zona de la frontera norte.

2. Manifiesta que según datos de la Agencia de Aduanas y
Migración de los Estados Unidos de Norteamérica, difun-
didos por la Secretaría de Seguridad Pública Municipal de
Tijuana del 2005 al 2008 se deportaron de ese país 364 mil
7 personas que purgaron penas en las cárceles norteameri-
canas, tan sólo por la garita de Tijuana se han deportado 38
mil 745 de ellos. Asimismo, datos de la Comisión Binacio-
nal de Derechos Humanos, establecen que cada día alrede-
dor de 700 personas son deportadas a México, 200 de ellos
son ex convictos deportados a la ciudad de Tijuana.

3. De igual modo, expresa que el problema principal radi-
ca en que no existe una política pública encaminada a la
reinserción social de estos ex convictos repatriados, y esta-
blece que existen dos vertientes de este problema. El pro-
blema social de las ciudades a dónde se destinan las perso-
nas a su llegada a nuestro territorio nacional y el grave
problema del incremento de la inseguridad pública sectori-
zado en zonas de la frontera norte. El problema social em-
pieza con la necesidad de contar con un trabajo para sobre-
vivir en las zonas por las que son deportados, sin embargo,
no existen oportunidades reales laborales para ellos, quie-
nes en su mayoría oscilan entre las edades de 35 años, la
mayoría son adictos a sustancias prohibidas, suelen estar
tatuados, desarrollan en las calles los códigos de supervi-
vencia de las cárceles y en ocasiones no hablan bien el
idioma español.

4. En este mismo orden de ideas, indica que además es ne-
cesario, contar con un sistema binacional de recuperación
de datos que incluya información biométrica entendida co-
mo tal como la aplicación de técnicas matemáticas y esta-
dísticas sobre los rasgos físicos o de conducta de un indi-
viduo, para “verificar” identidades o para “identificar”
individuos, contando con un sistema de información de na-
cionalidad y grado de peligrosidad; aunado al estudio que
este órgano legislativo federal entregué sobre la viabilidad
y el diseño de algún programa federal encaminado a la se-
guridad pública y la reinserción social.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la proposi-
ción con punto de acuerdo, los miembros de la Comisión
de Seguridad Pública de la LXI Legislatura de la Cámara
de Diputados suscriben el presente dictamen.

Consideraciones

Primero. Fruto de una concepción espiritualista del hom-
bre informada por el principio del libre arbitrio en su for-
ma más abstracta e indeterminada, desarrollan la idea de la
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poena medicinalis, según la cual los hombres que delin-
quen, pueden ser no solo castigados sino también constre-
ñidos por el Estado a hacerse buenos. Esta visión pedagó-
gica de la pena general una concepción de la privación de
la libertad personal como pena orientada a la reeducación,
conmutable por la pena de muerte cuando el reo se revele
incurable y al mismo tiempo utilizable como medida de
prevención y de orden público, representa además el moti-
vo inspirador de la primera doctrina orgánica de la diferen-
ciación penal, que partiendo de una concepción ético-inte-
lectualista del delito como fruto de la ignorancia, desarrolla
una doctrina de la pena como sanción diferenciada en ra-
zón de la capacidad de reo de mostrar vergüenza y de to-
mar conciencia de sus culpas; es decir el fin de la enmien-
da es asignado a la pena y en adición a las finalidades
preponderantes de prevención general. Esta postura parte
de posturas filosóficas que persiguen la prevención espe-
cial de los delitos asignando a las penas y a las medidas de
seguridad el doble fin de curar al condenado en la presu-
posición de que es un individuo enfermo y/o de segregarlo
y neutralizarlo en la presuposición de que también es peli-
groso. La idea central de esta orientación es que el delin-
cuente es un ser antropológicamente inferior, mas o menos
desviado o degenerado. En esta perspectiva las penas asu-
men el carácter de medidas técnicamente apropiadas para
las diversas exigencias terapéuticas y ortopédicas de la de-
fensa social.1

Segundo. Por otro lado, es importante mencionar que los
objetivos de la cárcel han ido evolucionando con el trans-
curso del tiempo. Poco a poco, la idea de que el prisionero
tenía que reparar el daño que había causado a la sociedad,
fue tomando conciencia en ésta. El encarcelamiento tenía
que ir acompañado del trabajo, el delincuente pagaba, con
la prisión, una deuda, no directamente a sus víctimas, pero
sí al daño que su comportamiento había causado a toda la
sociedad. Tras haber cumplido su condena y pagado su
deuda, el delincuente quedaba exento de toda culpa y po-
día reemprender una nueva vida. Pero la aplicación de esta
utopía todavía no se ha hecho realidad. El hecho de consi-
derar la prisión como un lugar de reeducación del delin-
cuente, se contempló tiempo después. La prisión se fijó
otros objetivos: el cambiar a los delincuentes y adaptarlos
para una vida normal en la sociedad. Su principal idea era
la de reeducar y reformar a los delincuentes que habían to-
mado un camino equivocado. Durante el cumplimiento de
las penas, la optima reinserción social del interno condena-
do debe ser el objetivo de fundamental en un Estado Social
de Derecho, fundado en el respeto de la dignidad humana;
el objeto del Derecho Penal de un estado de este tipo, no es

excluir al delincuente sino buscar la reinserción del mismo
en su contexto y en forma adecuada. La función resociali-
zadora del sistema penal adquiere gran importancia consti-
tucional no solo desde el punto de vista de la dignidad; si-
no también como expresión del libre desarrollo de la
personalidad humana.2

Tercero. Si atendemos a la premisa constitucional conteni-
da en el artículo 18, el cual establece que el sistema peni-
tenciario se organizará sobre la base del trabajo, la capaci-
tación para el mismo, la educación, la salud y el deporte
como medios para lograr la reinserción del sentenciado a la
sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando
los beneficios que para él prevé la ley, se concluye que la
reciente reforma constitucional ha dado, además de la nue-
va nomenclatura, la inclusión de otros elementos que se su-
man al trabajo y la capacitación para el mismo, así como la
educación y el deporte para lograr la reincorporación del
sujeto a la vida en libertad, después de haber compurgado
pena privativa de libertad. Lo anterior, en razón del decre-
to que reforma diversos artículos de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 18 de junio del 2009,
conocida como Reforma Penal Constitucional, mediante la
cual se elimina el concepto de “readaptación social” y se
incorpora el de “reinserción social” en el artículo 18 del ci-
tado ordenamiento; de igual modo en este mismo artículo
constitucional.

Cuarto. Evidentemente, los mencionados elementos, ele-
vados a rango constitucional, no son nuevos puesto que ya
eran considerados en la Ley de Normas Mínimas sobre Re-
adaptación Social de Sentenciados y en las legislaciones
locales de ejecución de sanciones. Sin embargo, hoy en día
el reto del sistema penitenciario mexicano sigue consis-
tiendo en el hecho de implementar una estrategia para re-
cuperar los centros de reclusión de la crisis en la que están
inmersas y transformarlas en espacios que retribuyan a la
sociedad, mediante la reinserción exitosa de las personas
sentenciadas.

Quinto. En razón de lo anteriormente expuesto, las perso-
nas que delinquen y compurgan una condena en prisión,
deben ser objeto de reinserción social, lo que no siempre se
ha considerado acertado y menos tratándose de delitos me-
nores, ya que las penas cortas de privación de la libertad re-
sultan innecesarias e insuficientes para lograr en breve
tiempo, la “reeducación o reinserción social”, además de
los efectos perniciosos del contacto con otros internos.3
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El Estado, a través de instituciones específicas, cuando pri-
va de la libertad a un sujeto que ha violado alguna disposi-
ción penal, se preocupa además por proporcionarle trabajo,
la capacitación para éste, educación, salud y deporte como
medios que le permitan la reinserción a la sociedad para
procurar que no vuelva a delinquir al salir de prisión; en
ese sentido, la función de la pena ya no es sólo el castigo
por el castigo mismo, sino que a través de ella se propor-
cionan al interno los elementos que incidan en este objeti-
vo. Algunos autores consideran que con estos elementos no
se agotan las posibilidades legales de tratamiento; aquellos
sólo han sido recogidos como simple mínimo constitucio-
nal, en el sentido de que el Estado puede y debe tratar al de-
lincuente y adoptar la práctica de otras medidas, que enri-
quecen el reducido mínimo social, el deporte, la terapia
individual y grupal, la asistencia espiritual, etcétera; en de-
finitiva no cabría hablar de reinserción social, ni sería po-
sible establecer un certero sistema de educación y de tra-
bajo si no se procura aquélla y se hacen factibles éstos por
medio de otros numerosos apoyos institucionales. Luego
entonces, el régimen penitenciario debe emplear, tratando
de aplicarlos conforme a las necesidades del tratamiento
individual de los delincuentes, todos los medios curativos,
educativos, espirituales y de otra naturaleza y de todas las
formas de asistencia de que pueda disponer. El objeto del
tratamiento es inculcarle al interno la voluntad de ser con-
forme a la ley, mantenerse con el producto de su trabajo y
crear en él aptitud para hacerlo. Dicho tratamiento estará
encaminado a fomentar el respeto por sí mismo y desarro-
llar el sentido de responsabilidad al salir de prisión.4

Sexto. Siguiendo el orden de ideas antes expuesto, el pro-
pósito de implementar un programa integral de reinserción
social para ex convictos deportados a nuestro país, en es-
pecífico de las cárceles de los Estados Unidos de Nortea-
mérica, resulta ser una cuestión que debe ser tratada dentro
de las prisiones, en este caso norteamericanas en el mo-
mento en que los reos compurgan su sentencia, pues como
ya se ha explicado en los puntos anteriores, el objetivo de
la pena de prisión, es procurar la reinserción social del que
cometió un hecho delictivo, con el único objetivo de que
no lo vuelva a delinquir. Sin embargo, con motivo de la
grave problemática que sufren las ciudades a donde se des-
tinan las personas a su llegada al territorio nacional, y el
grave problema de la inseguridad pública sectorizado en
zonas de la frontera norte, esta Comisión considera proce-
dente e indispensable que el gobierno federal establezca
una política pública encaminada a atender la problemática
de ex convictos repatriados, que permita a estos incorpo-
rarse a una vida social digna enmarcada en los derechos y

prerrogativas de la Constitución Política, a través de la cre-
ación de programas y patronatos que permitan la contrata-
ción de ex convictos, ya que el acceso a un empleo es la
clave para su reinserción social, dicen los especialistas: “El
trabajo, dentro y fuera de los reclusorios, no es solamente
para que obtengan dinero, sino que es una terapia de rein-
serción”.

El reto está en que las autoridades logren convencer a los
empresarios de que, al menos, den una oportunidad a quie-
nes son ex convictos deportados a nuestro país; es decir, se
trata de programas que permitan dar oportunidades a fin de
evitar la reincidencia, ya que todo ser humano tiene dere-
cho a acceder a más y mejores opciones de crecimiento y
estabilidad, hasta que demuestre lo contrario, y con mayor
razón cuando se trata de personas que ya cumplieron una
sentencia y pagaron su deuda con la sociedad, en este caso
la norteamericana.

Sin embargo, es necesario hacer reformas constitucionales
en este sentido, sin perder de vista que antes debe sensibi-
lizarse a todos los actores involucrados, pues de que sirve
una ley y/o un programa, si nadie lo cumple, a un interno
que ha cumplido su sentencia le debe bastar con la carta de
liberación para contar con las mismas oportunidades de
empleo, que una persona con la misma capacidad que no
ha vivido la experiencia carcelaria.

Es importante también tener en cuenta, que muchos ex
convictos pueden declinar las ofertas, en razón de que mu-
chos de ellos solamente buscan la manera de volver a su
tierra, con sus familias.

Séptimo. Por otra parte, el artículo 2º de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, señala como parte
de las funciones de seguridad pública, a cargo de la federa-
ción, el Distrito Federal, los estados y los municipios, el
procurar la reinserción social del individuo:

Artículo 2. La seguridad pública es una función a cargo de
la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Muni-
cipios, que tiene como fines salvaguardar la integridad y
derechos de las personas, así como preservar las libertades,
el orden y la paz públicos y comprende la prevención es-
pecial y general de los delitos, la investigación para hacer-
la efectiva, la sanción de las infracciones administrativas,
así como la investigación y la persecución de los delitos y
la reinserción social del individuo, en términos de esta
Ley, en las respectivas competencias establecidas en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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Octavo. No menos importante, resulta el hecho de que el
artículo 31, fracción III, de la citada ley, indica ya como
parte de las funciones de la Conferencia Nacional del Sis-
tema Penitenciario el proponer al Consejo Nacional de Se-
guridad Pública la creación o implementación de pro-
gramas, políticas y acciones de reinserción social.

“Artículo 31. Son funciones de la Conferencia Nacio-
nal del Sistema Penitenciario:..

...III. Proponer al Consejo Nacional, políticas, progra-
mas y acciones en materia de reinserción social...”

Noveno. Con relación al numeral segundo de la proposi-
ción con punto del acuerdo objeto del presente dictamen,
consistente en exhortar a la Comisión de Seguridad Públi-
ca de la Cámara de Diputados a entregar a esta asamblea un
estudio técnico sobre la viabilidad de la aplicación de un
programa binacional de colaboración, dirigido a la depor-
tación masiva de ex convictos que cuente con elementos de
información biométrica y de identificación de nacionalidad
y nivel de peligrosidad, esta Comisión considera improce-
dente dicha propuesta, toda vez que no es facultad de las
comisiones ordinarias realizar estudios técnicos de ningún
tipo. Así se desprende de los artículos 39 y 45, ambos de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, los cuales establecen lo siguiente:

“Artículo 39:

1. Las Comisiones son órganos constituidos por el Ple-
no, que a través de la elaboración de dictámenes, in-
formes, opiniones o resoluciones, contribuyen a que la
Cámara cumpla sus atribuciones constitucionales y le-
gales.

2. La Cámara de Diputados cuenta con comisiones ordi-
narias que se mantienen de legislatura a legislatura y son
las siguientes: ...

...XXXV. Seguridad Pública...”

...3. Las comisiones ordinarias establecidas en el párra-
fo anterior, tienen a su cargo tareas de dictamen legis-
lativo, de información y de control evaluatorio con-
forme a lo dispuesto por el párrafo primero del
artículo 93 constitucional, y su competencia se co-
rresponde en lo general con las otorgadas a las de-
pendencias y entidades de la Administración Pública
Federal.

“Artículo 45. ...

...6. Las comisiones tendrán las tareas siguientes:

a) Elaborar su programa anual de trabajo;

b) Rendir un informe semestral de sus actividades a la
Conferencia para la Dirección y Programación de los
Trabajos Legislativos;

c) Organizar y mantener un archivo de todos los asuntos
que les sean turnados, que deberá ser entregado a la Le-
gislatura siguiente;

d) Sesionar cuando menos una vez al mes;

e) Resolver los asuntos que la Mesa Directiva de la Cá-
mara les turne;

f) Dictaminar, atender o resolver las iniciativas, proyec-
tos y proposiciones turnadas a las mismas en los térmi-
nos de los programas legislativos acordados por la Con-
ferencia para la Dirección y Programación de los
Trabajos Legislativos; y

g) Realizar las actividades que se deriven de esta ley, de
los ordenamientos aplicables, de los acuerdos tomados
por el Pleno de la Cámara y los que adopten por sí mis-
mas con relación a la materia o materias de su compe-
tencia.”.

Tal y como se observa en los artículos antes citados, las co-
misiones ordinarias no cuentan con facultades para realizar
la propuesta planteada en el numeral segundo de la propo-
sición objeto del presente dictamen, dicha facultad en su
caso, la tendría de crearse, una comisión de investigación,
la cual se constituye con carácter de transitorio para el ejer-
cicio de la facultad a que se refiere el párrafo tercero del ar-
tículo 93 constitucional el cual establece que las Cámaras,
a pedido de una cuarta parte de sus miembros, tratándose
de los diputados, y de la mitad, si se trata de los Senadores,
tienen la facultad de integrar comisiones para investigar el
funcionamiento de organismos descentralizados y empre-
sas de participación estatal mayoritaria, siendo pues una
disposición que se limita a los supuestos antes señalados y
en los cuales no se encuentra el supuesto planteado en la
propuesta del diputado proponente.

Por otra parte, se considera riesgoso en el ejercicio de au-
toridad en contra de los nacionales migrantes, quienes ade-
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más son ya considerados un grupo altamente vulnerable a
los actos discriminatorios y de violación de garantías, ya
que hablar de ex convictos provenientes de cárceles norte-
americanas, no significa necesariamente que se trate de
gente peligrosa, sino personas que por alguna razón tuvie-
ron problemas con las autoridades norteamericanas. Por
otro lado, el delegado del Instituto Nacional de Migración
negó que la mayoría de los deportados de los Estados Uni-
dos se queden a residir en Baja California, ya que algunos
intentan cruzar de nuevo hacia el otro lado y los que no,
buscan la manera de regresar a su lugar de origen.

Resultando

Primero: Esta soberanía considera procedente aprobar la
proposición con punto de acuerdo para exhortar al Ejecuti-
vo federal a implementar un programa de reinserción social
de los ex convictos deportados a nuestro país, en razón, de
que si bien es cierto que es durante el periodo en prisión
que un Estado debe procurar la reinserción social del reo a
través del trabajo, capacitación para el mismo, salud, edu-
cación y deporte, a fin de evitar que el sentenciado vuelva
a delinquir al momento de salir de prisión; es con motivo
de la grave problemática que sufren las ciudades a donde
se destinan las personas a su llegada a nuestro territorio na-
cional, y el grave problema de la inseguridad pública sec-
torizado en zonas de la frontera norte, que se considera
procedente e indispensable que el gobierno federal esta-
blezca una política pública encaminada a atender la pro-
blemática de ex convictos repatriados, que permita a estos
incorporarse a una vida social digna enmarcada en los de-
rechos y prerrogativas de la Constitución Política, a través
de la creación de programas contra las adicciones y patro-
natos que permitan la contratación de ex reos; ya que el ac-
ceso a un empleo es la clave para su reinserción social.

En cuanto al exhortar a la Comisión de Seguridad Pública
de la Cámara de Diputados para que entregue a esta asam-
blea un estudio técnico sobre la viabilidad de la aplicación
de un programa binacional de colaboración, dirigido a la
deportación masiva de ex convictos que cuenten con ele-
mentos de información biométrica y de identificación de
nacionalidad y nivel de peligrosidad, se considera impro-
cedente, por no ser esta una facultad de las comisiones or-
dinarias.

Con base a lo expuesto y fundado, los diputados y diputa-
das integrantes de la Comisión de Seguridad Publica reco-
nocen y concluyen que es procedente aprobar en sentido
positivo el presente punto de acuerdo, por lo que someten

a consideración del pleno de esta honorable asamblea el si-
guiente:

Acuerdo

Único. Se exhorta al Ejecutivo federal para que implemen-
te un programa de reinserción social para ex convictos de-
portados a nuestro país, en virtud de que se ha demostrado
su necesidad.

Notas:

1 Ferrajoli, Luigi, Derecho y Razón. Teoría del Garantismo Penal, 4ª
ed., Valladolid, Ed. Trotta, 2000, pp. 265-275.

2 Ibid.

3 Mtra. Adelita de J. Murillo Chejín, La pena de Prisión y la Reinser-
ción social, Reforma en materia de Justicia Penal y Seguridad Pública,
Foros de Participación Ciudadana.

4 Ibid.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de junio de 2010.

La Comisión de Seguridad Pública, diputados: José Luis Ovando
Patrón (rúbrica), Sergio González Hernández (rúbrica), Bonifacio He-
rrera Rivera (rúbrica), María de Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica),
Manuel Esteban de Esesarte Pesqueira, Felipe Amadeo Flores Espino-
sa (rúbrica), Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Adriana Sarur Torre
(rúbrica), Teresa del Carmen Incháustegui Romero, Alejandro Gertz
Manero, Miguel Álvarez Santamaría (rúbrica), Víctor Hugo Círigo
Vásquez (rúbrica), Jaime Fernando Cárdenas Gracia (rúbrica), Salva-
dor Caro Cabrera (rúbrica), Ernesto de Lucas Hopkins (rúbrica), Omar
Fayad Meneses (rúbrica), Jorge Fernando Franco Vargas, Luis Alejan-
dro Guevara Cobos, Aarón Irízar López (rúbrica), Feliciano Rosendo
Marín Díaz, Manuel Guillermo Márquez Lizalde, Rosi Orozco (rúbri-
ca), Gustavo Antonio Miguel Ortega Joaquín (rúbrica), María Anto-
nieta Pérez Reyes (rúbrica), Camilo Ramírez Puente, Francisco Lauro
Rojas San Román, Arturo Santana Alfaro (rúbrica), Ricardo Sánchez
Gálvez (rúbrica), Ardelio Vargas Fosado.»

SEGURIDAD PUBLICA

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: «Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública,
con punto de acuerdo por el que se exhorta a las entidades
federativas que a la fecha no hubieren adecuado su marco
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legal en materia de seguridad pública a realizar las modifi-
caciones necesarias a fin de cumplir lo dispuesto en el artí-
culo séptimo transitorio de la reforma constitucional en
materia de seguridad y justicia, del 18 de junio de 2008

Honorable Asamblea:

A la Comisión Seguridad Pública de la Cámara de Diputa-
dos de la LXI Legislatura, le fue turnada para su estudio y
dictamen, la proposición con punto de por el que se exhorta
a las entidades federativas, que a la fecha no hubiesen ade-
cuado su marco legal en materia de seguridad pública, a que
realicen las reformas necesarias a fin de dar cumplimiento a
lo mandatado en el artículo séptimo transitorio de la reforma
constitucional en materia de seguridad pública y justicia de
fecha 18 de junio de 2008, presentada el 7 de abril de 2010
y publicada en la Gaceta Parlamentaria en la misma fecha.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, 44 y
45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y 58, 60, 87 y 88 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, la Comisión de Seguridad Públi-
ca somete a consideración de esta honorable asamblea, el
presente dictamen en sentido positivo, mismo que se reali-
za bajo los siguientes:

Antecedentes

I. En sesión de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión celebrada el 7 de abril de 2010, el diputado José
Luis Ovando Patrón, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, presentó proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta a las entidades fe-
derativas, que a la fecha no hubiesen adecuado su marco
legal en materia de seguridad pública, a que realicen las re-
formas necesarias a fin de dar cumplimiento a lo mandata-
do en el artículo séptimo transitorio de la reforma constitu-
cional en materia de seguridad pública y justicia de fecha
18 de junio de 2008, presentada el 7 de abril de 2010 y pu-
blicada en la Gaceta Parlamentaria en la misma fecha.

II. En esta misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directi-
va de la Cámara de Diputados, acordó que se turnará la
propuesta citada a la Comisión de Seguridad Pública, para
su estudio y dictamen correspondiente.

III. El 1 de junio de 2010, en sesión plenaria de la Comi-
sión de Seguridad Pública, este dictamen fue aprobado en
sentido positivo por unanimidad.

Contenido de la proposición con punto de acuerdo

1. El diputado proponente expresa que México se ha cons-
tituido como un país rico en recursos materiales y huma-
nos, de gran trascendencia cultural en toda América Latina;
sin embargo, ello no le ha hecho inmune de sufrir los es-
tragos de la delincuencia en sus diferentes manifestaciones
–común u organizada–, encontrando dicho mal social den-
tro del territorio mexicano, y consiguientemente, colocan-
do en un estado de peligro la seguridad integral de sus ha-
bitantes, generándose un ambiente permeado de
incertidumbre y desconfianza hacia las propias institucio-
nes encargadas de la función de seguridad pública, sin de-
jar de lado el consecuente aparcamiento en la participación
social, que el propio ambiente de inseguridad ha propicia-
do, con impacto negativo y directo al bienestar de las fa-
milias mexicanas.

2. De igual forma, manifiesta que el gobierno federal tuvo
a bien sancionar las disposiciones planteadas conforme al
proceso legislativo planteado en nuestra Carta Magna,
aprobando la reforma constitucional publicada en el Diario
Oficial de la Federación en fecha 18 de junio de 2008, cu-
yo objeto fue encaminado a fortalecer las instituciones en-
cargadas de la procuración de justicia y de la seguridad pú-
blica.

3. Señala que en el contenido del decreto antes citado, se
reformaron “los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22; las
fracciones XXI y XXIII del artículo 73; la fracción VII del
artículo 115 y la fracción XIII del apartado B del artículo
123, todos de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, estableciendo respecto del artículo 21
constitucional noveno párrafo, que “La seguridad pública
es una función a cargo de la Federación, el Distrito Fede-
ral, los Estados y los Municipios, que comprende la pre-
vención de los delitos; la investigación y persecución para
hacerla efectiva, así como la sanción de las infracciones
administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas
competencias que esta Constitución señala”.

4. El proponente expresa que es de gran relevancia contar
con instrumentos jurídicos estatales que articulen, organi-
cen y perfeccionen la tarea de seguridad pública para hacer
efectivo el frente que se ha propuesto por parte del Estado
mexicano en contra de la delincuencia, con base en el con-
tenido de la reforma constitucional del 18 de junio de 2008.

5. Finalmente argumenta que no debe perderse de vista que
la expedición de la Ley General del Sistema Nacional de
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Seguridad Pública, inició su vigencia dentro de los térmi-
nos signados en el artículo séptimo transitorio de tan im-
portante reforma constitucional el cual a la letra señala: “El
Congreso de la Unión, a más tardar dentro de seis meses a
partir de la publicación de este decreto, expedirá la ley que
establezca el Sistema Nacional de Seguridad Pública. Las
entidades federativas expedirán a más tardar en un año, a
partir de la entrada en vigor del presente decreto, las leyes
en esta materia, razón por la cual se exhorta a las entidades
federativas que a la fecha no hubiesen adecuado su marco
legal en materia de seguridad pública, a que realicen las re-
formas necesarias a fin de dar cumplimiento a lo mandata-
do en el citado artículo transitorio de la reforma constitu-
cional del 18 de junio de 2008.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la proposi-
ción con punto de acuerdo, los miembros de la Comisión
de Seguridad Pública de la LXI Legislatura de la Cámara
de Diputados suscriben el presente dictamen.

Consideraciones

Primero. Que con base en los antecedentes antes expues-
tos y con los elementos de información disponibles, la Co-
misión de Seguridad Publica, con las atribuciones antes se-
ñaladas se avoco a dictaminar la proposición con punto de
acuerdo de referencia.

Segundo. Tal y como lo manifiesta el proponente, el artí-
culo 21 constitucional noveno párrafo, establece que “La
seguridad pública es una función a cargo de la Federación,
el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, que com-
prende la prevención de los delitos; la investigación y per-
secución para hacerla efectiva, así como la sanción de las in-
fracciones administrativas, en los términos de la ley, en las
respectivas competencias que esta Constitución señala.”

En concordancia con el citado precepto legal, el artículo
124 de nuestra Constitución federal establece que “Las fa-
cultades que no están expresamente concedidas por esta
Constitución a los funcionarios federales, se entienden re-
servadas a los estados”, siendo por tanto prioritario que los
estados armonicen en el marco de sus atribuciones, los or-
denamientos legales correspondientes, a fin de estar en po-
sibilidad de homologar las disposiciones que en materia de
Seguridad contiene la reforma constitucional mencionada.

Tercero. De igual manera, el artículo 73, fracción XXIII,
otorga facultades expresas al Congreso de la Unión, “Para
expedir leyes que establezcan las bases de coordinación en-

tre la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Mu-
nicipios, así como para establecer y organizar a las institu-
ciones de Seguridad Pública en materia federal, de confor-
midad con lo establecido en el artículo 21 de esta
Constitución.”

En razón de la citada disposición constitucional, el honora-
ble Congreso de la Unión expidió la Ley General del Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública, misma que fue publica-
da en el Diario Oficial de la Federación en fecha 2 de enero
de 2009, la cual establece en el artículo 6º lo siguiente:

Artículo 6. Las Instituciones de Seguridad Pública serán
de carácter civil, disciplinado y profesional, su actuación se
regirá además, por los principios de legalidad, objetividad,
eficiencia, honradez, y respeto a los derechos humanos re-
conocidos por la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. Deberán fomentar la participación ciuda-
dana y rendir cuentas en términos de ley.

Cuarto. A su vez, el artículo 7º de la ley antes citada en re-
lación con el artículo 21 Constitucional, expresa lo si-
guiente:

Artículo 7. Conforme a las bases que establece el artí-
culo 21 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, las Instituciones de Seguridad Pública
de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los
Municipios, en el ámbito de su competencia y en los
términos de esta Ley, deberán coordinarse para:

I. Integrar el Sistema y cumplir con sus objetivos y fi-
nes;

II. Formular políticas integrales, sistemáticas, continuas
y evaluables, así como programas y estrategias, en ma-
teria de seguridad pública;

III. Ejecutar, dar seguimiento y evaluar las políticas, es-
trategias y acciones, a través de las instancias previstas
en esta ley;

IV. Proponer, ejecutar y evaluar el Programa Nacional
de Procuración de Justicia, el Programa Nacional de Se-
guridad Pública y demás instrumentos programáticos en
la materia previstos en la Ley de Planeación;

V. Distribuir a los integrantes del Sistema, actividades
específicas para el cumplimiento de los fines de la Se-
guridad Pública;
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VI. Regular los procedimientos de selección, ingreso,
formación, actualización, capacitación, permanencia,
evaluación, reconocimiento, certificación y registro de
los servidores públicos de las Instituciones de Seguridad
Pública;

VII. Regular los sistemas disciplinarios, así como de re-
conocimientos, estímulos y recompensas;

VIII. Determinar criterios uniformes para la organiza-
ción, operación y modernización tecnológica de las Ins-
tituciones de Seguridad Pública;

IX. Establecer y controlar bases de datos criminalísticos
y de personal;

X. Realizar acciones y operativos conjuntos de las Ins-
tituciones de Seguridad Pública;

XI. Participar en la protección y vigilancia de las Insta-
laciones Estratégicas del país en los términos de esta ley
y demás disposiciones aplicables;

XII. Determinar la participación de la comunidad y de
instituciones académicas en coadyuvancia de los proce-
sos de evaluación de las políticas de prevención del de-
lito, así como de las Instituciones de Seguridad Pública,
a través de mecanismos eficaces;

XIII. Implementar mecanismos de evaluación en la
aplicación de los fondos de ayuda federal para la segu-
ridad pública;

XIV. Fortalecer los sistemas de seguridad social de los
servidores públicos, sus familias y dependientes, e ins-
trumentar los complementarios a éstos, y

XV. Realizar las demás acciones que sean necesarias pa-
ra incrementar la eficacia en el cumplimiento de los fi-
nes de la Seguridad Pública.

Tal y como se observa en los citados preceptos y en re-
lación con lo que manifiesta el proponente en el conte-
nido del documento objeto del presente dictamen, es
fundamental contar con un sistema útil y adecuado a las
necesidades que en seguridad pública requiere nuestro
país, debiendo sujetarse a lo que dispone el artículo 21
Constitucional párrafo décimo, tales como:

a) La regulación de la selección, ingreso, formación,
permanencia, evaluación, reconocimiento y certifica-
ción de los integrantes de las instituciones de seguridad
pública. La operación y desarrollo de estas acciones se-
rá competencia de la Federación, el Distrito Federal, los
Estados y los municipios en el ámbito de sus respectivas
atribuciones.

b) El establecimiento de las bases de datos criminalísti-
cos y de personal para las instituciones de seguridad pú-
blica. Ninguna persona podrá ingresar a las instituciones
de seguridad pública si no ha sido debidamente certifi-
cado y registrado en el sistema.

c) La formulación de políticas públicas tendientes a pre-
venir la comisión de delitos.

d) La participación de la comunidad que coadyuvará,
entre otros, en los procesos de evaluación de las políti-
cas de prevención del delito así como de las institucio-
nes de Seguridad Pública.

e) Los fondos de ayuda federal para la seguridad públi-
ca, a nivel nacional serán aportados a las entidades fe-
derativas y municipios para ser destinados exclusiva-
mente a estos fines.

Quinto. Aunado a lo anteriormente señalado, es de indicar
que en el cumplimiento del decreto objeto del presente dic-
tamen, no se vulnera la soberanía de ninguna entidad esta-
tal, a la luz de lo que dispone la fracción III del artículo 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, el cual establece lo siguiente:

Artículo 71. El derecho de iniciar leyes o decretos com-
pete:

I. Al Presidente de la República;

II. A los Diputados y Senadores al Congreso de la
Unión; y

III. A las Legislaturas de los estados.

Las iniciativas presentadas por el Presidente de la Repúbli-
ca, por las Legislaturas de los estados o por las diputacio-
nes de los mismos, pasarán desde luego a comisión. Las
que presentaren los diputados o los senadores, se sujetarán
a los trámites que designe el Reglamento de Debates.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2010289



Tal y como se desprende de las consideraciones antes ver-
tidas, resulta de gran trascendencia e importancia, contar
con el marco legal adecuado y vigente, el cual permita re-
organizar y perfeccionar la tarea de seguridad pública, a fin
de poder hacer efectivo el frente que se ha propuesto por
parte del estado mexicano en contra de la delincuencia, con
base en el contenido de la reforma constitucional del 18 de
junio de 2008.

Sexto. Resulta atinado lo observado por el proponente, en
el sentido de que con la expedición de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, se dio inicio a la
vigencia de los términos signados en el artículo séptimo
transitorio de la multicitada reforma constitucional, en la
cual el artículo séptimo transitorio establece lo siguiente:

“El Congreso de la Unión, a más tardar dentro de seis
meses a partir de la publicación de este Decreto, expe-
dirá la ley que establezca el Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública. Las entidades federativas expedirán a
más tardar en un año, a partir de la entrada en vigor
del presente decreto, las leyes en esta materia.”

Dicha disposición debe ser observada de manera expresa y
dentro de los términos establecidos en el transitorio en co-
mento a fin de poder estar en posibilidades de implementa-
ción de la reforma constitucional de junio de 2008, así co-
mo las disposiciones reglamentarias que de ella emanen,
dando así cumplimiento a lo dispuesto en la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, la cual esta-
blece en el artículo 1º lo siguiente:

Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria del artícu-
lo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos en materia de Seguridad Pública y tiene por
objeto regular la integración, organización y funciona-
miento del Sistema Nacional de Seguridad Pública, así
como establecer la distribución de competencias y las
bases de coordinación entre la Federación, los Estados,
el Distrito Federal y los Municipios, en esta materia.

Sus disposiciones son de orden público e interés social y de
observancia general en todo el territorio nacional

Derivado de las disposiciones legales antes mencionadas,
esta comisión considera indispensable que cada estado per-
feccione y actualice en el ámbito de sus respectivas atribu-
ciones, las disposiciones que en materia de seguridad pú-
blica se encuentren vigentes, a fin de lograr una efectiva
integración de los principios establecidos tanto en las dis-

posiciones constitucionales ya mencionadas como en la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
de lo contrario, no se contará con las herramientas legales
necesarias para responder a las exigencias que en la actua-
lidad la ciudadanía demanda en materia de seguridad pú-
blica.

Con base a lo expuesto y fundado, los diputados y diputa-
das integrantes de la Comisión de Seguridad Pública reco-
nocen y concluyen que es procedente aprobar en sentido
positivo el presente punto de acuerdo, por lo que someten
a consideración del pleno de esta honorable asamblea el si-
guiente:

Acuerdo

Único. Se exhorta a las entidades federativas que a la fecha
no hubieren adecuado su marco legal en materia de seguri-
dad pública, a que realicen las reformas necesarias, a fin de
dar cumplimiento a lo mandatado en el artículo séptimo
transitorio de la reforma constitucional en materia de segu-
ridad y justicia de fecha 18 de junio de 2008.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de junio de 2010.

La Comisión de Seguridad Pública, diputados: José Luis Ovando
Patrón (rúbrica), Sergio González Hernández (rúbrica), Bonifacio He-
rrera Rivera (rúbrica), María de Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica),
Manuel Esteban de Esesarte Pesqueira, Felipe Amadeo Flores Espino-
sa (rúbrica), Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Adriana Sarur Torre
(rúbrica), Teresa del Carmen Incháustegui Romero, Alejandro Gertz
Manero, Miguel Álvarez Santamaría (rúbrica), Víctor Hugo Círigo
Vásquez (rúbrica), Jaime Fernando Cárdenas Gracia (rúbrica), Salva-
dor Caro Cabrera (rúbrica), Ernesto de Lucas Hopkins (rúbrica), Omar
Fayad Meneses (rúbrica), Jorge Fernando Franco Vargas, Luis Alejan-
dro Guevara Cobos, Aarón Irízar López (rúbrica), Feliciano Rosendo
Marín Díaz, Manuel Guillermo Márquez Lizalde, Rosi Orozco (rúbri-
ca), Gustavo Antonio Miguel Ortega Joaquín (rúbrica), María Anto-
nieta Pérez Reyes (rúbrica), Camilo Ramírez Puente, Francisco Lauro
Rojas San Román, Arturo Santana Alfaro (rúbrica), Ricardo Sánchez
Gálvez (rúbrica), Ardelio Vargas Fosado.»

ESTADO DE COAHUILA

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, con pun-
to de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Se-
guridad Pública a reunirse con las autoridades encargadas
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de la seguridad pública en Coahuila para seguir coordinan-
do esfuerzos y apoyar a Torreón en la problemática de su
policía

Honorable Asamblea:

A la Comisión Seguridad Pública de la Cámara de Diputa-
dos de la LXI Legislatura, le fue turnada para su estudio y
dictamen, proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Secretaría de Seguridad Pública a reunirse con
las autoridades encargadas de la seguridad pública en Coa-
huila para seguir coordinando esfuerzos y apoyar a Torre-
ón en la problemática de su policía, a cargo del diputado
Miguel Ángel Riquelme, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, presentada el 21 de abril
de 2010 y publicada en la Gaceta Parlamentaria en la mis-
ma fecha.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, 44 y
45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y 58, 60, 87 y 88 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, la Comisión de Seguridad Públi-
ca somete a consideración de esta honorable asamblea, el
presente dictamen en sentido positivo, mismo que se reali-
za bajo los siguientes:

Antecedentes

I. En sesión de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión celebrada el 21 de abril de 2010, el diputado Miguel
Ángel Riquelme, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, presento proposición con punto
de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Seguri-
dad Pública a reunirse con las autoridades encargas de la
seguridad pública en Coahuila para seguir coordinando es-
fuerzos y apoyar a Torreón en la problemática de su poli-
cía.

II. En esta misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directi-
va de la Cámara de Diputados, acordó que se turnará la
propuesta citada a la Comisión de Seguridad Pública, para
su estudio y dictamen correspondiente.

III. El 1 de junio de 2010, en sesión plenaria de la Comi-
sión de Seguridad Pública, este dictamen fue aprobado en
sentido positivo por unanimidad.

Contenido de la proposición con punto de acuerdo

1. El proponente manifiesta que hace algunos días el ayun-
tamiento de Torreón dio de baja alrededor de 400 policías
municipales que estaban en paro, en demanda de la desti-
tución del jefe de la corporación, después de haber estable-
cido una mesa de negociación que fue abandonada por la
comisión de policías inconformes y, con lo anterior, fue ro-
to el diálogo que hasta ese momento se había entablado; lo
anterior, ha provocado que hasta el día de hoy a más de 26
días en que ocurrió dicha baja del cuerpo policíaco en men-
ción, aún se están llevando a cabo las pláticas para que los
policías que quieran continuar desempeñando su trabajo lo
hagan, pero en esta ocasión después de presentar exámenes
de confiabilidad que garanticen que los habitantes del men-
cionado municipio lagunero contarán con un cuerpo de po-
licía capacitado y leal que responda a los sucesos y la rea-
lidad que está viviendo la comunidad.

2. El proponente expresa que por esta razón, la ciudadanía
se siente vulnerable a cualquier hecho que pueda realizar la
delincuencia organizada, toda vez que en estos momentos
el ayuntamiento está llevando a cabo el proceso de refun-
dar la policía municipal. A pesar del apoyo que han brin-
dado desde el primer momento tanto el gobierno del esta-
do a través de su policía operativa como el gobierno federal
a través del Ejército y la Policía Federal Preventiva, la ciu-
dadanía considera que esta ayuda es insuficiente para una
población de 578 mil habitantes.

3. De igual forma el proponente indica acertadamente que
atendiendo a lo establecido en el Acuerdo Nacional por la
Seguridad, la Justicia y la Legalidad publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 25 de agosto de 2008, en el que
se establece la coordinación y el arreglo institucional de
atención a la seguridad pública para garantizar la responsa-
bilidad compartida entre la federación, las entidades fede-
rativas y los municipios; en la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública en la que se consolida la
coordinación entre las instancias encargadas de la seguri-
dad pública para realizar acciones conjuntas; en el Progra-
ma Sectorial de Seguridad Pública 2007-2012; en la Ley de
Policía Federal y, por supuesto, en la Carta Magna, consi-
deramos oportuno solicitar a la Secretaría de Seguridad Pú-
blica federal sostener una reunión que tenga por finalidad
exponer las inquietudes que existen en torno a la situación
anteriormente expuesta, además de lograr acuerdos que
permitan replantear el esquema de la seguridad publica en
Torreón, en principio, y en la entidad, finalmente.
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4. Por último el proponente reitera su preocupación por
evitar el incremento de los índices de violencia, requirien-
do que la Secretaría de Seguridad Pública federal envíe a
Torreón más elementos de la Policía Federal Preventiva y
los mantenga por el tiempo que sea necesario, evitando la
rotación, en virtud de que si el municipio se queda sin apo-
yo policiaco se generará un clima de incertidumbre y falta
de seguridad entre la población. Estimando que en un pla-
zo aproximado de seis meses el municipio podrá contar con
elementos suficientemente capacitados para redundar la
policía municipal, tiempo en el cual se solicita la presencia
de elementos de la policía federal y estatal en el municipio.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la proposi-
ción con punto de acuerdo, los miembros de la Comisión
de Seguridad Pública de la LXI Legislatura de la Cámara
de Diputados suscriben el presente dictamen.

Consideraciones

Primero. Que con base en los antecedentes antes expues-
tos y con los elementos de información disponibles, la Co-
misión de Seguridad Pública, con las atribuciones antes se-
ñaladas se abocó a dictaminar la proposición con punto de
acuerdo al rubro señalada.

Segundo. La seguridad pública es una materia concurrente
entre la federación, el Distrito Federal, los estados y los
municipios en la cual, el reparto de competencias, debe ha-
cerse en una ley marco expedida por el Congreso de la
Unión, pues esta facultad deriva de los artículos 21 y 73,
fracción XXIII, de la Constitución federal.

“Artículo 21. ...

...

...

...

...

...

...

...

La seguridad pública es una función a cargo de la Fede-
ración, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios,
que comprende la prevención de los delitos; la investi-
gación y persecución para hacerla efectiva, así como la
sanción de las infracciones administrativas, en los tér-
minos de la ley, en las respectivas competencias que es-
ta Constitución señala. La actuación de las instituciones
de seguridad pública se regirá por los principios de le-
galidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honra-
dez y respeto a los derechos humanos reconocidos en
esta Constitución.

Las instituciones de seguridad pública serán de carácter
civil, disciplinado y profesional. El Ministerio Público y
las instituciones policiales de los tres órdenes de go-
bierno deberán coordinarse entre sí para cumplir los ob-
jetivos de la seguridad pública y conformarán el Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública.”

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad: ...

...XXIII. Para expedir leyes que establezcan las bases
de coordinación entre la Federación, el Distrito Federal,
los Estados y los Municipios, así como para establecer
y organizar a las instituciones de seguridad pública en
materia federal, de conformidad con lo establecido en el
artículo 21 de esta Constitución...”

Tercero. También es importante mencionar que en el
Acuerdo Nacional por la Seguridad, la Justicia y la Legali-
dad publicado en el Diario Oficial de la Federación el 25
de agosto de 2008, se establece la coordinación y el arreglo
institucional de atención a la seguridad pública para garan-
tizar la responsabilidad compartida entre la federación, las
entidades federativas y los municipios; puesto que parte de
premisas tales como:

1. La política de seguridad es una política de Estado.

2. La coordinación, cooperación e intercambio de infor-
mación entre los tres Poderes de la Unión y los tres ór-
denes de gobierno, es condición indispensable para ga-
rantizar la seguridad pública.

3. Cada uno de los poderes y cada uno de los órdenes de
gobierno debe ejecutar la parte que le corresponde, en el
marco de sus atribuciones, para cumplir los compromi-
sos asumidos de acuerdo con las metas y los tiempos
convenidos.
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Al mismo tiempo, resulta impostergable la actuación coor-
dinada entre todas las autoridades, en el marco del federa-
lismo: actuación conjunta que asuma como premisa funda-
mental la corresponsabilidad entre los tres órdenes de
gobierno para garantizar la plena vigencia del Estado de
derecho.

Cuarto. En virtud de lo anterior, dentro del Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Publica se estable de
forma expresa cuales son las obligaciones en materia de se-
guridad publica que cada uno de los niveles de gobierno
debe cumplir.

“Artículo 7. Conforme a las bases que establece el artí-
culo 21 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, las Instituciones de Seguridad Pública
de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los
Municipios, en el ámbito de su competencia y en los
términos de esta Ley, deberán coordinarse para:

I. Integrar el Sistema y cumplir con sus objetivos y fi-
nes;

II. Formular políticas integrales, sistemáticas, continuas
y evaluables, así como programas y estrategias, en ma-
teria de seguridad pública;

III. Ejecutar, dar seguimiento y evaluar las políticas, es-
trategias y acciones, a través de las instancias previstas
en esta ley;

IV. Proponer, ejecutar y evaluar el Programa Nacional
de Procuración de Justicia, el Programa Nacional de Se-
guridad Pública y demás instrumentos programáticos en
la materia previstos en la Ley de Planeación;

V. Distribuir a los integrantes del Sistema, actividades
específicas para el cumplimiento de los fines de la Se-
guridad Pública;

...

Artículo 8. La coordinación, evaluación y seguimiento
de lo dispuesto en esta Ley, se hará con respeto a las
atribuciones que la Constitución establece para las ins-
tituciones y autoridades que integran el Sistema.

Artículo 39. La concurrencia de facultades entre la Fe-
deración, el Distrito Federal, los Estados y los Munici-
pios, quedará distribuida conforme a lo siguiente:

A. Corresponde a la Federación, por conducto de las au-
toridades competentes:

I. Proponer las acciones tendientes a asegurar la coordi-
nación entre la Federación, el Distrito Federal, los Esta-
dos y los Municipios;

II. Respecto del Desarrollo Policial:

a) En materia de Carrera Policial, proponer al Consejo
Nacional:

1. Las políticas relativas a la selección, ingreso, perma-
nencia, estímulos, promoción, reconocimiento y termi-
nación del servicio de los Integrantes de las Institucio-
nes Policiales, de acuerdo al Modelo Policial, conforme
a la normatividad aplicable;

2. Los lineamientos para los procedimientos de Carrera
Policial que aplicarán las autoridades competentes;

b) En materia de Profesionalización, proponer al Conse-
jo Nacional:

1. El Programa Rector que contendrá los aspectos de
formación, capacitación, adiestramiento, actualización e
investigación académica, así como integrar las que for-
mulen las instancias del Sistema;

2. Los procedimientos aplicables a la Profesionaliza-
ción;

3. Los criterios para el establecimiento de las Acade-
mias e Institutos, y

4. El desarrollo de programas de investigación y forma-
ción académica.

c) En materia de Régimen Disciplinario, proponer al
Consejo Nacional los lineamientos para la aplicación de
los procedimientos respectivos.

III. Coordinar las acciones para la vigilancia y protec-
ción de las Instalaciones Estratégicas, y

IV. Las demás que establezcan otras disposiciones lega-
les.
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B. Corresponde a la Federación, el Distrito Federal, los
Estados y los Municipios, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias:

I. Garantizar el cumplimiento de la presente Ley y de-
más disposiciones que deriven de ésta;

II. Contribuir, en el ámbito de sus competencias, a la
efectiva coordinación del Sistema;

III. Aplicar y supervisar los procedimientos relativos a
la Carrera Policial, Profesionalización y Régimen Disci-
plinario;

IV. Constituir y operar las Comisiones y las Academias
a que se refiere esta Ley;

V. Asegurar su integración a las bases de datos crimina-
lísticos y de personal;

VI. Designar a un responsable del control, suministro y
adecuado manejo de la información a que se refiere es-
ta Ley;

VII. Integrar y consultar en las bases de datos de perso-
nal de Seguridad Pública, los expedientes de los aspi-
rantes a ingresar en las Instituciones Policiales;

VIII. Abstenerse de contratar y emplear en las Institu-
ciones Policiales a personas que no cuentan con el re-
gistro y certificado emitido por el centro de evaluación
y control de confianza respectivo;

IX. Coadyuvar a la integración y funcionamiento del
Desarrollo Policial, Ministerial y Pericial;

X. Establecer centros de evaluación y control de con-
fianza, conforme a los lineamientos, procedimientos,
protocolos y perfiles determinados por el Centro Nacio-
nal de Certificación y Acreditación, así como garantizar
la observancia permanente de la normatividad aplicable;

XI. Integrar y consultar la información relativa a la ope-
ración y Desarrollo Policial para el registro y segui-
miento, en las bases de datos criminalísticos y de perso-
nal de Seguridad Pública;

XII. Destinar los fondos de ayuda federal para la segu-
ridad pública exclusivamente a estos fines y nombrar a
un responsable de su control y administración;

XIII. Participar en la ejecución de las acciones para el
resguardo de las Instalaciones Estratégicas del país, y

XIV. Las demás atribuciones específicas que se esta-
blezcan en la Ley y demás disposiciones aplicables.

Los Estados y los Municipios podrán coordinarse para
hacer efectivo lo previsto en el artículo 115, fracciones
III, inciso h) y VII, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Las Leyes Estatales de Seguridad Pública podrán esta-
blecer la posibilidad de coordinación, y en su caso, los
medios para la más eficaz prestación del servicio de se-
guridad pública entre un Estado y sus Municipios.”

Quinto. A su vez, el artículo 30 Bis de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, señala que la Secretaría
de Seguridad Pública tendrá a su cargo salvaguardar la in-
tegridad y el patrimonio de las personas, prevenir la comi-
sión de delitos y preservar la libertad, el orden y la paz pú-
blicos. El artículo 8, fracción II, de la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Pú-
blicos, establece la obligación de formular y ejecutar pla-
nes y programas.

La Secretaría de Seguridad Pública, en el marco del Siste-
ma Nacional de Planeación Democrática (SNPD), con fun-
damento en los artículos 26, apartado A, constitucional, y 16,
fracción IV, 21, 22, 26, 29, 32 y 37 de la Ley de Planeación,
es responsable de elaborar el PNSP; que es el punto de con-
vergencia de las distintas políticas públicas, programas y ac-
ciones de las diversas instituciones y organizaciones guber-
namentales responsables de la seguridad en el país.

Sexto. El Programa Nacional de Seguridad Pública 2008-
2012 concreta y expresa las inquietudes y demandas de go-
bierno y sociedad para el establecimiento e instrumenta-
ción de políticas y acciones integrales e intersectoriales en
materia de seguridad pública; a efecto de combatir frontal-
mente el fenómeno delictivo y consolidar el estado de de-
recho con la coordinación y corresponsabilidad de los tres
órdenes de gobierno, a través de la Estrategia Nacional de
Prevención del Delito y Combate a la Delincuencia en el
marco del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Para hacer realidad este compromiso se ha hecho un es-
fuerzo de coordinación sin precedente entre autoridades de
los tres órdenes de gobierno, para desarticular las estructu-
ras logísticas y financieras de las redes criminales.
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Séptimo. Por otra parte, la Ley de la Policía Federal seña-
la claramente que deberá colaborar cuando sea formalmen-
te requerida, de conformidad con los ordenamientos cons-
titucionales y legales aplicables, con las autoridades
locales y municipales competentes en la protección de la
integridad física de las personas y en la preservación de sus
bienes, en situaciones de peligro, cuando se vean amenaza-
das por situaciones que impliquen violencia o riesgo inmi-
nente; prevenir la comisión de delitos, así como garantizar,
mantener y restablecer la paz y el orden públicos.

Al respecto, los artículos 8, 13 y 19 de la Ley de la Policía
Federal establecen:

“Artículo 8. La Policía Federal tendrá las atribuciones
y obligaciones siguientes:

I. Prevenir la comisión de delitos y las faltas adminis-
trativas que determinen las leyes federales;

II. Intervenir en materia de seguridad pública, en co-
adyuvancia con las autoridades competentes, en la
observancia y cumplimiento de las leyes;

III. Salvaguardar la integridad de las personas, garanti-
zar, mantener y restablecer el orden y la paz públicos,
así como prevenir la comisión de delitos, en:

a) Las zonas fronterizas y en la tierra firme de los lito-
rales, la parte perteneciente al país de los pasos y puen-
tes limítrofes, las aduanas, recintos fiscales, secciones
aduaneras, garitas, puntos de revisión aduaneros, los
centros de supervisión y control migratorio, las carrete-
ras federales, las vías férreas, los aeropuertos, los puer-
tos marítimos autorizados para el tráfico internacional,
el espacio aéreo y los medios de transporte que operen
en las vías generales de comunicación, así como sus ser-
vicios auxiliares.

La Policía Federal actuará en los recintos fiscales, adua-
nas, secciones aduaneras, garitas o puntos de revisión
aduaneros, en auxilio y coordinación con las autorida-
des responsables en materia fiscal o de migración, en los
términos de la presente Ley y las demás disposiciones
legales aplicables;

b) Los parques nacionales, las instalaciones hidráulicas
y vasos de las presas, los embalses de los lagos y los
cauces de los ríos;

c) Los espacios urbanos considerados como zonas fede-
rales, así como en los inmuebles, instalaciones y servi-
cios de entidades y dependencias de la federación;

d) Todos aquellos lugares, zonas o espacios del territo-
rio nacional sujetos a la jurisdicción federal, conforme a
lo establecido por las leyes respectivas, y

e) En todo el territorio nacional en el ámbito de su com-
petencia…

...XXX. Colaborar, cuando sean formalmente reque-
ridas, de conformidad con los ordenamientos consti-
tucionales y legales aplicables, con las autoridades
locales y municipales competentes, en la protección
de la integridad física de las personas y en la preser-
vación de sus bienes, en situaciones de peligro, cuan-
do se vean amenazadas por situaciones que impli-
quen violencia o riesgo inminente; prevenir la
comisión de delitos, así como garantizar, mantener y
restablecer la paz y el orden públicos;...

Artículo 13. Todas las autoridades federales, cuyas atri-
buciones se relacionen con las de la Policía Federal, se
coordinarán entre sí para el despacho y operación de los
asuntos relativos a la seguridad pública a cargo de la Fe-
deración.

El Reglamento de la Policía Federal determinará el es-
quema de organización y funcionamiento que se dé la
misma para participar en instancias de coordinación in-
terinstitucionales.

Artículo 19. Son deberes de los integrantes: ...

...XII. Participar en operativos y mecanismos de coordi-
nación con otras Instituciones de Seguridad Pública, así
como brindarles, en su caso, el apoyo que conforme a
derecho proceda;…”

Octavo. Por último cabe aclarar que la presente recomen-
dación con punto de acuerdo se presenta bajo la clasifica-
ción de exhorto, consistente en solicitar respetuosamente
de una autoridad administrativa, en el ámbito de colabora-
ción entre poderes, la realización o cesación en la ejecu-
ción de determinados actos; el cumplimiento concreto de
obligaciones, o en general, la ejecución o suspensión de
ciertas acciones, en beneficio de una comunidad, grupo,
partido o colectividad y cuyos efectos sean de interés ge-
neral. En el presente caso, consiste en realizar un exhorto a
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la Secretaría de Seguridad Pública, solicitando respetuosa-
mente, el cumplimiento de las obligaciones constituciona-
les y legales señaladas, a fin de seguir coordinando esfuer-
zos y apoyar a Torreón en la problemática de su policía, en
beneficio de su comunidad que en este momento se en-
cuentra desprotegida y siendo potencialmente víctima de la
delincuencia.

Resultando

Primero: Esta comisión considera procedente aprobar el
punto de acuerdo para exhortar a la Secretaría de Seguridad
Pública a reunirse con las autoridades encargadas de la se-
guridad pública en Coahuila para seguir coordinando es-
fuerzos y apoyar a Torreón en la problemática de su policía
municipal, pues de lo anteriormente expuesto se desprende
que las autoridades de los tres niveles de gobierno deben
sujetarse a lo establecido en la Constitución y legislación
correspondiente, con el objeto de dar un tratamiento de co-
laboración y de coordinación entre ellos, a fin de dar pron-
ta y eficaz solución al clima de incertidumbre y falta de se-
guridad entre la población de dicho municipio, en razón de
que será en un plazo aproximado de seis meses en que el
municipio podrá contar con elementos suficientemente ca-
pacitados para redundar la policía municipal, tiempo en el
cual se solicita la presencia y apoyo de elementos de la po-
licía federal y estatal en el municipio.

Por lo anteriormente expuesto, los diputados y diputadas
integrantes de las Comisión de Seguridad Pública, somete-
mos a consideración del pleno de esta honorable asamblea
el siguiente:

Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Seguridad Pública fe-
deral a llevar a cabo una reunión de trabajo con las autori-
dades encargadas de la seguridad pública en el estado de
Coahuila, a fin de seguir coordinando esfuerzos tendentes
a resolver la problemática que impera en el municipio de
Torreón y en su caso, enviar a elementos de la Policía Fe-
deral a fin de garantizar la seguridad del citado municipio
y de sus habitantes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de junio de 2010.

La Comisión de Seguridad Pública, diputados: José Luis Ovando Pa-
trón (rúbrica), Sergio González Hernández (rúbrica), Bonifacio Herre-
ra Rivera (rúbrica), María de Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica), Ma-

nuel Esteban de Esesarte Pesqueira, Felipe Amadeo Flores Espinosa
(rúbrica), Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Adriana Sarur Torre (rú-
brica), Teresa del Carmen Incháustegui Romero, Alejandro Gertz Ma-
nero, Miguel Álvarez Santamaría (rúbrica), Víctor Hugo Círigo Vás-
quez (rúbrica), Jaime Fernando Cárdenas Gracia (rúbrica), Salvador
Caro Cabrera (rúbrica), Ernesto de Lucas Hopkins (rúbrica), Omar Fa-
yad Meneses (rúbrica), Jorge Fernando Franco Vargas, Luis Alejandro
Guevara Cobos, Aarón Irízar López (rúbrica), Feliciano Rosendo Ma-
rín Díaz, Manuel Guillermo Márquez Lizalde, Rosi Orozco (rúbrica),
Gustavo Antonio Miguel Ortega Joaquín (rúbrica), María Antonieta
Pérez Reyes (rúbrica), Camilo Ramírez Puente, Francisco Lauro Rojas
San Román, Arturo Santana Alfaro (rúbrica), Ricardo Sánchez Gálvez
(rúbrica), Ardelio Vargas Fosado.»

POLICIA FEDERAL, DIVISION CAMINOS

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, con pun-
to de acuerdo por el que se exhorta al secretario de Seguri-
dad Pública a implantar los programas de reestructuración,
capacitación y profesionalización necesarios a fin de erra-
dicar la corrupción imperante en los mandos de la Policía
Federal, División Caminos

Honorable Asamblea:

A la Comisión Seguridad Pública de la Cámara de Diputa-
dos de la LXI Legislatura, le fue turnada para su estudio y
dictamen, proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al titular de la Secretaría Seguridad Pública a im-
plantar los programas de reestructuración, capacitación y
profesionalización necesarios a fin de erradicar la gran co-
rrupción imperante en los mandos de la Policía Federal,
División Caminos, a cargo del diputado Joel González Dí-
az, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, presentada el 22 de abril de 2010 y publicada
en la Gaceta Parlamentaria de fecha en la misma fecha.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, 44 y
45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y 58, 60, 87 y 88 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, la Comisión de Seguridad Públi-
ca somete a consideración de esta honorable Asamblea, el
presente dictamen en sentido positivo, al tenor de los si-
guientes:
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Antecedentes

I. En sesión de la H. Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión celebrada el 22 de abril de 2010, el diputado Joel
González Díaz, del Partido Revolucionario Institucional,
presento proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al titular de la Secretaría Seguridad Pública a im-
plantar los programas de reestructuración, capacitación y
profesionalización necesarios a fin de erradicar la gran co-
rrupción imperante en los mandos de la Policía Federal,
División Caminos.

II. En esta misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directi-
va de la Cámara de Diputados, acordó que se turnará la
propuesta citada a la Comisión de Seguridad Pública, para
su estudio y dictamen correspondiente.

III. El 1 de junio de 2010, en sesión plenaria de la Comi-
sión de Seguridad Pública, este dictamen fue aprobado con
modificaciones, en sentido positivo, por unanimidad.

Contenido de la proposición con punto de acuerdo

1. El diputado proponente manifiesta que no es ninguna
novedad que se han encontrado bandas delictivas que han
estado y están en complicidad con la Policía Federal de Ca-
minos y otras corporaciones policíacas tanto federales co-
mo estatales a niveles muy altos, las que cuentan con su
imparcial y total protección, para traficar drogas, armas,
órganos, mercancía de contrabando y en la actualidad el
muy conocido tráfico de personas.

2. El proponente expresa no ser comprensibles toda esta
gama de delitos sin la participación o la complicidad de los
cuerpos policíacos y, en lo particular, de la sofisticada Po-
licía Federal, División Caminos, ya que por vía terrestre, y
siendo más explícito, por las carreteras federales de nues-
tro país se transportan y trasladan toda clase de productos
legales o ilegales. Refiere que tan sólo en los últimos años
se han contabilizado decenas de miles de robos de tráileres,
camiones y camionetas de carga del autotransporte de car-
ga federal, en las principales rutas que son utilizan con ma-
yor regularidad por este gremio; que inclusive la Cámara
Mexicana de la Industria del Transporte manifiesta un con-
siderable incremento de robos de mercancías de todo tipo
y, respecto a la industria de la construcción, ésta ha sido la-
cerada gravemente por el robo de maquinaria pesada utili-
zada en dicho sector.

3. El proponente refiere que existe una larga cadena de co-
rrupción, en la que el suboficial, corrupto cobra las mordi-
das o cuota y las entrega al oficial superior, éste a su vez al
teniente y éste al capitán, éste las entrega al comandante de
destacamento o de comisaría a su vez éste las entrega al los
altos mandos, claro esto no tendría sentido, si cada uno de
los integrantes de esta corporación no se quedara con al
menos un porcentaje de participación justo de acuerdo a los
montos de recaudación. El proponente destaca que es tan
descarada y lamentable la corrupción en nuestras carreteras
por parte de la Policía de Caminos, que en muchas ocasio-
nes cundo los afectados carecen de recursos financieros,
los oficiales cobran sus mordidas o dádivas en especie; es-
to quiere decir, que les dan televisiones, estéreos, compu-
tadoras, artículos de joyería, etcétera, lo que es lamentable
verdaderamente.

4. Por otra parte, el proponente destaca, que en relación
con la mayoría de los comandantes de esta corporación, só-
lo sería necesario realizarles una buena auditoría e investi-
gación patrimonial y comparar los resultados que arroje és-
ta, con sus ingresos generales en el transcurso de su vida
productiva, de igual forma, indica que es urgente y muy ne-
cesario se implementen mecanismos de reestructura labo-
ral y de profesionalización tendiente ha erradicar la co-
rrupción y fomentar un cambio de cultura en este cuerpo de
seguridad.

5. Por todo lo expuesto, y con el único fin de participar en
la prevención de los delitos por parte de los servidores pú-
blicos y así erradicar los lamentables y alarmantes niveles
de corrupción de esta corporación, el proponente somete a
consideración de esta soberanía los siguientes

6. Derivado de lo anterior se propone exhortar al secretario
de Seguridad Pública federal, Genaro García Luna, a im-
plantar las acciones y programas de reestructuración y de-
puración laboral que sean necesarios a los elementos de la
Policía Federal, División Caminos, a fin de erradicar al
personal nocivo y los elementos corruptos que en la actua-
lidad generan los altos niveles de corrupción que imperan
de forma considerable en dicha corporación.

7. De igual manera, se exhorta al secretario de Seguridad
Pública federal, Genaro García Luna, a generar los progra-
mas, académicos, científicos, culturales y sociales de capa-
citación y profesionalización que sean necesarios, a fin de
lograr erradicar totalmente, o de manera considerable los
altos niveles de corrupción existentes, que imperan en la
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actualidad, en la policía federal división caminos y así fo-
mentar un cambio de cultura, tendiente a transformar, me-
jorar y depurar los distintos mandos de la mencionada cor-
poración.

8. El proponente exhorta al secretario de Seguridad Públi-
ca federal, Genaro García Luna, a informar al pleno de la
honorable Cámara de Diputados sobre los programas anti-
corrupción que se han implantado y los resultados que se
hayan logrado sobre el particular en dicha Policía Federal.

9. Finalmente el proponente exhorta al titular de la Audito-
ría Superior de la Federación, contador público Arturo
González de Aragón, a realizar las auditorías, revisiones e
investigaciones patrimoniales necesaria a los suboficiales,
oficiales, comandantes y principales mandos de la Policía
Federal, División Caminos, dichos resultados deberán
compararse con los datos del historial de ingresos y per-
cepciones de su vida productiva, esto con el fin de depurar
a esa institución de los elementos que resulten con varia-
ciones considerables en sus bienes patrimoniales no justifi-
cables, estas auditorías e investigaciones deberán realizar-
se de manera extensiva a los familiares de estos en línea
directa.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la proposi-
ción con punto de acuerdo, los miembros de la Comisión
de Seguridad Pública de la LXI Legislatura de la Cámara
de Diputados suscriben el presente dictamen.

Consideraciones

Primero. Que con base en los antecedentes antes expues-
tos y con los elementos de información disponibles, la Co-
misión de Seguridad Pública, con las atribuciones antes se-
ñaladas se abocó a dictaminar la presente proposición con
punto de acuerdo.

Segundo. La libertad de transitar dentro de la República
Mexicana, así como de entrar y salir de ella, es un derecho
específico de libertad que se contempla en nuestra Consti-
tución claramente.

“Artículo 11. Todo hombre tiene derecho para entrar en
la República, salir de ella, viajar por su territorio y mu-
dar de residencia, sin necesidad de carta de seguridad,
pasaporte, salvoconducto u otros requisitos semejantes.
El ejercicio de este derecho estará subordinado a las fa-
cultades de la autoridad judicial, en los casos de respon-
sabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad admi-

nistrativa, por lo que toca a las limitaciones que impon-
gan las leyes sobre emigración, inmigración y salubri-
dad general de la República, o sobre extranjeros perni-
ciosos residentes en el país.”

Este derecho, como la mayoría, no es absoluto, pues la pro-
pia Constitución Política prevé casos de excepción, los que
enuncia en dos supuestos generales; esto es, cuando se tra-
ta de intervenciones de las autoridades judiciales o de las
administrativas. Haciendo a todas luces evidentes los actos
de molestia sin razón alguna, abuso y extorsión que se pre-
senta por parte de agentes de tránsito y vialidad del Estado
de Sinaloa, así como también por parte de la Policía Fede-
ral.

Tercero. El ser un agente de tránsito y vialidad implica una
responsabilidad muy grande con la ciudadanía, ya que de
acuerdo con el artículo 113 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, el servidor público debe
salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad
y eficiencia en el desempeño de sus funciones, empleos,
cargos y comisiones.

Las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que
incurran, además de las que señalen las leyes, consistirán
en suspensión, destitución e inhabilitación, así como en
sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo
con los beneficios económicos obtenidos por el responsa-
ble y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por
sus actos u omisiones a que se refiere la fracción III del ar-
tículo 109 de la CPEUM, pero que no podrán exceder de
tres tantos de los beneficios obtenidos o de los daños y per-
juicios causados.

Cuarto. El Código Penal Federal, en su artículo 390 seña-
la claramente en qué consiste el tipo penal del delito de ex-
torsión:

“Artículo 390. Al que sin derecho obligue a otro a dar,
hacer, dejar de hacer o tolerar algo, obteniendo un lucro
para sí o para otro o causando a alguien un perjuicio pa-
trimonial, se le aplicarán de dos a ocho años de prisión
y de cuarenta a ciento sesenta días multa.

Las penas se aumentarán hasta un tanto más si el constre-
ñimiento se realiza por una asociación delictuosa, o por
servidor público o ex-servidor público, o por miembro o ex
miembro de alguna corporación policial o de las Fuerzas
Armadas Mexicanas. En este caso, se impondrá además al
servidor o ex servidor público y al miembro o ex miembro
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de alguna corporación policial, la destitución del empleo,
cargo o comisión y la inhabilitación de uno a cinco años
para desempeñar cargo o comisión público, y si se tratare
de un miembro de las Fuerzas Armadas Mexicanas en si-
tuación de retiro, de reserva o en activo, la baja definitiva
de la Fuerza Armada a que pertenezca y se le inhabilitará
de uno a cinco años para desempeñar cargos o comisión
públicos.”

Para esta soberanía, una de las prioridades del Estado Me-
xicano, es reestablecer la seguridad pública en el territorio
nacional. Bajo esta premisa, los instrumentos de planea-
ción nacional y los programas sectoriales de las dependen-
cias encargadas de este tema en el ámbito federal, se orien-
taron a alinear los esfuerzos de los órdenes de gobierno en
el fortalecimiento de las acciones de prevención del delito
y combate al crimen.

Para ello se planteó la necesidad de instrumentar un nuevo
modelo policial que genere inteligencia operativa para la
prevención de los delitos, el combate a la delincuencia y
exprese la visión del Estado Mexicano respecto de la orga-
nización y funcionamiento de las corporaciones de policía
de los órdenes de gobierno, para cumplir el mandato cons-
titucional de la seguridad pública.

Quinto. La Seguridad Pública es una materia concurrente
entre las diferentes entidades federativas, el Distrito Fede-
ral y la Federación, en donde el reparto de competencias
debe hacerse en una ley marco expedida por el Congreso
de la Unión, tal y como lo señalan los artículos 21, 73 frac-
ciones XXIII, y 122 Base Segunda fracción II inciso e) de
la Constitución Federal.

“Artículo 21. ...

...

...

...

...

...

...

...

La seguridad pública es una función a cargo de la Fede-
ración, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios,
que comprende la prevención de los delitos; la investi-
gación y persecución para hacerla efectiva, así como la
sanción de las infracciones administrativas, en los tér-
minos de la ley, en las respectivas competencias que es-
ta Constitución señala. La actuación de las instituciones
de seguridad pública se regirá por los principios de le-
galidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honra-
dez y respeto a los derechos humanos reconocidos en
esta Constitución.

Las instituciones de seguridad pública serán de carácter
civil, disciplinado y profesional. El Ministerio Público y
las instituciones policiales de los tres órdenes de go-
bierno deberán coordinarse entre sí para cumplir los ob-
jetivos de la seguridad pública y conformarán el Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública, que estará sujeto a
las siguientes bases mínimas:

a) La regulación de la selección, ingreso, formación,
permanencia, evaluación, reconocimiento y certifica-
ción de los integrantes de las instituciones de seguridad
pública. La operación y desarrollo de estas acciones se-
rá competencia de la Federación, el Distrito Federal, los
Estados y los municipios en el ámbito de sus respectivas
atribuciones.

b) El establecimiento de las bases de datos criminalísti-
cos y de personal para las instituciones de seguridad pú-
blica. Ninguna persona podrá ingresar a las instituciones
de seguridad pública si no ha sido debidamente certifi-
cado y registrado en el sistema.

c) La formulación de políticas públicas tendientes a
prevenir la comisión de delitos.

d) Se determinará la participación de la comunidad que
coadyuvará, entre otros, en los procesos de evaluación
de las políticas de prevención del delito así como de las
instituciones de seguridad pública.

e) Los fondos de ayuda federal para la seguridad públi-
ca, a nivel nacional serán aportados a las entidades fe-
derativas y municipios para ser destinados exclusiva-
mente a estos fines.”

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad ...
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...XXIII. Para expedir leyes que establezcan las bases
de coordinación entre la Federación, el Distrito Federal,
los Estados y los Municipios, así como para establecer
y organizar a las instituciones de seguridad pública en
materia federal, de conformidad con lo establecido en el
artículo 21 de esta Constitución...”

Sexto. En cuanto a los puntos de acuerdo primero y segun-
do, enumerados en el contenido de la presente proposición,
consistentes en exhortar al secretario de Seguridad Pública
a implantar las acciones y programas de reestructuración y
depuración laboral que sean necesarios a los elementos de
la Policía Federal; a generar los programas, académicos,
científicos, culturales y sociales de capacitación y profe-
sionalización que sean necesarios, a fin de erradicar los al-
tos niveles de corrupción existentes en la Policía Federal,
División Caminos, así como fomentar un cambio de cultu-
ra, tendiente a transformar, mejorar y depurar los distintos
mandos de la mencionada corporación; se considera inne-
cesario, pues ya la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal, la Ley General del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública, la Ley de la Policía Federal y en la Propia
Constitución se señala claramente la obligación de que las
instituciones de seguridad pública sean de carácter civil,
disciplinado y profesional las cuales deben contar con una
clara regulación de la selección, ingreso, formación, per-
manencia, evaluación, reconocimiento y certificación de
los integrantes de las instituciones de seguridad pública. 

Al respecto, la Ley de la Policía Federal establece lo si-
guiente:

“Artículo 16. La carrera policial comprende el grado
policial, la antigüedad, las insignias, condecoraciones,
estímulos y reconocimientos obtenidos, el resultado de
los procesos de promoción, así como el registro de las
correcciones disciplinarias y sanciones que, en su caso,
haya acumulado el integrante. Se regirá por las normas
siguientes:

IV. Sólo ingresarán y permanecerán en la Policía Fe-
deral aquellos aspirantes e integrantes que cursen y
aprueben los programas de formación, capacitación
y profesionalización;

XII. Los procedimientos para la selección, ingreso,
formación, capacitación, adiestramiento, desarrollo,
actualización, permanencia y promoción de inte-
grantes serán establecidos en las disposiciones regla-
mentarias que al efecto se expidan, y

Artículo 17. Para ingresar o permanecer en la Policía
Federal se requiere

V. Aprobar los cursos de formación, capacitación y pro-
fesionalización;

Artículo 24. El Consejo Federal es la instancia colegia-
da encargada de normar, conocer y resolver toda con-
troversia que se suscite en relación con los procedi-
mientos del Servicio Profesional, el Régimen
Disciplinario de la Policía Federal y su Profesionaliza-
ción.

Artículo 25. El Consejo Federal llevará un registro de
datos de los integrantes, el cual se proporcionará a las
bases de datos criminalísticas y de personal de la Secre-
taría y del Sistema Nacional de Información de Seguri-
dad Pública.

Artículo 26. Son atribuciones del Consejo Federal:

I. Emitir normas relativas al ingreso, selección, perma-
nencia, estímulos, promoción y reconocimiento de los
integrantes;

II. Establecer los lineamientos para los procedimientos
de Servicio Profesional;

III. Formular normas en materia de previsión social;

IV. Elaborar los planes y programas de Profesionali-
zación que contendrá los aspectos de formación, ca-
pacitación, adiestramiento y actualización;

V. Establecer los procedimientos aplicables a la Pro-
fesionalización;

VI. Celebrar los convenios necesarios para la instru-
mentación de la Profesionalización;

VII. Instruir el desarrollo de los programas de investi-
gación académica en materia policial;

VIII. Establecer los lineamientos para los procedimien-
tos aplicables al Régimen Disciplinario;

IX. Emitir Acuerdos de observancia general y obli-
gatoria en materia de desarrollo policial para la
exacta aplicación del Servicio Profesional;
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X. Aplicar y resolver los procedimientos relativos al
ingreso, selección, permanencia, promoción y reco-
nocimiento de los integrantes;

XI. Verificar el cumplimiento de los requisitos de
permanencia de los integrantes;

XII. Analizar la formación, capacitación, adiestra-
miento, desarrollo, actualización, las sanciones apli-
cadas y los méritos de los integrantes a fin de deter-
minar quiénes cumplen con los requisitos para ser
promovidos;

XIII. Resolver, de acuerdo a las necesidades del servi-
cio, la reubicación de los integrantes de un área operati-
va a otra;

XIV. Sustanciar los procedimientos disciplinarios por
incumplimiento a los deberes u obligaciones de los in-
tegrantes, preservando el derecho a la garantía de au-
diencia;

XV. Conocer y resolver sobre el otorgamiento de cons-
tancias de grado y estímulos a los integrantes, conforme
al procedimiento establecido en el Reglamento de la
presente Ley;

XVI. Establecer el régimen homólogo de grados para el
personal de servicios, conforme a las instrucciones del
Comisionado General;

XVII. Crear las comisiones, comités y grupos de traba-
jo del Servicio Profesional, Régimen Disciplinario y de-
más que resulten necesarias, de acuerdo al tema o acti-
vidad a desarrollar, supervisando su actuación;

XVIII. Sancionar a los integrantes por incumplimiento a
los deberes previstos en la presente Ley y disposiciones
aplicables que deriven de ésta;

XIX. Resolver los recursos de revisión promovidos con-
tra las sanciones impuestas por violación al Régimen
Disciplinario;

XX. Resolver los recursos de reclamación promovidos
contra los acuerdos respecto a la no procedencia del ini-
cio del procedimiento;

XXI. Dictar las medidas necesarias para el despacho
pronto y expedito de los asuntos de su competencia, y

XXII. Las demás que le señalen la presente Ley y demás
disposiciones legales que de él deriven.

Las Reglas de Operación y Funcionamiento del Conse-
jo Federal estarán previstas en el Reglamento de esta
Ley.”

A su vez, el artículo 30 Bis de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal señala:

“Artículo 30 Bis. A la Secretaría de Seguridad Pública
corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

I. Desarrollar las políticas de seguridad pública y
proponer la política criminal en el ámbito federal,
que comprenda las normas, instrumentos y acciones
para prevenir de manera eficaz la comisión de deli-
tos;

II. Proponer al Ejecutivo Federal las medidas que ga-
ranticen la congruencia de la política criminal entre las
dependencias de la administración pública federal;

III. Presidir el Consejo Nacional de Seguridad Pública;

IV. Representar al Poder Ejecutivo Federal en el Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública;

V. Proponer al Consejo Nacional de Seguridad Pública
la designación del Secretario Ejecutivo del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública y, en su caso, removerlo li-
bremente;

VI. Proponer en el seno del Consejo Nacional de Segu-
ridad Pública, políticas, acciones y estrategias de coor-
dinación en materia de prevención del delito y política
criminal para todo el territorio nacional;

VII. Fomentar la participación ciudadana en la formula-
ción de planes y programas de prevención en materia de
delitos federales y, por conducto del Sistema Nacional
de Seguridad Pública, en los delitos del fuero común;

VIII. Promover y facilitar la participación social para el
desarrollo de actividades de vigilancia sobre el ejercicio
de sus atribuciones;

IX. Atender de manera expedita las denuncias y quejas
ciudadanas con relación al ejercicio de sus atribuciones;
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X. Organizar, dirigir, administrar y supervisar la Policía
Federal Preventiva, así como garantizar el desempeño
honesto de su personal y aplicar su régimen disciplina-
rio;

XI. Proponer al Presidente de los Estados Unidos Mexi-
canos el nombramiento del Comisionado de la Policía
Federal Preventiva;

...

De igual manera, la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública dispone:

“Artículo 7. Conforme a las bases que establece el artí-
culo 21 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, las Instituciones de Seguridad Pública
de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los
Municipios, en el ámbito de su competencia y en los tér-
minos de esta Ley, deberán coordinarse para: ...

...VI. Regular los procedimientos de selección, ingreso,
formación, actualización, capacitación, permanencia,
evaluación, reconocimiento, certificación y registro de
los servidores públicos de las Instituciones de Seguridad
Pública;…

Artículo 25. Son funciones de la Conferencia Nacional
de Procuración de Justicia: ...

...VIII. Fijar criterios uniformes para la regulación de la
selección, ingreso, formación, permanencia, capacita-
ción, profesionalización, evaluación, reconocimiento,
certificación y registro de agentes del Ministerio Públi-
co y peritos, de conformidad con lo dispuesto en esta
Ley y demás disposiciones aplicables;…

IX. Promover la capacitación, actualización y especiali-
zación conjunta de los miembros de las Instituciones de
Procuración de Justicia, conforme al Programa Rector
de Profesionalización; ...

Artículo 29. Son funciones de la Conferencia Nacional
de Secretarios de Seguridad Pública: ...

...II. Promover la capacitación, actualización y especia-
lización de los miembros de las Instituciones Policiales,
conforme al Programa Rector de Profesionalización; ...

Artículo 47. La Federación y las entidades federativas
establecerán y operarán Academias e Institutos que se-
rán responsables de aplicar los Programas Rectores de
Profesionalización que tendrán, entre otras, las siguien-
tes funciones:

I. Aplicar los procedimientos homologados del Sistema;

II. Capacitar en materia de investigación científica y
técnica a los servidores públicos;

III. Proponer y desarrollar los programas de investiga-
ción académica en materia ministerial, pericial y poli-
cial, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y de-
más disposiciones aplicables;

IV. Proponer las etapas, niveles de escolaridad y grados
académicos de la Profesionalización;

V. Promover y prestar servicios educativos a sus respec-
tivas Instituciones;

VI. Aplicar las estrategias para la profesionalización de
los aspirantes y servidores públicos;

VII. Proponer y aplicar los contenidos de los planes y
programas para la formación de los servidores públicos
a que se refiere el Programa Rector;

VIII. Garantizar la equivalencia de los contenidos míni-
mos de planes y programas de Profesionalización;

IX. Revalidar equivalencias de estudios de la Profesio-
nalización;

X. Colaborar en el diseño y actualización de políticas y
normas para el reclutamiento y selección de aspirantes y
vigilar su aplicación;

XI. Realizar los estudios para detectar las necesidades
de capacitación de los Servidores Públicos y proponer
los cursos correspondientes;

XII. Proponer y, en su caso, publicar las convocatorias
para el ingreso a las Academias e Institutos;

XIII. Tramitar los registros, autorizaciones y reconoci-
miento de los planes y programas de estudio ante las au-
toridades competentes;

Año II, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados302



XIV. Expedir constancias de las actividades para la pro-
fesionalización que impartan;

XV. Proponer la celebración de convenios con Institu-
ciones educativas nacionales y extranjeras, públicas y
privadas, con objeto de brindar formación académica de
excelencia a los servidores públicos;

XVI. Supervisar que los aspirantes e integrantes de las
Instituciones Policiales se sujeten a los manuales de las
Academias e Institutos, y

XVII. Las demás que establezcan las disposiciones le-
gales aplicables.

Artículo 48. En materia de planes y programas de Pro-
fesionalización para las Instituciones Policiales, la Se-
cretaría tendrá la facultad de proponer a las Instancias
de Coordinación de esta ley lo siguiente:

I. Los contenidos básicos de los programas para la for-
mación, capacitación y profesionalización de los man-
dos de las Instituciones policiales;

II. Los aspectos que contendrá el Programa Rector;

III. Que los integrantes de las Instituciones Policiales se
sujeten a los programas correspondientes a las Acade-
mias y de estudios superiores policiales;

IV. El diseño y actualización de políticas y normas para
el reclutamiento y selección de candidatos a las Institu-
ciones Policiales y vigilar su aplicación;

V. Estrategias y políticas de desarrollo de formación de
los integrantes de las Instituciones Policiales;

VI. Los programas de investigación académica en mate-
ria policial;

VII. El diseño y actualización de políticas y normas pa-
ra el reclutamiento y selección de candidatos a las Insti-
tuciones Policiales;

VIII. La revalidación de equivalencias de estudios de la
Profesionalización en el ámbito de su competencia, y

IX. Las demás que establezcan otras disposiciones lega-
les.

Artículo 72. El Desarrollo Policial es un conjunto inte-
gral de reglas y procesos debidamente estructurados y
enlazados entre sí que comprenden la Carrera Policial,
los esquemas de profesionalización, la certificación y el
régimen disciplinario de los Integrantes de las Institu-
ciones Policiales y tiene por objeto garantizar el desa-
rrollo institucional, la estabilidad, la seguridad y la
igualdad de oportunidades de los mismos; elevar la pro-
fesionalización, fomentar la vocación de servicio y el
sentido de pertenencia, así como garantizar el cumpli-
miento de los principios constitucionales referidos en el
artículo 6 de la Ley.

Artículo 73. Las relaciones jurídicas entre las Institu-
ciones Policiales y sus integrantes se rigen por la frac-
ción XIII, del apartado B, del artículo 123, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la
presente Ley y demás disposiciones legales aplicables.

Todos los servidores públicos de las Instituciones Poli-
ciales en los tres órdenes de gobierno que no pertenez-
can a la Carrera Policial, se considerarán trabajadores de
confianza. Los efectos de su nombramiento se podrán
dar por terminados en cualquier momento, de conformi-
dad con las disposiciones aplicables, y en caso de que
no acrediten las evaluaciones de control de confianza.

Artículo 74. Los integrantes de las Instituciones Poli-
ciales podrán ser separados de su cargo si no cumplen
con los requisitos de las leyes vigentes, que en el mo-
mento de la separación señalen para permanecer en las
Instituciones, sin que proceda su reinstalación o restitu-
ción, cualquiera que sea el juicio o medio de defensa pa-
ra combatir la separación, y en su caso, sólo procederá
la indemnización.

Las legislaciones correspondientes establecerán la for-
ma para calcular la cuantía de la indemnización que, en
su caso, deba cubrirse.

Tal circunstancia será registrada en el Registro Nacional
correspondiente.

Artículo 78. La Carrera Policial es el sistema de carác-
ter obligatorio y permanente, conforme al cual se esta-
blecen los lineamientos que definen los procedimientos
de reclutamiento, selección, ingreso, formación, certifi-
cación, permanencia, evaluación, promoción y recono-
cimiento; así como la separación o baja del servicio de
los integrantes de las Instituciones Policiales.
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Artículo 96. La certificación es el proceso mediante el
cual los integrantes de las Instituciones Policiales se so-
meten a las evaluaciones periódicas establecidas por el
Centro de Control de Confianza correspondiente, para
comprobar el cumplimiento de los perfiles de personali-
dad, éticos, socioeconómicos y médicos, en los procedi-
mientos de ingreso, promoción y permanencia.

Las Instituciones Policiales contratarán únicamente al
personal que cuente con el requisito de certificación ex-
pedido por su centro de control de confianza respectivo.

La presente disposición será aplicable también al perso-
nal de los servicios de migración.

Artículo 97. La certificación tiene por objeto:

A. Reconocer habilidades, destrezas, actitudes, conoci-
mientos generales y específicos para desempeñar sus
funciones, conforme a los perfiles aprobados por el
Consejo Nacional;

B. Identificar los factores de riesgo que interfieran, re-
percutan o pongan en peligro el desempeño de las fun-
ciones policiales, con el fin de garantizar la calidad de
los servicios, enfocándose a los siguientes aspectos de
los integrantes de las Instituciones Policiales:

I. Cumplimiento de los requisitos de edad y el perfil fí-
sico, médico y de personalidad que exijan las disposi-
ciones aplicables;

II. Observancia de un desarrollo patrimonial justificado,
en el que sus egresos guarden adecuada proporción con
sus ingresos;

III. Ausencia de alcoholismo o el no uso de sustancias
psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan
efectos similares;

IV. Ausencia de vínculos con organizaciones delictivas;

V. Notoria buena conducta, no haber sido condenado
por sentencia irrevocable por delito doloso, ni estar su-
jeto a proceso penal y no estar suspendido o inhabilita-
do, ni haber sido destituido por resolución firme como
servidor público, y

VI. Cumplimiento de los deberes establecidos en esta
Ley.

Artículo 98. La Profesionalización es el proceso per-
manente y progresivo de formación que se integra por
las etapas de formación inicial, actualización, promo-
ción, especialización y alta dirección, para desarrollar al
máximo las competencias, capacidades y habilidades de
los integrantes de las Instituciones Policiales.

Los planes de estudio para la Profesionalización se inte-
grarán por el conjunto de contenidos estructurados en
unidades didácticas de enseñanza aprendizaje que esta-
rán comprendidos en el programa rector que apruebe la
Conferencia de Secretarios de Seguridad Pública, a pro-
puesta de su Presidente.”

No obstante lo que pretende el proponente ya se en-
cuentra contemplado en diversas disposiciones, se con-
sidera procedente exhortar respetuosamente al secreta-
rio de Seguridad Pública, al cumplimiento concreto de
las obligaciones que la legislación antes mencionada es-
tablece; sugiriendo no únicamente exhortar a la Secreta-
ría de Seguridad Publica, sino también a las Procuraduría
General de la Republica a fin de que todas las institucio-
nes de seguridad pública en el ámbito de sus respectivas
competencias colaboren de forma coordinada, para que
se realice la investigación, persecución y pronta deten-
ción de los elementos corruptos ayudan o colaboran a
bandas del crimen organizado y que realizan delitos de
extorsión en contra de los automovilistas.

Séptimo. Por lo que se refiere al punto de acuerdo número
tres, consistente en exhortar al secretario de Seguridad Pú-
blica federal, Genaro García Luna, a informar al pleno de
la honorable Cámara de Diputados sobre los programas an-
ticorrupción que se han implantado y los resultados que se
hayan logrado sobre el particular en dicha Policía Federal;
se considera procedente con fundamento en el siguiente ar-
tículo constitucional.

“Artículo 93. Los Secretarios del Despacho, luego
que esté abierto el periodo de sesiones ordinarias,
darán cuenta al Congreso del estado que guarden sus
respectivos ramos.

Cualquiera de las Cámaras podrá convocar a los Se-
cretarios de Estado, al Procurador General de la Re-
pública, a los directores y administradores de las en-
tidades paraestatales, así como a los titulares de los
órganos autónomos, para que informen bajo protes-
ta de decir verdad, cuando se discuta una ley o se es-
tudie un negocio concerniente a sus respectivos ra-
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mos o actividades o para que respondan a interpela-
ciones o preguntas.

Las Cámaras, a pedido de una cuarta parte de sus
miembros, tratándose de los diputados, y de la mi-
tad, si se trata de los Senadores, tienen la facultad de
integrar comisiones para investigar el funcionamien-
to de dichos organismos descentralizados y empresas
de participación estatal mayoritaria. Los resultados
de las investigaciones se harán del conocimiento del
Ejecutivo Federal.

Las Cámaras podrán requerir información o docu-
mentación a los titulares de las dependencias y enti-
dades del gobierno federal, mediante pregunta por
escrito, la cual deberá ser respondida en un término
no mayor a 15 días naturales a partir de su recep-
ción.

El ejercicio de estas atribuciones se realizará de confor-
midad con la Ley del Congreso y sus reglamentos”.

Octavo. No obstante lo anteriormente mencionado, el ya
citado artículo 93 constitucional, señala en sus últimos pá-
rrafos que las Cámaras podrán requerir información o do-
cumentación a los titulares de las dependencias y entidades
del gobierno federal, mediante pregunta por escrito, la cual
deberá ser respondida en un término no mayor a 15 días na-
turales a partir de su recepción; y que el ejercicio de estas
atribuciones se realizará de conformidad con la Ley del
Congreso y sus reglamentos.

Al respecto la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 45 establece:

“Artículo 45. 1. Los presidentes de las comisiones or-
dinarias, con el acuerdo de éstas, podrán solicitar infor-
mación o documentación a las dependencias y entidades
del Ejecutivo Federal cuando se trate de un asunto sobre
su ramo o se discuta una iniciativa relativa a las mate-
rias que les corresponda atender de acuerdo con los or-
denamientos aplicables.

2. No procederá la solicitud de información o documen-
tación, cuando una u otra tengan el carácter de reserva-
da conforme a las disposiciones legales aplicables.

3. El titular de la dependencia o entidad estará obligado
a proporcionar la información en un plazo razonable; si
la misma no fuere remitida, la comisión podrá dirigirse

oficialmente en queja al titular de la dependencia o al C.
Presidente de la República.

4. Las comisiones ordinarias cuya materia se correspon-
de con los ramos de la Administración Pública Federal
harán el estudio del informe a que se refiere el primer
párrafo del artículo 93 constitucional, según su compe-
tencia. Al efecto, formularán un documento en el que
consten las conclusiones de su análisis. En su caso, po-
drán requerir mayor información del ramo, o solicitar la
comparecencia de servidores públicos de la dependen-
cia ante la propia comisión. Si de las conclusiones se
desprenden situaciones que por su importancia o tras-
cendencia requieran la presencia en la Cámara del titu-
lar de la Dependencia, la comisión podrá solicitar al
Presidente de la Conferencia para la Dirección y Pro-
gramación de los Trabajos Legislativos que el Secreta-
rio del Despacho o Jefe de Departamento Administrati-
vo correspondiente comparezca ante el Pleno.
Asimismo, se estará a lo dispuesto por el párrafo segun-
do del artículo 93 constitucional.”

Además de que el Programa Nacional de Rendición de
Cuentas, Transparencia y Combate a la Corrupción
2008-2012, quien como el resto de los programas secto-
riales y especiales, ha sido elaborado tomando como
punto de partida la Visión México 2030 y el Plan Na-
cional de Desarrollo. Asimismo, toma en cuenta el re-
sultado de una amplia consulta con actores relevantes de
la sociedad que han aportado elementos de diagnóstico
y de acción.

Lo que se busca con la implementación de este Progra-
ma es fortalecer las prácticas y valores dentro de la fun-
ción pública con un enfoque de gestión más abierto a la
participación de la sociedad, honesto, transparente y con
una nueva vocación para rendir cuentas sobre las accio-
nes y compromisos que se generen con la ciudadanía.
Asimismo, se persigue una mejor coordinación entre las
instancias responsables del combate a la corrupción,
particularmente en aquellas que están encargadas de la
seguridad pública.

Noveno. Por último y con relación al punto de acuerdo nu-
meral cuarto, consistente en exhortar al titular de la Audi-
toría Superior de la Federación, contador público Arturo
González de Aragón, a realizar las auditorías, revisiones e
investigaciones patrimoniales necesaria a los suboficiales,
oficiales, comandantes y principales mandos de la Policía
Federal, División Caminos, y que dichos resultados debe-
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rán compararse con los datos del historial de ingresos y
percepciones de su vida productiva, esto con el fin de de-
purar a esa institución de los elementos que resulten con
variaciones considerables en sus bienes patrimoniales no
justificables, además, de que estas auditorías e investiga-
ciones se realicen de manera extensiva a los familiares de
estos en línea directa; se considera improcedente, puesto
que la Auditoría Superior de la Federación es una institu-
ción autónoma, independiente, neutral y al margen de inte-
reses partidistas que revisa el origen y aplicación de los re-
cursos públicos, así como el cumplimiento de los objetivos
y metas del gobierno; es decir, que es un organismo que si
bien se encarga de la realización de auditorías, visitas e ins-
pecciones, dicha labor solo se enfoca al cuidado, el mane-
jo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos de los
Poderes de la Unión y de los entes públicos federales que
manejen los recursos públicos. Por lo tanto si dentro de las
facultades de la Policía Federal no se encuentra el manejo
de recursos públicos, la Auditoría Superior de la Federa-
ción no tiene competencia para realizar auditorías, revisio-
nes e investigaciones patrimoniales a los suboficiales, ofi-
ciales, comandantes y principales mandos de la Policía
Federal, División Caminos, y mucho menos a sus familia-
res.

Al respecto, el artículo 79 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos señala lo siguiente.

“Artículo 79. La entidad de fiscalización superior de la
Federación, de la Cámara de Diputados, tendrá autono-
mía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribucio-
nes y para decidir sobre su organización interna, funcio-
namiento y resoluciones, en los términos que disponga
la ley.

La función de fiscalización será ejercida conforme a los
principios de posterioridad, anualidad, legalidad, defini-
tividad, imparcialidad y confiabilidad.

Esta entidad de fiscalización superior de la Federación
tendrá a su cargo:

I. Fiscalizar en forma posterior los ingresos y egre-
sos; el manejo, la custodia y la aplicación de fondos
y recursos de los Poderes de la Unión y de los entes
públicos federales, así como realizar auditorías sobre
el desempeño en el cumplimiento de los objetivos
contenidos en los programas federales, a través de
los informes que se rendirán en los términos que dis-
ponga la Ley.

También fiscalizará directamente los recursos fede-
rales que administren o ejerzan los estados, los mu-
nicipios, el Distrito Federal y los órganos político-ad-
ministrativos de sus demarcaciones territoriales, con
excepción de las participaciones federales; asimismo,
fiscalizará los recursos federales que se destinen y se
ejerzan por cualquier entidad, persona física o mo-
ral, pública o privada, y los transferidos a fideicomi-
sos, mandatos, fondos o cualquier otra figura jurídi-
ca, de conformidad con los procedimientos
establecidos en las leyes y sin perjuicio de la compe-
tencia de otras autoridades y de los derechos de los
usuarios del sistema financiero.

II. Las entidades fiscalizadas a que se refiere el párrafo
anterior deberán llevar el control y registro contable, pa-
trimonial y presupuestario de los recursos de la Federa-
ción que les sean transferidos y asignados, de acuerdo
con los criterios que establezca la Ley.

III. Investigar los actos u omisiones que impliquen al-
guna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egre-
so, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos
federales, y efectuar visitas domiciliarias, únicamente
para exigir la exhibición de libros, papeles o archivos
indispensables para la realización de sus investigacio-
nes, sujetándose a las leyes y a las formalidades esta-
blecidas para los cateos, y

IV. Determinar los daños y perjuicios que afecten a la
Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes
públicos federales y fincar directamente a los responsa-
bles las indemnizaciones y sanciones pecuniarias co-
rrespondientes, así como promover ante las autoridades
competentes el fincamiento de otras responsabilidades;
promover las acciones de responsabilidad a que se re-
fiere el Título Cuarto de esta Constitución, y presentar
las denuncias y querellas penales, en cuyos procedi-
mientos tendrá la intervención que señale la ley.

Las sanciones y demás resoluciones de la entidad de fis-
calización superior de la Federación podrán ser impug-
nadas por las entidades fiscalizadas y, en su caso, por los
servidores públicos afectados adscritos a las mismas,
ante la propia entidad de fiscalización o ante los tribu-
nales a que se refiere el artículo 73, fracción XXIX-H de
esta Constitución conforme a lo previsto en la Ley.

La Cámara de Diputados designará al titular de la enti-
dad de fiscalización por el voto de las dos terceras par-
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tes de sus miembros presentes. La ley determinará el
procedimiento para su designación. Dicho titular durará
en su encargo ocho años y podrá ser nombrado nueva-
mente por una sola vez. Podrá ser removido, exclusiva-
mente, por las causas graves que la ley señale, con la
misma votación requerida para su nombramiento, o por
las causas y conforme a los procedimientos previstos en
el Título Cuarto de esta Constitución.

Para ser titular de la entidad de fiscalización superior de
la Federación se requiere cumplir, además de los requi-
sitos establecidos en las fracciones I, II, IV, V y VI del
artículo 95 de esta Constitución, los que señale la ley.
Durante el ejercicio de su encargo no podrá formar par-
te de ningún partido político, ni desempeñar otro em-
pleo, cargo o comisión, salvo los no remunerados en
asociaciones científicas, docentes, artísticas o de benefi-
cencia.

Los Poderes de la Unión, las entidades federativas y las
demás entidades fiscalizadas facilitarán los auxilios que
requiera la entidad de fiscalización superior de la Fede-
ración para el ejercicio de sus funciones y, en caso de no
hacerlo, se harán acreedores a las sanciones que esta-
blezca la Ley. Asimismo, los servidores públicos fede-
rales y locales, así como cualquier entidad, persona físi-
ca o moral, pública o privada, fideicomiso, mandato o
fondo, o cualquier otra figura jurídica, que reciban o
ejerzan recursos públicos federales, deberán proporcio-
nar la información y documentación que solicite la enti-
dad de fiscalización superior de la Federación, de con-
formidad con los procedimientos establecidos en las
leyes y sin perjuicio de la competencia de otras autori-
dades y de los derechos de los usuarios del sistema fi-
nanciero. En caso de no proporcionar la información,
los responsables serán sancionados en los términos que
establezca la Ley.

El Poder Ejecutivo Federal aplicará el procedimiento
administrativo de ejecución para el cobro de las indem-
nizaciones y sanciones pecuniarias a que se refiere la
fracción IV del presente artículo.”

Por su parte, la Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación, establece en el artículo 1º, 6º
y 37 lo siguiente: 

“Artículo 1. La presente Ley es de orden público y tie-
ne por objeto reglamentar los artículos 74, fracciones II
y VI, y 79 de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos en materia de revisión y fiscaliza-
ción de la Cuenta Pública.

La fiscalización de la Cuenta Pública comprende la re-
visión de los ingresos, los egresos, incluyendo subsi-
dios, transferencias y donativos, fondos, los gastos fis-
cales y la deuda pública; del manejo, la custodia y la
aplicación de recursos públicos federales, con excepción
de las participaciones federales, así como de la demás in-
formación financiera, contable, patrimonial, presupuesta-
ria y programática que las entidades fiscalizadas deban
incluir en dicho documento, conforme a las disposicio-
nes aplicables.

La fiscalización de la Cuenta Pública tiene el objeto de
evaluar los resultados de la gestión financiera de las en-
tidades fiscalizadas; comprobar si se observó lo dis-
puesto en el Presupuesto, la Ley de Ingresos y demás
disposiciones legales aplicables, así como la práctica de
auditorías sobre el desempeño para verificar el cumpli-
miento de los objetivos y las metas de los programas fe-
derales, conforme a las normas y principios de posterio-
ridad, anualidad, legalidad, definitividad, imparcialidad
y confiabilidad.

Artículo 6. Los servidores públicos y las personas físi-
cas o morales, públicas o privadas, que capten, reciban,
recauden, administren, manejen, ejerzan y custodien re-
cursos públicos federales, deberán atender los requeri-
mientos que les formule la Auditoría Superior de la Fe-
deración durante la planeación, desarrollo de las
auditorías y el seguimiento de las acciones que emita
dentro de los plazos establecidos en esta Ley, de con-
formidad con los procedimientos establecidos en las le-
yes y sin perjuicio de la competencia de otras autorida-
des y de los derechos de los usuarios del sistema
financiero.

...

Artículo 37. La Auditoría Superior de la Federación fis-
calizará directamente los recursos federales que admi-
nistren o ejerzan las entidades federativas, los munici-
pios y los órganos político-administrativos de las
demarcaciones territoriales del Distrito Federal, con ex-
cepción de las participaciones federales; asimismo, fis-
calizará directamente los recursos federales que se des-
tinen y se ejerzan por cualquier entidad, persona física o
moral, pública o privada, y los transferidos a fideicomi-
sos, mandatos, fondos o cualquier otra figura jurídica,
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de conformidad con los procedimientos establecidos en
otras leyes y sin perjuicio de la competencia de otras au-
toridades y de los derechos de los usuarios del sistema
financiero.”

Resultando

Primero. Esta comisión considera procedente aprobar el
punto de acuerdo para exhortar secretario de Seguridad Pú-
blica federal, Genaro García Luna, a implantar las acciones
y programas de reestructuración y depuración laboral que
sean necesarios a los elementos de la Policía Federal, Di-
visión Caminos, a fin de erradicar al personal nocivo y los
elementos corruptos que en la actualidad generan los altos
niveles de corrupción; así como generar programas, acadé-
micos, científicos, culturales y sociales de capacitación y
profesionalización que sean necesarios, a fin de lograr erra-
dicar los altos niveles de corrupción existentes. Pues es fa-
cultad y obligación de dicha Secretaría, de acuerdo con
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, la Ley
de la Policía Federal y en la propia Constitución que las
instituciones de seguridad pública sean de carácter civil,
disciplinado y profesional las cuales deben contar con una
clara regulación de la selección, ingreso, formación, per-
manencia, evaluación, reconocimiento y certificación de
los integrantes de las instituciones de seguridad pública.

Segundo. Esta comisión considera procedente aprobar el
punto de acuerdo por el que se exhorta al secretario de Se-
guridad Pública federal, Genaro García Luna, a informar al
pleno de la honorable Cámara de Diputados sobre los pro-
gramas anticorrupción que se han implantado y los resulta-
dos que se hayan logrado sobre el particular en dicha Poli-
cía Federal, con fundamento en el artículo 93
Constitucional y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos.

Tercero. Esta Comisión considera improcedente aprobar el
punto de acuerdo por el que se exhorta al titular de la Au-
ditoría Superior de la Federación, contador público Arturo
González de Aragón, a realizar las auditorías, revisiones e
investigaciones patrimoniales necesaria a los suboficiales,
oficiales, comandantes y principales mandos de la Policía
Federal, División Caminos, dichos resultados deberán
compararse con los datos del historial de ingresos y per-
cepciones de su vida productiva, esto con el fin de depurar
a esa institución de los elementos que resulten con varia-
ciones considerables en sus bienes patrimoniales no justifi-
cables, estas auditorías e investigaciones deberán realizar-

se de manera extensiva a los familiares de estos en línea di-
recta; en razón de que dicho organismo no cuenta con fa-
cultades para realizar tales acciones.

Por tanto los diputados y diputadas integrantes de la Comi-
sión de Seguridad Publica reconocen y concluyen que es
procedente aprobar en sentido positivo el presente punto de
acuerdo, por lo que someten a consideración del Pleno de
esta honorable asamblea el siguiente:

Acuerdo

Único. Se exhorta al titular de la Secretaría de Seguridad
Pública a implantar los programas de reestructuración, ca-
pacitación y profesionalización necesarios a fin de erradi-
car la gran corrupción imperante en los mandos de la Poli-
cía Federal, División Caminos, e informe a esta soberanía
qué programas ha implementado la Secretaría de Seguri-
dad Pública para erradicar la corrupción en dicha institu-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de junio de 2010.

La Comisión de Seguridad Pública, diputados: José Luis Ovando
Patrón (rúbrica), Sergio González Hernández (rúbrica), Bonifacio He-
rrera Rivera (rúbrica), María de Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica),
Manuel Esteban de Esesarte Pesqueira, Felipe Amadeo Flores Espino-
sa (rúbrica), Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Adriana Sarur Torre
(rúbrica), Teresa del Carmen Incháustegui Romero, Alejandro Gertz
Manero, Miguel Álvarez Santamaría (rúbrica), Víctor Hugo Círigo
Vásquez (rúbrica), Jaime Fernando Cárdenas Gracia (rúbrica), Salva-
dor Caro Cabrera (rúbrica), Ernesto de Lucas Hopkins (rúbrica), Omar
Fayad Meneses (rúbrica), Jorge Fernando Franco Vargas, Luis Alejan-
dro Guevara Cobos, Aarón Irízar López (rúbrica), Feliciano Rosendo
Marín Díaz, Manuel Guillermo Márquez Lizalde, Rosi Orozco (rúbri-
ca), Gustavo Antonio Miguel Ortega Joaquín (rúbrica), María Anto-
nieta Pérez Reyes (rúbrica), Camilo Ramírez Puente, Francisco Lauro
Rojas San Román, Arturo Santana Alfaro (rúbrica), Ricardo Sánchez
Gálvez (rúbrica), Ardelio Vargas Fosado.»

EMPRESAS DE CONNACIONALES MIGRANTES

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Economía, con punto de
acuerdo por el que se exhorta al secretario de Economía a
implantar mediante Proméxico un programa de apoyo de

Año II, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados308



las empresas creadas por connacionales migrantes en el ex-
tranjero, a fin de estimular su traslado al país con el otor-
gamiento de todas las facilidades para su potenciación en
territorio mexicano

Honorable Asamblea:

A la comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, correspondiente a la LXI
Legislatura, con fundamento en los artículos 58, 59 y 60
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, le fue turnado, pa-
ra su estudio y dictamen, el siguiente punto de acuerdo pa-
ra exhortar al secretario de Economía a implantar mediante
el organismo ProMéxico un programa de apoyo de las em-
presas creadas por connacionales migrantes en el extranje-
ro, con el fin de incentivar su establecimiento en nuestro
país, a partir de otorgarles todas las facilidades para su pon-
tenciallzación en territorio mexicano, presentada por el di-
putado Gumercindo Castellanos Flores, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional, en fecha 7
de abril de 2010.

La Comisión de Economía, con fundamento en los artícu-
los 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 58, 60, 87, 88 y 94 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, se abocó al estudio y aná-
lisis de la proposición del punto de acuerdo referida al te-
nor de los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en esta Cámara de Diputa-
dos en fecha 7 de abril de 2010, los secretarios de la mis-
ma dieron cuenta al pleno de esta soberanía de la proposi-
ción de punto de acuerdo que presentó el diputado
Gumercindo Castellanos Flores.

Segundo. El presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Economía”.

Tercero. El legislador propone lo siguiente:

“Durante décadas, la falta de políticas para el fortaleci-
miento del campo y de la industria y, en general, la fal-
ta de oportunidades de empleo en México, se ha con-
vertido en el principal impulsor para que año con año
millones de mexicanos emigren a otros países, princi-

palmente a Estados Unidos de América, en busca de me-
jores condiciones laborales.

”El proceso de emigrar, como es sabido, no es nada sen-
cillo: miles de mexicanos mueren en el intento de cru-
zar la frontera, y los que lo logran se vuelven víctimas
permanentemente de cualquier cantidad de vejaciones,
abusos y de múltiples circunstancias miserables las cua-
les están dispuestos a soportar, con tal de lograr mejorar
un poco su calidad de vida y las de sus familias.

”En tal sentido, si bien el fenómeno migratorio en Mé-
xico durante generaciones ha arrojado historias de todo
tipo, resulta relevante destacar la de aquellos migrantes,
en proporción los menos, que lograron plenamente sus
objetivos y no sólo encontraron mejores condiciones, si-
no que se volvieron emprendedores de empresas exito-
sas y que les permitió ganar un lugar relevante como
parte del desarrollo económico del país donde radican.

”En ese contexto deviene de la mayor trascendencia que
el Estado mexicano, consciente de su corresponsabili-
dad histórica para que miles de mexicanos se vean en la
necesidad de emigrar a otros países en busca de oportu-
nidades que México nunca les brindó, asuma un com-
promiso serio con todos esos paisanos que, de manera
obligada, se tuvieron que ir, brindándoles todos los apo-
yos necesarios para que puedan establecer sus empresas,
desarrolladas en otros países, en nuestro país y con ello,
no sólo se estaría potencializando la inversión “extran-
jera” en nuestro territorio, lo cual ya es una política
existente, sino que se estaría otorgando a nuestros con-
nacionales la oportunidad de regresar a sus raíces de la
mano de la expansión de sus empresas en la tierra que
es suya.

”En efecto, si bien muchos migrantes mexicanos pudie-
ron a través de los años consolidarse laboralmente y dar
a sus familias mejores condiciones de vida, lo cierto es
que no habrá un compatriota en tales circunstancias que
no guarde un sentimiento pendiente y que ningún éxito
en el extranjero le podrá devolver: el regreso de ellos y
de sus hijos a sus raíces ya su cultura.

”De esa forma, si bien los Poderes Ejecutivo y Legisla-
tivo tenemos la inalienable obligación, en los distintos
ámbitos de competencia, de fijar las bases para generar
cada vez más y mejores condiciones para que el fenó-
meno migratorio por falta de oportunidades cada vez
sea menor, lo cierto es que esa labor no nos exime de
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buscar, de manera paralela, los mecanismos necesarios
para lograr que todos aquellos mexicanos que en su mo-
mento no tuvieron oportunidades en nuestro país y que
se vieron obligados a desarrollarse fuera de él puedan
ahora expandir sus empresas con el mismo éxito en el
territorio mexicano.

”Es el caso que el gobierno mexicano, concretamente la
Secretaría de Economía, a través de ProMéxico, tiene la
misión de fortalecer la participación de México en la
economía internacional, así como de coordinar las ac-
ciones para atraer inversión extranjera directa al territo-
rio nacional.

”En ese orden de ideas, resulta viable concluir que si
nuestro país cuenta con un organismo especializado que
tiene como finalidad, por un lado, de impulsar las em-
presas mexicanas en el extranjero y, por el otro, de
atraer inversión extranjera, el caso de las empresas de
mexicanos migrantes creadas en el exterior deberían
constituir uno de los rubros fundamentales que un orga-
nismo como éste debería otorgar especial atención, a
efecto de fomentar e impulsar con programas su esta-
blecimiento en México.

”Con ello, ProMéxico tendría la oportunidad de llevar a
cabo los fines para los que fue creado por partida doble,
en tanto por la naturaleza de los sujetos y empresas a los
que estaría beneficiando, se debe considerar como im-
pulso a empresas de mexicanos, a la vez que se atrae in-
versión extranjera a nuestro país.

”Aunado a lo anterior, la posibilidad de implantar un
programa de atracción y apoyo a las empresas de los
migrantes para su establecimiento en nuestro país, cons-
tituye una oportunidad para el Estado mexicano de redi-
mirse con los paisanos que, por falta de condiciones la-
borales, se vieron obligados a emigrar, otorgándoles
ahora oportunidades de regresar a su país con las garan-
tías de que sus empresas podrán expenderse e incluso
potencializarse con éxito en nuestro territorio.

”México tiene una deuda y también un compromiso con
los millones de conciudadanos que se han visto forzados
a abandonar su tierra por falta de oportunidades, lo que
hace primordial que ahora desde aquí se impulsen pro-
gramas serios que los incentiven a expandir sus empre-
sas desarrolladas con éxito en el exterior en su propio
país.

”Por lo expuesto y fundado, me permito someter a con-
sideración del pleno de esta honorable Cámara de Dipu-
tados el siguiente

”Punto de Acuerdo

”Único. Se exhorta al secretario de Economía del Go-
bierno federal para que a través del organismo ProMé-
xico implemente un programa de apoyo a aquellas em-
presas creadas por mexicanos migrantes en el
extranjero, con el fin de incentivar su establecimiento en
nuestro país, a partir de otorgarles todas las facilidades
para su potencialización en territorio mexicano.”

Consideraciones

Primera. Que de conformidad con el numeral 3 del artícu-
lo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en relación con el 34 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, esta Comi-
sión de Economía es competente para conocer sobre la pro-
posición de punto de acuerdo presentada por el diputado
Gumercindo Castellanos Flores.

Segunda. Que con base en los antecedentes indicados por
el diputado Gumercindo Castellanos Flores, la Comisión
de Economía, con las atribuciones señaladas, se abocó de
forma respetuosa y responsable a dictaminar la proposición
con punto de acuerdo referida.

Tercera. Que los artículos 58 y 60 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos establecen que las proposiciones que no
sean iniciativas de ley presentadas por uno o más indivi-
duos de la Cámara serán pasadas a la comisión o comisio-
nes que corresponda para su respectivo análisis y dictami-
nación.

Cuarta. Que el artículo 25 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos establece que el Estado pla-
neará, conducirá, coordinará y orientará la actividad eco-
nómica nacional, llevando a cabo la regulación y fomento
de las actividades que demanda el interés general, en el
marco de las libertades constitucionales; asimismo, que el
gobierno federal podrá participar por sí o con los sectores
social y privado, de acuerdo con la ley, para impulsar y or-
ganizar las áreas prioritarias del desarrollo.

Quinta. Que la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal establece en el artículo 34, fracciones I, IV y
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XII, respectivamente, que la Secretaría de Economía es la
dependencia encargada de formular y conducir las políticas
generales de industria, comercio exterior e interior, de fo-
mentar en coordinación con la Secretaría de Relaciones
Exteriores el comercio exterior del país y regular y orien-
tar la inversión extranjera y la transferencia de tecnología.

Asimismo, la misma ley faculta a la Secretaría de Econo-
mía en su fracción XXIII del artículo 34, a promover,
orientar, fomentar y estimular la industria nacional.

Sexta. Que el Plan Nacional de Desarrollo establece en su
eje de economía competitiva y generadora de empleos, que
una economía nacional que otorga mayores facilidades pa-
ra las inversiones, generará una economía más competitiva
y mejorará las condiciones para la creación de empleos que
permitan a los individuos alcanzar un mayor nivel de bie-
nestar económico. Para ello, establece que las políticas pú-
blicas serán conducentes a aumentar la rentabilidad de los
proyectos, reducir los costos de producción en territorio
nacional, promover la inversión en infraestructura y limitar
el riesgo al que están sujetas las inversiones.

Séptima. Que en el decreto por el que se ordena la consti-
tución del fideicomiso público considerado entidad paraes-
tatal denominado ProMéxico, se establece en el artículo 4
lo siguiente:

“El fideicomiso público tendrá los fines siguientes:

I. Coadyuvar en la conducción, coordinación y ejecu-
ción de las acciones que en materia de promoción al co-
mercio exterior y atracción de inversión extranjera di-
recta realicen las dependencias y entidades de la
administración pública federal;

...VI. Promover las actividades tendientes a la atracción
de inversión extranjera directa que lleven a cabo las de-
pendencias y entidades de la administración pública fe-
deral, así como apoyar a las entidades federativas en la
ubicación de inversión extranjera directa en el territorio
nacional.”

Octava. Que dentro de los lineamientos para la operación
de los servicios de ProMéxico, se establece que son pobla-
ción objetivo de este programa los siguientes agentes:

“...Son población objetivo: agrupaciones gubernamen-
tales; centros de investigación; comercializadores o dis-
tribuidores; dependencias, entidades u organismos fede-

rales, estatales y municipales; empresas con potencial;
empresas exportadoras; empresas de capacitación en ne-
gocios internacionales; importadores; instituciones edu-
cativas; inversionistas mexicanos; inversionistas; orga-
nismos empresariales; practicantes en negocios
internacionales y proveedores de servicios a la inversión,
según se definen en los presentes lineamientos.”

Asimismo, se establece que los servicios que ProMéxico
otorgue a sus beneficiarios, ya sea de manera directa o a
través de las instituciones de apoyo cubrirán tanto activi-
dades que tengan lugar en el ámbito nacional, como en el
internacional y que contribuyan a la consecución de los ob-
jetivos y metas institucionales del fideicomiso.

Novena. Que los lineamientos para la operación de los ser-
vicios de ProMéxico, definen como inversionista a aquella
empresa de capital mayoritariamente extranjero con interés
de realizar inversiones en México, así como aquella em-
presa ubicada en el extranjero interesada en adquirir pro-
ductos y servicios mexicanos.

Debe decirse que dentro del perfil del inversionista, no se
exige que cumpla con cierta nacionalidad.

Décima. Por lo antes expuesto, y coincidiendo con el pro-
ponente, se deben mejorar y optimizar las facilidades otor-
gadas por el programa de ProMéxico para la potencializa-
ción de las inversiones en el territorio mexicano.

En este sentido, si bien es cierto que se debe apoyar a aque-
llas empresas creadas por mexicanos migrantes en el ex-
tranjero, también es cierto que al considerar dentro de su
población objetivo a todo aquel agente económico intere-
sado en realizar operaciones para invertir en México, aque-
llos ya son contemplados como beneficiarios del programa
ProMéxico.

No obstante lo anterior, se comparte la visión de apoyar a
los mexicanos migrantes en el extranjero, a fin de que si
tienen negocios que han resultado exitosos y quisieran rea-
lizar inversiones en nuestro país puedan hacerlo, pues ello
podría ayudar a generar y mejorar las condiciones para la
creación de empleos en nuestro país, sobre todo por la eta-
pa crítica en la que se encuentra la economía mexicana; en
la inteligencia de que se debe cuidar que las acciones en-
caminadas en este sentido no violenten la ley ni ninguno de
los tratados internacionales de los cuales México es parte;
por lo que se estima correcto ajustar el punto de acuerdo
propuesto en este sentido.
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Décima Primera. En virtud de lo anterior, y con la modi-
ficación apuntada, esta Comisión de Economía considera
legítimo el punto de acuerdo que se propone, ya que con el
propósito de atraer y apoyar a los inversionistas, se deben
establecer incentivos y programas de apoyo tales como
ProMéxico para lograr el desarrollo y crecimiento econó-
mico del país, por lo que lo correcto es dictaminar positi-
vamente el Punto de Acuerdo propuesto en los términos si-
guientes:

La honorable Cámara de Diputados acuerda

Único. Se exhorta al secretario de Economía del gobierno
federal, para que a través del organismo ProMéxico, im-
plemente un programa de apoyo a aquellas empresas crea-
das por mexicanos migrantes en el extranjero, con el fin de
incentivar su establecimiento en nuestro país a partir de
otorgarles todas las facilidades para su potencialización en
territorio mexicano y, con ello, fomentar la generación de
empleos, dentro del marco jurídico aplicable y cuidando de
no violentar los tratados internacionales de los que México
es parte.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 17 días del mes de
junio de 2010.

La Comisión de Economía, diputados: Ildefonso Guajardo Villa-
rreal (rúbrica), presidente; Alejandro Cano Ricaud (rúbrica), Melchor
Sánchez de la Fuente (rúbrica), Jorge Alberto Juraidini Rumilla (rúbri-
ca), José Luis Velasco Lino (rúbrica), Narcedalia Ramírez Pineda (rú-
brica), Norma Sánchez Romero (rúbrica), María Antonieta Pérez Re-
yes (rúbrica), Leoncio Alfonso Morán Sánchez, Rodrigo Pérez-Alonso
González (rúbrica), Indira Vizcaíno Silva (rúbrica), Jorge Antonio
Kahwagi Macari, Noé Fernández Garza Flores (rúbrica), Jorge Her-
nández Hernández (rúbrica), Susana Hurtado Vallejo (rúbrica), Jorge
Humberto López-Portillo Basave (rúbrica), David Penchyna Grub, En-
rique Salomón Rosas Ramírez, David Ricardo Sánchez Guevara, José
Antonio Arámbula López (rúbrica), Sergio Gama Dufour (rúbrica),
Luis Enrique Mercado Sánchez, Ramón Merino Loo, Martín Rico Ji-
ménez, Ramón Jiménez López (rúbrica), Gerardo Leyva Hernández,
Carlos Torres Piña (rúbrica), José M. Torres Robledo (rúbrica), Ifige-
nia Martha Martínez y Hernández (rúbrica).»
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